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INFORME SECRETARIAL. - Bogotá D.C., 29 de septiembre de 2021, al Despacho de la Juez, 

la presente DEMANDA ORDINARIA LABORAL DE ÚNICA INSTANCIA, asignada por 

reparto, radicada bajo el número 11001-41-05-008-2021-00343-00, de MARÍA 

ALEJANDRA PUENTES AMAYA en contra de CENTRO INTERACTIVO DE CRM S.A. antes 

INTERACTIVO CONTACT CENTER S.A., informando que, vencido el término legal 

concedido en Auto anterior, la parte actora allegó escrito de subsanación de la demanda. 

Pendiente por resolver, sírvase proveer. 

 

GLADYS DANIELA PÉREZ SILVA 

Secretaria 

 

 

REPÚBLICA DE COLOMBIA 

 

RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

JUZGADO OCTAVO DE PEQUEÑAS CAUSAS LABORALES DE BOGOTÁ 

 

AUTO INTERLOCUTORIO 562 

Bogotá D.C., 29 de septiembre de 2021 

 

Visto el informe secretarial que antecede, se observa que la parte actora mediante correo 

electrónico recibido el día 13 de septiembre de 2021, allegó memorial de subsanación en 

procura de dar cumplimiento a lo ordenado en el Auto de Sustanciación No. 920 del 03 de 

septiembre de 2021, en el cual se le pusieron de presente las falencias que adolecía la 

demanda.  

 

Sin embargo, al revisar la subsanación allegada, advierte el Despacho que es menester 

rechazar la demanda por falta de competencia por las siguientes razones:  

 

El artículo 46 de la Ley 1395 de 2010, modificó el artículo 12 del C.P.T. y determinó que 

“Los jueces municipales de pequeñas causas y competencia múltiple, donde existen, conocen 

en única instancia de los negocios cuya cuantía no exceda del equivalente a veinte (20) veces 

el salario mínimo legal mensual vigente”. 

 

Como quiera que en materia laboral no existe norma para definir la cuantía, en virtud de la 

analogía establecida en el artículo 145 del C.P.T. es necesaria la remisión al artículo 26 del 

C.G.P., el cual dispone en su numeral 1º que la determinación de la cuantía se efectuará 

“(P)or el valor de todas las pretensiones al tiempo de la demanda, sin tomar en cuenta los 
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frutos, intereses, multas o perjuicios reclamados como accesorios que se causen con 

posterioridad a su presentación”. 

 

Las normas anteriores son de carácter procesal y, conforme el artículo 13 del C.G.P. “(S)on 

de orden público y, por consiguiente, de obligatorio cumplimiento, y en ningún caso podrán 

ser derogadas, modificadas o sustituidas por los funcionarios o particulares, salvo 

autorización expresa de la ley”. 

 

Al realizar el estudio de la demanda, se observa que en ella se pretende se declare que entre 

MARÍA ALEJANDRA PUENTES AMAYA e INTERACTIVO CONTACT CENTER S.A., existió 

un contrato de obra o labor desde el 04 de marzo de 2020 hasta el 01 de julio de 2020, el 

cual terminó sin justa causa; y como consecuencia, se condene al pago de:  

 

- Las cesantías por todo el tiempo laborado;  

- Los intereses a las cesantías por todo el tiempo laborado;  

- La prima de servicios por todo el tiempo laborado;  

- Las vacaciones por todo el tiempo laborado;  

- La indemnización por terminación del contrato sin justa causa;  

- La indemnización moratoria; 

- La indexación. 

 

Respecto de la indemnización por despido sin justa causa, el inciso 3º del artículo 64 del 

C.S.T. dispone que, en los contratos por obra o labor, corresponde a “el valor de los salarios 

correspondientes al tiempo que faltare para cumplir… el lapso determinado por la duración 

de la obra o la labor contratada, caso en el cual la indemnización no será inferior a 15 días”. 

 

En ese orden, y con el fin de establecer la cuantía y por ende la competencia de este Juzgado, 

se requirió a la parte demandante mediante Auto del 03 de septiembre de 2021 para que 

subsanara la demanda y aclarara el hecho segundo en el sentido de indicar “cuál fue la obra 

o la labor para la cual fue contratada la trabajadora, cuál fue el lapso determinado de la 

duración de la obra, si la obra ya terminó (en qué fecha), o si la obra continúa vigente”.  

 

El requerimiento fue atendido mediante memorial de subsanación del 13 de septiembre de 

2021, en el que la apoderada judicial manifestó que a la trabajadora no le fue entregada 

copia del contrato de trabajo, razón por la cual desconoce si éste cumple con el elemento 

esencial de establecer el tiempo o la duración de la obra. 

 

En ese orden, al no existir certeza sobre cuál fue el lapso determinado de la duración de la 

obra o la labor para la cual fue contratada la trabajadora y, en consecuencia, no saber cuál 
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era el tiempo que faltaba para cumplirlo, se presumirá que estaba vigente al momento de 

la presentación de la demanda, lo que de paso implica que hasta esta última fecha se 

liquidará la indemnización por despido sin justa causa.  

 

Así las cosas y teniendo en cuenta lo expresado por la parte actora en sus hechos y 

pretensiones, y efectuados los cálculos matemáticos de rigor, se tiene que el valor de las 

pretensiones a la fecha de la presentación de la demanda, esto es, al 27 de mayo de 2021, 

asciende a un total de $21.968.464 conforme se observa en la siguiente liquidación: 

 

 

 

Por lo tanto, no es posible darle a la presente demanda el trámite de un proceso ordinario 

laboral de única instancia, por exceder las pretensiones la suma de $18.170.520 que 

corresponde a los 20 SMLMV (año 2021) fijados como límite por el legislador para la 

competencia de este Juzgado.  

  

Valga señalar que, si bien en el acápite de “Cuantía y Competencia” se estima la cuantía en 

menos de 20 SMLMV, lo cierto es que no es la estimación de la cuantía que hace la parte 

demandante la que determina el procedimiento aplicable, ni tampoco el tipo de 

procedimiento que se indique en el acápite correspondiente, sino, el resultado de la 

operación matemática de las pretensiones, lo cual se verifica por el Juez al momento de 

decidir sobre la admisión de la demanda. 

 

2021-00343

FECHA DE PRESENTACION DE LA DEMANDA 27/05/2021

CONTRATO OBRA O LABOR *Hecho segundo

DESDE 4/03/2020 *Hecho tercero

HASTA 1/07/2020 *Hecho décimo 

SALARIO 980.657 *Hecho sexto

PRESTACIONES SOCIALES

DESDE HASTA DÍAS SALARIO CESANTIAS INTERESES PRIMA SUBTOTAL

4/03/2020 1/07/2020 118 980.657 321.438 12.643 321.438 655.518

*Pretensiones condenatorias 1, 2 y 3 

VACACIONES

DESDE HASTA DÍAS SALARIO VACACIONES SUBTOTAL

4/03/2020 1/07/2020 118 980.657 160.719 160.719

*Pretensión condenatoria 4

INDEMNIZACIÓN POR DESPIDO INJUSTO CONTRATO DE OBRA O LABOR

DESDE HASTA DÍAS SALARIO DIARIO SUBTOTAL SUBTOTAL

2/07/2020 27/05/2021 326 980.657 32.689 10.656.473 10.656.473

*Pretensión condenatoria 5

INDEMNIZACIÓN MORATORIA ART. 65 CST

DESDE HASTA DÍAS SALARIO DIARIO SUBTOTAL SUBTOTAL

2/07/2020 27/05/2021 326 980.657 32.689 10.656.473 10.656.473

*Pretensión condenatoria 6

21.968.464GRAN TOTAL
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Lo contrario conllevaría a desconocer el artículo 13 del C.G.P. y permitir que el artículo 26 

del C.G.P. sea sustituido por la voluntad del promotor del proceso, quien, con la mera 

consignación de una suma determinada en el acápite de cuantía, o con el señalamiento 

erróneo del trámite procedente, podría abrogarse la facultad de escoger, a su arbitrio, el 

procedimiento aplicable a su caso, e incluso, el Juez que habría de conocerlo. Máxime si se 

tiene en cuenta, que tal eventualidad haría nugatorio el derecho de las partes a la doble 

instancia, afectando prerrogativas superiores como lo son el debido proceso y el acceso a 

la administración de justicia. 

 

En consecuencia, con fundamento en el inciso 2º del artículo 90 del C.G.P., se rechazará la 

presente demanda y se ordenará su remisión a los Juzgados Laborales del Circuito de 

Bogotá, en quienes recae la competencia según el mismo artículo 46 de la Ley 1395 de 2010 

que modificó el artículo 12 del C.P.T. 

 

En caso de que el Juzgado del Circuito discrepe de lo señalado en esta providencia, lo 

procedente será que proponga el conflicto negativo de competencia en los términos del 

artículo 139 del C.G.P., y del numeral 5º literal B del artículo 15 del C.P.T. modificado por el 

artículo 10 de la Ley 712 de 2001. 

 

En mérito de lo expuesto, el Despacho dispone: 

 

PRIMERO: RECHAZAR por falta de competencia en razón a la cuantía, la demanda 

presentada por MARÍA ALEJANDRA PUENTES AMAYA en contra de CENTRO 

INTERACTIVO DE CRM S.A. antes INTERACTIVO CONTACT CENTER S.A. 

 

SEGUNDO: REMITIR la demanda a la OFICINA JUDICIAL DE REPARTO, para que sea 

repartida entre los JUZGADOS LABORALES DEL CIRCUITO DE BOGOTÁ, previa la 

desanotación en el libro radicador. 

 

El presente auto se notifica en los Estados Electrónicos publicados en el micrositio web: 

https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-08-de-pequenas-causas-laborales-de-bogota/2020n1  

El expediente digital se puede solicitar en el email: j08lpcbta@cendoj.ramajudicial.gov.co 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 

 

 

 

https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-08-de-pequenas-causas-laborales-de-bogota/2020n1
mailto:j08lpcbta@cendoj.ramajudicial.gov.co
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JUZGADO OCTAVO LABORAL DE PEQUEÑAS CAUSAS DE 

BOGOTÁ D.C. 
 Hoy:  

30 de septiembre de 2021 
_____________________________________________ 

   Se notifica el auto anterior por anotación en el estado No. 110 
 

GLADYS DANIELA PÉREZ SILVA 
Secretaria 
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INFORME SECRETARIAL. - Bogotá D.C., 29 de septiembre de 2021, al Despacho de la Juez, 

la presente DEMANDA EJECUTIVA LABORAL DE ÚNICA INSTANCIA, designada por 

reparto, radicada bajo el número 11001-41-05-008-2021-00378-00, de SALUD TOTAL 

E.P.S.-S. S.A. en contra de ALIADOS EN SALUD DE SANTANDER S.A.S., la cual consta de 63 

folios, incluida la hoja de reparto, todos ellos electrónicos. Pendiente por resolver, sírvase 

proveer. 

GLADYS DANIELA PÉREZ SILVA 
Secretaria 

 

 

REPÚBLICA DE COLOMBIA 

 

RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

JUZGADO OCTAVO DE PEQUEÑAS CAUSAS LABORALES DE BOGOTÁ 

 

AUTO INTERLOCUTORIO 544 

Bogotá D.C., 29 de septiembre de 2021 

 

La presente demanda ejecutiva es presentada por SALUD TOTAL E.P.S.-S. S.A. en contra 

de ALIADOS EN SALUD DE SANTANDER S.A.S., con el fin de que se libre mandamiento de 

pago por concepto de los aportes obligatorios adeudados al Sistema de Salud, más los 

intereses moratorios. 

 

Anteriormente, a efectos de determinar la competencia por el factor territorial para 

conocer de asuntos donde se pretende la ejecución de aportes insolutos al Sistema de Salud, 

el Juzgado daba aplicación al criterio adoptado por la Sala Laboral de la Corte Suprema de 

Justicia en los Autos AL2490-2019 del 10 de julio de 2019 y AL4167-2019 del 14 de 

agosto de 2019, donde se establecía que debía acudirse a lo dispuesto en el artículo 110 del 

C.P.T., por ser la norma que resultaba más cercana. 

 

Conforme a los argumentos esbozados en tales providencias, el Juzgado precisaba en sus 

decisiones que, la competencia territorial en estos casos recaía en los jueces del trabajo del 

domicilio de la entidad de seguridad social demandante, entendiendo como tal la sucursal 

en donde se adelantó el procedimiento de cobro previo a la presentación de la acción 

ejecutiva, y donde se constituyó el título ejecutivo. 

 

Sin embargo, sobre el tema de la competencia territorial en estos asuntos, la Sala Laboral 

se pronunció recientemente, a través del Auto AL3473-2021 del 11 de agosto de 2021, en 

el que precisó la regla de competencia en los siguientes términos:  
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“Como quiera que lo que se persigue en el presente asunto es el pago de aportes al 
Sistema de Seguridad Social, - cotizaciones a salud-, conviene precisar que el artículo 24 
de la Ley 100 de 1993, obliga a las entidades administradoras de los diferentes 
regímenes adelantar las acciones de cobro con motivo del incumplimiento de las 
obligaciones del empleador. 
 
Ahora bien, aun cuando nuestro estatuto procesal, no previó la regla de competencia 
para conocer del trámite de la acción ejecutiva a que alude la normativa antes 
referenciada, lo cierto es que el artículo 110 del Código Procesal del Trabajo y de la 
Seguridad Social, determina la competencia del juez laboral para conocer en asuntos 
de igual naturaleza, pero en relación al Instituto de Seguros Sociales, dentro del 
régimen de prima media con prestación definida. 
 
En tal virtud, acudiendo a la aplicación del principio de integración normativa de las 
normas procedimentales, es dable remitirnos a lo dispuesto en el artículo 110 ibidem, 
en tanto refiere que el funcionario competente para conocer de la ejecuciones 
promovidas por el ISS, con el objeto de lograr el pago de las cuotas o cotizaciones que 
se le adeuden, es el juez del lugar del domicilio de dicho ente de seguridad social o 
de la seccional en donde se hubiere proferido la resolución, título ejecutivo, por 
medio de la cual declara la obligación de pago de las cotizaciones adeudadas. 
 
Así las cosas, como la citada preceptiva determina la competencia del juez del trabajo 
en asuntos de igual naturaleza, es decir, en los que se busca garantizar los derechos a 
la seguridad social de los afiliados a través del cobro ejecutivo a los empleadores de 
aquellas cotizaciones que no fueron satisfechas oportunamente, es dable acudir a esa 
misma norma para efectos de dirimir la presente colisión negativa. 
(…) 
En consecuencia, pese a que el procedimiento de cobro de las cotizaciones en mora 
previo a la acción ejecutiva, se efectuó en los términos de los artículos 24 de la Ley 100 
de 1993 y 2 y 5 de su Decreto Reglamentario 2633 de 1994, fue remitido a la ciudad de 
Armenia, como se deduce de los documentos obrantes a folios (58 a 59 cuaderno del 
Juzgado Décimo Laboral de Pequeñas Causas de Bogotá) del expediente digital, y 
conforme la norma transcrita, cuando se pretenda el pago de cotizaciones en mora 
al sistema, la competencia radica en el juez del lugar del domicilio de la entidad 
de seguridad social o el de aquel donde se adelantaron las gestiones de cobro.”  

 

En ese orden, de acuerdo con el nuevo criterio adoptado por el Órgano de Cierre de la 

jurisdicción ordinaria laboral, en casos como el presente, la competencia territorial se rige 

por lo dispuesto en el artículo 110 del C.P.T., en el entendido de que, el conocimiento lo 

asumirá el juez del domicilio principal de la entidad de seguridad social o el de la seccional 

donde se adelantaron las gestiones de cobro y donde se constituyó el título ejecutivo.  

 

Aplicando tales parámetros jurisprudenciales al caso en estudio, el Juzgado considera que 

es competente para conocer la demanda ejecutiva por la naturaleza de la obligación, la 

cuantía de las pretensiones y el domicilio principal de la demandante, razón por la cual, 

procede al estudio de los documentos presentados como título base del recaudo. 

 

Sobre la procedencia de la ejecución en materia laboral, el artículo 100 del C.P.T. señala: 

“Será exigible ejecutivamente el cumplimiento de toda obligación originada en una relación 

de trabajo, que conste en acto o documento que provenga del deudor o de su causante o que 

emane de una decisión judicial o arbitral firme”. En concordancia con la norma anterior, el 
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artículo 422 del C.G.P. señala: “Pueden demandarse ejecutivamente las obligaciones expresas, 

claras y exigibles que consten en documentos que provengan del deudor o de su causante, y 

constituyan plena prueba contra él”. 

 

Ahora bien, el concepto cuya ejecución se pretende en el presente caso, corresponde a los 

aportes obligatorios al Sistema de Salud que un empleador dejó de pagar respecto de uno 

o más trabajadores. Esta acreencia tiene una connotación especial en cuanto al título 

ejecutivo que se requiere para la viabilidad del mandamiento de pago, pues se trata de un 

título ejecutivo complejo que está conformado por distintos documentos que surgen del 

procedimiento de cobro que debe adelantar la E.P.S. previo a la acción ejecutiva, y el cual 

está regulado en las normas que a continuación se detallan: 

 

En primer lugar, es preciso acudir al Decreto 2353 de 2015 “Por el cual se unifican y 

actualizan las reglas de afiliación al Sistema General de Seguridad Social en Salud…”, y 

puntualmente al artículo 76 que establece lo siguiente: 

 

ARTÍCULO 76. OBLIGACIONES DE LAS EPS FRENTE A LOS APORTANTES EN MORA. 
<Artículo compilado en el artículo 2.1.9.6 del Decreto Único Reglamentario 780 de 2016> 
Cuando el empleador o el trabajador independiente incurra en mora en el pago de las 
cotizaciones al Sistema General de Seguridad Social en Salud, la EPS deberá proceder a: 
 
76.1. Adelantar las acciones de cobro de los aportes en mora. La EPS deberá notificar al 
aportante que se encuentra en mora mediante una comunicación que será enviada dentro 
de los diez (10) días siguientes al mes de mora e informar que si no ha reportado la novedad 
de terminación de la inscripción de la EPS por haber perdido las condiciones para 
pertenecer al régimen contributivo, deberá hacerlo a más tardar dentro de los cinco (5) días 
siguientes al recibo de la misma, así como de las consecuencias de la suspensión de la 
afiliación; si el aportante así requerido no pagare las cotizaciones cobradas deberá remitir 
la cuenta de cobro cada mes.  
(…) 
PARÁGRAFO 1o. Las acciones de cobro por las cotizaciones e intereses de mora adeudados 
serán adelantadas por las EPS conforme a los estándares de procesos que fije la Unidad 
Administrativa Especial de Gestión Pensional y Contribuciones Parafiscales de la Protección 
Social (UGPP), sin perjuicio de que la Unidad ejerza las acciones de determinación y cobro 
de la mora en que incurran los aportantes en el pago de las cotizaciones en forma 
preferente, en especial, respecto de los trabajadores independientes que reportaron la 
novedad de pérdida de las condiciones para continuar cotizando al Sistema. 

 

De acuerdo con el parágrafo, las acciones de cobro serán adelantadas por las E.P.S. 

conforme a los estándares de procesos que fije la UGPP. Dichos estándares están definidos 

en la Resolución 2082 de 2016 “Por medio de la cual se subroga la Resolución 444 del 28 

de junio de 2013”, cuyo objeto y ámbito de aplicación son los siguientes: 

 

ARTÍCULO 1. OBJETO. El objeto de la presente resolución es definir y determinar el objeto y 
alcance de los estándares de procesos de cobro que deben adoptar las Administradoras de 
la Protección Social en el cumplimiento de las acciones de seguimiento y cobro a los 
aportantes morosos obligados en el pago de las Contribuciones Parafiscales de la Protección 
Social (…). 
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ARTÍCULO 2. ÁMBITO DE APLICACIÓN. Las Administradoras Públicas y Privadas de la 
Protección Social conformado por el Sistema General de Seguridad Social Integral (Salud, 
Pensiones y Riesgos Laborales)… están obligadas al cumplimiento de los estándares de 
cobro que se establecen en la presente resolución, sin perjuicio del procedimiento y los 
términos establecidos en las disposiciones legales que le aplican para el ejercicio de sus 
respectivas funciones. 

 

Para el presente caso interesa especialmente el Capítulo III de la Resolución 2082 de 2016 

que contempla el estándar de “Acciones de Cobro” en los siguientes términos:  

 

ARTÍCULO 11. CONSTITUCIÓN TÍTULO EJECUTIVO. La Unidad verificará que las 
administradoras privadas hayan expedido en un plazo máximo de cuatro (4) meses contado 
a partir de la fecha límite de pago, la liquidación que preste mérito ejecutivo sin perjuicio 
de lo dispuesto en las normas legales aplicables al respectivo subsistema. Y para las 
administradoras públicas, el plazo máximo para expedir el acto administrativo que preste 
mérito ejecutivo, es de seis (6) meses. 
 
ARTÍCULO 12. ACCIONES PERSUASIVAS. Una vez las Administradoras constituyan el título 
que presta mérito ejecutivo, deben contactar al deudor como mínimo dos veces. El primer 
contacto lo deben realizar dentro de los quince (15) días calendario siguientes a la 
constitución y firmeza del título ejecutivo, según el caso, y el segundo, dentro de los treinta 
(30) días calendario siguientes a la fecha en que se realizó el primer contacto, sin superar 
cuarenta y cinco (45) días calendario, de conformidad con los criterios que se definen en el 
Anexo Técnico Capítulo 3. 
 
ARTÍCULO 13. ACCIONES JURÍDICAS. Vencido el plazo anterior las administradoras 
contarán con un plazo máximo de cinco (5) meses para dar inicio a las acciones de cobro 
coactivo o judicial, según el caso. 

 

Ahora, respecto de los requisitos que deben tener las comunicaciones de cobro persuasivo, 

la Resolución 2082 de 2016 contiene un Anexo Técnico, en cuyo Capítulo 3° se establece 

lo siguiente: 

 

5. CONTENIDO MÍNIMO DE LAS COMUNICACIONES DE COBRO PERSUASIVO 
 
Las comunicaciones enviadas a los aportantes en mora en el marco de las acciones 
persuasivas deben suministrar información cierta, suficiente, concreta, actualizada y de 
fácil comprensión sobre la importancia de realizar el pago voluntario de las contribuciones 
de la Protección Social y evitar las acciones de cobro jurídico o coactivo que pudieran 
generarse. En el caso de las obligaciones adeudadas a los subsistemas de salud, pensión, 
riesgos laborales, debe incluirse en la comunicación la información de los cotizantes 
respecto de los cuales se registra mora. Para el Sena, ICBF y Subsidio Familiar la 
información será por aportante. 
 
De acuerdo con lo anterior, la información mínima que deben contener las comunicaciones 
de cobro persuasivo es la siguiente: 
 
1. Nombre de la Administradora que realiza la comunicación. 
2. Nombre o razón social e identificación del aportante. 
3. Resumen del periodo o periodos adeudados, indicando claramente mes y año. 
4. Indicar que los intereses moratorios serán liquidados por la Planilla PILA. 
5. Describir el título ejecutivo en el cual consta la obligación, esto es: i) Tipo de título, por 
ejemplo, liquidación de aportes, resolución, o el que corresponda, ii) fecha de expedición, iii) 
fecha de firmeza del título o exigibilidad de la obligación, según corresponda. 
6. Mencionar de forma general la importancia de realizar el pago voluntario de las 
contribuciones parafiscales de la protección social y evitar las acciones de cobro jurídico o 
coactivo que pudieran generarse. 
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7. Medios de pago de la obligación. 
8. Advertir el inicio de acciones de cobro jurídico y decreto de medidas cautelares, en caso 
de renuencia en el pago. 
9. Advertir el deber y la importancia de reportar las novedades de la afiliación al Sistema 
de la Protección Social. 
10. Informar el medio de contacto de la Administradora para absolver dudas o inquietudes. 
 
6. CANALES DE COMUNICACIÓN PARA LA GESTIÓN DE COBRO PERSUASIVO 
 
La primera comunicación para el cobro persuasivo de las Contribuciones de la Protección 
Social debe realizarse por medio escrito. 
La segunda comunicación obligatoria y las demás que decidan realizar las Administradoras, 
deben comunicarse por uno (1) de los siguientes canales: 
1. Llamada telefónica 
2. Correo electrónico 
3. Correo físico 
4. Fax 
5. Mensaje de texto. 

 

Conforme a los anteriores preceptos normativos, previo a iniciar una demanda ejecutiva en 

la que se pretenda el pago de los aportes obligatorios adeudados al Sistema de Salud, y con 

el fin de constituir el título ejecutivo complejo, las E.P.S. deben cumplir los siguientes 

requisitos: 

 

(i) La expedición de la liquidación que preste mérito ejecutivo, en un plazo máximo de 4 

meses contados a partir de la fecha límite del pago del aporte. 

(ii) Una vez expedida la liquidación, debe adelantar las acciones persuasivas que implican 

contactar al deudor como mínimo 2 veces: 

- El primer requerimiento/contacto/comunicación debe ser escrito, contener -entre 

otros- la información de los cotizantes respecto de los cuales se registra la mora y un 

resumen de los periodos y valores adeudados, enviarse al empleador dentro de los 15 

días calendario siguientes a la constitución y firmeza de la liquidación, y obtener la 

constancia de entrega y el cotejo de los documentos. 

- El segundo requerimiento/contacto/comunicación puede comunicarse por cualquier 

canal, pero debe realizarse dentro de los 30 días calendario siguientes a la fecha en que 

se realizó el primer contacto, sin superar 45 días calendario. 

 

Como se puede notar, la norma establece una estricta ritualidad para adelantar las acciones 

persuasivas, toda vez que constituyen un requisito sine qua non para iniciar la acción 

ejecutiva, de manera que sin su satisfacción no es viable la ejecución de la liquidación. 

 

Además, importa destacar que, el primer requerimiento debe enviarse al empleador por 

medio de correo certificado a la dirección de notificación registrada en el certificado de 

existencia y representación legal o en el certificado de matrícula mercantil de persona 

natural, y además, obtener de la empresa de correo la constancia de entrega y el cotejo de 

los documentos. Ello no puede ser de otra manera, pues, la finalidad de la etapa de cobro 
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persuasivo es poner en conocimiento del deudor la suma que adeuda para lograr el pago 

voluntario, y evitar las acciones judiciales o de jurisdicción coactiva, según el caso. 

 

Así las cosas, del cumplimiento de la totalidad de los requisitos previstos en la norma citada, 

dependerá la existencia del título ejecutivo complejo, con las características de claridad, 

expresividad y exigibilidad, que se requiere para el cobro de los aportes obligatorios al 

Sistema de Salud, y que resulta indispensable para librar mandamiento de pago.  

 

Descendiendo al caso concreto, se tiene que SALUD TOTAL E.P.S.-S. S.A. aporta como 

título base del recaudo, la liquidación de los aportes adeudados por el empleador ALIADOS 

EN SALUD DE SANTANDER S.A.S., elaborada el día 12 de noviembre de 2020 (folio 12). 

 

Asimismo, aporta el primer contacto para cobro persuasivo realizado por escrito al 

empleador el día 26 de octubre de 2020, enviado y entregado por correo certificado en la 

dirección: Carrera 37 No. 52-102 Of 2 Bucaramanga (folios 14 y 15).  

 

Sin embargo, ese primer requerimiento presenta múltiples falencias, a saber: 

 

(i) No se hizo dentro del término señalado en el artículo 12 de la Resolución 2082 de 

2016: “El primer contacto lo deben realizar dentro de los quince (15) días calendario 

siguientes a la constitución y firmeza del título ejecutivo”, toda vez que el requerimiento 

se efectuó antes de la expedición de la liquidación que presta mérito ejecutivo.  

 

(ii) Se entregó en una dirección que no corresponde a la registrada en el Certificado de 

la Cámara de Comercio aportado con la demanda, esto es: CR 37 No. 52-102 OF 303 

Cabecera del Llano en la ciudad de Bucaramanga (folio 21 a 24). 

 

(iii) No contiene el detalle de la deuda con la relación de los trabajadores, valores y 

periodos en mora. Si bien en el documento la demandante señaló que “contamos con 

un título ejecutivo en firme soportado en el Estado de Cuenta anexo, donde consta que el 

aportante… adeuda al SGSSS”, lo cierto es que dicho estado de cuenta no fue aportado, 

lo que impide establecer si cumplía con el lleno de los requisitos previstos en el 

numeral 5° del Capítulo 3º del Anexo Técnico de la Resolución 2082 de 2016; y  

 

(iv) Se prescindió de cotejar el requerimiento, de manera que no es posible comprobar que 

el documento que obra en el expediente fue en realidad el que se entregó al empleador.  

 

De otro lado, aporta el segundo contacto realizado al empleador el día 18 de noviembre de 

2020, esto es, dentro de los 30 días siguientes a la fecha en que se realizó el primero. No 
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obstante, esta comunicación igualmente fue enviada y entregada por correo certificado en 

la dirección: Carrera 37 No. 52-102 Of 2, que no es la de notificaciones judiciales. 

 

Aunado a lo anterior, es de resaltar que los requerimientos son imperfectos, dado que el 

valor indicado al momento de conminar al empleador a pagar voluntariamente, no 

corresponde al valor que se alega como adeudado en la demanda ejecutiva. En efecto, la 

suma por concepto de capital señalada en el requerimiento del 26 de octubre de 2020 es 

de $6.083.400, y la indicada en el requerimiento del 18 de noviembre de 2020 es de 

$6.802.013; mientras que la suma que figura en la liquidación y que se pretende en la 

demanda ejecutiva es de $7.375.540 por concepto de capital. Es decir, en la demanda se 

incluyeron valores superiores a los que fueron objeto de los requerimientos previos, y tal 

discordancia hace que no exista un título claro y exigible. 

 

Bajo el anterior panorama, resulta claro que SALUD TOTAL E.P.S.-S. S.A. no dio 

cumplimiento a los requisitos previstos en la Resolución 2082 de 2016 de la UGPP con su 

Anexo Técnico, específicamente el relativo a las acciones persuasivas que implican requerir 

al deudor como mínimo dos veces después de elaborada la liquidación que presta mérito 

ejecutivo; y, por consiguiente, no acreditó la conformación del título ejecutivo complejo 

necesario para librar mandamiento. 

 

Recuérdese, que la constitución del título ejecutivo complejo emerge de la integralidad de 

los documentos que evidencian en su conjunto la existencia de una obligación clara, expresa 

y exigible; bajo esa óptica, para que el título prestara mérito ejecutivo, debían allegarse la 

totalidad de los documentos que lo componen, y éstos, además, debían cumplir los 

requisitos formales señalados por la Ley para tal efecto. Una omisión en ese sentido 

conduce indefectiblemente a negar el mandamiento de pago. 

 

En conclusión, el título presentado por SALUD TOTAL E.P.S.-S. S.A. no presta mérito 

ejecutivo y, en consecuencia, se negará el mandamiento de pago solicitado. 

 

En mérito de lo expuesto, el Juzgado Octavo de Pequeñas Causas Laborales de Bogotá,  

 

RESUELVE: 

 

PRIMERO: NEGAR EL MANDAMIENTO DE PAGO solicitado por SALUD TOTAL E.P.S.-S. 

S.A. en contra de ALIADOS EN SALUD DE SANTANDER S.A.S., conforme las razones 

expuestas en esta providencia. 

 

SEGUNDO: DEVOLVER las diligencias a la parte actora, previa la desanotación en el libro 

radicador. 
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TERCERO: RECONOCER PERSONERÍA al Dr. ANDRÉS HERIBERTO TORRES ARAGÓN, 

identificado con la C.C. 73.205.246 y portador de la T.P. 155.713, para actuar como 

apoderado judicial de la parte ejecutante, en los términos y parar los efectos del poder 

anexo.  

 

El presente auto se notifica en los Estados Electrónicos publicados en el micrositio web: 

https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-08-de-pequenas-causas-laborales-de-bogota/2020n1 

El expediente digital se puede solicitar en el email: j08lpcbta@cendoj.ramajudicial.gov.co 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 

 

 

 

 
JUZGADO OCTAVO LABORAL DE PEQUEÑAS CAUSAS DE 

BOGOTÁ D.C. 
 Hoy:  

30 de septiembre de 2021 
_____________________________________________ 

   Se notifica el auto anterior por anotación en el estado No. 110 
 

GLADYS DANIELA PÉREZ SILVA 
Secretaria 

https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-08-de-pequenas-causas-laborales-de-bogota/2020n1
mailto:j08lpcbta@cendoj.ramajudicial.gov.co
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INFORME SECRETARIAL. - Bogotá D.C., 29 de septiembre de 2021, al Despacho de la Juez, 

la presente DEMANDA EJECUTIVA LABORAL DE ÚNICA INSTANCIA, designada por 

reparto, radicada bajo el número 11001-41-05-008-2021-00382-00, de SALUD TOTAL 

E.P.S.-S. S.A. en contra COMPAÑÍA DE SEGURIDAD ADM SECURITY LTDA., la cual consta 

de 63 folios, incluida la hoja de reparto, todos ellos electrónicos. Pendiente por resolver, 

sírvase proveer. 

GLADYS DANIELA PÉREZ SILVA 
Secretaria 

 

 

REPÚBLICA DE COLOMBIA 

 

RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

JUZGADO OCTAVO DE PEQUEÑAS CAUSAS LABORALES DE BOGOTÁ 

 

AUTO INTERLOCUTORIO 545 

Bogotá D.C., 29 de septiembre de 2021 

 

La presente demanda ejecutiva es presentada por SALUD TOTAL E.P.S.-S. S.A. en contra 

de COMPAÑÍA DE SEGURIDAD ADM SECURITY LTDA., con el fin de que se libre 

mandamiento de pago por concepto de los aportes obligatorios adeudados al Sistema de 

Salud, más los intereses moratorios. 

 

Anteriormente, a efectos de determinar la competencia por el factor territorial para 

conocer de asuntos donde se pretende la ejecución de aportes insolutos al Sistema de Salud, 

el Juzgado daba aplicación al criterio adoptado por la Sala Laboral de la Corte Suprema de 

Justicia en los Autos AL2490-2019 del 10 de julio de 2019 y AL4167-2019 del 14 de 

agosto de 2019, donde se establecía que debía acudirse a lo dispuesto en el artículo 110 del 

C.P.T., por ser la norma que resultaba más cercana. 

 

Conforme a los argumentos esbozados en tales providencias, el Juzgado precisaba en sus 

decisiones que, la competencia territorial en estos casos recaía en los jueces del trabajo del 

domicilio de la entidad de seguridad social demandante, entendiendo como tal la sucursal 

en donde se adelantó el procedimiento de cobro previo a la presentación de la acción 

ejecutiva, y donde se constituyó el título ejecutivo. 

 

Sin embargo, sobre el tema de la competencia territorial en estos asuntos, la Sala Laboral 

se pronunció recientemente, a través del Auto AL3473-2021 del 11 de agosto de 2021, en 

el que precisó la regla de competencia en los siguientes términos:  
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“Como quiera que lo que se persigue en el presente asunto es el pago de aportes al 
Sistema de Seguridad Social, - cotizaciones a salud-, conviene precisar que el artículo 24 
de la Ley 100 de 1993, obliga a las entidades administradoras de los diferentes 
regímenes adelantar las acciones de cobro con motivo del incumplimiento de las 
obligaciones del empleador. 
 
Ahora bien, aun cuando nuestro estatuto procesal, no previó la regla de competencia 
para conocer del trámite de la acción ejecutiva a que alude la normativa antes 
referenciada, lo cierto es que el artículo 110 del Código Procesal del Trabajo y de la 
Seguridad Social, determina la competencia del juez laboral para conocer en asuntos 
de igual naturaleza, pero en relación al Instituto de Seguros Sociales, dentro del 
régimen de prima media con prestación definida. 
 
En tal virtud, acudiendo a la aplicación del principio de integración normativa de las 
normas procedimentales, es dable remitirnos a lo dispuesto en el artículo 110 ibidem, 
en tanto refiere que el funcionario competente para conocer de la ejecuciones 
promovidas por el ISS, con el objeto de lograr el pago de las cuotas o cotizaciones que 
se le adeuden, es el juez del lugar del domicilio de dicho ente de seguridad social o 
de la seccional en donde se hubiere proferido la resolución, título ejecutivo, por 
medio de la cual declara la obligación de pago de las cotizaciones adeudadas. 
 
Así las cosas, como la citada preceptiva determina la competencia del juez del trabajo 
en asuntos de igual naturaleza, es decir, en los que se busca garantizar los derechos a 
la seguridad social de los afiliados a través del cobro ejecutivo a los empleadores de 
aquellas cotizaciones que no fueron satisfechas oportunamente, es dable acudir a esa 
misma norma para efectos de dirimir la presente colisión negativa. 
(…) 
En consecuencia, pese a que el procedimiento de cobro de las cotizaciones en mora 
previo a la acción ejecutiva, se efectuó en los términos de los artículos 24 de la Ley 100 
de 1993 y 2 y 5 de su Decreto Reglamentario 2633 de 1994, fue remitido a la ciudad de 
Armenia, como se deduce de los documentos obrantes a folios (58 a 59 cuaderno del 
Juzgado Décimo Laboral de Pequeñas Causas de Bogotá) del expediente digital, y 
conforme la norma transcrita, cuando se pretenda el pago de cotizaciones en mora 
al sistema, la competencia radica en el juez del lugar del domicilio de la entidad 
de seguridad social o el de aquel donde se adelantaron las gestiones de cobro.”  

 

En ese orden, de acuerdo con el nuevo criterio adoptado por el Órgano de Cierre de la 

jurisdicción ordinaria laboral, en casos como el presente, la competencia territorial se rige 

por lo dispuesto en el artículo 110 del C.P.T., en el entendido de que, el conocimiento lo 

asumirá el juez del domicilio principal de la entidad de seguridad social o el de la seccional 

donde se adelantaron las gestiones de cobro y donde se constituyó el título ejecutivo.  

 

Aplicando tales parámetros jurisprudenciales al caso en estudio, el Juzgado considera que 

es competente para conocer la demanda ejecutiva por la naturaleza de la obligación, la 

cuantía de las pretensiones y el domicilio principal de la demandante, razón por la cual, 

procede al estudio de los documentos presentados como título base del recaudo. 

 

Sobre la procedencia de la ejecución en materia laboral, el artículo 100 del C.P.T. señala: 

“Será exigible ejecutivamente el cumplimiento de toda obligación originada en una relación 

de trabajo, que conste en acto o documento que provenga del deudor o de su causante o que 

emane de una decisión judicial o arbitral firme”. En concordancia con la norma anterior, el 
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artículo 422 del C.G.P. señala: “Pueden demandarse ejecutivamente las obligaciones expresas, 

claras y exigibles que consten en documentos que provengan del deudor o de su causante, y 

constituyan plena prueba contra él”. 

 

Ahora bien, el concepto cuya ejecución se pretende en el presente caso, corresponde a los 

aportes obligatorios al Sistema de Salud que un empleador dejó de pagar respecto de uno 

o más trabajadores. Esta acreencia tiene una connotación especial en cuanto al título 

ejecutivo que se requiere para la viabilidad del mandamiento de pago, pues se trata de un 

título ejecutivo complejo que está conformado por distintos documentos que surgen del 

procedimiento de cobro que debe adelantar la E.P.S. previo a la acción ejecutiva, y el cual 

está regulado en las normas que a continuación se detallan: 

 

En primer lugar, es preciso acudir al Decreto 2353 de 2015 “Por el cual se unifican y 

actualizan las reglas de afiliación al Sistema General de Seguridad Social en Salud…”, y 

puntualmente al artículo 76 que establece lo siguiente: 

 

ARTÍCULO 76. OBLIGACIONES DE LAS EPS FRENTE A LOS APORTANTES EN MORA. 
<Artículo compilado en el artículo 2.1.9.6 del Decreto Único Reglamentario 780 de 2016> 
Cuando el empleador o el trabajador independiente incurra en mora en el pago de las 
cotizaciones al Sistema General de Seguridad Social en Salud, la EPS deberá proceder a: 
 
76.1. Adelantar las acciones de cobro de los aportes en mora. La EPS deberá notificar al 
aportante que se encuentra en mora mediante una comunicación que será enviada dentro 
de los diez (10) días siguientes al mes de mora e informar que si no ha reportado la novedad 
de terminación de la inscripción de la EPS por haber perdido las condiciones para 
pertenecer al régimen contributivo, deberá hacerlo a más tardar dentro de los cinco (5) días 
siguientes al recibo de la misma, así como de las consecuencias de la suspensión de la 
afiliación; si el aportante así requerido no pagare las cotizaciones cobradas deberá remitir 
la cuenta de cobro cada mes.  
(…) 
PARÁGRAFO 1o. Las acciones de cobro por las cotizaciones e intereses de mora adeudados 
serán adelantadas por las EPS conforme a los estándares de procesos que fije la Unidad 
Administrativa Especial de Gestión Pensional y Contribuciones Parafiscales de la Protección 
Social (UGPP), sin perjuicio de que la Unidad ejerza las acciones de determinación y cobro 
de la mora en que incurran los aportantes en el pago de las cotizaciones en forma 
preferente, en especial, respecto de los trabajadores independientes que reportaron la 
novedad de pérdida de las condiciones para continuar cotizando al Sistema. 

 

De acuerdo con el parágrafo, las acciones de cobro serán adelantadas por las E.P.S. 

conforme a los estándares de procesos que fije la UGPP. Dichos estándares están definidos 

en la Resolución 2082 de 2016 “Por medio de la cual se subroga la Resolución 444 del 28 

de junio de 2013”, cuyo objeto y ámbito de aplicación son los siguientes: 

 

ARTÍCULO 1. OBJETO. El objeto de la presente resolución es definir y determinar el objeto y 
alcance de los estándares de procesos de cobro que deben adoptar las Administradoras de 
la Protección Social en el cumplimiento de las acciones de seguimiento y cobro a los 
aportantes morosos obligados en el pago de las Contribuciones Parafiscales de la Protección 
Social (…). 
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ARTÍCULO 2. ÁMBITO DE APLICACIÓN. Las Administradoras Públicas y Privadas de la 
Protección Social conformado por el Sistema General de Seguridad Social Integral (Salud, 
Pensiones y Riesgos Laborales)… están obligadas al cumplimiento de los estándares de 
cobro que se establecen en la presente resolución, sin perjuicio del procedimiento y los 
términos establecidos en las disposiciones legales que le aplican para el ejercicio de sus 
respectivas funciones. 

 

Para el presente caso interesa especialmente el Capítulo III de la Resolución 2082 de 2016 

que contempla el estándar de “Acciones de Cobro” en los siguientes términos:  

 

ARTÍCULO 11. CONSTITUCIÓN TÍTULO EJECUTIVO. La Unidad verificará que las 
administradoras privadas hayan expedido en un plazo máximo de cuatro (4) meses contado 
a partir de la fecha límite de pago, la liquidación que preste mérito ejecutivo sin perjuicio 
de lo dispuesto en las normas legales aplicables al respectivo subsistema. Y para las 
administradoras públicas, el plazo máximo para expedir el acto administrativo que preste 
mérito ejecutivo, es de seis (6) meses. 
 
ARTÍCULO 12. ACCIONES PERSUASIVAS. Una vez las Administradoras constituyan el título 
que presta mérito ejecutivo, deben contactar al deudor como mínimo dos veces. El primer 
contacto lo deben realizar dentro de los quince (15) días calendario siguientes a la 
constitución y firmeza del título ejecutivo, según el caso, y el segundo, dentro de los treinta 
(30) días calendario siguientes a la fecha en que se realizó el primer contacto, sin superar 
cuarenta y cinco (45) días calendario, de conformidad con los criterios que se definen en el 
Anexo Técnico Capítulo 3. 
 
ARTÍCULO 13. ACCIONES JURÍDICAS. Vencido el plazo anterior las administradoras 
contarán con un plazo máximo de cinco (5) meses para dar inicio a las acciones de cobro 
coactivo o judicial, según el caso. 

 

Ahora, respecto de los requisitos que deben tener las comunicaciones de cobro persuasivo, 

la Resolución 2082 de 2016 contiene un Anexo Técnico, en cuyo Capítulo 3° se establece 

lo siguiente: 

 

5. CONTENIDO MÍNIMO DE LAS COMUNICACIONES DE COBRO PERSUASIVO 
 
Las comunicaciones enviadas a los aportantes en mora en el marco de las acciones 
persuasivas deben suministrar información cierta, suficiente, concreta, actualizada y de 
fácil comprensión sobre la importancia de realizar el pago voluntario de las contribuciones 
de la Protección Social y evitar las acciones de cobro jurídico o coactivo que pudieran 
generarse. En el caso de las obligaciones adeudadas a los subsistemas de salud, pensión, 
riesgos laborales, debe incluirse en la comunicación la información de los cotizantes 
respecto de los cuales se registra mora. Para el Sena, ICBF y Subsidio Familiar la 
información será por aportante. 
 
De acuerdo con lo anterior, la información mínima que deben contener las comunicaciones 
de cobro persuasivo es la siguiente: 
 
1. Nombre de la Administradora que realiza la comunicación. 
2. Nombre o razón social e identificación del aportante. 
3. Resumen del periodo o periodos adeudados, indicando claramente mes y año. 
4. Indicar que los intereses moratorios serán liquidados por la Planilla PILA. 
5. Describir el título ejecutivo en el cual consta la obligación, esto es: i) Tipo de título, por 
ejemplo, liquidación de aportes, resolución, o el que corresponda, ii) fecha de expedición, iii) 
fecha de firmeza del título o exigibilidad de la obligación, según corresponda. 
6. Mencionar de forma general la importancia de realizar el pago voluntario de las 
contribuciones parafiscales de la protección social y evitar las acciones de cobro jurídico o 
coactivo que pudieran generarse. 
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7. Medios de pago de la obligación. 
8. Advertir el inicio de acciones de cobro jurídico y decreto de medidas cautelares, en caso 
de renuencia en el pago. 
9. Advertir el deber y la importancia de reportar las novedades de la afiliación al Sistema 
de la Protección Social. 
10. Informar el medio de contacto de la Administradora para absolver dudas o inquietudes. 
 
6. CANALES DE COMUNICACIÓN PARA LA GESTIÓN DE COBRO PERSUASIVO 
 
La primera comunicación para el cobro persuasivo de las Contribuciones de la Protección 
Social debe realizarse por medio escrito. 
La segunda comunicación obligatoria y las demás que decidan realizar las Administradoras, 
deben comunicarse por uno (1) de los siguientes canales: 
1. Llamada telefónica 
2. Correo electrónico 
3. Correo físico 
4. Fax 
5. Mensaje de texto. 

 

Conforme a los anteriores preceptos normativos, previo a iniciar una demanda ejecutiva en 

la que se pretenda el pago de los aportes obligatorios adeudados al Sistema de Salud, y con 

el fin de constituir el título ejecutivo complejo, las E.P.S. deben cumplir los siguientes 

requisitos: 

 

(i) La expedición de la liquidación que preste mérito ejecutivo, en un plazo máximo de 4 

meses contados a partir de la fecha límite del pago del aporte. 

(ii) Una vez expedida la liquidación, debe adelantar las acciones persuasivas que implican 

contactar al deudor como mínimo 2 veces: 

- El primer requerimiento/contacto/comunicación debe ser escrito, contener -entre 

otros- la información de los cotizantes respecto de los cuales se registra la mora y un 

resumen de los periodos y valores adeudados, enviarse al empleador dentro de los 15 

días calendario siguientes a la constitución y firmeza de la liquidación, y obtener la 

constancia de entrega y el cotejo de los documentos. 

- El segundo requerimiento/contacto/comunicación puede comunicarse por cualquier 

canal, pero debe realizarse dentro de los 30 días calendario siguientes a la fecha en que 

se realizó el primer contacto, sin superar 45 días calendario. 

 

Como se puede notar, la norma establece una estricta ritualidad para adelantar las acciones 

persuasivas, toda vez que constituyen un requisito sine qua non para iniciar la acción 

ejecutiva, de manera que sin su satisfacción no es viable la ejecución de la liquidación. 

 

Además, importa destacar que, el primer requerimiento debe enviarse al empleador por 

medio de correo certificado a la dirección de notificación registrada en el certificado de 

existencia y representación legal o en el certificado de matrícula mercantil de persona 

natural, y además, obtener de la empresa de correo la constancia de entrega y el cotejo de 

los documentos. Ello no puede ser de otra manera, pues, la finalidad de la etapa de cobro 
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persuasivo es poner en conocimiento del deudor la suma que adeuda para lograr el pago 

voluntario, y evitar las acciones judiciales o de jurisdicción coactiva, según el caso. 

 

Así las cosas, del cumplimiento de la totalidad de los requisitos previstos en la norma citada, 

dependerá la existencia del título ejecutivo complejo, con las características de claridad, 

expresividad y exigibilidad, que se requiere para el cobro de los aportes obligatorios al 

Sistema de Salud, y que resulta indispensable para librar mandamiento de pago.  

 

Descendiendo al caso concreto, se tiene que SALUD TOTAL E.P.S.-S. S.A. aporta como 

título base del recaudo, la liquidación de los aportes adeudados por el empleador 

COMPAÑÍA DE SEGURIDAD ADM SECURITY LTDA., elaborada el día 12 de noviembre de 

2020 (folio 15). 

 

Asimismo, aporta el primer contacto para cobro persuasivo realizado por escrito al 

empleador el día 05 de noviembre de 2020, enviado y entregado por correo certificado en 

la dirección: Calle 18 # 28- 06 San Alonso, Bucaramanga (folios 17 y 18).  

 

Sin embargo, ese primer requerimiento presenta múltiples falencias, a saber: 

 

(i) No se hizo dentro del término señalado en el artículo 12 de la Resolución 2082 de 

2016: “El primer contacto lo deben realizar dentro de los quince (15) días calendario 

siguientes a la constitución y firmeza del título ejecutivo”, toda vez que el requerimiento 

se efectuó antes de la expedición de la liquidación que presta mérito ejecutivo.  

 

(ii) Se entregó en una dirección que no corresponde a la registrada en el Certificado de 

la Cámara de Comercio aportado con la demanda, esto es: CALLE 45 # 35 - 15 en la 

ciudad de Bucaramanga (folios 24 a 28). 

 

(iii) No contiene el detalle de la deuda con la relación de los trabajadores, valores y 

periodos en mora. Si bien en el documento la demandante señaló que “contamos con 

un título ejecutivo en firme soportado en el Estado de Cuenta anexo, donde consta que el 

aportante… adeuda al SGSSS”, lo cierto es que dicho estado de cuenta no fue aportado, 

lo que impide establecer si cumplía con el lleno de los requisitos previstos en el 

numeral 5° del Capítulo 3º del Anexo Técnico de la Resolución 2082 de 2016; y  

 

(iv) Se prescindió de cotejar el requerimiento, de manera que no es posible comprobar que 

el documento que obra en el expediente fue en realidad el que se entregó al empleador.  

 

De otro lado, aporta el segundo contacto realizado al empleador el día 18 de noviembre de 

2020, esto es, dentro de los 30 días siguientes a la fecha en que se realizó el primero. No 
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obstante, esta comunicación igualmente fue enviada y entregada por correo certificado en 

la dirección: Calle 18 # 28- 06 San Alonso, Bucaramanga, que no es la de notificaciones 

judiciales. 

 

Aunado a lo anterior, es de resaltar que los requerimientos son imperfectos, dado que el 

valor indicado al momento de conminar al empleador a pagar voluntariamente, no 

corresponde al valor que se alega como adeudado en la demanda ejecutiva. En efecto, la 

suma por concepto de capital señalada en el requerimiento del 05 de noviembre de 2020 

es de $2.045.100, y la indicada en el requerimiento del 18 de noviembre de 2020 es de 

$2.027.359; mientras que la suma que figura en la liquidación y que se pretende en la 

demanda ejecutiva es de $2.827.249 por concepto de capital. Es decir, en la demanda se 

incluyeron valores superiores a los que fueron objeto de los requerimientos previos, y tal 

discordancia hace que no exista un título claro y exigible. 

 

Bajo el anterior panorama, resulta claro que SALUD TOTAL E.P.S.-S. S.A. no dio 

cumplimiento a los requisitos previstos en la Resolución 2082 de 2016 de la UGPP con su 

Anexo Técnico, específicamente el relativo a las acciones persuasivas que implican requerir 

al deudor como mínimo dos veces después de elaborada la liquidación que presta mérito 

ejecutivo; y, por consiguiente, no acreditó la conformación del título ejecutivo complejo 

necesario para librar mandamiento. 

 

Recuérdese, que la constitución del título ejecutivo complejo emerge de la integralidad de 

los documentos que evidencian en su conjunto la existencia de una obligación clara, expresa 

y exigible; bajo esa óptica, para que el título prestara mérito ejecutivo, debían allegarse la 

totalidad de los documentos que lo componen, y éstos, además, debían cumplir los 

requisitos formales señalados por la Ley para tal efecto. Una omisión en ese sentido 

conduce indefectiblemente a negar el mandamiento de pago. 

 

En conclusión, el título presentado por SALUD TOTAL E.P.S.-S. S.A. no presta mérito 

ejecutivo y, en consecuencia, se negará el mandamiento de pago solicitado. 

 

En mérito de lo expuesto, el Juzgado Octavo de Pequeñas Causas Laborales de Bogotá,  

 

RESUELVE: 

 

PRIMERO: NEGAR EL MANDAMIENTO DE PAGO solicitado por SALUD TOTAL E.P.S.-S. 

S.A. en contra de COMPAÑÍA DE SEGURIDAD ADM SECURITY LTDA., conforme las 

razones expuestas en esta providencia. 
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SEGUNDO: DEVOLVER las diligencias a la parte actora, previa la desanotación en el libro 

radicador. 

 

TERCERO: RECONOCER PERSONERÍA al Dr. ANDRÉS HERIBERTO TORRES ARAGÓN, 

identificado con la C.C. 73.205.246 y portador de la T.P. 155.713, para actuar como 

apoderado judicial de la parte ejecutante, en los términos y parar los efectos del poder 

anexo.  

 

El presente auto se notifica en los Estados Electrónicos publicados en el micrositio web: 

https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-08-de-pequenas-causas-laborales-de-bogota/2020n1 

El expediente digital se puede solicitar en el email: j08lpcbta@cendoj.ramajudicial.gov.co 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 

 

 

 

  
JUZGADO OCTAVO LABORAL DE PEQUEÑAS CAUSAS DE 

BOGOTÁ D.C. 
 Hoy:  

30 de septiembre de 2021 
_____________________________________________ 

   Se notifica el auto anterior por anotación en el estado No. 110 
 

GLADYS DANIELA PÉREZ SILVA 

Secretaria 

https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-08-de-pequenas-causas-laborales-de-bogota/2020n1
mailto:j08lpcbta@cendoj.ramajudicial.gov.co
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INFORME SECRETARIAL. - Bogotá D.C., 29 de septiembre de 2021, al Despacho de la Juez, 

la presente DEMANDA EJECUTIVA LABORAL DE ÚNICA INSTANCIA, designada por 

reparto, radicada bajo el número 11001-41-05-008-2021-00383-00, de SALUD TOTAL 

E.P.S.-S. S.A. en contra de MAGUT CONSTRUCCIONES S.A.S., la cual consta de 65 folios, 

incluida la hoja de reparto, todos ellos electrónicos. Pendiente por resolver, sírvase 

proveer. 

GLADYS DANIELA PÉREZ SILVA 
Secretaria 

 

 

REPÚBLICA DE COLOMBIA 

 

RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

JUZGADO OCTAVO DE PEQUEÑAS CAUSAS LABORALES DE BOGOTÁ 

 

AUTO INTERLOCUTORIO 546 

Bogotá D.C., 29 de septiembre de 2021 

 

La presente demanda ejecutiva es presentada por SALUD TOTAL E.P.S.-S. S.A. en contra 

de MAGUT CONSTRUCCIONES S.A.S., con el fin de que se libre mandamiento de pago por 

concepto de los aportes obligatorios adeudados al Sistema de Salud, más los intereses 

moratorios. 

 

Anteriormente, a efectos de determinar la competencia por el factor territorial para 

conocer de asuntos donde se pretende la ejecución de aportes insolutos al Sistema de Salud, 

el Juzgado daba aplicación al criterio adoptado por la Sala Laboral de la Corte Suprema de 

Justicia en los Autos AL2490-2019 del 10 de julio de 2019 y AL4167-2019 del 14 de 

agosto de 2019, donde se establecía que debía acudirse a lo dispuesto en el artículo 110 del 

C.P.T., por ser la norma que resultaba más cercana. 

 

Conforme a los argumentos esbozados en tales providencias, el Juzgado precisaba en sus 

decisiones que, la competencia territorial en estos casos recaía en los jueces del trabajo del 

domicilio de la entidad de seguridad social demandante, entendiendo como tal la sucursal 

en donde se adelantó el procedimiento de cobro previo a la presentación de la acción 

ejecutiva, y donde se constituyó el título ejecutivo. 

 

Sin embargo, sobre el tema de la competencia territorial en estos asuntos, la Sala Laboral 

se pronunció recientemente, a través del Auto AL3473-2021 del 11 de agosto de 2021, en 

el que precisó la regla de competencia en los siguientes términos:  
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“Como quiera que lo que se persigue en el presente asunto es el pago de aportes al 
Sistema de Seguridad Social, - cotizaciones a salud-, conviene precisar que el artículo 24 
de la Ley 100 de 1993, obliga a las entidades administradoras de los diferentes 
regímenes adelantar las acciones de cobro con motivo del incumplimiento de las 
obligaciones del empleador. 
 
Ahora bien, aun cuando nuestro estatuto procesal, no previó la regla de competencia 
para conocer del trámite de la acción ejecutiva a que alude la normativa antes 
referenciada, lo cierto es que el artículo 110 del Código Procesal del Trabajo y de la 
Seguridad Social, determina la competencia del juez laboral para conocer en asuntos 
de igual naturaleza, pero en relación al Instituto de Seguros Sociales, dentro del 
régimen de prima media con prestación definida. 
 
En tal virtud, acudiendo a la aplicación del principio de integración normativa de las 
normas procedimentales, es dable remitirnos a lo dispuesto en el artículo 110 ibidem, 
en tanto refiere que el funcionario competente para conocer de la ejecuciones 
promovidas por el ISS, con el objeto de lograr el pago de las cuotas o cotizaciones que 
se le adeuden, es el juez del lugar del domicilio de dicho ente de seguridad social o 
de la seccional en donde se hubiere proferido la resolución, título ejecutivo, por 
medio de la cual declara la obligación de pago de las cotizaciones adeudadas. 
 
Así las cosas, como la citada preceptiva determina la competencia del juez del trabajo 
en asuntos de igual naturaleza, es decir, en los que se busca garantizar los derechos a 
la seguridad social de los afiliados a través del cobro ejecutivo a los empleadores de 
aquellas cotizaciones que no fueron satisfechas oportunamente, es dable acudir a esa 
misma norma para efectos de dirimir la presente colisión negativa. 
(…) 
En consecuencia, pese a que el procedimiento de cobro de las cotizaciones en mora 
previo a la acción ejecutiva, se efectuó en los términos de los artículos 24 de la Ley 100 
de 1993 y 2 y 5 de su Decreto Reglamentario 2633 de 1994, fue remitido a la ciudad de 
Armenia, como se deduce de los documentos obrantes a folios (58 a 59 cuaderno del 
Juzgado Décimo Laboral de Pequeñas Causas de Bogotá) del expediente digital, y 
conforme la norma transcrita, cuando se pretenda el pago de cotizaciones en mora 
al sistema, la competencia radica en el juez del lugar del domicilio de la entidad 
de seguridad social o el de aquel donde se adelantaron las gestiones de cobro.”  

 

En ese orden, de acuerdo con el nuevo criterio adoptado por el Órgano de Cierre de la 

jurisdicción ordinaria laboral, en casos como el presente, la competencia territorial se rige 

por lo dispuesto en el artículo 110 del C.P.T., en el entendido de que, el conocimiento lo 

asumirá el juez del domicilio principal de la entidad de seguridad social o el de la seccional 

donde se adelantaron las gestiones de cobro y donde se constituyó el título ejecutivo.  

 

Aplicando tales parámetros jurisprudenciales al caso en estudio, el Juzgado considera que 

es competente para conocer la demanda ejecutiva por la naturaleza de la obligación, la 

cuantía de las pretensiones y el domicilio principal de la demandante, razón por la cual, 

procede al estudio de los documentos presentados como título base del recaudo. 

 

Sobre la procedencia de la ejecución en materia laboral, el artículo 100 del C.P.T. señala: 

“Será exigible ejecutivamente el cumplimiento de toda obligación originada en una relación 

de trabajo, que conste en acto o documento que provenga del deudor o de su causante o que 

emane de una decisión judicial o arbitral firme”. En concordancia con la norma anterior, el 
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artículo 422 del C.G.P. señala: “Pueden demandarse ejecutivamente las obligaciones expresas, 

claras y exigibles que consten en documentos que provengan del deudor o de su causante, y 

constituyan plena prueba contra él”. 

 

Ahora bien, el concepto cuya ejecución se pretende en el presente caso, corresponde a los 

aportes obligatorios al Sistema de Salud que un empleador dejó de pagar respecto de uno 

o más trabajadores. Esta acreencia tiene una connotación especial en cuanto al título 

ejecutivo que se requiere para la viabilidad del mandamiento de pago, pues se trata de un 

título ejecutivo complejo que está conformado por distintos documentos que surgen del 

procedimiento de cobro que debe adelantar la E.P.S. previo a la acción ejecutiva, y el cual 

está regulado en las normas que a continuación se detallan: 

 

En primer lugar, es preciso acudir al Decreto 2353 de 2015 “Por el cual se unifican y 

actualizan las reglas de afiliación al Sistema General de Seguridad Social en Salud…”, y 

puntualmente al artículo 76 que establece lo siguiente: 

 

ARTÍCULO 76. OBLIGACIONES DE LAS EPS FRENTE A LOS APORTANTES EN MORA. 
<Artículo compilado en el artículo 2.1.9.6 del Decreto Único Reglamentario 780 de 2016> 
Cuando el empleador o el trabajador independiente incurra en mora en el pago de las 
cotizaciones al Sistema General de Seguridad Social en Salud, la EPS deberá proceder a: 
 
76.1. Adelantar las acciones de cobro de los aportes en mora. La EPS deberá notificar al 
aportante que se encuentra en mora mediante una comunicación que será enviada dentro 
de los diez (10) días siguientes al mes de mora e informar que si no ha reportado la novedad 
de terminación de la inscripción de la EPS por haber perdido las condiciones para 
pertenecer al régimen contributivo, deberá hacerlo a más tardar dentro de los cinco (5) días 
siguientes al recibo de la misma, así como de las consecuencias de la suspensión de la 
afiliación; si el aportante así requerido no pagare las cotizaciones cobradas deberá remitir 
la cuenta de cobro cada mes.  
(…) 
PARÁGRAFO 1o. Las acciones de cobro por las cotizaciones e intereses de mora adeudados 
serán adelantadas por las EPS conforme a los estándares de procesos que fije la Unidad 
Administrativa Especial de Gestión Pensional y Contribuciones Parafiscales de la Protección 
Social (UGPP), sin perjuicio de que la Unidad ejerza las acciones de determinación y cobro 
de la mora en que incurran los aportantes en el pago de las cotizaciones en forma 
preferente, en especial, respecto de los trabajadores independientes que reportaron la 
novedad de pérdida de las condiciones para continuar cotizando al Sistema. 

 

De acuerdo con el parágrafo, las acciones de cobro serán adelantadas por las E.P.S. 

conforme a los estándares de procesos que fije la UGPP. Dichos estándares están definidos 

en la Resolución 2082 de 2016 “Por medio de la cual se subroga la Resolución 444 del 28 

de junio de 2013”, cuyo objeto y ámbito de aplicación son los siguientes: 

 

ARTÍCULO 1. OBJETO. El objeto de la presente resolución es definir y determinar el objeto y 
alcance de los estándares de procesos de cobro que deben adoptar las Administradoras de 
la Protección Social en el cumplimiento de las acciones de seguimiento y cobro a los 
aportantes morosos obligados en el pago de las Contribuciones Parafiscales de la Protección 
Social (…). 
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ARTÍCULO 2. ÁMBITO DE APLICACIÓN. Las Administradoras Públicas y Privadas de la 
Protección Social conformado por el Sistema General de Seguridad Social Integral (Salud, 
Pensiones y Riesgos Laborales)… están obligadas al cumplimiento de los estándares de 
cobro que se establecen en la presente resolución, sin perjuicio del procedimiento y los 
términos establecidos en las disposiciones legales que le aplican para el ejercicio de sus 
respectivas funciones. 

 

Para el presente caso interesa especialmente el Capítulo III de la Resolución 2082 de 2016 

que contempla el estándar de “Acciones de Cobro” en los siguientes términos:  

 

ARTÍCULO 11. CONSTITUCIÓN TÍTULO EJECUTIVO. La Unidad verificará que las 
administradoras privadas hayan expedido en un plazo máximo de cuatro (4) meses contado 
a partir de la fecha límite de pago, la liquidación que preste mérito ejecutivo sin perjuicio 
de lo dispuesto en las normas legales aplicables al respectivo subsistema. Y para las 
administradoras públicas, el plazo máximo para expedir el acto administrativo que preste 
mérito ejecutivo, es de seis (6) meses. 
 
ARTÍCULO 12. ACCIONES PERSUASIVAS. Una vez las Administradoras constituyan el título 
que presta mérito ejecutivo, deben contactar al deudor como mínimo dos veces. El primer 
contacto lo deben realizar dentro de los quince (15) días calendario siguientes a la 
constitución y firmeza del título ejecutivo, según el caso, y el segundo, dentro de los treinta 
(30) días calendario siguientes a la fecha en que se realizó el primer contacto, sin superar 
cuarenta y cinco (45) días calendario, de conformidad con los criterios que se definen en el 
Anexo Técnico Capítulo 3. 
 
ARTÍCULO 13. ACCIONES JURÍDICAS. Vencido el plazo anterior las administradoras 
contarán con un plazo máximo de cinco (5) meses para dar inicio a las acciones de cobro 
coactivo o judicial, según el caso. 

 

Ahora, respecto de los requisitos que deben tener las comunicaciones de cobro persuasivo, 

la Resolución 2082 de 2016 contiene un Anexo Técnico, en cuyo Capítulo 3° se establece 

lo siguiente: 

 

5. CONTENIDO MÍNIMO DE LAS COMUNICACIONES DE COBRO PERSUASIVO 
 
Las comunicaciones enviadas a los aportantes en mora en el marco de las acciones 
persuasivas deben suministrar información cierta, suficiente, concreta, actualizada y de 
fácil comprensión sobre la importancia de realizar el pago voluntario de las contribuciones 
de la Protección Social y evitar las acciones de cobro jurídico o coactivo que pudieran 
generarse. En el caso de las obligaciones adeudadas a los subsistemas de salud, pensión, 
riesgos laborales, debe incluirse en la comunicación la información de los cotizantes 
respecto de los cuales se registra mora. Para el Sena, ICBF y Subsidio Familiar la 
información será por aportante. 
 
De acuerdo con lo anterior, la información mínima que deben contener las comunicaciones 
de cobro persuasivo es la siguiente: 
 
1. Nombre de la Administradora que realiza la comunicación. 
2. Nombre o razón social e identificación del aportante. 
3. Resumen del periodo o periodos adeudados, indicando claramente mes y año. 
4. Indicar que los intereses moratorios serán liquidados por la Planilla PILA. 
5. Describir el título ejecutivo en el cual consta la obligación, esto es: i) Tipo de título, por 
ejemplo, liquidación de aportes, resolución, o el que corresponda, ii) fecha de expedición, iii) 
fecha de firmeza del título o exigibilidad de la obligación, según corresponda. 
6. Mencionar de forma general la importancia de realizar el pago voluntario de las 
contribuciones parafiscales de la protección social y evitar las acciones de cobro jurídico o 
coactivo que pudieran generarse. 
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7. Medios de pago de la obligación. 
8. Advertir el inicio de acciones de cobro jurídico y decreto de medidas cautelares, en caso 
de renuencia en el pago. 
9. Advertir el deber y la importancia de reportar las novedades de la afiliación al Sistema 
de la Protección Social. 
10. Informar el medio de contacto de la Administradora para absolver dudas o inquietudes. 
 
6. CANALES DE COMUNICACIÓN PARA LA GESTIÓN DE COBRO PERSUASIVO 
 
La primera comunicación para el cobro persuasivo de las Contribuciones de la Protección 
Social debe realizarse por medio escrito. 
La segunda comunicación obligatoria y las demás que decidan realizar las Administradoras, 
deben comunicarse por uno (1) de los siguientes canales: 
1. Llamada telefónica 
2. Correo electrónico 
3. Correo físico 
4. Fax 
5. Mensaje de texto. 

 

Conforme a los anteriores preceptos normativos, previo a iniciar una demanda ejecutiva en 

la que se pretenda el pago de los aportes obligatorios adeudados al Sistema de Salud, y con 

el fin de constituir el título ejecutivo complejo, las E.P.S. deben cumplir los siguientes 

requisitos: 

 

(i) La expedición de la liquidación que preste mérito ejecutivo, en un plazo máximo de 4 

meses contados a partir de la fecha límite del pago del aporte. 

(ii) Una vez expedida la liquidación, debe adelantar las acciones persuasivas que implican 

contactar al deudor como mínimo 2 veces: 

- El primer requerimiento/contacto/comunicación debe ser escrito, contener -entre 

otros- la información de los cotizantes respecto de los cuales se registra la mora y un 

resumen de los periodos y valores adeudados, enviarse al empleador dentro de los 15 

días calendario siguientes a la constitución y firmeza de la liquidación, y obtener la 

constancia de entrega y el cotejo de los documentos. 

- El segundo requerimiento/contacto/comunicación puede comunicarse por cualquier 

canal, pero debe realizarse dentro de los 30 días calendario siguientes a la fecha en que 

se realizó el primer contacto, sin superar 45 días calendario. 

 

Como se puede notar, la norma establece una estricta ritualidad para adelantar las acciones 

persuasivas, toda vez que constituyen un requisito sine qua non para iniciar la acción 

ejecutiva, de manera que sin su satisfacción no es viable la ejecución de la liquidación. 

 

Además, importa destacar que, el primer requerimiento debe enviarse al empleador por 

medio de correo certificado a la dirección de notificación registrada en el certificado de 

existencia y representación legal o en el certificado de matrícula mercantil de persona 

natural, y además, obtener de la empresa de correo la constancia de entrega y el cotejo de 

los documentos. Ello no puede ser de otra manera, pues, la finalidad de la etapa de cobro 
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persuasivo es poner en conocimiento del deudor la suma que adeuda para lograr el pago 

voluntario, y evitar las acciones judiciales o de jurisdicción coactiva, según el caso. 

 

Así las cosas, del cumplimiento de la totalidad de los requisitos previstos en la norma citada, 

dependerá la existencia del título ejecutivo complejo, con las características de claridad, 

expresividad y exigibilidad, que se requiere para el cobro de los aportes obligatorios al 

Sistema de Salud, y que resulta indispensable para librar mandamiento de pago.  

 

Descendiendo al caso concreto, se tiene que SALUD TOTAL E.P.S.-S. S.A. aporta como 

título base del recaudo, la liquidación de los aportes adeudados por el empleador MAGUT 

CONSTRUCCIONES S.A.S., elaborado el día 02 de febrero de 2021 (folio 15).  

 

Asimismo, aporta el primer contacto para cobro persuasivo realizado por escrito al 

empleador el día 18 de noviembre de 2020, enviado y entregado por correo certificado en 

la dirección: Cra 27 # 37 - 33 Edificio Green Gold Centro Empresarial, Oficina 502 en la 

ciudad de Bucaramanga (folios 18 y 19), la cual consta en el Certificado de la Cámara de 

Comercio aportado con la demanda.  

 

Sin embargo, ese primer requerimiento presenta múltiples falencias, a saber: 

 

(i) No se hizo dentro del término señalado en el artículo 12 de la Resolución 2082 de 

2016: “El primer contacto lo deben realizar dentro de los quince (15) días calendario 

siguientes a la constitución y firmeza del título ejecutivo”, toda vez que el requerimiento 

se efectuó antes de la expedición de la liquidación que presta mérito ejecutivo.  

 

(ii) No contiene el detalle de la deuda con la relación de los trabajadores, valores y 

periodos en mora. Si bien en el documento la demandante señaló que “contamos con 

un título ejecutivo en firme soportado en el Estado de Cuenta anexo, donde consta que el 

aportante… adeuda al SGSSS”, lo cierto es que dicho estado de cuenta no fue aportado, 

lo que impide establecer si cumplía con el lleno de los requisitos previstos en el 

numeral 5° del Capítulo 3º del Anexo Técnico de la Resolución 2082 de 2016.  

 

Valga aclarar que, si bien fue aportado un documento denominado “Estado de Cuenta” 

(folio 17), el mismo no tiene relación con el primer requerimiento, toda vez que aquél 

tiene como fecha de generación el día 28 de enero de 2021 y registra un valor adeudado 

de $3.063.325, que no guarda correspondencia con el contenido en el requerimiento. 

 

(iii) Se prescindió de cotejar el requerimiento, de manera que no es posible comprobar que 

el documento que obra en el expediente fue en realidad el que se entregó al empleador.  
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De otro lado, aporta el segundo contacto realizado al empleador el día 06 de enero de 2021, 

empero éste se efectuó luego de transcurridos los 45 días establecidos como límite máximo 

en el artículo 12 de la Resolución 2082 de 2016; además, si bien esta comunicación fue 

enviada y entregada por correo certificado en la dirección de notificaciones judiciales de la 

demandada, tampoco cuenta con el cotejo que permita determinar que le fue efectivamente 

entregada. 

 

Aunado a lo anterior, es de resaltar que los requerimientos son imperfectos, dado que el 

valor indicado al momento de conminar al empleador a pagar voluntariamente, no 

corresponde al valor que se alega como adeudado en la demanda ejecutiva. En efecto, la 

suma por concepto de capital señalada en el requerimiento del 18 de noviembre de 2020 

es de $2.240.600, y la indicada en el requerimiento del 06 de enero de 2021 es de 

$3.115.070; mientras que la suma que figura en la liquidación y que se pretende en la 

demanda ejecutiva es de $3.090.233 por concepto de capital. Es decir, en la demanda se 

incluyeron valores superiores a los que fueron objeto de los requerimientos previos, y tal 

discordancia hace que no exista un título claro y exigible. 

 

Bajo el anterior panorama, resulta claro que SALUD TOTAL E.P.S.-S. S.A. no dio 

cumplimiento a los requisitos previstos en la Resolución 2082 de 2016 de la UGPP con su 

Anexo Técnico, específicamente el relativo a las acciones persuasivas que implican requerir 

al deudor como mínimo dos veces después de elaborada la liquidación que presta mérito 

ejecutivo; y, por consiguiente, no acreditó la conformación del título ejecutivo complejo 

necesario para librar mandamiento. 

 

Recuérdese, que la constitución del título ejecutivo complejo emerge de la integralidad de 

los documentos que evidencian en su conjunto la existencia de una obligación clara, expresa 

y exigible; bajo esa óptica, para que el título prestara mérito ejecutivo, debían allegarse la 

totalidad de los documentos que lo componen, y éstos, además, debían cumplir los 

requisitos formales señalados por la Ley para tal efecto. Una omisión en ese sentido 

conduce indefectiblemente a negar el mandamiento de pago. 

 

En conclusión, el título presentado por SALUD TOTAL E.P.S.-S. S.A. no presta mérito 

ejecutivo y, en consecuencia, se negará el mandamiento de pago solicitado. 

 

En mérito de lo expuesto, el Juzgado Octavo de Pequeñas Causas Laborales de Bogotá,  

 

RESUELVE: 
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PRIMERO: NEGAR EL MANDAMIENTO DE PAGO solicitado por SALUD TOTAL E.P.S.-S. 

S.A. en contra de MAGUT CONSTRUCCIONES S.A.S., conforme las razones expuestas en 

esta providencia. 

 

SEGUNDO: DEVOLVER las diligencias a la parte actora, previa la desanotación en el libro 

radicador. 

 

TERCERO: RECONOCER PERSONERÍA al Dr. ANDRÉS HERIBERTO TORRES ARAGÓN, 

identificado con la C.C. 73.205.246 y portador de la T.P. 155.713, para actuar como 

apoderado judicial de la parte ejecutante, en los términos y parar los efectos del poder 

anexo.  

 

El presente auto se notifica en los Estados Electrónicos publicados en el micrositio web: 

https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-08-de-pequenas-causas-laborales-de-bogota/2020n1 

El expediente digital se puede solicitar en el email: j08lpcbta@cendoj.ramajudicial.gov.co 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 

 

 

 

 
JUZGADO OCTAVO LABORAL DE PEQUEÑAS CAUSAS DE 

BOGOTÁ D.C. 
 Hoy:  

30 de septiembre de 2021 
_____________________________________________ 

   Se notifica el auto anterior por anotación en el estado No. 110 
 

GLADYS DANIELA PÉREZ SILVA 

Secretaria 

https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-08-de-pequenas-causas-laborales-de-bogota/2020n1
mailto:j08lpcbta@cendoj.ramajudicial.gov.co
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INFORME SECRETARIAL. - Bogotá D.C., 29 de septiembre de 2021, al Despacho de la Juez, 

la presente DEMANDA EJECUTIVA LABORAL DE ÚNICA INSTANCIA, designada por 

reparto, radicada bajo el número 11001-41-05-008-2021-00386-00, de SALUD TOTAL 

E.P.S.-S. S.A. en contra de DYN CONSTRUCCIONES S.A.S., la cual consta de 62 folios, 

incluida la hoja de reparto, todos ellos electrónicos. Pendiente por resolver, sírvase 

proveer. 

GLADYS DANIELA PÉREZ SILVA 
Secretaria 

 

 

REPÚBLICA DE COLOMBIA 

 

RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

JUZGADO OCTAVO DE PEQUEÑAS CAUSAS LABORALES DE BOGOTÁ 

 

AUTO INTERLOCUTORIO 547 

Bogotá D.C., 29 de septiembre de 2021 

 

La presente demanda ejecutiva es presentada por SALUD TOTAL E.P.S.-S. S.A. en contra 

de DYN CONSTRUCCIONES S.A.S., con el fin de que se libre mandamiento de pago por 

concepto de los aportes obligatorios adeudados al Sistema de Salud, más los intereses 

moratorios. 

 

Anteriormente, a efectos de determinar la competencia por el factor territorial para 

conocer de asuntos donde se pretende la ejecución de aportes insolutos al Sistema de Salud, 

el Juzgado daba aplicación al criterio adoptado por la Sala Laboral de la Corte Suprema de 

Justicia en los Autos AL2490-2019 del 10 de julio de 2019 y AL4167-2019 del 14 de 

agosto de 2019, donde se establecía que debía acudirse a lo dispuesto en el artículo 110 del 

C.P.T., por ser la norma que resultaba más cercana. 

 

Conforme a los argumentos esbozados en tales providencias, el Juzgado precisaba en sus 

decisiones que, la competencia territorial en estos casos recaía en los jueces del trabajo del 

domicilio de la entidad de seguridad social demandante, entendiendo como tal la sucursal 

en donde se adelantó el procedimiento de cobro previo a la presentación de la acción 

ejecutiva, y donde se constituyó el título ejecutivo. 

 

Sin embargo, sobre el tema de la competencia territorial en estos asuntos, la Sala Laboral 

se pronunció recientemente, a través del Auto AL3473-2021 del 11 de agosto de 2021, en 

el que precisó la regla de competencia en los siguientes términos:  
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“Como quiera que lo que se persigue en el presente asunto es el pago de aportes al 
Sistema de Seguridad Social, - cotizaciones a salud-, conviene precisar que el artículo 24 
de la Ley 100 de 1993, obliga a las entidades administradoras de los diferentes 
regímenes adelantar las acciones de cobro con motivo del incumplimiento de las 
obligaciones del empleador. 
 
Ahora bien, aun cuando nuestro estatuto procesal, no previó la regla de competencia 
para conocer del trámite de la acción ejecutiva a que alude la normativa antes 
referenciada, lo cierto es que el artículo 110 del Código Procesal del Trabajo y de la 
Seguridad Social, determina la competencia del juez laboral para conocer en asuntos 
de igual naturaleza, pero en relación al Instituto de Seguros Sociales, dentro del 
régimen de prima media con prestación definida. 
 
En tal virtud, acudiendo a la aplicación del principio de integración normativa de las 
normas procedimentales, es dable remitirnos a lo dispuesto en el artículo 110 ibidem, 
en tanto refiere que el funcionario competente para conocer de la ejecuciones 
promovidas por el ISS, con el objeto de lograr el pago de las cuotas o cotizaciones que 
se le adeuden, es el juez del lugar del domicilio de dicho ente de seguridad social o 
de la seccional en donde se hubiere proferido la resolución, título ejecutivo, por 
medio de la cual declara la obligación de pago de las cotizaciones adeudadas. 
 
Así las cosas, como la citada preceptiva determina la competencia del juez del trabajo 
en asuntos de igual naturaleza, es decir, en los que se busca garantizar los derechos a 
la seguridad social de los afiliados a través del cobro ejecutivo a los empleadores de 
aquellas cotizaciones que no fueron satisfechas oportunamente, es dable acudir a esa 
misma norma para efectos de dirimir la presente colisión negativa. 
(…) 
En consecuencia, pese a que el procedimiento de cobro de las cotizaciones en mora 
previo a la acción ejecutiva, se efectuó en los términos de los artículos 24 de la Ley 100 
de 1993 y 2 y 5 de su Decreto Reglamentario 2633 de 1994, fue remitido a la ciudad de 
Armenia, como se deduce de los documentos obrantes a folios (58 a 59 cuaderno del 
Juzgado Décimo Laboral de Pequeñas Causas de Bogotá) del expediente digital, y 
conforme la norma transcrita, cuando se pretenda el pago de cotizaciones en mora 
al sistema, la competencia radica en el juez del lugar del domicilio de la entidad 
de seguridad social o el de aquel donde se adelantaron las gestiones de cobro.”  

 

En ese orden, de acuerdo con el nuevo criterio adoptado por el Órgano de Cierre de la 

jurisdicción ordinaria laboral, en casos como el presente, la competencia territorial se rige 

por lo dispuesto en el artículo 110 del C.P.T., en el entendido de que, el conocimiento lo 

asumirá el juez del domicilio principal de la entidad de seguridad social o el de la seccional 

donde se adelantaron las gestiones de cobro y donde se constituyó el título ejecutivo.  

 

Aplicando tales parámetros jurisprudenciales al caso en estudio, el Juzgado considera que 

es competente para conocer la demanda ejecutiva por la naturaleza de la obligación, la 

cuantía de las pretensiones y el domicilio principal de la demandante, razón por la cual, 

procede al estudio de los documentos presentados como título base del recaudo. 

 

Sobre la procedencia de la ejecución en materia laboral, el artículo 100 del C.P.T. señala: 

“Será exigible ejecutivamente el cumplimiento de toda obligación originada en una relación 

de trabajo, que conste en acto o documento que provenga del deudor o de su causante o que 

emane de una decisión judicial o arbitral firme”. En concordancia con la norma anterior, el 
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artículo 422 del C.G.P. señala: “Pueden demandarse ejecutivamente las obligaciones expresas, 

claras y exigibles que consten en documentos que provengan del deudor o de su causante, y 

constituyan plena prueba contra él”. 

 

Ahora bien, el concepto cuya ejecución se pretende en el presente caso, corresponde a los 

aportes obligatorios al Sistema de Salud que un empleador dejó de pagar respecto de uno 

o más trabajadores. Esta acreencia tiene una connotación especial en cuanto al título 

ejecutivo que se requiere para la viabilidad del mandamiento de pago, pues se trata de un 

título ejecutivo complejo que está conformado por distintos documentos que surgen del 

procedimiento de cobro que debe adelantar la E.P.S. previo a la acción ejecutiva, y el cual 

está regulado en las normas que a continuación se detallan: 

 

En primer lugar, es preciso acudir al Decreto 2353 de 2015 “Por el cual se unifican y 

actualizan las reglas de afiliación al Sistema General de Seguridad Social en Salud…”, y 

puntualmente al artículo 76 que establece lo siguiente: 

 

ARTÍCULO 76. OBLIGACIONES DE LAS EPS FRENTE A LOS APORTANTES EN MORA. 
<Artículo compilado en el artículo 2.1.9.6 del Decreto Único Reglamentario 780 de 2016> 
Cuando el empleador o el trabajador independiente incurra en mora en el pago de las 
cotizaciones al Sistema General de Seguridad Social en Salud, la EPS deberá proceder a: 
 
76.1. Adelantar las acciones de cobro de los aportes en mora. La EPS deberá notificar al 
aportante que se encuentra en mora mediante una comunicación que será enviada dentro 
de los diez (10) días siguientes al mes de mora e informar que si no ha reportado la novedad 
de terminación de la inscripción de la EPS por haber perdido las condiciones para 
pertenecer al régimen contributivo, deberá hacerlo a más tardar dentro de los cinco (5) días 
siguientes al recibo de la misma, así como de las consecuencias de la suspensión de la 
afiliación; si el aportante así requerido no pagare las cotizaciones cobradas deberá remitir 
la cuenta de cobro cada mes.  
(…) 
PARÁGRAFO 1o. Las acciones de cobro por las cotizaciones e intereses de mora adeudados 
serán adelantadas por las EPS conforme a los estándares de procesos que fije la Unidad 
Administrativa Especial de Gestión Pensional y Contribuciones Parafiscales de la Protección 
Social (UGPP), sin perjuicio de que la Unidad ejerza las acciones de determinación y cobro 
de la mora en que incurran los aportantes en el pago de las cotizaciones en forma 
preferente, en especial, respecto de los trabajadores independientes que reportaron la 
novedad de pérdida de las condiciones para continuar cotizando al Sistema. 

 

De acuerdo con el parágrafo, las acciones de cobro serán adelantadas por las E.P.S. 

conforme a los estándares de procesos que fije la UGPP. Dichos estándares están definidos 

en la Resolución 2082 de 2016 “Por medio de la cual se subroga la Resolución 444 del 28 

de junio de 2013”, cuyo objeto y ámbito de aplicación son los siguientes: 

 

ARTÍCULO 1. OBJETO. El objeto de la presente resolución es definir y determinar el objeto y 
alcance de los estándares de procesos de cobro que deben adoptar las Administradoras de 
la Protección Social en el cumplimiento de las acciones de seguimiento y cobro a los 
aportantes morosos obligados en el pago de las Contribuciones Parafiscales de la Protección 
Social (…). 
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ARTÍCULO 2. ÁMBITO DE APLICACIÓN. Las Administradoras Públicas y Privadas de la 
Protección Social conformado por el Sistema General de Seguridad Social Integral (Salud, 
Pensiones y Riesgos Laborales)… están obligadas al cumplimiento de los estándares de 
cobro que se establecen en la presente resolución, sin perjuicio del procedimiento y los 
términos establecidos en las disposiciones legales que le aplican para el ejercicio de sus 
respectivas funciones. 

 

Para el presente caso interesa especialmente el Capítulo III de la Resolución 2082 de 2016 

que contempla el estándar de “Acciones de Cobro” en los siguientes términos:  

 

ARTÍCULO 11. CONSTITUCIÓN TÍTULO EJECUTIVO. La Unidad verificará que las 
administradoras privadas hayan expedido en un plazo máximo de cuatro (4) meses contado 
a partir de la fecha límite de pago, la liquidación que preste mérito ejecutivo sin perjuicio 
de lo dispuesto en las normas legales aplicables al respectivo subsistema. Y para las 
administradoras públicas, el plazo máximo para expedir el acto administrativo que preste 
mérito ejecutivo, es de seis (6) meses. 
 
ARTÍCULO 12. ACCIONES PERSUASIVAS. Una vez las Administradoras constituyan el título 
que presta mérito ejecutivo, deben contactar al deudor como mínimo dos veces. El primer 
contacto lo deben realizar dentro de los quince (15) días calendario siguientes a la 
constitución y firmeza del título ejecutivo, según el caso, y el segundo, dentro de los treinta 
(30) días calendario siguientes a la fecha en que se realizó el primer contacto, sin superar 
cuarenta y cinco (45) días calendario, de conformidad con los criterios que se definen en el 
Anexo Técnico Capítulo 3. 
 
ARTÍCULO 13. ACCIONES JURÍDICAS. Vencido el plazo anterior las administradoras 
contarán con un plazo máximo de cinco (5) meses para dar inicio a las acciones de cobro 
coactivo o judicial, según el caso. 

 

Ahora, respecto de los requisitos que deben tener las comunicaciones de cobro persuasivo, 

la Resolución 2082 de 2016 contiene un Anexo Técnico, en cuyo Capítulo 3° se establece 

lo siguiente: 

 

5. CONTENIDO MÍNIMO DE LAS COMUNICACIONES DE COBRO PERSUASIVO 
 
Las comunicaciones enviadas a los aportantes en mora en el marco de las acciones 
persuasivas deben suministrar información cierta, suficiente, concreta, actualizada y de 
fácil comprensión sobre la importancia de realizar el pago voluntario de las contribuciones 
de la Protección Social y evitar las acciones de cobro jurídico o coactivo que pudieran 
generarse. En el caso de las obligaciones adeudadas a los subsistemas de salud, pensión, 
riesgos laborales, debe incluirse en la comunicación la información de los cotizantes 
respecto de los cuales se registra mora. Para el Sena, ICBF y Subsidio Familiar la 
información será por aportante. 
 
De acuerdo con lo anterior, la información mínima que deben contener las comunicaciones 
de cobro persuasivo es la siguiente: 
 
1. Nombre de la Administradora que realiza la comunicación. 
2. Nombre o razón social e identificación del aportante. 
3. Resumen del periodo o periodos adeudados, indicando claramente mes y año. 
4. Indicar que los intereses moratorios serán liquidados por la Planilla PILA. 
5. Describir el título ejecutivo en el cual consta la obligación, esto es: i) Tipo de título, por 
ejemplo, liquidación de aportes, resolución, o el que corresponda, ii) fecha de expedición, iii) 
fecha de firmeza del título o exigibilidad de la obligación, según corresponda. 
6. Mencionar de forma general la importancia de realizar el pago voluntario de las 
contribuciones parafiscales de la protección social y evitar las acciones de cobro jurídico o 
coactivo que pudieran generarse. 
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7. Medios de pago de la obligación. 
8. Advertir el inicio de acciones de cobro jurídico y decreto de medidas cautelares, en caso 
de renuencia en el pago. 
9. Advertir el deber y la importancia de reportar las novedades de la afiliación al Sistema 
de la Protección Social. 
10. Informar el medio de contacto de la Administradora para absolver dudas o inquietudes. 
 
6. CANALES DE COMUNICACIÓN PARA LA GESTIÓN DE COBRO PERSUASIVO 
 
La primera comunicación para el cobro persuasivo de las Contribuciones de la Protección 
Social debe realizarse por medio escrito. 
La segunda comunicación obligatoria y las demás que decidan realizar las Administradoras, 
deben comunicarse por uno (1) de los siguientes canales: 
1. Llamada telefónica 
2. Correo electrónico 
3. Correo físico 
4. Fax 
5. Mensaje de texto. 

 

Conforme a los anteriores preceptos normativos, previo a iniciar una demanda ejecutiva en 

la que se pretenda el pago de los aportes obligatorios adeudados al Sistema de Salud, y con 

el fin de constituir el título ejecutivo complejo, las E.P.S. deben cumplir los siguientes 

requisitos: 

 

(i) La expedición de la liquidación que preste mérito ejecutivo, en un plazo máximo de 4 

meses contados a partir de la fecha límite del pago del aporte. 

(ii) Una vez expedida la liquidación, debe adelantar las acciones persuasivas que implican 

contactar al deudor como mínimo 2 veces: 

- El primer requerimiento/contacto/comunicación debe ser escrito, contener -entre 

otros- la información de los cotizantes respecto de los cuales se registra la mora y un 

resumen de los periodos y valores adeudados, enviarse al empleador dentro de los 15 

días calendario siguientes a la constitución y firmeza de la liquidación, y obtener la 

constancia de entrega y el cotejo de los documentos. 

- El segundo requerimiento/contacto/comunicación puede comunicarse por cualquier 

canal, pero debe realizarse dentro de los 30 días calendario siguientes a la fecha en que 

se realizó el primer contacto, sin superar 45 días calendario. 

 

Como se puede notar, la norma establece una estricta ritualidad para adelantar las acciones 

persuasivas, toda vez que constituyen un requisito sine qua non para iniciar la acción 

ejecutiva, de manera que sin su satisfacción no es viable la ejecución de la liquidación. 

 

Además, importa destacar que, el primer requerimiento debe enviarse al empleador por 

medio de correo certificado a la dirección de notificación registrada en el certificado de 

existencia y representación legal o en el certificado de matrícula mercantil de persona 

natural, y además, obtener de la empresa de correo la constancia de entrega y el cotejo de 

los documentos. Ello no puede ser de otra manera, pues, la finalidad de la etapa de cobro 



2021-00386 

6 
 

persuasivo es poner en conocimiento del deudor la suma que adeuda para lograr el pago 

voluntario, y evitar las acciones judiciales o de jurisdicción coactiva, según el caso. 

 

Así las cosas, del cumplimiento de la totalidad de los requisitos previstos en la norma citada, 

dependerá la existencia del título ejecutivo complejo, con las características de claridad, 

expresividad y exigibilidad, que se requiere para el cobro de los aportes obligatorios al 

Sistema de Salud, y que resulta indispensable para librar mandamiento de pago.  

 

Descendiendo al caso concreto, se tiene que SALUD TOTAL E.P.S.-S. S.A. aporta como 

título base del recaudo, la liquidación de los aportes adeudados por el empleador DYN 

CONSTRUCCIONES S.A.S., elaborado el día 02 de febrero de 2021 (folio 15). 

 

Asimismo, aporta el primer contacto para cobro persuasivo realizado por escrito al 

empleador el día 04 de enero de 2021, enviado por correo certificado a la dirección: CL 96 

A 26 I 429 en la ciudad de Cali (folios 17 y 18), la cual consta en el Certificado de la Cámara 

de Comercio aportado con la demanda.  

 

Sin embargo, ese primer requerimiento presenta múltiples falencias, a saber: 

 

(i) No se hizo dentro del término señalado en el artículo 12 de la Resolución 2082 de 

2016: “El primer contacto lo deben realizar dentro de los quince (15) días calendario 

siguientes a la constitución y firmeza del título ejecutivo”, toda vez que el requerimiento 

se efectuó antes de la expedición de la liquidación que presta mérito ejecutivo.  

 

(ii) No se aportó la constancia de entrega del requerimiento, expedida por la empresa de 

mensajería, de manera que no se tiene certeza de que la comunicación haya sido 

efectivamente recibida por la demandada. Si bien se allegó una guía de entrega (folio 

18), ésta corresponde a una encomienda enviada y recibida en la dirección de 

notificaciones judiciales de la sociedad demandada el día 19 de diciembre de 2020, esto 

es, antes de la elaboración del requerimiento.  

 

(iii) No contiene el detalle de la deuda con la relación de los trabajadores, valores y 

periodos en mora. Si bien en el documento la demandante señaló que “contamos con 

un título ejecutivo en firme soportado en el Estado de Cuenta anexo, donde consta que el 

aportante… adeuda al SGSSS”, lo cierto es que dicho estado de cuenta no fue aportado, 

lo que impide establecer si cumplía con el lleno de los requisitos previstos en el 

numeral 5° del Capítulo 3º del Anexo Técnico de la Resolución 2082 de 2016; y  

 

(iv) Se prescindió de cotejar el requerimiento, de manera que no es posible comprobar que 

el documento que obra en el expediente fue en realidad el que se entregó al empleador.  
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Por otro lado, se observa que, no fue aportado el segundo contacto para cobro persuasivo, 

ni se allegó prueba alguna que demuestre que éste se haya hecho a través de uno de los 

siguientes canales: llamada telefónica, correo electrónico, correo físico, fax o mensaje de 

texto. 

 

Aunado a lo anterior, es de resaltar que el requerimiento es imperfecto, dado que el valor 

indicado al momento de conminar al empleador a pagar voluntariamente, no corresponde 

al valor que se alega como adeudado en la demanda ejecutiva. En efecto, la suma por 

concepto de capital señalada en el requerimiento del 04 de enero de 2021 es de $4.363.200, 

mientras que la suma que figura en la liquidación y que se pretende en la demanda ejecutiva 

es de $4.637.848 por concepto de capital. Es decir, en la demanda se incluyeron valores 

superiores a los que fueron objeto del requerimiento previo, y tal discordancia hace que no 

exista un título claro y exigible. 

 

Bajo el anterior panorama, resulta claro que SALUD TOTAL E.P.S.-S. S.A. no dio 

cumplimiento a los requisitos previstos en la Resolución 2082 de 2016 de la UGPP con su 

Anexo Técnico, específicamente el relativo a las acciones persuasivas que implican requerir 

al deudor como mínimo dos veces después de elaborada la liquidación que presta mérito 

ejecutivo; y, por consiguiente, no acreditó la conformación del título ejecutivo complejo 

necesario para librar mandamiento. 

 

Recuérdese, que la constitución del título ejecutivo complejo emerge de la integralidad de 

los documentos que evidencian en su conjunto la existencia de una obligación clara, expresa 

y exigible; bajo esa óptica, para que el título prestara mérito ejecutivo, debían allegarse la 

totalidad de los documentos que lo componen, y éstos, además, debían cumplir los 

requisitos formales señalados por la Ley para tal efecto. Una omisión en ese sentido 

conduce indefectiblemente a negar el mandamiento de pago. 

 

En conclusión, el título presentado por SALUD TOTAL E.P.S.-S. S.A. no presta mérito 

ejecutivo y, en consecuencia, se negará el mandamiento de pago solicitado. 

 

En mérito de lo expuesto, el Juzgado Octavo de Pequeñas Causas Laborales de Bogotá,  

 

RESUELVE: 

 

PRIMERO: NEGAR EL MANDAMIENTO DE PAGO solicitado por SALUD TOTAL E.P.S.-S. 

S.A. en contra de DYN CONSTRUCCIONES S.A.S., conforme las razones expuestas en esta 

providencia. 
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SEGUNDO: DEVOLVER las diligencias a la parte actora, previa la desanotación en el libro 

radicador. 

 

TERCERO: RECONOCER PERSONERÍA al Dr. ANDRÉS HERIBERTO TORRES ARAGÓN, 

identificado con la C.C. 73.205.246 y portador de la T.P. 155.713, para actuar como 

apoderado judicial de la parte ejecutante, en los términos y parar los efectos del poder 

anexo.  

 

El presente auto se notifica en los Estados Electrónicos publicados en el micrositio web: 

https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-08-de-pequenas-causas-laborales-de-bogota/2020n1 

El expediente digital se puede solicitar en el email: j08lpcbta@cendoj.ramajudicial.gov.co 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 

 

 

 

 

 
JUZGADO OCTAVO LABORAL DE PEQUEÑAS CAUSAS DE 

BOGOTÁ D.C. 
 Hoy:  

30 de septiembre de 2021 
_____________________________________________ 

   Se notifica el auto anterior por anotación en el estado No. 110 
 

GLADYS DANIELA PÉREZ SILVA 
Secretaria 

https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-08-de-pequenas-causas-laborales-de-bogota/2020n1
mailto:j08lpcbta@cendoj.ramajudicial.gov.co
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INFORME SECRETARIAL. - Bogotá D.C., 29 de septiembre de 2021, al Despacho de la Juez, 

la presente DEMANDA EJECUTIVA LABORAL DE ÚNICA INSTANCIA, designada por 

reparto, radicada bajo el número 11001-41-05-008-2021-00387-00, de SALUD TOTAL 

E.P.S.-S. S.A. en contra de CONSTRUCTORA MAXCASA S.A.S., la cual consta de 66 folios, 

incluida la hoja de reparto, todos ellos electrónicos. Pendiente por resolver, sírvase 

proveer. 

GLADYS DANIELA PÉREZ SILVA 
Secretaria 

 

 

REPÚBLICA DE COLOMBIA 

 

RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

JUZGADO OCTAVO DE PEQUEÑAS CAUSAS LABORALES DE BOGOTÁ 

 

AUTO INTERLOCUTORIO 548 

Bogotá D.C., 29 de septiembre de 2021 

 

La presente demanda ejecutiva es presentada por SALUD TOTAL E.P.S.-S. S.A. en contra 

de CONSTRUCTORA MAXCASA S.A.S., con el fin de que se libre mandamiento de pago por 

concepto de los aportes obligatorios adeudados al Sistema de Salud, más los intereses 

moratorios. 

 

Anteriormente, a efectos de determinar la competencia por el factor territorial para 

conocer de asuntos donde se pretende la ejecución de aportes insolutos al Sistema de Salud, 

el Juzgado daba aplicación al criterio adoptado por la Sala Laboral de la Corte Suprema de 

Justicia en los Autos AL2490-2019 del 10 de julio de 2019 y AL4167-2019 del 14 de 

agosto de 2019, donde se establecía que debía acudirse a lo dispuesto en el artículo 110 del 

C.P.T., por ser la norma que resultaba más cercana. 

 

Conforme a los argumentos esbozados en tales providencias, el Juzgado precisaba en sus 

decisiones que, la competencia territorial en estos casos recaía en los jueces del trabajo del 

domicilio de la entidad de seguridad social demandante, entendiendo como tal la sucursal 

en donde se adelantó el procedimiento de cobro previo a la presentación de la acción 

ejecutiva, y donde se constituyó el título ejecutivo. 

 

Sin embargo, sobre el tema de la competencia territorial en estos asuntos, la Sala Laboral 

se pronunció recientemente, a través del Auto AL3473-2021 del 11 de agosto de 2021, en 

el que precisó la regla de competencia en los siguientes términos:  
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“Como quiera que lo que se persigue en el presente asunto es el pago de aportes al 
Sistema de Seguridad Social, - cotizaciones a salud-, conviene precisar que el artículo 24 
de la Ley 100 de 1993, obliga a las entidades administradoras de los diferentes 
regímenes adelantar las acciones de cobro con motivo del incumplimiento de las 
obligaciones del empleador. 
 
Ahora bien, aun cuando nuestro estatuto procesal, no previó la regla de competencia 
para conocer del trámite de la acción ejecutiva a que alude la normativa antes 
referenciada, lo cierto es que el artículo 110 del Código Procesal del Trabajo y de la 
Seguridad Social, determina la competencia del juez laboral para conocer en asuntos 
de igual naturaleza, pero en relación al Instituto de Seguros Sociales, dentro del 
régimen de prima media con prestación definida. 
 
En tal virtud, acudiendo a la aplicación del principio de integración normativa de las 
normas procedimentales, es dable remitirnos a lo dispuesto en el artículo 110 ibidem, 
en tanto refiere que el funcionario competente para conocer de la ejecuciones 
promovidas por el ISS, con el objeto de lograr el pago de las cuotas o cotizaciones que 
se le adeuden, es el juez del lugar del domicilio de dicho ente de seguridad social o 
de la seccional en donde se hubiere proferido la resolución, título ejecutivo, por 
medio de la cual declara la obligación de pago de las cotizaciones adeudadas. 
 
Así las cosas, como la citada preceptiva determina la competencia del juez del trabajo 
en asuntos de igual naturaleza, es decir, en los que se busca garantizar los derechos a 
la seguridad social de los afiliados a través del cobro ejecutivo a los empleadores de 
aquellas cotizaciones que no fueron satisfechas oportunamente, es dable acudir a esa 
misma norma para efectos de dirimir la presente colisión negativa. 
(…) 
En consecuencia, pese a que el procedimiento de cobro de las cotizaciones en mora 
previo a la acción ejecutiva, se efectuó en los términos de los artículos 24 de la Ley 100 
de 1993 y 2 y 5 de su Decreto Reglamentario 2633 de 1994, fue remitido a la ciudad de 
Armenia, como se deduce de los documentos obrantes a folios (58 a 59 cuaderno del 
Juzgado Décimo Laboral de Pequeñas Causas de Bogotá) del expediente digital, y 
conforme la norma transcrita, cuando se pretenda el pago de cotizaciones en mora 
al sistema, la competencia radica en el juez del lugar del domicilio de la entidad 
de seguridad social o el de aquel donde se adelantaron las gestiones de cobro.”  

 

En ese orden, de acuerdo con el nuevo criterio adoptado por el Órgano de Cierre de la 

jurisdicción ordinaria laboral, en casos como el presente, la competencia territorial se rige 

por lo dispuesto en el artículo 110 del C.P.T., en el entendido de que, el conocimiento lo 

asumirá el juez del domicilio principal de la entidad de seguridad social o el de la seccional 

donde se adelantaron las gestiones de cobro y donde se constituyó el título ejecutivo.  

 

Aplicando tales parámetros jurisprudenciales al caso en estudio, el Juzgado considera que 

es competente para conocer la demanda ejecutiva por la naturaleza de la obligación, la 

cuantía de las pretensiones y el domicilio principal de la demandante, razón por la cual, 

procede al estudio de los documentos presentados como título base del recaudo. 

 

Sobre la procedencia de la ejecución en materia laboral, el artículo 100 del C.P.T. señala: 

“Será exigible ejecutivamente el cumplimiento de toda obligación originada en una relación 

de trabajo, que conste en acto o documento que provenga del deudor o de su causante o que 

emane de una decisión judicial o arbitral firme”. En concordancia con la norma anterior, el 
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artículo 422 del C.G.P. señala: “Pueden demandarse ejecutivamente las obligaciones expresas, 

claras y exigibles que consten en documentos que provengan del deudor o de su causante, y 

constituyan plena prueba contra él”. 

 

Ahora bien, el concepto cuya ejecución se pretende en el presente caso, corresponde a los 

aportes obligatorios al Sistema de Salud que un empleador dejó de pagar respecto de uno 

o más trabajadores. Esta acreencia tiene una connotación especial en cuanto al título 

ejecutivo que se requiere para la viabilidad del mandamiento de pago, pues se trata de un 

título ejecutivo complejo que está conformado por distintos documentos que surgen del 

procedimiento de cobro que debe adelantar la E.P.S. previo a la acción ejecutiva, y el cual 

está regulado en las normas que a continuación se detallan: 

 

En primer lugar, es preciso acudir al Decreto 2353 de 2015 “Por el cual se unifican y 

actualizan las reglas de afiliación al Sistema General de Seguridad Social en Salud…”, y 

puntualmente al artículo 76 que establece lo siguiente: 

 

ARTÍCULO 76. OBLIGACIONES DE LAS EPS FRENTE A LOS APORTANTES EN MORA. 
<Artículo compilado en el artículo 2.1.9.6 del Decreto Único Reglamentario 780 de 2016> 
Cuando el empleador o el trabajador independiente incurra en mora en el pago de las 
cotizaciones al Sistema General de Seguridad Social en Salud, la EPS deberá proceder a: 
 
76.1. Adelantar las acciones de cobro de los aportes en mora. La EPS deberá notificar al 
aportante que se encuentra en mora mediante una comunicación que será enviada dentro 
de los diez (10) días siguientes al mes de mora e informar que si no ha reportado la novedad 
de terminación de la inscripción de la EPS por haber perdido las condiciones para 
pertenecer al régimen contributivo, deberá hacerlo a más tardar dentro de los cinco (5) días 
siguientes al recibo de la misma, así como de las consecuencias de la suspensión de la 
afiliación; si el aportante así requerido no pagare las cotizaciones cobradas deberá remitir 
la cuenta de cobro cada mes.  
(…) 
PARÁGRAFO 1o. Las acciones de cobro por las cotizaciones e intereses de mora adeudados 
serán adelantadas por las EPS conforme a los estándares de procesos que fije la Unidad 
Administrativa Especial de Gestión Pensional y Contribuciones Parafiscales de la Protección 
Social (UGPP), sin perjuicio de que la Unidad ejerza las acciones de determinación y cobro 
de la mora en que incurran los aportantes en el pago de las cotizaciones en forma 
preferente, en especial, respecto de los trabajadores independientes que reportaron la 
novedad de pérdida de las condiciones para continuar cotizando al Sistema. 

 

De acuerdo con el parágrafo, las acciones de cobro serán adelantadas por las E.P.S. 

conforme a los estándares de procesos que fije la UGPP. Dichos estándares están definidos 

en la Resolución 2082 de 2016 “Por medio de la cual se subroga la Resolución 444 del 28 

de junio de 2013”, cuyo objeto y ámbito de aplicación son los siguientes: 

 

ARTÍCULO 1. OBJETO. El objeto de la presente resolución es definir y determinar el objeto y 
alcance de los estándares de procesos de cobro que deben adoptar las Administradoras de 
la Protección Social en el cumplimiento de las acciones de seguimiento y cobro a los 
aportantes morosos obligados en el pago de las Contribuciones Parafiscales de la Protección 
Social (…). 
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ARTÍCULO 2. ÁMBITO DE APLICACIÓN. Las Administradoras Públicas y Privadas de la 
Protección Social conformado por el Sistema General de Seguridad Social Integral (Salud, 
Pensiones y Riesgos Laborales)… están obligadas al cumplimiento de los estándares de 
cobro que se establecen en la presente resolución, sin perjuicio del procedimiento y los 
términos establecidos en las disposiciones legales que le aplican para el ejercicio de sus 
respectivas funciones. 

 

Para el presente caso interesa especialmente el Capítulo III de la Resolución 2082 de 2016 

que contempla el estándar de “Acciones de Cobro” en los siguientes términos:  

 

ARTÍCULO 11. CONSTITUCIÓN TÍTULO EJECUTIVO. La Unidad verificará que las 
administradoras privadas hayan expedido en un plazo máximo de cuatro (4) meses contado 
a partir de la fecha límite de pago, la liquidación que preste mérito ejecutivo sin perjuicio 
de lo dispuesto en las normas legales aplicables al respectivo subsistema. Y para las 
administradoras públicas, el plazo máximo para expedir el acto administrativo que preste 
mérito ejecutivo, es de seis (6) meses. 
 
ARTÍCULO 12. ACCIONES PERSUASIVAS. Una vez las Administradoras constituyan el título 
que presta mérito ejecutivo, deben contactar al deudor como mínimo dos veces. El primer 
contacto lo deben realizar dentro de los quince (15) días calendario siguientes a la 
constitución y firmeza del título ejecutivo, según el caso, y el segundo, dentro de los treinta 
(30) días calendario siguientes a la fecha en que se realizó el primer contacto, sin superar 
cuarenta y cinco (45) días calendario, de conformidad con los criterios que se definen en el 
Anexo Técnico Capítulo 3. 
 
ARTÍCULO 13. ACCIONES JURÍDICAS. Vencido el plazo anterior las administradoras 
contarán con un plazo máximo de cinco (5) meses para dar inicio a las acciones de cobro 
coactivo o judicial, según el caso. 

 

Ahora, respecto de los requisitos que deben tener las comunicaciones de cobro persuasivo, 

la Resolución 2082 de 2016 contiene un Anexo Técnico, en cuyo Capítulo 3° se establece 

lo siguiente: 

 

5. CONTENIDO MÍNIMO DE LAS COMUNICACIONES DE COBRO PERSUASIVO 
 
Las comunicaciones enviadas a los aportantes en mora en el marco de las acciones 
persuasivas deben suministrar información cierta, suficiente, concreta, actualizada y de 
fácil comprensión sobre la importancia de realizar el pago voluntario de las contribuciones 
de la Protección Social y evitar las acciones de cobro jurídico o coactivo que pudieran 
generarse. En el caso de las obligaciones adeudadas a los subsistemas de salud, pensión, 
riesgos laborales, debe incluirse en la comunicación la información de los cotizantes 
respecto de los cuales se registra mora. Para el Sena, ICBF y Subsidio Familiar la 
información será por aportante. 
 
De acuerdo con lo anterior, la información mínima que deben contener las comunicaciones 
de cobro persuasivo es la siguiente: 
 
1. Nombre de la Administradora que realiza la comunicación. 
2. Nombre o razón social e identificación del aportante. 
3. Resumen del periodo o periodos adeudados, indicando claramente mes y año. 
4. Indicar que los intereses moratorios serán liquidados por la Planilla PILA. 
5. Describir el título ejecutivo en el cual consta la obligación, esto es: i) Tipo de título, por 
ejemplo, liquidación de aportes, resolución, o el que corresponda, ii) fecha de expedición, iii) 
fecha de firmeza del título o exigibilidad de la obligación, según corresponda. 
6. Mencionar de forma general la importancia de realizar el pago voluntario de las 
contribuciones parafiscales de la protección social y evitar las acciones de cobro jurídico o 
coactivo que pudieran generarse. 
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7. Medios de pago de la obligación. 
8. Advertir el inicio de acciones de cobro jurídico y decreto de medidas cautelares, en caso 
de renuencia en el pago. 
9. Advertir el deber y la importancia de reportar las novedades de la afiliación al Sistema 
de la Protección Social. 
10. Informar el medio de contacto de la Administradora para absolver dudas o inquietudes. 
 
6. CANALES DE COMUNICACIÓN PARA LA GESTIÓN DE COBRO PERSUASIVO 
 
La primera comunicación para el cobro persuasivo de las Contribuciones de la Protección 
Social debe realizarse por medio escrito. 
La segunda comunicación obligatoria y las demás que decidan realizar las Administradoras, 
deben comunicarse por uno (1) de los siguientes canales: 
1. Llamada telefónica 
2. Correo electrónico 
3. Correo físico 
4. Fax 
5. Mensaje de texto. 

 

Conforme a los anteriores preceptos normativos, previo a iniciar una demanda ejecutiva en 

la que se pretenda el pago de los aportes obligatorios adeudados al Sistema de Salud, y con 

el fin de constituir el título ejecutivo complejo, las E.P.S. deben cumplir los siguientes 

requisitos: 

 

(i) La expedición de la liquidación que preste mérito ejecutivo, en un plazo máximo de 4 

meses contados a partir de la fecha límite del pago del aporte. 

(ii) Una vez expedida la liquidación, debe adelantar las acciones persuasivas que implican 

contactar al deudor como mínimo 2 veces: 

- El primer requerimiento/contacto/comunicación debe ser escrito, contener -entre 

otros- la información de los cotizantes respecto de los cuales se registra la mora y un 

resumen de los periodos y valores adeudados, enviarse al empleador dentro de los 15 

días calendario siguientes a la constitución y firmeza de la liquidación, y obtener la 

constancia de entrega y el cotejo de los documentos. 

- El segundo requerimiento/contacto/comunicación puede comunicarse por cualquier 

canal, pero debe realizarse dentro de los 30 días calendario siguientes a la fecha en que 

se realizó el primer contacto, sin superar 45 días calendario. 

 

Como se puede notar, la norma establece una estricta ritualidad para adelantar las acciones 

persuasivas, toda vez que constituyen un requisito sine qua non para iniciar la acción 

ejecutiva, de manera que sin su satisfacción no es viable la ejecución de la liquidación. 

 

Además, importa destacar que, el primer requerimiento debe enviarse al empleador por 

medio de correo certificado a la dirección de notificación registrada en el certificado de 

existencia y representación legal o en el certificado de matrícula mercantil de persona 

natural, y además, obtener de la empresa de correo la constancia de entrega y el cotejo de 

los documentos. Ello no puede ser de otra manera, pues, la finalidad de la etapa de cobro 
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persuasivo es poner en conocimiento del deudor la suma que adeuda para lograr el pago 

voluntario, y evitar las acciones judiciales o de jurisdicción coactiva, según el caso. 

 

Así las cosas, del cumplimiento de la totalidad de los requisitos previstos en la norma citada, 

dependerá la existencia del título ejecutivo complejo, con las características de claridad, 

expresividad y exigibilidad, que se requiere para el cobro de los aportes obligatorios al 

Sistema de Salud, y que resulta indispensable para librar mandamiento de pago.  

 

Descendiendo al caso concreto, se tiene que SALUD TOTAL E.P.S.-S. S.A. aporta como 

título base del recaudo, la liquidación de los aportes adeudados por el empleador 

CONSTRUCTORA MAXCASA S.A.S., elaborado el día 02 de febrero de 2021 (folios 15 y 16). 

 

Asimismo, aporta el primer contacto para cobro persuasivo realizado por escrito al 

empleador el día 13 de noviembre de 2020, enviado y entregado por correo certificado en 

la dirección: CL 34 # 28 - 60 Apartamento 304 Edificio Borealix en la ciudad de 

Bucaramanga (folios 18 y 19), la cual consta en el Certificado de la Cámara de Comercio 

aportado con la demanda.  

 

Sin embargo, ese primer requerimiento presenta múltiples falencias, a saber: 

 

(i) No se hizo dentro del término señalado en el artículo 12 de la Resolución 2082 de 

2016: “El primer contacto lo deben realizar dentro de los quince (15) días calendario 

siguientes a la constitución y firmeza del título ejecutivo”, toda vez que el requerimiento 

se efectuó antes de la expedición de la liquidación que presta mérito ejecutivo.  

 

(ii) No contiene el detalle de la deuda con la relación de los trabajadores, valores y 

periodos en mora. Si bien en el documento la demandante señaló que “contamos con 

un título ejecutivo en firme soportado en el Estado de Cuenta anexo, donde consta que el 

aportante… adeuda al SGSSS”, lo cierto es que dicho estado de cuenta no fue aportado, 

lo que impide establecer si cumplía con el lleno de los requisitos previstos en el 

numeral 5° del Capítulo 3º del Anexo Técnico de la Resolución 2082 de 2016; y   

 

(iii) Se prescindió de cotejar el requerimiento, de manera que no es posible comprobar que 

el documento que obra en el expediente fue en realidad el que se entregó al empleador.  

 

De otro lado, aporta el segundo contacto realizado al empleador el día 06 de enero de 2021, 

empero éste se efectuó luego de transcurridos los 45 días establecidos como límite máximo 

en el artículo 12 de la Resolución 2082 de 2016; además, si bien esta comunicación fue 

enviada y entregada por correo certificado en la dirección de notificaciones judiciales de la 
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demandada, tampoco cuenta con el cotejo que permita determinar que le fue efectivamente 

entregada.    

 

En este punto valga señalar que, si bien fue aportado un documento denominado “Estado 

de Cuenta” (folio 22), el mismo no tiene relación con los requerimientos antes señalados, 

toda vez que aquél tiene como fecha de generación el día 28 de enero de 2021 y registra un 

valor adeudado de $4.022.498, que no guarda correspondencia con el contenido de las 

cartas de cobro pre-jurídico del 13 de noviembre de 2020 y del 06 de enero de 2021.  

 

Aunado a lo anterior, es de resaltar que los requerimientos son imperfectos, dado que el 

valor indicado al momento de conminar al empleador a pagar voluntariamente, no 

corresponde al valor que se alega como adeudado en la demanda ejecutiva. En efecto, la 

suma por concepto de capital señalada en el requerimiento del 13 de noviembre de 2020 

es de $2.792.900, y la indicada en el requerimiento del 06 de enero de 2021 es de 

$3.555.280; mientras que la suma que figura en la liquidación y que se pretende en la 

demanda ejecutiva es de $4.161.541 por concepto de capital. Es decir, en la demanda se 

incluyeron valores superiores a los que fueron objeto de los requerimientos previos, y tal 

discordancia hace que no exista un título claro y exigible. 

 

Bajo el anterior panorama, resulta claro que SALUD TOTAL E.P.S.-S. S.A. no dio 

cumplimiento a los requisitos previstos en la Resolución 2082 de 2016 de la UGPP con su 

Anexo Técnico, específicamente el relativo a las acciones persuasivas que implican requerir 

al deudor como mínimo dos veces después de elaborada la liquidación que presta mérito 

ejecutivo; y, por consiguiente, no acreditó la conformación del título ejecutivo complejo 

necesario para librar mandamiento. 

 

Recuérdese, que la constitución del título ejecutivo complejo emerge de la integralidad de 

los documentos que evidencian en su conjunto la existencia de una obligación clara, expresa 

y exigible; bajo esa óptica, para que el título prestara mérito ejecutivo, debían allegarse la 

totalidad de los documentos que lo componen, y éstos, además, debían cumplir los 

requisitos formales señalados por la Ley para tal efecto. Una omisión en ese sentido 

conduce indefectiblemente a negar el mandamiento de pago. 

 

En conclusión, el título presentado por SALUD TOTAL E.P.S.-S. S.A. no presta mérito 

ejecutivo y, en consecuencia, se negará el mandamiento de pago solicitado. 

 

En mérito de lo expuesto, el Juzgado Octavo de Pequeñas Causas Laborales de Bogotá,  

 

RESUELVE: 
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PRIMERO: NEGAR EL MANDAMIENTO DE PAGO solicitado por SALUD TOTAL E.P.S.-S. 

S.A. en contra de CONSTRUCTORA MAXCASA S.A.S., conforme las razones expuestas en 

esta providencia. 

 

SEGUNDO: DEVOLVER las diligencias a la parte actora, previa la desanotación en el libro 

radicador. 

 

TERCERO: RECONOCER PERSONERÍA al Dr. ANDRÉS HERIBERTO TORRES ARAGÓN, 

identificado con la C.C. 73.205.246 y portador de la T.P. 155.713, para actuar como 

apoderado judicial de la parte ejecutante, en los términos y parar los efectos del poder 

anexo.  

 

El presente auto se notifica en los Estados Electrónicos publicados en el micrositio web: 

https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-08-de-pequenas-causas-laborales-de-bogota/2020n1 

El expediente digital se puede solicitar en el email: j08lpcbta@cendoj.ramajudicial.gov.co 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 

 

 

 
JUZGADO OCTAVO LABORAL DE PEQUEÑAS CAUSAS DE 

BOGOTÁ D.C. 
 Hoy:  

30 de septiembre de 2021 
_____________________________________________ 

   Se notifica el auto anterior por anotación en el estado No. 110 
 

GLADYS DANIELA PÉREZ SILVA 

Secretaria 

https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-08-de-pequenas-causas-laborales-de-bogota/2020n1
mailto:j08lpcbta@cendoj.ramajudicial.gov.co
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INFORME SECRETARIAL. - Bogotá D.C., 29 de septiembre de 2021, al Despacho de la Juez, 

la presente DEMANDA EJECUTIVA LABORAL DE ÚNICA INSTANCIA, designada por 

reparto, radicada bajo el número 11001-41-05-008-2021-00391-00, de SALUD TOTAL 

E.P.S.-S. S.A. en contra de LUIS FERNANDO CASTAÑO CASTAÑO, la cual consta de 60 

folios, incluida la hoja de reparto, todos ellos electrónicos. Pendiente por resolver, sírvase 

proveer. 

GLADYS DANIELA PÉREZ SILVA 
Secretaria 

 

 

REPÚBLICA DE COLOMBIA 

 

RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

JUZGADO OCTAVO DE PEQUEÑAS CAUSAS LABORALES DE BOGOTÁ 

 

AUTO INTERLOCUTORIO 549 

Bogotá D.C., 29 de septiembre de 2021 

 

La presente demanda ejecutiva es presentada por SALUD TOTAL E.P.S.-S. S.A. en contra 

de LUIS FERNANDO CASTAÑO CASTAÑO, con el fin de que se libre mandamiento de pago 

por concepto de los aportes obligatorios adeudados al Sistema de Salud, más los intereses 

moratorios. 

 

Anteriormente, a efectos de determinar la competencia por el factor territorial para 

conocer de asuntos donde se pretende la ejecución de aportes insolutos al Sistema de Salud, 

el Juzgado daba aplicación al criterio adoptado por la Sala Laboral de la Corte Suprema de 

Justicia en los Autos AL2490-2019 del 10 de julio de 2019 y AL4167-2019 del 14 de 

agosto de 2019, donde se establecía que debía acudirse a lo dispuesto en el artículo 110 del 

C.P.T., por ser la norma que resultaba más cercana. 

 

Conforme a los argumentos esbozados en tales providencias, el Juzgado precisaba en sus 

decisiones que, la competencia territorial en estos casos recaía en los jueces del trabajo del 

domicilio de la entidad de seguridad social demandante, entendiendo como tal la sucursal 

en donde se adelantó el procedimiento de cobro previo a la presentación de la acción 

ejecutiva, y donde se constituyó el título ejecutivo. 

 

Sin embargo, sobre el tema de la competencia territorial en estos asuntos, la Sala Laboral 

se pronunció recientemente, a través del Auto AL3473-2021 del 11 de agosto de 2021, en 

el que precisó la regla de competencia en los siguientes términos:  
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“Como quiera que lo que se persigue en el presente asunto es el pago de aportes al 
Sistema de Seguridad Social, - cotizaciones a salud-, conviene precisar que el artículo 24 
de la Ley 100 de 1993, obliga a las entidades administradoras de los diferentes 
regímenes adelantar las acciones de cobro con motivo del incumplimiento de las 
obligaciones del empleador. 
 
Ahora bien, aun cuando nuestro estatuto procesal, no previó la regla de competencia 
para conocer del trámite de la acción ejecutiva a que alude la normativa antes 
referenciada, lo cierto es que el artículo 110 del Código Procesal del Trabajo y de la 
Seguridad Social, determina la competencia del juez laboral para conocer en asuntos 
de igual naturaleza, pero en relación al Instituto de Seguros Sociales, dentro del 
régimen de prima media con prestación definida. 
 
En tal virtud, acudiendo a la aplicación del principio de integración normativa de las 
normas procedimentales, es dable remitirnos a lo dispuesto en el artículo 110 ibidem, 
en tanto refiere que el funcionario competente para conocer de la ejecuciones 
promovidas por el ISS, con el objeto de lograr el pago de las cuotas o cotizaciones que 
se le adeuden, es el juez del lugar del domicilio de dicho ente de seguridad social o 
de la seccional en donde se hubiere proferido la resolución, título ejecutivo, por 
medio de la cual declara la obligación de pago de las cotizaciones adeudadas. 
 
Así las cosas, como la citada preceptiva determina la competencia del juez del trabajo 
en asuntos de igual naturaleza, es decir, en los que se busca garantizar los derechos a 
la seguridad social de los afiliados a través del cobro ejecutivo a los empleadores de 
aquellas cotizaciones que no fueron satisfechas oportunamente, es dable acudir a esa 
misma norma para efectos de dirimir la presente colisión negativa. 
(…) 
En consecuencia, pese a que el procedimiento de cobro de las cotizaciones en mora 
previo a la acción ejecutiva, se efectuó en los términos de los artículos 24 de la Ley 100 
de 1993 y 2 y 5 de su Decreto Reglamentario 2633 de 1994, fue remitido a la ciudad de 
Armenia, como se deduce de los documentos obrantes a folios (58 a 59 cuaderno del 
Juzgado Décimo Laboral de Pequeñas Causas de Bogotá) del expediente digital, y 
conforme la norma transcrita, cuando se pretenda el pago de cotizaciones en mora 
al sistema, la competencia radica en el juez del lugar del domicilio de la entidad 
de seguridad social o el de aquel donde se adelantaron las gestiones de cobro.”  

 

En ese orden, de acuerdo con el nuevo criterio adoptado por el Órgano de Cierre de la 

jurisdicción ordinaria laboral, en casos como el presente, la competencia territorial se rige 

por lo dispuesto en el artículo 110 del C.P.T., en el entendido de que, el conocimiento lo 

asumirá el juez del domicilio principal de la entidad de seguridad social o el de la seccional 

donde se adelantaron las gestiones de cobro y donde se constituyó el título ejecutivo.  

 

Aplicando tales parámetros jurisprudenciales al caso en estudio, el Juzgado considera que 

es competente para conocer la demanda ejecutiva por la naturaleza de la obligación, la 

cuantía de las pretensiones y el domicilio principal de la demandante, razón por la cual, 

procede al estudio de los documentos presentados como título base del recaudo. 

 

Sobre la procedencia de la ejecución en materia laboral, el artículo 100 del C.P.T. señala: 

“Será exigible ejecutivamente el cumplimiento de toda obligación originada en una relación 

de trabajo, que conste en acto o documento que provenga del deudor o de su causante o que 

emane de una decisión judicial o arbitral firme”. En concordancia con la norma anterior, el 
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artículo 422 del C.G.P. señala: “Pueden demandarse ejecutivamente las obligaciones expresas, 

claras y exigibles que consten en documentos que provengan del deudor o de su causante, y 

constituyan plena prueba contra él”. 

 

Ahora bien, el concepto cuya ejecución se pretende en el presente caso, corresponde a los 

aportes obligatorios al Sistema de Salud que un empleador dejó de pagar respecto de uno 

o más trabajadores. Esta acreencia tiene una connotación especial en cuanto al título 

ejecutivo que se requiere para la viabilidad del mandamiento de pago, pues se trata de un 

título ejecutivo complejo que está conformado por distintos documentos que surgen del 

procedimiento de cobro que debe adelantar la E.P.S. previo a la acción ejecutiva, y el cual 

está regulado en las normas que a continuación se detallan: 

 

En primer lugar, es preciso acudir al Decreto 2353 de 2015 “Por el cual se unifican y 

actualizan las reglas de afiliación al Sistema General de Seguridad Social en Salud…”, y 

puntualmente al artículo 76 que establece lo siguiente: 

 

ARTÍCULO 76. OBLIGACIONES DE LAS EPS FRENTE A LOS APORTANTES EN MORA. 
<Artículo compilado en el artículo 2.1.9.6 del Decreto Único Reglamentario 780 de 2016> 
Cuando el empleador o el trabajador independiente incurra en mora en el pago de las 
cotizaciones al Sistema General de Seguridad Social en Salud, la EPS deberá proceder a: 
 
76.1. Adelantar las acciones de cobro de los aportes en mora. La EPS deberá notificar al 
aportante que se encuentra en mora mediante una comunicación que será enviada dentro 
de los diez (10) días siguientes al mes de mora e informar que si no ha reportado la novedad 
de terminación de la inscripción de la EPS por haber perdido las condiciones para 
pertenecer al régimen contributivo, deberá hacerlo a más tardar dentro de los cinco (5) días 
siguientes al recibo de la misma, así como de las consecuencias de la suspensión de la 
afiliación; si el aportante así requerido no pagare las cotizaciones cobradas deberá remitir 
la cuenta de cobro cada mes.  
(…) 
PARÁGRAFO 1o. Las acciones de cobro por las cotizaciones e intereses de mora adeudados 
serán adelantadas por las EPS conforme a los estándares de procesos que fije la Unidad 
Administrativa Especial de Gestión Pensional y Contribuciones Parafiscales de la Protección 
Social (UGPP), sin perjuicio de que la Unidad ejerza las acciones de determinación y cobro 
de la mora en que incurran los aportantes en el pago de las cotizaciones en forma 
preferente, en especial, respecto de los trabajadores independientes que reportaron la 
novedad de pérdida de las condiciones para continuar cotizando al Sistema. 

 

De acuerdo con el parágrafo, las acciones de cobro serán adelantadas por las E.P.S. 

conforme a los estándares de procesos que fije la UGPP. Dichos estándares están definidos 

en la Resolución 2082 de 2016 “Por medio de la cual se subroga la Resolución 444 del 28 

de junio de 2013”, cuyo objeto y ámbito de aplicación son los siguientes: 

 

ARTÍCULO 1. OBJETO. El objeto de la presente resolución es definir y determinar el objeto y 
alcance de los estándares de procesos de cobro que deben adoptar las Administradoras de 
la Protección Social en el cumplimiento de las acciones de seguimiento y cobro a los 
aportantes morosos obligados en el pago de las Contribuciones Parafiscales de la Protección 
Social (…). 
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ARTÍCULO 2. ÁMBITO DE APLICACIÓN. Las Administradoras Públicas y Privadas de la 
Protección Social conformado por el Sistema General de Seguridad Social Integral (Salud, 
Pensiones y Riesgos Laborales)… están obligadas al cumplimiento de los estándares de 
cobro que se establecen en la presente resolución, sin perjuicio del procedimiento y los 
términos establecidos en las disposiciones legales que le aplican para el ejercicio de sus 
respectivas funciones. 

 

Para el presente caso interesa especialmente el Capítulo III de la Resolución 2082 de 2016 

que contempla el estándar de “Acciones de Cobro” en los siguientes términos:  

 

ARTÍCULO 11. CONSTITUCIÓN TÍTULO EJECUTIVO. La Unidad verificará que las 
administradoras privadas hayan expedido en un plazo máximo de cuatro (4) meses contado 
a partir de la fecha límite de pago, la liquidación que preste mérito ejecutivo sin perjuicio 
de lo dispuesto en las normas legales aplicables al respectivo subsistema. Y para las 
administradoras públicas, el plazo máximo para expedir el acto administrativo que preste 
mérito ejecutivo, es de seis (6) meses. 
 
ARTÍCULO 12. ACCIONES PERSUASIVAS. Una vez las Administradoras constituyan el título 
que presta mérito ejecutivo, deben contactar al deudor como mínimo dos veces. El primer 
contacto lo deben realizar dentro de los quince (15) días calendario siguientes a la 
constitución y firmeza del título ejecutivo, según el caso, y el segundo, dentro de los treinta 
(30) días calendario siguientes a la fecha en que se realizó el primer contacto, sin superar 
cuarenta y cinco (45) días calendario, de conformidad con los criterios que se definen en el 
Anexo Técnico Capítulo 3. 
 
ARTÍCULO 13. ACCIONES JURÍDICAS. Vencido el plazo anterior las administradoras 
contarán con un plazo máximo de cinco (5) meses para dar inicio a las acciones de cobro 
coactivo o judicial, según el caso. 

 

Ahora, respecto de los requisitos que deben tener las comunicaciones de cobro persuasivo, 

la Resolución 2082 de 2016 contiene un Anexo Técnico, en cuyo Capítulo 3° se establece 

lo siguiente: 

 

5. CONTENIDO MÍNIMO DE LAS COMUNICACIONES DE COBRO PERSUASIVO 
 
Las comunicaciones enviadas a los aportantes en mora en el marco de las acciones 
persuasivas deben suministrar información cierta, suficiente, concreta, actualizada y de 
fácil comprensión sobre la importancia de realizar el pago voluntario de las contribuciones 
de la Protección Social y evitar las acciones de cobro jurídico o coactivo que pudieran 
generarse. En el caso de las obligaciones adeudadas a los subsistemas de salud, pensión, 
riesgos laborales, debe incluirse en la comunicación la información de los cotizantes 
respecto de los cuales se registra mora. Para el Sena, ICBF y Subsidio Familiar la 
información será por aportante. 
 
De acuerdo con lo anterior, la información mínima que deben contener las comunicaciones 
de cobro persuasivo es la siguiente: 
 
1. Nombre de la Administradora que realiza la comunicación. 
2. Nombre o razón social e identificación del aportante. 
3. Resumen del periodo o periodos adeudados, indicando claramente mes y año. 
4. Indicar que los intereses moratorios serán liquidados por la Planilla PILA. 
5. Describir el título ejecutivo en el cual consta la obligación, esto es: i) Tipo de título, por 
ejemplo, liquidación de aportes, resolución, o el que corresponda, ii) fecha de expedición, iii) 
fecha de firmeza del título o exigibilidad de la obligación, según corresponda. 
6. Mencionar de forma general la importancia de realizar el pago voluntario de las 
contribuciones parafiscales de la protección social y evitar las acciones de cobro jurídico o 
coactivo que pudieran generarse. 
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7. Medios de pago de la obligación. 
8. Advertir el inicio de acciones de cobro jurídico y decreto de medidas cautelares, en caso 
de renuencia en el pago. 
9. Advertir el deber y la importancia de reportar las novedades de la afiliación al Sistema 
de la Protección Social. 
10. Informar el medio de contacto de la Administradora para absolver dudas o inquietudes. 
 
6. CANALES DE COMUNICACIÓN PARA LA GESTIÓN DE COBRO PERSUASIVO 
 
La primera comunicación para el cobro persuasivo de las Contribuciones de la Protección 
Social debe realizarse por medio escrito. 
La segunda comunicación obligatoria y las demás que decidan realizar las Administradoras, 
deben comunicarse por uno (1) de los siguientes canales: 
1. Llamada telefónica 
2. Correo electrónico 
3. Correo físico 
4. Fax 
5. Mensaje de texto. 

 

Conforme a los anteriores preceptos normativos, previo a iniciar una demanda ejecutiva en 

la que se pretenda el pago de los aportes obligatorios adeudados al Sistema de Salud, y con 

el fin de constituir el título ejecutivo complejo, las E.P.S. deben cumplir los siguientes 

requisitos: 

 

(i) La expedición de la liquidación que preste mérito ejecutivo, en un plazo máximo de 4 

meses contados a partir de la fecha límite del pago del aporte. 

(ii) Una vez expedida la liquidación, debe adelantar las acciones persuasivas que implican 

contactar al deudor como mínimo 2 veces: 

- El primer requerimiento/contacto/comunicación debe ser escrito, contener -entre 

otros- la información de los cotizantes respecto de los cuales se registra la mora y un 

resumen de los periodos y valores adeudados, enviarse al empleador dentro de los 15 

días calendario siguientes a la constitución y firmeza de la liquidación, y obtener la 

constancia de entrega y el cotejo de los documentos. 

- El segundo requerimiento/contacto/comunicación puede comunicarse por cualquier 

canal, pero debe realizarse dentro de los 30 días calendario siguientes a la fecha en que 

se realizó el primer contacto, sin superar 45 días calendario. 

 

Como se puede notar, la norma establece una estricta ritualidad para adelantar las acciones 

persuasivas, toda vez que constituyen un requisito sine qua non para iniciar la acción 

ejecutiva, de manera que sin su satisfacción no es viable la ejecución de la liquidación. 

 

Además, importa destacar que, el primer requerimiento debe enviarse al empleador por 

medio de correo certificado a la dirección de notificación registrada en el certificado de 

existencia y representación legal o en el certificado de matrícula mercantil de persona 

natural, y además, obtener de la empresa de correo la constancia de entrega y el cotejo de 

los documentos. Ello no puede ser de otra manera, pues, la finalidad de la etapa de cobro 
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persuasivo es poner en conocimiento del deudor la suma que adeuda para lograr el pago 

voluntario, y evitar las acciones judiciales o de jurisdicción coactiva, según el caso. 

 

Así las cosas, del cumplimiento de la totalidad de los requisitos previstos en la norma citada, 

dependerá la existencia del título ejecutivo complejo, con las características de claridad, 

expresividad y exigibilidad, que se requiere para el cobro de los aportes obligatorios al 

Sistema de Salud, y que resulta indispensable para librar mandamiento de pago.  

 

Descendiendo al caso concreto, se tiene que SALUD TOTAL E.P.S.-S. S.A. aporta como 

título base del recaudo, la liquidación de los aportes adeudados por el empleador LUIS 

FERNANDO CASTAÑO CASTAÑO, elaborado el día 02 de febrero de 2021 (folio 15). 

 

Asimismo, aporta el primer contacto para cobro persuasivo realizado por escrito al 

empleador el día 02 de diciembre de 2020, enviado y entregado por correo certificado en 

la dirección: MZ 2 CS 4 BARRIO AGUAS CLARAS SECTOR NARANJITO CUBA en Pereira 

(folios 17 y 18).  

 

Sin embargo, ese primer requerimiento presenta múltiples falencias, a saber: 

 

(i) No se hizo dentro del término señalado en el artículo 12 de la Resolución 2082 de 

2016: “El primer contacto lo deben realizar dentro de los quince (15) días calendario 

siguientes a la constitución y firmeza del título ejecutivo”, toda vez que el requerimiento 

se efectuó antes de la expedición de la liquidación que presta mérito ejecutivo.  

 

(ii) Se entregó en una dirección que no corresponde a la registrada en el Certificado de 

la Cámara de Comercio aportado con la demanda, esto es: CALLE 66 MANZANA 2 CASA 

04 AGUAS CLARAS en la ciudad de Pereira (folios 22 a 24). 

 

(iii) No contiene el detalle de la deuda con la relación de los trabajadores, valores y 

periodos en mora. Si bien en el documento la demandante señaló que “contamos con 

un título ejecutivo en firme soportado en el Estado de Cuenta anexo, donde consta que el 

aportante… adeuda al SGSSS”, lo cierto es que dicho estado de cuenta no fue aportado, 

lo que impide establecer si cumplía con el lleno de los requisitos previstos en el 

numeral 5° del Capítulo 3º del Anexo Técnico de la Resolución 2082 de 2016; y  

 

(iv) Se prescindió de cotejar el requerimiento, de manera que no es posible comprobar que 

el documento que obra en el expediente fue en realidad el que se entregó al empleador.  

 

Por otro lado, se observa que, no fue aportado el segundo contacto para cobro persuasivo, 

ni se allegó prueba alguna que demuestre que éste se haya hecho a través de uno de los 
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siguientes canales: llamada telefónica, correo electrónico, correo físico, fax o mensaje de 

texto. 

 

Aunado a lo anterior, es de resaltar que el requerimiento es imperfecto, dado que el valor 

indicado al momento de conminar al empleador a pagar voluntariamente, no corresponde 

al valor que se alega como adeudado en la demanda ejecutiva. En efecto, la suma por 

concepto de capital señalada en el requerimiento del 02 de diciembre de 2020 es de 

$3.963.400, mientras que la suma que figura en la liquidación y que se pretende en la 

demanda ejecutiva es de $7.606572 por concepto de capital. Es decir, en la demanda se 

incluyeron valores superiores a los que fueron objeto del requerimiento previo, y tal 

discordancia hace que no exista un título claro y exigible. 

 

Bajo el anterior panorama, resulta claro que SALUD TOTAL E.P.S.-S. S.A. no dio 

cumplimiento a los requisitos previstos en la Resolución 2082 de 2016 de la UGPP con su 

Anexo Técnico, específicamente el relativo a las acciones persuasivas que implican requerir 

al deudor como mínimo dos veces después de elaborada la liquidación que presta mérito 

ejecutivo; y, por consiguiente, no acreditó la conformación del título ejecutivo complejo 

necesario para librar mandamiento. 

 

Recuérdese, que la constitución del título ejecutivo complejo emerge de la integralidad de 

los documentos que evidencian en su conjunto la existencia de una obligación clara, expresa 

y exigible; bajo esa óptica, para que el título prestara mérito ejecutivo, debían allegarse la 

totalidad de los documentos que lo componen, y éstos, además, debían cumplir los 

requisitos formales señalados por la Ley para tal efecto. Una omisión en ese sentido 

conduce indefectiblemente a negar el mandamiento de pago. 

 

En conclusión, el título presentado por SALUD TOTAL E.P.S.-S. S.A. no presta mérito 

ejecutivo y, en consecuencia, se negará el mandamiento de pago solicitado. 

 

En mérito de lo expuesto, el Juzgado Octavo de Pequeñas Causas Laborales de Bogotá,  

 

RESUELVE: 

 

PRIMERO: NEGAR EL MANDAMIENTO DE PAGO solicitado por SALUD TOTAL E.P.S.-S. 

S.A. en contra de LUIS FERNANDO CASTAÑO CASTAÑO, conforme las razones expuestas 

en esta providencia. 

 

SEGUNDO: DEVOLVER las diligencias a la parte actora, previa la desanotación en el libro 

radicador. 
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TERCERO: RECONOCER PERSONERÍA al Dr. ANDRÉS HERIBERTO TORRES ARAGÓN, 

identificado con la C.C. 73.205.246 y portador de la T.P. 155.713, para actuar como 

apoderado judicial de la parte ejecutante, en los términos y parar los efectos del poder 

anexo.  

 

El presente auto se notifica en los Estados Electrónicos publicados en el micrositio web: 

https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-08-de-pequenas-causas-laborales-de-bogota/2020n1 

El expediente digital se puede solicitar en el email: j08lpcbta@cendoj.ramajudicial.gov.co 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 

 

 

 

 
JUZGADO OCTAVO LABORAL DE PEQUEÑAS CAUSAS DE 

BOGOTÁ D.C. 
 Hoy:  

30 de septiembre de 2021 

_____________________________________________ 
   Se notifica el auto anterior por anotación en el estado No. 110 
 

GLADYS DANIELA PÉREZ SILVA 
Secretaria 

https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-08-de-pequenas-causas-laborales-de-bogota/2020n1
mailto:j08lpcbta@cendoj.ramajudicial.gov.co
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INFORME SECRETARIAL. - Bogotá D.C., 29 de septiembre de 2021, al Despacho de la Juez, 

la presente DEMANDA EJECUTIVA LABORAL DE ÚNICA INSTANCIA, designada por 

reparto, radicada bajo el número 11001-41-05-008-2021-00392-00, de SALUD TOTAL 

E.P.S.-S. S.A. en contra de METALMECÁNICA Y MONTAJES L C D S.A.S., la cual consta de 

63 folios, incluida la hoja de reparto, todos ellos electrónicos. Pendiente por resolver, 

sírvase proveer. 

GLADYS DANIELA PÉREZ SILVA 
Secretaria 

 

 

REPÚBLICA DE COLOMBIA 

 

RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

JUZGADO OCTAVO DE PEQUEÑAS CAUSAS LABORALES DE BOGOTÁ 

 

AUTO INTERLOCUTORIO 550 

Bogotá D.C., 29 de septiembre de 2021 

 

La presente demanda ejecutiva es presentada por SALUD TOTAL E.P.S.-S. S.A. en contra 

de METALMECÁNICA Y MONTAJES L C D S.A.S., con el fin de que se libre mandamiento de 

pago por concepto de los aportes obligatorios adeudados al Sistema de Salud, más los 

intereses moratorios. 

 

Anteriormente, a efectos de determinar la competencia por el factor territorial para 

conocer de asuntos donde se pretende la ejecución de aportes insolutos al Sistema de Salud, 

el Juzgado daba aplicación al criterio adoptado por la Sala Laboral de la Corte Suprema de 

Justicia en los Autos AL2490-2019 del 10 de julio de 2019 y AL4167-2019 del 14 de 

agosto de 2019, donde se establecía que debía acudirse a lo dispuesto en el artículo 110 del 

C.P.T., por ser la norma que resultaba más cercana. 

 

Conforme a los argumentos esbozados en tales providencias, el Juzgado precisaba en sus 

decisiones que, la competencia territorial en estos casos recaía en los jueces del trabajo del 

domicilio de la entidad de seguridad social demandante, entendiendo como tal la sucursal 

en donde se adelantó el procedimiento de cobro previo a la presentación de la acción 

ejecutiva, y donde se constituyó el título ejecutivo. 

 

Sin embargo, sobre el tema de la competencia territorial en estos asuntos, la Sala Laboral 

se pronunció recientemente, a través del Auto AL3473-2021 del 11 de agosto de 2021, en 

el que precisó la regla de competencia en los siguientes términos:  
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“Como quiera que lo que se persigue en el presente asunto es el pago de aportes al 
Sistema de Seguridad Social, - cotizaciones a salud-, conviene precisar que el artículo 24 
de la Ley 100 de 1993, obliga a las entidades administradoras de los diferentes 
regímenes adelantar las acciones de cobro con motivo del incumplimiento de las 
obligaciones del empleador. 
 
Ahora bien, aun cuando nuestro estatuto procesal, no previó la regla de competencia 
para conocer del trámite de la acción ejecutiva a que alude la normativa antes 
referenciada, lo cierto es que el artículo 110 del Código Procesal del Trabajo y de la 
Seguridad Social, determina la competencia del juez laboral para conocer en asuntos 
de igual naturaleza, pero en relación al Instituto de Seguros Sociales, dentro del 
régimen de prima media con prestación definida. 
 
En tal virtud, acudiendo a la aplicación del principio de integración normativa de las 
normas procedimentales, es dable remitirnos a lo dispuesto en el artículo 110 ibidem, 
en tanto refiere que el funcionario competente para conocer de la ejecuciones 
promovidas por el ISS, con el objeto de lograr el pago de las cuotas o cotizaciones que 
se le adeuden, es el juez del lugar del domicilio de dicho ente de seguridad social o 
de la seccional en donde se hubiere proferido la resolución, título ejecutivo, por 
medio de la cual declara la obligación de pago de las cotizaciones adeudadas. 
 
Así las cosas, como la citada preceptiva determina la competencia del juez del trabajo 
en asuntos de igual naturaleza, es decir, en los que se busca garantizar los derechos a 
la seguridad social de los afiliados a través del cobro ejecutivo a los empleadores de 
aquellas cotizaciones que no fueron satisfechas oportunamente, es dable acudir a esa 
misma norma para efectos de dirimir la presente colisión negativa. 
(…) 
En consecuencia, pese a que el procedimiento de cobro de las cotizaciones en mora 
previo a la acción ejecutiva, se efectuó en los términos de los artículos 24 de la Ley 100 
de 1993 y 2 y 5 de su Decreto Reglamentario 2633 de 1994, fue remitido a la ciudad de 
Armenia, como se deduce de los documentos obrantes a folios (58 a 59 cuaderno del 
Juzgado Décimo Laboral de Pequeñas Causas de Bogotá) del expediente digital, y 
conforme la norma transcrita, cuando se pretenda el pago de cotizaciones en mora 
al sistema, la competencia radica en el juez del lugar del domicilio de la entidad 
de seguridad social o el de aquel donde se adelantaron las gestiones de cobro.”  

 

En ese orden, de acuerdo con el nuevo criterio adoptado por el Órgano de Cierre de la 

jurisdicción ordinaria laboral, en casos como el presente, la competencia territorial se rige 

por lo dispuesto en el artículo 110 del C.P.T., en el entendido de que, el conocimiento lo 

asumirá el juez del domicilio principal de la entidad de seguridad social o el de la seccional 

donde se adelantaron las gestiones de cobro y donde se constituyó el título ejecutivo.  

 

Aplicando tales parámetros jurisprudenciales al caso en estudio, el Juzgado considera que 

es competente para conocer la demanda ejecutiva por la naturaleza de la obligación, la 

cuantía de las pretensiones y el domicilio principal de la demandante, razón por la cual, 

procede al estudio de los documentos presentados como título base del recaudo. 

 

Sobre la procedencia de la ejecución en materia laboral, el artículo 100 del C.P.T. señala: 

“Será exigible ejecutivamente el cumplimiento de toda obligación originada en una relación 

de trabajo, que conste en acto o documento que provenga del deudor o de su causante o que 

emane de una decisión judicial o arbitral firme”. En concordancia con la norma anterior, el 



2021-00392 

3 
 

artículo 422 del C.G.P. señala: “Pueden demandarse ejecutivamente las obligaciones expresas, 

claras y exigibles que consten en documentos que provengan del deudor o de su causante, y 

constituyan plena prueba contra él”. 

 

Ahora bien, el concepto cuya ejecución se pretende en el presente caso, corresponde a los 

aportes obligatorios al Sistema de Salud que un empleador dejó de pagar respecto de uno 

o más trabajadores. Esta acreencia tiene una connotación especial en cuanto al título 

ejecutivo que se requiere para la viabilidad del mandamiento de pago, pues se trata de un 

título ejecutivo complejo que está conformado por distintos documentos que surgen del 

procedimiento de cobro que debe adelantar la E.P.S. previo a la acción ejecutiva, y el cual 

está regulado en las normas que a continuación se detallan: 

 

En primer lugar, es preciso acudir al Decreto 2353 de 2015 “Por el cual se unifican y 

actualizan las reglas de afiliación al Sistema General de Seguridad Social en Salud…”, y 

puntualmente al artículo 76 que establece lo siguiente: 

 

ARTÍCULO 76. OBLIGACIONES DE LAS EPS FRENTE A LOS APORTANTES EN MORA. 
<Artículo compilado en el artículo 2.1.9.6 del Decreto Único Reglamentario 780 de 2016> 
Cuando el empleador o el trabajador independiente incurra en mora en el pago de las 
cotizaciones al Sistema General de Seguridad Social en Salud, la EPS deberá proceder a: 
 
76.1. Adelantar las acciones de cobro de los aportes en mora. La EPS deberá notificar al 
aportante que se encuentra en mora mediante una comunicación que será enviada dentro 
de los diez (10) días siguientes al mes de mora e informar que si no ha reportado la novedad 
de terminación de la inscripción de la EPS por haber perdido las condiciones para 
pertenecer al régimen contributivo, deberá hacerlo a más tardar dentro de los cinco (5) días 
siguientes al recibo de la misma, así como de las consecuencias de la suspensión de la 
afiliación; si el aportante así requerido no pagare las cotizaciones cobradas deberá remitir 
la cuenta de cobro cada mes.  
(…) 
PARÁGRAFO 1o. Las acciones de cobro por las cotizaciones e intereses de mora adeudados 
serán adelantadas por las EPS conforme a los estándares de procesos que fije la Unidad 
Administrativa Especial de Gestión Pensional y Contribuciones Parafiscales de la Protección 
Social (UGPP), sin perjuicio de que la Unidad ejerza las acciones de determinación y cobro 
de la mora en que incurran los aportantes en el pago de las cotizaciones en forma 
preferente, en especial, respecto de los trabajadores independientes que reportaron la 
novedad de pérdida de las condiciones para continuar cotizando al Sistema. 

 

De acuerdo con el parágrafo, las acciones de cobro serán adelantadas por las E.P.S. 

conforme a los estándares de procesos que fije la UGPP. Dichos estándares están definidos 

en la Resolución 2082 de 2016 “Por medio de la cual se subroga la Resolución 444 del 28 

de junio de 2013”, cuyo objeto y ámbito de aplicación son los siguientes: 

 

ARTÍCULO 1. OBJETO. El objeto de la presente resolución es definir y determinar el objeto y 
alcance de los estándares de procesos de cobro que deben adoptar las Administradoras de 
la Protección Social en el cumplimiento de las acciones de seguimiento y cobro a los 
aportantes morosos obligados en el pago de las Contribuciones Parafiscales de la Protección 
Social (…). 
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ARTÍCULO 2. ÁMBITO DE APLICACIÓN. Las Administradoras Públicas y Privadas de la 
Protección Social conformado por el Sistema General de Seguridad Social Integral (Salud, 
Pensiones y Riesgos Laborales)… están obligadas al cumplimiento de los estándares de 
cobro que se establecen en la presente resolución, sin perjuicio del procedimiento y los 
términos establecidos en las disposiciones legales que le aplican para el ejercicio de sus 
respectivas funciones. 

 

Para el presente caso interesa especialmente el Capítulo III de la Resolución 2082 de 2016 

que contempla el estándar de “Acciones de Cobro” en los siguientes términos:  

 

ARTÍCULO 11. CONSTITUCIÓN TÍTULO EJECUTIVO. La Unidad verificará que las 
administradoras privadas hayan expedido en un plazo máximo de cuatro (4) meses contado 
a partir de la fecha límite de pago, la liquidación que preste mérito ejecutivo sin perjuicio 
de lo dispuesto en las normas legales aplicables al respectivo subsistema. Y para las 
administradoras públicas, el plazo máximo para expedir el acto administrativo que preste 
mérito ejecutivo, es de seis (6) meses. 
 
ARTÍCULO 12. ACCIONES PERSUASIVAS. Una vez las Administradoras constituyan el título 
que presta mérito ejecutivo, deben contactar al deudor como mínimo dos veces. El primer 
contacto lo deben realizar dentro de los quince (15) días calendario siguientes a la 
constitución y firmeza del título ejecutivo, según el caso, y el segundo, dentro de los treinta 
(30) días calendario siguientes a la fecha en que se realizó el primer contacto, sin superar 
cuarenta y cinco (45) días calendario, de conformidad con los criterios que se definen en el 
Anexo Técnico Capítulo 3. 
 
ARTÍCULO 13. ACCIONES JURÍDICAS. Vencido el plazo anterior las administradoras 
contarán con un plazo máximo de cinco (5) meses para dar inicio a las acciones de cobro 
coactivo o judicial, según el caso. 

 

Ahora, respecto de los requisitos que deben tener las comunicaciones de cobro persuasivo, 

la Resolución 2082 de 2016 contiene un Anexo Técnico, en cuyo Capítulo 3° se establece 

lo siguiente: 

 

5. CONTENIDO MÍNIMO DE LAS COMUNICACIONES DE COBRO PERSUASIVO 
 
Las comunicaciones enviadas a los aportantes en mora en el marco de las acciones 
persuasivas deben suministrar información cierta, suficiente, concreta, actualizada y de 
fácil comprensión sobre la importancia de realizar el pago voluntario de las contribuciones 
de la Protección Social y evitar las acciones de cobro jurídico o coactivo que pudieran 
generarse. En el caso de las obligaciones adeudadas a los subsistemas de salud, pensión, 
riesgos laborales, debe incluirse en la comunicación la información de los cotizantes 
respecto de los cuales se registra mora. Para el Sena, ICBF y Subsidio Familiar la 
información será por aportante. 
 
De acuerdo con lo anterior, la información mínima que deben contener las comunicaciones 
de cobro persuasivo es la siguiente: 
 
1. Nombre de la Administradora que realiza la comunicación. 
2. Nombre o razón social e identificación del aportante. 
3. Resumen del periodo o periodos adeudados, indicando claramente mes y año. 
4. Indicar que los intereses moratorios serán liquidados por la Planilla PILA. 
5. Describir el título ejecutivo en el cual consta la obligación, esto es: i) Tipo de título, por 
ejemplo, liquidación de aportes, resolución, o el que corresponda, ii) fecha de expedición, iii) 
fecha de firmeza del título o exigibilidad de la obligación, según corresponda. 
6. Mencionar de forma general la importancia de realizar el pago voluntario de las 
contribuciones parafiscales de la protección social y evitar las acciones de cobro jurídico o 
coactivo que pudieran generarse. 
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7. Medios de pago de la obligación. 
8. Advertir el inicio de acciones de cobro jurídico y decreto de medidas cautelares, en caso 
de renuencia en el pago. 
9. Advertir el deber y la importancia de reportar las novedades de la afiliación al Sistema 
de la Protección Social. 
10. Informar el medio de contacto de la Administradora para absolver dudas o inquietudes. 
 
6. CANALES DE COMUNICACIÓN PARA LA GESTIÓN DE COBRO PERSUASIVO 
 
La primera comunicación para el cobro persuasivo de las Contribuciones de la Protección 
Social debe realizarse por medio escrito. 
La segunda comunicación obligatoria y las demás que decidan realizar las Administradoras, 
deben comunicarse por uno (1) de los siguientes canales: 
1. Llamada telefónica 
2. Correo electrónico 
3. Correo físico 
4. Fax 
5. Mensaje de texto. 

 

Conforme a los anteriores preceptos normativos, previo a iniciar una demanda ejecutiva en 

la que se pretenda el pago de los aportes obligatorios adeudados al Sistema de Salud, y con 

el fin de constituir el título ejecutivo complejo, las E.P.S. deben cumplir los siguientes 

requisitos: 

 

(i) La expedición de la liquidación que preste mérito ejecutivo, en un plazo máximo de 4 

meses contados a partir de la fecha límite del pago del aporte. 

(ii) Una vez expedida la liquidación, debe adelantar las acciones persuasivas que implican 

contactar al deudor como mínimo 2 veces: 

- El primer requerimiento/contacto/comunicación debe ser escrito, contener -entre 

otros- la información de los cotizantes respecto de los cuales se registra la mora y un 

resumen de los periodos y valores adeudados, enviarse al empleador dentro de los 15 

días calendario siguientes a la constitución y firmeza de la liquidación, y obtener la 

constancia de entrega y el cotejo de los documentos. 

- El segundo requerimiento/contacto/comunicación puede comunicarse por cualquier 

canal, pero debe realizarse dentro de los 30 días calendario siguientes a la fecha en que 

se realizó el primer contacto, sin superar 45 días calendario. 

 

Como se puede notar, la norma establece una estricta ritualidad para adelantar las acciones 

persuasivas, toda vez que constituyen un requisito sine qua non para iniciar la acción 

ejecutiva, de manera que sin su satisfacción no es viable la ejecución de la liquidación. 

 

Además, importa destacar que, el primer requerimiento debe enviarse al empleador por 

medio de correo certificado a la dirección de notificación registrada en el certificado de 

existencia y representación legal o en el certificado de matrícula mercantil de persona 

natural, y además, obtener de la empresa de correo la constancia de entrega y el cotejo de 

los documentos. Ello no puede ser de otra manera, pues, la finalidad de la etapa de cobro 
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persuasivo es poner en conocimiento del deudor la suma que adeuda para lograr el pago 

voluntario, y evitar las acciones judiciales o de jurisdicción coactiva, según el caso. 

 

Así las cosas, del cumplimiento de la totalidad de los requisitos previstos en la norma citada, 

dependerá la existencia del título ejecutivo complejo, con las características de claridad, 

expresividad y exigibilidad, que se requiere para el cobro de los aportes obligatorios al 

Sistema de Salud, y que resulta indispensable para librar mandamiento de pago.  

 

Descendiendo al caso concreto, se tiene que SALUD TOTAL E.P.S.-S. S.A. aporta como 

título base del recaudo, la liquidación de los aportes adeudados por el empleador 

METALMECÁNICA Y MONTAJES L C D S.A.S., elaborado el día 03 de abril de 2021 (folio 

15). 

 

Asimismo, aporta el primer contacto para cobro persuasivo realizado por escrito al 

empleador el día 11 de febrero de 2021, enviado y entregado por correo certificado en la 

dirección: Condominio Pórtico Mesa de Ruitoque Km 3 en Piedecuesta, Santander (folios 

17 y 18).  

 

Sin embargo, ese primer requerimiento presenta múltiples falencias, a saber: 

 

(i) No se hizo dentro del término señalado en el artículo 12 de la Resolución 2082 de 

2016: “El primer contacto lo deben realizar dentro de los quince (15) días calendario 

siguientes a la constitución y firmeza del título ejecutivo”, toda vez que el requerimiento 

se efectuó antes de la expedición de la liquidación que presta mérito ejecutivo.  

 

(ii) Se entregó en una dirección que no corresponde a la registrada en el Certificado de 

la Cámara de Comercio aportado con la demanda, esto es: CL 44 9 20 BR CENTRO en la 

ciudad de Bucaramanga (folio 23 a 27). 

 

(iii) No contiene el detalle de la deuda con la relación de los trabajadores, valores y 

periodos en mora. Si bien en el documento la demandante señaló que “contamos con 

un título ejecutivo en firme soportado en el Estado de Cuenta anexo, donde consta que el 

aportante… adeuda al SGSSS”, lo cierto es que dicho estado de cuenta no fue aportado, 

lo que impide establecer si cumplía con el lleno de los requisitos previstos en el 

numeral 5° del Capítulo 3º del Anexo Técnico de la Resolución 2082 de 2016.  

 

Valga aclarar que, si bien fue aportado un documento denominado “Estado de Cuenta” 

(folio 20), el mismo no tiene relación con el primer requerimiento, toda vez que aquél 

tiene como fecha de generación el día 25 de febrero de 2021 y registra un valor 
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adeudado de $2.474.990, información que no guarda correspondencia con el contenido 

de la carta de cobro pre-jurídico del 11 de febrero de 2021.  

 

(iv) Se prescindió de cotejar el requerimiento, de manera que no es posible comprobar que 

el documento que obra en el expediente fue en realidad el que se entregó al empleador.  

 

Por otro lado, se observa que, no fue aportado el segundo contacto para cobro persuasivo, 

ni se allegó prueba alguna que demuestre que éste se haya hecho a través de uno de los 

siguientes canales: llamada telefónica, correo electrónico, correo físico, fax o mensaje de 

texto. 

 

Aunado a lo anterior, es de resaltar que el requerimiento es imperfecto, dado que el valor 

indicado al momento de conminar al empleador a pagar voluntariamente, no corresponde 

al valor que se alega como adeudado en la demanda ejecutiva. En efecto, la suma por 

concepto de capital señalada en el requerimiento del 11 de febrero de 2021 es de 

$2.032.800, mientras que la suma que figura en la liquidación y que se pretende en la 

demanda ejecutiva es de $2.499.049 por concepto de capital. Es decir, en la demanda se 

incluyeron valores superiores a los que fueron objeto del requerimiento previo, y tal 

discordancia hace que no exista un título claro y exigible. 

 

Bajo el anterior panorama, resulta claro que SALUD TOTAL E.P.S.-S. S.A. no dio 

cumplimiento a los requisitos previstos en la Resolución 2082 de 2016 de la UGPP con su 

Anexo Técnico, específicamente el relativo a las acciones persuasivas que implican requerir 

al deudor como mínimo dos veces después de elaborada la liquidación que presta mérito 

ejecutivo; y, por consiguiente, no acreditó la conformación del título ejecutivo complejo 

necesario para librar mandamiento. 

 

Recuérdese, que la constitución del título ejecutivo complejo emerge de la integralidad de 

los documentos que evidencian en su conjunto la existencia de una obligación clara, expresa 

y exigible; bajo esa óptica, para que el título prestara mérito ejecutivo, debían allegarse la 

totalidad de los documentos que lo componen, y éstos, además, debían cumplir los 

requisitos formales señalados por la Ley para tal efecto. Una omisión en ese sentido 

conduce indefectiblemente a negar el mandamiento de pago. 

 

En conclusión, el título presentado por SALUD TOTAL E.P.S.-S. S.A. no presta mérito 

ejecutivo y, en consecuencia, se negará el mandamiento de pago solicitado. 

 

En mérito de lo expuesto, el Juzgado Octavo de Pequeñas Causas Laborales de Bogotá,  

 

RESUELVE: 
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PRIMERO: NEGAR EL MANDAMIENTO DE PAGO solicitado por SALUD TOTAL E.P.S.-S. 

S.A. en contra de METALMECÁNICA Y MONTAJES L C D S.A.S., conforme las razones 

expuestas en esta providencia. 

 

SEGUNDO: DEVOLVER las diligencias a la parte actora, previa la desanotación en el libro 

radicador. 

 

TERCERO: RECONOCER PERSONERÍA al Dr. ANDRÉS HERIBERTO TORRES ARAGÓN, 

identificado con la C.C. 73.205.246 y portador de la T.P. 155.713, para actuar como 

apoderado judicial de la parte ejecutante, en los términos y parar los efectos del poder 

anexo.  

 

El presente auto se notifica en los Estados Electrónicos publicados en el micrositio web: 

https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-08-de-pequenas-causas-laborales-de-bogota/2020n1 

El expediente digital se puede solicitar en el email: j08lpcbta@cendoj.ramajudicial.gov.co 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 

 

 

 
JUZGADO OCTAVO LABORAL DE PEQUEÑAS CAUSAS DE 

BOGOTÁ D.C. 
 Hoy:  

30 de septiembre de 2021 
_____________________________________________ 

   Se notifica el auto anterior por anotación en el estado No. 110 
 

GLADYS DANIELA PÉREZ SILVA 

Secretaria 

https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-08-de-pequenas-causas-laborales-de-bogota/2020n1
mailto:j08lpcbta@cendoj.ramajudicial.gov.co
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INFORME SECRETARIAL. - Bogotá D.C., 29 de septiembre de 2021, al Despacho de la Juez, 

la presente DEMANDA EJECUTIVA LABORAL DE ÚNICA INSTANCIA, designada por 

reparto, radicada bajo el número 11001-41-05-008-2021-00393-00, de SALUD TOTAL 

E.P.S.-S. S.A. en contra de OPERADORES DE SERVICIOS INTEGRALES Y LOGISTICOS 

S.A.S. – LOGISTICAYA S.A.S., la cual consta de 65 folios, incluida la hoja de reparto, todos 

ellos electrónicos. Pendiente por resolver, sírvase proveer. 

 

GLADYS DANIELA PÉREZ SILVA 
Secretaria 

 

REPÚBLICA DE COLOMBIA 

 

RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

JUZGADO OCTAVO DE PEQUEÑAS CAUSAS LABORALES DE BOGOTÁ 

 

AUTO INTERLOCUTORIO 551 

Bogotá D.C., 29 de septiembre de 2021 

 

La presente demanda ejecutiva es presentada por SALUD TOTAL E.P.S.-S. S.A. en contra 

de OPERADORES DE SERVICIOS INTEGRALES Y LOGISTICOS S.A.S. – LOGISTICAYA 

S.A.S., con el fin de que se libre mandamiento de pago por concepto de los aportes 

obligatorios adeudados al Sistema de Salud, más los intereses moratorios. 

 

Anteriormente, a efectos de determinar la competencia por el factor territorial para 

conocer de asuntos donde se pretende la ejecución de aportes insolutos al Sistema de Salud, 

el Juzgado daba aplicación al criterio adoptado por la Sala Laboral de la Corte Suprema de 

Justicia en los Autos AL2490-2019 del 10 de julio de 2019 y AL4167-2019 del 14 de 

agosto de 2019, donde se establecía que debía acudirse a lo dispuesto en el artículo 110 del 

C.P.T., por ser la norma que resultaba más cercana. 

 

Conforme a los argumentos esbozados en tales providencias, el Juzgado precisaba en sus 

decisiones que, la competencia territorial en estos casos recaía en los jueces del trabajo del 

domicilio de la entidad de seguridad social demandante, entendiendo como tal la sucursal 

en donde se adelantó el procedimiento de cobro previo a la presentación de la acción 

ejecutiva, y donde se constituyó el título ejecutivo. 

 

Sin embargo, sobre el tema de la competencia territorial en estos asuntos, la Sala Laboral 

se pronunció recientemente, a través del Auto AL3473-2021 del 11 de agosto de 2021, en 

el que precisó la regla de competencia en los siguientes términos:  
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“Como quiera que lo que se persigue en el presente asunto es el pago de aportes al 
Sistema de Seguridad Social, - cotizaciones a salud-, conviene precisar que el artículo 24 
de la Ley 100 de 1993, obliga a las entidades administradoras de los diferentes 
regímenes adelantar las acciones de cobro con motivo del incumplimiento de las 
obligaciones del empleador. 
 
Ahora bien, aun cuando nuestro estatuto procesal, no previó la regla de competencia 
para conocer del trámite de la acción ejecutiva a que alude la normativa antes 
referenciada, lo cierto es que el artículo 110 del Código Procesal del Trabajo y de la 
Seguridad Social, determina la competencia del juez laboral para conocer en asuntos 
de igual naturaleza, pero en relación al Instituto de Seguros Sociales, dentro del 
régimen de prima media con prestación definida. 
 
En tal virtud, acudiendo a la aplicación del principio de integración normativa de las 
normas procedimentales, es dable remitirnos a lo dispuesto en el artículo 110 ibidem, 
en tanto refiere que el funcionario competente para conocer de la ejecuciones 
promovidas por el ISS, con el objeto de lograr el pago de las cuotas o cotizaciones que 
se le adeuden, es el juez del lugar del domicilio de dicho ente de seguridad social o 
de la seccional en donde se hubiere proferido la resolución, título ejecutivo, por 
medio de la cual declara la obligación de pago de las cotizaciones adeudadas. 
 
Así las cosas, como la citada preceptiva determina la competencia del juez del trabajo 
en asuntos de igual naturaleza, es decir, en los que se busca garantizar los derechos a 
la seguridad social de los afiliados a través del cobro ejecutivo a los empleadores de 
aquellas cotizaciones que no fueron satisfechas oportunamente, es dable acudir a esa 
misma norma para efectos de dirimir la presente colisión negativa. 
(…) 
En consecuencia, pese a que el procedimiento de cobro de las cotizaciones en mora 
previo a la acción ejecutiva, se efectuó en los términos de los artículos 24 de la Ley 100 
de 1993 y 2 y 5 de su Decreto Reglamentario 2633 de 1994, fue remitido a la ciudad de 
Armenia, como se deduce de los documentos obrantes a folios (58 a 59 cuaderno del 
Juzgado Décimo Laboral de Pequeñas Causas de Bogotá) del expediente digital, y 
conforme la norma transcrita, cuando se pretenda el pago de cotizaciones en mora 
al sistema, la competencia radica en el juez del lugar del domicilio de la entidad 
de seguridad social o el de aquel donde se adelantaron las gestiones de cobro.”  

 

En ese orden, de acuerdo con el nuevo criterio adoptado por el Órgano de Cierre de la 

jurisdicción ordinaria laboral, en casos como el presente, la competencia territorial se rige 

por lo dispuesto en el artículo 110 del C.P.T., en el entendido de que, el conocimiento lo 

asumirá el juez del domicilio principal de la entidad de seguridad social o el de la seccional 

donde se adelantaron las gestiones de cobro y donde se constituyó el título ejecutivo.  

 

Aplicando tales parámetros jurisprudenciales al caso en estudio, el Juzgado considera que 

es competente para conocer la demanda ejecutiva por la naturaleza de la obligación, la 

cuantía de las pretensiones y el domicilio principal de la demandante, razón por la cual, 

procede al estudio de los documentos presentados como título base del recaudo. 

 

Sobre la procedencia de la ejecución en materia laboral, el artículo 100 del C.P.T. señala: 

“Será exigible ejecutivamente el cumplimiento de toda obligación originada en una relación 

de trabajo, que conste en acto o documento que provenga del deudor o de su causante o que 

emane de una decisión judicial o arbitral firme”. En concordancia con la norma anterior, el 
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artículo 422 del C.G.P. señala: “Pueden demandarse ejecutivamente las obligaciones expresas, 

claras y exigibles que consten en documentos que provengan del deudor o de su causante, y 

constituyan plena prueba contra él”. 

 

Ahora bien, el concepto cuya ejecución se pretende en el presente caso, corresponde a los 

aportes obligatorios al Sistema de Salud que un empleador dejó de pagar respecto de uno 

o más trabajadores. Esta acreencia tiene una connotación especial en cuanto al título 

ejecutivo que se requiere para la viabilidad del mandamiento de pago, pues se trata de un 

título ejecutivo complejo que está conformado por distintos documentos que surgen del 

procedimiento de cobro que debe adelantar la E.P.S. previo a la acción ejecutiva, y el cual 

está regulado en las normas que a continuación se detallan: 

 

En primer lugar, es preciso acudir al Decreto 2353 de 2015 “Por el cual se unifican y 

actualizan las reglas de afiliación al Sistema General de Seguridad Social en Salud…”, y 

puntualmente al artículo 76 que establece lo siguiente: 

 

ARTÍCULO 76. OBLIGACIONES DE LAS EPS FRENTE A LOS APORTANTES EN MORA. 
<Artículo compilado en el artículo 2.1.9.6 del Decreto Único Reglamentario 780 de 2016> 
Cuando el empleador o el trabajador independiente incurra en mora en el pago de las 
cotizaciones al Sistema General de Seguridad Social en Salud, la EPS deberá proceder a: 
 
76.1. Adelantar las acciones de cobro de los aportes en mora. La EPS deberá notificar al 
aportante que se encuentra en mora mediante una comunicación que será enviada dentro 
de los diez (10) días siguientes al mes de mora e informar que si no ha reportado la novedad 
de terminación de la inscripción de la EPS por haber perdido las condiciones para 
pertenecer al régimen contributivo, deberá hacerlo a más tardar dentro de los cinco (5) días 
siguientes al recibo de la misma, así como de las consecuencias de la suspensión de la 
afiliación; si el aportante así requerido no pagare las cotizaciones cobradas deberá remitir 
la cuenta de cobro cada mes.  
(…) 
PARÁGRAFO 1o. Las acciones de cobro por las cotizaciones e intereses de mora adeudados 
serán adelantadas por las EPS conforme a los estándares de procesos que fije la Unidad 
Administrativa Especial de Gestión Pensional y Contribuciones Parafiscales de la Protección 
Social (UGPP), sin perjuicio de que la Unidad ejerza las acciones de determinación y cobro 
de la mora en que incurran los aportantes en el pago de las cotizaciones en forma 
preferente, en especial, respecto de los trabajadores independientes que reportaron la 
novedad de pérdida de las condiciones para continuar cotizando al Sistema. 

 

De acuerdo con el parágrafo, las acciones de cobro serán adelantadas por las E.P.S. 

conforme a los estándares de procesos que fije la UGPP. Dichos estándares están definidos 

en la Resolución 2082 de 2016 “Por medio de la cual se subroga la Resolución 444 del 28 

de junio de 2013”, cuyo objeto y ámbito de aplicación son los siguientes: 

 

ARTÍCULO 1. OBJETO. El objeto de la presente resolución es definir y determinar el objeto y 
alcance de los estándares de procesos de cobro que deben adoptar las Administradoras de 
la Protección Social en el cumplimiento de las acciones de seguimiento y cobro a los 
aportantes morosos obligados en el pago de las Contribuciones Parafiscales de la Protección 
Social (…). 
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ARTÍCULO 2. ÁMBITO DE APLICACIÓN. Las Administradoras Públicas y Privadas de la 
Protección Social conformado por el Sistema General de Seguridad Social Integral (Salud, 
Pensiones y Riesgos Laborales)… están obligadas al cumplimiento de los estándares de 
cobro que se establecen en la presente resolución, sin perjuicio del procedimiento y los 
términos establecidos en las disposiciones legales que le aplican para el ejercicio de sus 
respectivas funciones. 

 

Para el presente caso interesa especialmente el Capítulo III de la Resolución 2082 de 2016 

que contempla el estándar de “Acciones de Cobro” en los siguientes términos:  

 

ARTÍCULO 11. CONSTITUCIÓN TÍTULO EJECUTIVO. La Unidad verificará que las 
administradoras privadas hayan expedido en un plazo máximo de cuatro (4) meses contado 
a partir de la fecha límite de pago, la liquidación que preste mérito ejecutivo sin perjuicio 
de lo dispuesto en las normas legales aplicables al respectivo subsistema. Y para las 
administradoras públicas, el plazo máximo para expedir el acto administrativo que preste 
mérito ejecutivo, es de seis (6) meses. 
 
ARTÍCULO 12. ACCIONES PERSUASIVAS. Una vez las Administradoras constituyan el título 
que presta mérito ejecutivo, deben contactar al deudor como mínimo dos veces. El primer 
contacto lo deben realizar dentro de los quince (15) días calendario siguientes a la 
constitución y firmeza del título ejecutivo, según el caso, y el segundo, dentro de los treinta 
(30) días calendario siguientes a la fecha en que se realizó el primer contacto, sin superar 
cuarenta y cinco (45) días calendario, de conformidad con los criterios que se definen en el 
Anexo Técnico Capítulo 3. 
 
ARTÍCULO 13. ACCIONES JURÍDICAS. Vencido el plazo anterior las administradoras 
contarán con un plazo máximo de cinco (5) meses para dar inicio a las acciones de cobro 
coactivo o judicial, según el caso. 

 

Ahora, respecto de los requisitos que deben tener las comunicaciones de cobro persuasivo, 

la Resolución 2082 de 2016 contiene un Anexo Técnico, en cuyo Capítulo 3° se establece 

lo siguiente: 

 

5. CONTENIDO MÍNIMO DE LAS COMUNICACIONES DE COBRO PERSUASIVO 
 
Las comunicaciones enviadas a los aportantes en mora en el marco de las acciones 
persuasivas deben suministrar información cierta, suficiente, concreta, actualizada y de 
fácil comprensión sobre la importancia de realizar el pago voluntario de las contribuciones 
de la Protección Social y evitar las acciones de cobro jurídico o coactivo que pudieran 
generarse. En el caso de las obligaciones adeudadas a los subsistemas de salud, pensión, 
riesgos laborales, debe incluirse en la comunicación la información de los cotizantes 
respecto de los cuales se registra mora. Para el Sena, ICBF y Subsidio Familiar la 
información será por aportante. 
 
De acuerdo con lo anterior, la información mínima que deben contener las comunicaciones 
de cobro persuasivo es la siguiente: 
 
1. Nombre de la Administradora que realiza la comunicación. 
2. Nombre o razón social e identificación del aportante. 
3. Resumen del periodo o periodos adeudados, indicando claramente mes y año. 
4. Indicar que los intereses moratorios serán liquidados por la Planilla PILA. 
5. Describir el título ejecutivo en el cual consta la obligación, esto es: i) Tipo de título, por 
ejemplo, liquidación de aportes, resolución, o el que corresponda, ii) fecha de expedición, iii) 
fecha de firmeza del título o exigibilidad de la obligación, según corresponda. 
6. Mencionar de forma general la importancia de realizar el pago voluntario de las 
contribuciones parafiscales de la protección social y evitar las acciones de cobro jurídico o 
coactivo que pudieran generarse. 
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7. Medios de pago de la obligación. 
8. Advertir el inicio de acciones de cobro jurídico y decreto de medidas cautelares, en caso 
de renuencia en el pago. 
9. Advertir el deber y la importancia de reportar las novedades de la afiliación al Sistema 
de la Protección Social. 
10. Informar el medio de contacto de la Administradora para absolver dudas o inquietudes. 
 
6. CANALES DE COMUNICACIÓN PARA LA GESTIÓN DE COBRO PERSUASIVO 
 
La primera comunicación para el cobro persuasivo de las Contribuciones de la Protección 
Social debe realizarse por medio escrito. 
La segunda comunicación obligatoria y las demás que decidan realizar las Administradoras, 
deben comunicarse por uno (1) de los siguientes canales: 
1. Llamada telefónica 
2. Correo electrónico 
3. Correo físico 
4. Fax 
5. Mensaje de texto. 

 

Conforme a los anteriores preceptos normativos, previo a iniciar una demanda ejecutiva en 

la que se pretenda el pago de los aportes obligatorios adeudados al Sistema de Salud, y con 

el fin de constituir el título ejecutivo complejo, las E.P.S. deben cumplir los siguientes 

requisitos: 

 

(i) La expedición de la liquidación que preste mérito ejecutivo, en un plazo máximo de 4 

meses contados a partir de la fecha límite del pago del aporte. 

(ii) Una vez expedida la liquidación, debe adelantar las acciones persuasivas que implican 

contactar al deudor como mínimo 2 veces: 

- El primer requerimiento/contacto/comunicación debe ser escrito, contener -entre 

otros- la información de los cotizantes respecto de los cuales se registra la mora y un 

resumen de los periodos y valores adeudados, enviarse al empleador dentro de los 15 

días calendario siguientes a la constitución y firmeza de la liquidación, y obtener la 

constancia de entrega y el cotejo de los documentos. 

- El segundo requerimiento/contacto/comunicación puede comunicarse por cualquier 

canal, pero debe realizarse dentro de los 30 días calendario siguientes a la fecha en que 

se realizó el primer contacto, sin superar 45 días calendario. 

 

Como se puede notar, la norma establece una estricta ritualidad para adelantar las acciones 

persuasivas, toda vez que constituyen un requisito sine qua non para iniciar la acción 

ejecutiva, de manera que sin su satisfacción no es viable la ejecución de la liquidación. 

 

Además, importa destacar que, el primer requerimiento debe enviarse al empleador por 

medio de correo certificado a la dirección de notificación registrada en el certificado de 

existencia y representación legal o en el certificado de matrícula mercantil de persona 

natural, y además, obtener de la empresa de correo la constancia de entrega y el cotejo de 

los documentos. Ello no puede ser de otra manera, pues, la finalidad de la etapa de cobro 
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persuasivo es poner en conocimiento del deudor la suma que adeuda para lograr el pago 

voluntario, y evitar las acciones judiciales o de jurisdicción coactiva, según el caso. 

 

Así las cosas, del cumplimiento de la totalidad de los requisitos previstos en la norma citada, 

dependerá la existencia del título ejecutivo complejo, con las características de claridad, 

expresividad y exigibilidad, que se requiere para el cobro de los aportes obligatorios al 

Sistema de Salud, y que resulta indispensable para librar mandamiento de pago.  

 

Descendiendo al caso concreto, se tiene que SALUD TOTAL E.P.S.-S. S.A. aporta como 

título base del recaudo, la liquidación de los aportes adeudados por el empleador 

OPERADORES DE SERVICIOS INTEGRALES Y LOGISTICOS S.A.S. – LOGISTICAYA S.A.S., 

elaborado el día 03 de abril de 2021 (folio 15). 

 

Asimismo, aporta el primer contacto para cobro persuasivo realizado por escrito al 

empleador el día 25 de enero de 2021, enviado y entregado por correo certificado en la 

dirección: CLL 158 # 18-54 T2 Apto 1003 Cañaveral Conj. Res. Sierra Colina en 

Floridablanca, Santander (folios 17 y 18), la cual consta en el Certificado de la Cámara de 

Comercio aportado con la demanda.  

 

Sin embargo, ese primer requerimiento presenta múltiples falencias, a saber: 

 

(i) No se hizo dentro del término señalado en el artículo 12 de la Resolución 2082 de 

2016: “El primer contacto lo deben realizar dentro de los quince (15) días calendario 

siguientes a la constitución y firmeza del título ejecutivo”, toda vez que el requerimiento 

se efectuó antes de la expedición de la liquidación que presta mérito ejecutivo.  

 

(ii) No contiene el detalle de la deuda con la relación de los trabajadores, valores y 

periodos en mora. Si bien en el documento la demandante señaló que “contamos con 

un título ejecutivo en firme soportado en el Estado de Cuenta anexo, donde consta que el 

aportante… adeuda al SGSSS”, lo cierto es que dicho estado de cuenta no fue aportado, 

lo que impide establecer si cumplía con el lleno de los requisitos previstos en el 

numeral 5° del Capítulo 3º del Anexo Técnico de la Resolución 2082 de 2016; y 

 

(iii) Se prescindió de cotejar el requerimiento, de manera que no es posible comprobar que 

el documento que obra en el expediente fue en realidad el que se entregó al empleador.  

 

De otro lado, aporta el segundo contacto realizado al empleador el día 10 de febrero de 

2021, esto es, dentro de los 30 días siguientes a la fecha en que se realizó el primero. No 

obstante, si bien esta comunicación fue enviada y entregada por correo certificado en la 
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dirección de notificaciones judiciales de la demandada, no cuenta con el cotejo que permita 

determinar que fue efectivamente entregada (folios 19 y 20).    

 

En este punto vale aclarar que, si bien fue aportado un documento denominado “Estado de 

Cuenta” (folio 22), el mismo no guarda relación con los requerimientos antes señalados, 

toda vez que aquél tiene como fecha de generación el día 25 de febrero de 2021 y registra 

un valor adeudado de $4.148.429, información que no corresponde al contenido de las 

cartas de cobro pre-jurídico del 25 de enero de 2021 y del 10 de febrero de 2021.  

 

Aunado a lo anterior, es de resaltar que los requerimientos son imperfectos, dado que el 

valor indicado al momento de conminar al empleador a pagar voluntariamente, no 

corresponde al valor que se alega como adeudado en la demanda ejecutiva. En efecto, la 

suma por concepto de capital señalada en el requerimiento del 25 de enero de 2021 es de 

$3.141.100, y la indicada en el requerimiento del 10 de febrero de 2021 es de $4.001.834; 

mientras que la suma que figura en la liquidación y que se pretende en la demanda ejecutiva 

es de $4.188.648 por concepto de capital. Es decir, en la demanda se incluyeron valores 

superiores a los que fueron objeto de los requerimientos previos, y tal discordancia hace 

que no exista un título claro y exigible. 

 

Bajo el anterior panorama, resulta claro que SALUD TOTAL E.P.S.-S. S.A. no dio 

cumplimiento a los requisitos previstos en la Resolución 2082 de 2016 de la UGPP con su 

Anexo Técnico, específicamente el relativo a las acciones persuasivas que implican requerir 

al deudor como mínimo dos veces después de elaborada la liquidación que presta mérito 

ejecutivo; y, por consiguiente, no acreditó la conformación del título ejecutivo complejo 

necesario para librar mandamiento. 

 

Recuérdese, que la constitución del título ejecutivo complejo emerge de la integralidad de 

los documentos que evidencian en su conjunto la existencia de una obligación clara, expresa 

y exigible; bajo esa óptica, para que el título prestara mérito ejecutivo, debían allegarse la 

totalidad de los documentos que lo componen, y éstos, además, debían cumplir los 

requisitos formales señalados por la Ley para tal efecto. Una omisión en ese sentido 

conduce indefectiblemente a negar el mandamiento de pago. 

 

En conclusión, el título presentado por SALUD TOTAL E.P.S.-S. S.A. no presta mérito 

ejecutivo y, en consecuencia, se negará el mandamiento de pago solicitado. 

 

En mérito de lo expuesto, el Juzgado Octavo de Pequeñas Causas Laborales de Bogotá,  

 

RESUELVE: 
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PRIMERO: NEGAR EL MANDAMIENTO DE PAGO solicitado por SALUD TOTAL E.P.S.-S. 

S.A. en contra de OPERADORES DE SERVICIOS INTEGRALES Y LOGISTICOS S.A.S. – 

LOGISTICAYA S.A.S., conforme las razones expuestas en esta providencia. 

 

SEGUNDO: DEVOLVER las diligencias a la parte actora, previa la desanotación en el libro 

radicador. 

 

TERCERO: RECONOCER PERSONERÍA al Dr. ANDRÉS HERIBERTO TORRES ARAGÓN, 

identificado con la C.C. 73.205.246 y portador de la T.P. 155.713, para actuar como 

apoderado judicial de la parte ejecutante, en los términos y parar los efectos del poder 

anexo.  

 

El presente auto se notifica en los Estados Electrónicos publicados en el micrositio web: 

https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-08-de-pequenas-causas-laborales-de-bogota/2020n1 

El expediente digital se puede solicitar en el email: j08lpcbta@cendoj.ramajudicial.gov.co 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 

 

 

 

 
JUZGADO OCTAVO LABORAL DE PEQUEÑAS CAUSAS DE 

BOGOTÁ D.C. 
 Hoy:  

30 de septiembre de 2021 
_____________________________________________ 

   Se notifica el auto anterior por anotación en el estado No. 110 
 

GLADYS DANIELA PÉREZ SILVA 

Secretaria 

https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-08-de-pequenas-causas-laborales-de-bogota/2020n1
mailto:j08lpcbta@cendoj.ramajudicial.gov.co
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INFORME SECRETARIAL. - Bogotá D.C., 29 de septiembre de 2021, al Despacho de la Juez, 

la presente DEMANDA EJECUTIVA LABORAL DE ÚNICA INSTANCIA, designada por 

reparto, radicada bajo el número 11001-41-05-008-2021-00394-00, de SALUD TOTAL 

E.P.S.-S. S.A. en contra de GASOIL SERVICES S.A.S. E.S.P., la cual consta de 66 folios, 

incluida la hoja de reparto, todos ellos electrónicos. Pendiente por resolver, sírvase 

proveer. 

GLADYS DANIELA PÉREZ SILVA 
Secretaria 

 

 

REPÚBLICA DE COLOMBIA 

 

RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

JUZGADO OCTAVO DE PEQUEÑAS CAUSAS LABORALES DE BOGOTÁ 

 

AUTO INTERLOCUTORIO 552 

Bogotá D.C., 29 de septiembre de 2021 

 

La presente demanda ejecutiva es presentada por SALUD TOTAL E.P.S.-S. S.A. en contra 

de GASOIL SERVICES S.A.S. E.S.P., con el fin de que se libre mandamiento de pago por 

concepto de los aportes obligatorios adeudados al Sistema de Salud, más los intereses 

moratorios. 

 

Anteriormente, a efectos de determinar la competencia por el factor territorial para 

conocer de asuntos donde se pretende la ejecución de aportes insolutos al Sistema de Salud, 

el Juzgado daba aplicación al criterio adoptado por la Sala Laboral de la Corte Suprema de 

Justicia en los Autos AL2490-2019 del 10 de julio de 2019 y AL4167-2019 del 14 de 

agosto de 2019, donde se establecía que debía acudirse a lo dispuesto en el artículo 110 del 

C.P.T., por ser la norma que resultaba más cercana. 

 

Conforme a los argumentos esbozados en tales providencias, el Juzgado precisaba en sus 

decisiones que, la competencia territorial en estos casos recaía en los jueces del trabajo del 

domicilio de la entidad de seguridad social demandante, entendiendo como tal la sucursal 

en donde se adelantó el procedimiento de cobro previo a la presentación de la acción 

ejecutiva, y donde se constituyó el título ejecutivo. 

 

Sin embargo, sobre el tema de la competencia territorial en estos asuntos, la Sala Laboral 

se pronunció recientemente, a través del Auto AL3473-2021 del 11 de agosto de 2021, en 

el que precisó la regla de competencia en los siguientes términos:  



2021-00394 

2 
 

“Como quiera que lo que se persigue en el presente asunto es el pago de aportes al 
Sistema de Seguridad Social, - cotizaciones a salud-, conviene precisar que el artículo 24 
de la Ley 100 de 1993, obliga a las entidades administradoras de los diferentes 
regímenes adelantar las acciones de cobro con motivo del incumplimiento de las 
obligaciones del empleador. 
 
Ahora bien, aun cuando nuestro estatuto procesal, no previó la regla de competencia 
para conocer del trámite de la acción ejecutiva a que alude la normativa antes 
referenciada, lo cierto es que el artículo 110 del Código Procesal del Trabajo y de la 
Seguridad Social, determina la competencia del juez laboral para conocer en asuntos 
de igual naturaleza, pero en relación al Instituto de Seguros Sociales, dentro del 
régimen de prima media con prestación definida. 
 
En tal virtud, acudiendo a la aplicación del principio de integración normativa de las 
normas procedimentales, es dable remitirnos a lo dispuesto en el artículo 110 ibidem, 
en tanto refiere que el funcionario competente para conocer de la ejecuciones 
promovidas por el ISS, con el objeto de lograr el pago de las cuotas o cotizaciones que 
se le adeuden, es el juez del lugar del domicilio de dicho ente de seguridad social o 
de la seccional en donde se hubiere proferido la resolución, título ejecutivo, por 
medio de la cual declara la obligación de pago de las cotizaciones adeudadas. 
 
Así las cosas, como la citada preceptiva determina la competencia del juez del trabajo 
en asuntos de igual naturaleza, es decir, en los que se busca garantizar los derechos a 
la seguridad social de los afiliados a través del cobro ejecutivo a los empleadores de 
aquellas cotizaciones que no fueron satisfechas oportunamente, es dable acudir a esa 
misma norma para efectos de dirimir la presente colisión negativa. 
(…) 
En consecuencia, pese a que el procedimiento de cobro de las cotizaciones en mora 
previo a la acción ejecutiva, se efectuó en los términos de los artículos 24 de la Ley 100 
de 1993 y 2 y 5 de su Decreto Reglamentario 2633 de 1994, fue remitido a la ciudad de 
Armenia, como se deduce de los documentos obrantes a folios (58 a 59 cuaderno del 
Juzgado Décimo Laboral de Pequeñas Causas de Bogotá) del expediente digital, y 
conforme la norma transcrita, cuando se pretenda el pago de cotizaciones en mora 
al sistema, la competencia radica en el juez del lugar del domicilio de la entidad 
de seguridad social o el de aquel donde se adelantaron las gestiones de cobro.”  

 

En ese orden, de acuerdo con el nuevo criterio adoptado por el Órgano de Cierre de la 

jurisdicción ordinaria laboral, en casos como el presente, la competencia territorial se rige 

por lo dispuesto en el artículo 110 del C.P.T., en el entendido de que, el conocimiento lo 

asumirá el juez del domicilio principal de la entidad de seguridad social o el de la seccional 

donde se adelantaron las gestiones de cobro y donde se constituyó el título ejecutivo.  

 

Aplicando tales parámetros jurisprudenciales al caso en estudio, el Juzgado considera que 

es competente para conocer la demanda ejecutiva por la naturaleza de la obligación, la 

cuantía de las pretensiones y el domicilio principal de la demandante, razón por la cual, 

procede al estudio de los documentos presentados como título base del recaudo. 

 

Sobre la procedencia de la ejecución en materia laboral, el artículo 100 del C.P.T. señala: 

“Será exigible ejecutivamente el cumplimiento de toda obligación originada en una relación 

de trabajo, que conste en acto o documento que provenga del deudor o de su causante o que 

emane de una decisión judicial o arbitral firme”. En concordancia con la norma anterior, el 
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artículo 422 del C.G.P. señala: “Pueden demandarse ejecutivamente las obligaciones expresas, 

claras y exigibles que consten en documentos que provengan del deudor o de su causante, y 

constituyan plena prueba contra él”. 

 

Ahora bien, el concepto cuya ejecución se pretende en el presente caso, corresponde a los 

aportes obligatorios al Sistema de Salud que un empleador dejó de pagar respecto de uno 

o más trabajadores. Esta acreencia tiene una connotación especial en cuanto al título 

ejecutivo que se requiere para la viabilidad del mandamiento de pago, pues se trata de un 

título ejecutivo complejo que está conformado por distintos documentos que surgen del 

procedimiento de cobro que debe adelantar la E.P.S. previo a la acción ejecutiva, y el cual 

está regulado en las normas que a continuación se detallan: 

 

En primer lugar, es preciso acudir al Decreto 2353 de 2015 “Por el cual se unifican y 

actualizan las reglas de afiliación al Sistema General de Seguridad Social en Salud…”, y 

puntualmente al artículo 76 que establece lo siguiente: 

 

ARTÍCULO 76. OBLIGACIONES DE LAS EPS FRENTE A LOS APORTANTES EN MORA. 
<Artículo compilado en el artículo 2.1.9.6 del Decreto Único Reglamentario 780 de 2016> 
Cuando el empleador o el trabajador independiente incurra en mora en el pago de las 
cotizaciones al Sistema General de Seguridad Social en Salud, la EPS deberá proceder a: 
 
76.1. Adelantar las acciones de cobro de los aportes en mora. La EPS deberá notificar al 
aportante que se encuentra en mora mediante una comunicación que será enviada dentro 
de los diez (10) días siguientes al mes de mora e informar que si no ha reportado la novedad 
de terminación de la inscripción de la EPS por haber perdido las condiciones para 
pertenecer al régimen contributivo, deberá hacerlo a más tardar dentro de los cinco (5) días 
siguientes al recibo de la misma, así como de las consecuencias de la suspensión de la 
afiliación; si el aportante así requerido no pagare las cotizaciones cobradas deberá remitir 
la cuenta de cobro cada mes.  
(…) 
PARÁGRAFO 1o. Las acciones de cobro por las cotizaciones e intereses de mora adeudados 
serán adelantadas por las EPS conforme a los estándares de procesos que fije la Unidad 
Administrativa Especial de Gestión Pensional y Contribuciones Parafiscales de la Protección 
Social (UGPP), sin perjuicio de que la Unidad ejerza las acciones de determinación y cobro 
de la mora en que incurran los aportantes en el pago de las cotizaciones en forma 
preferente, en especial, respecto de los trabajadores independientes que reportaron la 
novedad de pérdida de las condiciones para continuar cotizando al Sistema. 

 

De acuerdo con el parágrafo, las acciones de cobro serán adelantadas por las E.P.S. 

conforme a los estándares de procesos que fije la UGPP. Dichos estándares están definidos 

en la Resolución 2082 de 2016 “Por medio de la cual se subroga la Resolución 444 del 28 

de junio de 2013”, cuyo objeto y ámbito de aplicación son los siguientes: 

 

ARTÍCULO 1. OBJETO. El objeto de la presente resolución es definir y determinar el objeto y 
alcance de los estándares de procesos de cobro que deben adoptar las Administradoras de 
la Protección Social en el cumplimiento de las acciones de seguimiento y cobro a los 
aportantes morosos obligados en el pago de las Contribuciones Parafiscales de la Protección 
Social (…). 
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ARTÍCULO 2. ÁMBITO DE APLICACIÓN. Las Administradoras Públicas y Privadas de la 
Protección Social conformado por el Sistema General de Seguridad Social Integral (Salud, 
Pensiones y Riesgos Laborales)… están obligadas al cumplimiento de los estándares de 
cobro que se establecen en la presente resolución, sin perjuicio del procedimiento y los 
términos establecidos en las disposiciones legales que le aplican para el ejercicio de sus 
respectivas funciones. 

 

Para el presente caso interesa especialmente el Capítulo III de la Resolución 2082 de 2016 

que contempla el estándar de “Acciones de Cobro” en los siguientes términos:  

 

ARTÍCULO 11. CONSTITUCIÓN TÍTULO EJECUTIVO. La Unidad verificará que las 
administradoras privadas hayan expedido en un plazo máximo de cuatro (4) meses contado 
a partir de la fecha límite de pago, la liquidación que preste mérito ejecutivo sin perjuicio 
de lo dispuesto en las normas legales aplicables al respectivo subsistema. Y para las 
administradoras públicas, el plazo máximo para expedir el acto administrativo que preste 
mérito ejecutivo, es de seis (6) meses. 
 
ARTÍCULO 12. ACCIONES PERSUASIVAS. Una vez las Administradoras constituyan el título 
que presta mérito ejecutivo, deben contactar al deudor como mínimo dos veces. El primer 
contacto lo deben realizar dentro de los quince (15) días calendario siguientes a la 
constitución y firmeza del título ejecutivo, según el caso, y el segundo, dentro de los treinta 
(30) días calendario siguientes a la fecha en que se realizó el primer contacto, sin superar 
cuarenta y cinco (45) días calendario, de conformidad con los criterios que se definen en el 
Anexo Técnico Capítulo 3. 
 
ARTÍCULO 13. ACCIONES JURÍDICAS. Vencido el plazo anterior las administradoras 
contarán con un plazo máximo de cinco (5) meses para dar inicio a las acciones de cobro 
coactivo o judicial, según el caso. 

 

Ahora, respecto de los requisitos que deben tener las comunicaciones de cobro persuasivo, 

la Resolución 2082 de 2016 contiene un Anexo Técnico, en cuyo Capítulo 3° se establece 

lo siguiente: 

 

5. CONTENIDO MÍNIMO DE LAS COMUNICACIONES DE COBRO PERSUASIVO 
 
Las comunicaciones enviadas a los aportantes en mora en el marco de las acciones 
persuasivas deben suministrar información cierta, suficiente, concreta, actualizada y de 
fácil comprensión sobre la importancia de realizar el pago voluntario de las contribuciones 
de la Protección Social y evitar las acciones de cobro jurídico o coactivo que pudieran 
generarse. En el caso de las obligaciones adeudadas a los subsistemas de salud, pensión, 
riesgos laborales, debe incluirse en la comunicación la información de los cotizantes 
respecto de los cuales se registra mora. Para el Sena, ICBF y Subsidio Familiar la 
información será por aportante. 
 
De acuerdo con lo anterior, la información mínima que deben contener las comunicaciones 
de cobro persuasivo es la siguiente: 
 
1. Nombre de la Administradora que realiza la comunicación. 
2. Nombre o razón social e identificación del aportante. 
3. Resumen del periodo o periodos adeudados, indicando claramente mes y año. 
4. Indicar que los intereses moratorios serán liquidados por la Planilla PILA. 
5. Describir el título ejecutivo en el cual consta la obligación, esto es: i) Tipo de título, por 
ejemplo, liquidación de aportes, resolución, o el que corresponda, ii) fecha de expedición, iii) 
fecha de firmeza del título o exigibilidad de la obligación, según corresponda. 
6. Mencionar de forma general la importancia de realizar el pago voluntario de las 
contribuciones parafiscales de la protección social y evitar las acciones de cobro jurídico o 
coactivo que pudieran generarse. 
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7. Medios de pago de la obligación. 
8. Advertir el inicio de acciones de cobro jurídico y decreto de medidas cautelares, en caso 
de renuencia en el pago. 
9. Advertir el deber y la importancia de reportar las novedades de la afiliación al Sistema 
de la Protección Social. 
10. Informar el medio de contacto de la Administradora para absolver dudas o inquietudes. 
 
6. CANALES DE COMUNICACIÓN PARA LA GESTIÓN DE COBRO PERSUASIVO 
 
La primera comunicación para el cobro persuasivo de las Contribuciones de la Protección 
Social debe realizarse por medio escrito. 
La segunda comunicación obligatoria y las demás que decidan realizar las Administradoras, 
deben comunicarse por uno (1) de los siguientes canales: 
1. Llamada telefónica 
2. Correo electrónico 
3. Correo físico 
4. Fax 
5. Mensaje de texto. 

 

Conforme a los anteriores preceptos normativos, previo a iniciar una demanda ejecutiva en 

la que se pretenda el pago de los aportes obligatorios adeudados al Sistema de Salud, y con 

el fin de constituir el título ejecutivo complejo, las E.P.S. deben cumplir los siguientes 

requisitos: 

 

(i) La expedición de la liquidación que preste mérito ejecutivo, en un plazo máximo de 4 

meses contados a partir de la fecha límite del pago del aporte. 

(ii) Una vez expedida la liquidación, debe adelantar las acciones persuasivas que implican 

contactar al deudor como mínimo 2 veces: 

- El primer requerimiento/contacto/comunicación debe ser escrito, contener -entre 

otros- la información de los cotizantes respecto de los cuales se registra la mora y un 

resumen de los periodos y valores adeudados, enviarse al empleador dentro de los 15 

días calendario siguientes a la constitución y firmeza de la liquidación, y obtener la 

constancia de entrega y el cotejo de los documentos. 

- El segundo requerimiento/contacto/comunicación puede comunicarse por cualquier 

canal, pero debe realizarse dentro de los 30 días calendario siguientes a la fecha en que 

se realizó el primer contacto, sin superar 45 días calendario. 

 

Como se puede notar, la norma establece una estricta ritualidad para adelantar las acciones 

persuasivas, toda vez que constituyen un requisito sine qua non para iniciar la acción 

ejecutiva, de manera que sin su satisfacción no es viable la ejecución de la liquidación. 

 

Además, importa destacar que, el primer requerimiento debe enviarse al empleador por 

medio de correo certificado a la dirección de notificación registrada en el certificado de 

existencia y representación legal o en el certificado de matrícula mercantil de persona 

natural, y además, obtener de la empresa de correo la constancia de entrega y el cotejo de 

los documentos. Ello no puede ser de otra manera, pues, la finalidad de la etapa de cobro 
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persuasivo es poner en conocimiento del deudor la suma que adeuda para lograr el pago 

voluntario, y evitar las acciones judiciales o de jurisdicción coactiva, según el caso. 

 

Así las cosas, del cumplimiento de la totalidad de los requisitos previstos en la norma citada, 

dependerá la existencia del título ejecutivo complejo, con las características de claridad, 

expresividad y exigibilidad, que se requiere para el cobro de los aportes obligatorios al 

Sistema de Salud, y que resulta indispensable para librar mandamiento de pago.  

 

Descendiendo al caso concreto, se tiene que SALUD TOTAL E.P.S.-S. S.A. aporta como 

título base del recaudo, la liquidación de los aportes adeudados por el empleador GASOIL 

SERVICES S.A.S. E.S.P., elaborada el día 17 de septiembre de 2020 (folio 15). 

 

Asimismo, aporta el primer contacto para cobro persuasivo realizado por escrito al 

empleador el día 04 de agosto de 2020, enviado y entregado por correo certificado en la 

dirección: Calle 29 No. 31-110 Ofc 209 Edif Lepark en Floridablanca, Santander (folios 17 y 

18), la cual consta en el Certificado de la Cámara de Comercio aportado con la demanda 

(folios 24 a 30).  

 

Sin embargo, ese primer requerimiento presenta múltiples falencias, a saber: 

 

(i) No se hizo dentro del término señalado en el artículo 12 de la Resolución 2082 de 

2016: “El primer contacto lo deben realizar dentro de los quince (15) días calendario 

siguientes a la constitución y firmeza del título ejecutivo”, toda vez que el requerimiento 

se efectuó antes de la expedición de la liquidación que presta mérito ejecutivo.  

 

(ii) No contiene el detalle de la deuda con la relación de los trabajadores, valores y 

periodos en mora. Si bien en el documento la demandante señaló que “contamos con 

un título ejecutivo en firme soportado en el Estado de Cuenta anexo, donde consta que el 

aportante… adeuda al SGSSS”, lo cierto es que dicho estado de cuenta no fue aportado, 

lo que impide establecer si cumplía con el lleno de los requisitos previstos en el 

numeral 5° del Capítulo 3º del Anexo Técnico de la Resolución 2082 de 2016; y  

 

(iii) Se prescindió de cotejar el requerimiento, de manera que no es posible comprobar que 

el documento que obra en el expediente fue en realidad el que se entregó al empleador.  

 

De otro lado, aporta el segundo contacto realizado al empleador el día 21 de agosto de 2020, 

esto es, dentro de los 30 días siguientes a la fecha en que se realizó el primero. No obstante, 

si bien esta comunicación fue enviada y entregada por correo certificado en la dirección de 

notificaciones judiciales de la demandada, no cuenta con el cotejo que permita determinar 

que fue efectivamente entregada (folios 19 y 20).    
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Aunado a lo anterior, es de resaltar que los requerimientos son imperfectos, dado que el 

valor indicado al momento de conminar al empleador a pagar voluntariamente, no 

corresponde al valor que se alega como adeudado en la demanda ejecutiva. En efecto, la 

suma por concepto de capital señalada en el requerimiento del 04 de agosto de 2020 es de 

$2.124.900, y la indicada en el requerimiento del 21 de agosto de 2020 es de $2.558.100; 

mientras que la suma que figura en la liquidación y que se pretende en la demanda ejecutiva 

es de $2.750.301 por concepto de capital. Es decir, en la demanda se incluyeron valores 

superiores a los que fueron objeto de los requerimientos previos, y tal discordancia hace 

que no exista un título claro y exigible. 

 

Bajo el anterior panorama, resulta claro que SALUD TOTAL E.P.S.-S. S.A. no dio 

cumplimiento a los requisitos previstos en la Resolución 2082 de 2016 de la UGPP con su 

Anexo Técnico, específicamente el relativo a las acciones persuasivas que implican requerir 

al deudor como mínimo dos veces después de elaborada la liquidación que presta mérito 

ejecutivo; y, por consiguiente, no acreditó la conformación del título ejecutivo complejo 

necesario para librar mandamiento. 

 

Recuérdese, que la constitución del título ejecutivo complejo emerge de la integralidad de 

los documentos que evidencian en su conjunto la existencia de una obligación clara, expresa 

y exigible; bajo esa óptica, para que el título prestara mérito ejecutivo, debían allegarse la 

totalidad de los documentos que lo componen, y éstos, además, debían cumplir los 

requisitos formales señalados por la Ley para tal efecto. Una omisión en ese sentido 

conduce indefectiblemente a negar el mandamiento de pago. 

 

En conclusión, el título presentado por SALUD TOTAL E.P.S.-S. S.A. no presta mérito 

ejecutivo y, en consecuencia, se negará el mandamiento de pago solicitado. 

 

En mérito de lo expuesto, el Juzgado Octavo de Pequeñas Causas Laborales de Bogotá,  

 

RESUELVE: 

 

PRIMERO: NEGAR EL MANDAMIENTO DE PAGO solicitado por SALUD TOTAL E.P.S.-S. 

S.A. en contra de GASOIL SERVICES S.A.S. E.S.P., conforme las razones expuestas en esta 

providencia. 

 

SEGUNDO: DEVOLVER las diligencias a la parte actora, previa la desanotación en el libro 

radicador. 

 

TERCERO: RECONOCER PERSONERÍA al Dr. ANDRÉS HERIBERTO TORRES ARAGÓN, 

identificado con la C.C. 73.205.246 y portador de la T.P. 155.713, para actuar como 
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apoderado judicial de la parte ejecutante, en los términos y parar los efectos del poder 

anexo.  

 

El presente auto se notifica en los Estados Electrónicos publicados en el micrositio web: 

https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-08-de-pequenas-causas-laborales-de-bogota/2020n1 

El expediente digital se puede solicitar en el email: j08lpcbta@cendoj.ramajudicial.gov.co 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 

 

 

 

 
JUZGADO OCTAVO LABORAL DE PEQUEÑAS CAUSAS DE 

BOGOTÁ D.C. 
 Hoy:  

30 de septiembre de 2021 
_____________________________________________ 

   Se notifica el auto anterior por anotación en el estado No. 110 
 

GLADYS DANIELA PÉREZ SILVA 

Secretaria 

https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-08-de-pequenas-causas-laborales-de-bogota/2020n1
mailto:j08lpcbta@cendoj.ramajudicial.gov.co
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INFORME SECRETARIAL. - Bogotá D.C., 29 de septiembre de 2021, al Despacho de la Juez, 

la presente DEMANDA EJECUTIVA LABORAL DE ÚNICA INSTANCIA, designada por 

reparto, radicada bajo el número 11001-41-05-008-2021-00398-00, de SALUD TOTAL 

E.P.S.-S. S.A. en contra de HERNÁN DE JESÚS MONTOYA LUJÁN, la cual consta de 60 folios, 

incluida la hoja de reparto, todos ellos electrónicos. Pendiente por resolver, sírvase 

proveer. 

GLADYS DANIELA PÉREZ SILVA 
Secretaria 

 

 

REPÚBLICA DE COLOMBIA 

 

RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

JUZGADO OCTAVO DE PEQUEÑAS CAUSAS LABORALES DE BOGOTÁ 

 

AUTO INTERLOCUTORIO 553 

Bogotá D.C., 29 de septiembre de 2021 

 

La presente demanda ejecutiva es presentada por SALUD TOTAL E.P.S.-S. S.A. en contra 

de HERNÁN DE JESÚS MONTOYA LUJÁN, con el fin de que se libre mandamiento de pago 

por concepto de los aportes obligatorios adeudados al Sistema de Salud, más los intereses 

moratorios. 

 

Anteriormente, a efectos de determinar la competencia por el factor territorial para 

conocer de asuntos donde se pretende la ejecución de aportes insolutos al Sistema de Salud, 

el Juzgado daba aplicación al criterio adoptado por la Sala Laboral de la Corte Suprema de 

Justicia en los Autos AL2490-2019 del 10 de julio de 2019 y AL4167-2019 del 14 de 

agosto de 2019, donde se establecía que debía acudirse a lo dispuesto en el artículo 110 del 

C.P.T., por ser la norma que resultaba más cercana. 

 

Conforme a los argumentos esbozados en tales providencias, el Juzgado precisaba en sus 

decisiones que, la competencia territorial en estos casos recaía en los jueces del trabajo del 

domicilio de la entidad de seguridad social demandante, entendiendo como tal la sucursal 

en donde se adelantó el procedimiento de cobro previo a la presentación de la acción 

ejecutiva, y donde se constituyó el título ejecutivo. 

 

Sin embargo, sobre el tema de la competencia territorial en estos asuntos, la Sala Laboral 

se pronunció recientemente, a través del Auto AL3473-2021 del 11 de agosto de 2021, en 

el que precisó la regla de competencia en los siguientes términos:  



2021-00398 

2 
 

“Como quiera que lo que se persigue en el presente asunto es el pago de aportes al 
Sistema de Seguridad Social, - cotizaciones a salud-, conviene precisar que el artículo 24 
de la Ley 100 de 1993, obliga a las entidades administradoras de los diferentes 
regímenes adelantar las acciones de cobro con motivo del incumplimiento de las 
obligaciones del empleador. 
 
Ahora bien, aun cuando nuestro estatuto procesal, no previó la regla de competencia 
para conocer del trámite de la acción ejecutiva a que alude la normativa antes 
referenciada, lo cierto es que el artículo 110 del Código Procesal del Trabajo y de la 
Seguridad Social, determina la competencia del juez laboral para conocer en asuntos 
de igual naturaleza, pero en relación al Instituto de Seguros Sociales, dentro del 
régimen de prima media con prestación definida. 
 
En tal virtud, acudiendo a la aplicación del principio de integración normativa de las 
normas procedimentales, es dable remitirnos a lo dispuesto en el artículo 110 ibidem, 
en tanto refiere que el funcionario competente para conocer de la ejecuciones 
promovidas por el ISS, con el objeto de lograr el pago de las cuotas o cotizaciones que 
se le adeuden, es el juez del lugar del domicilio de dicho ente de seguridad social o 
de la seccional en donde se hubiere proferido la resolución, título ejecutivo, por 
medio de la cual declara la obligación de pago de las cotizaciones adeudadas. 
 
Así las cosas, como la citada preceptiva determina la competencia del juez del trabajo 
en asuntos de igual naturaleza, es decir, en los que se busca garantizar los derechos a 
la seguridad social de los afiliados a través del cobro ejecutivo a los empleadores de 
aquellas cotizaciones que no fueron satisfechas oportunamente, es dable acudir a esa 
misma norma para efectos de dirimir la presente colisión negativa. 
(…) 
En consecuencia, pese a que el procedimiento de cobro de las cotizaciones en mora 
previo a la acción ejecutiva, se efectuó en los términos de los artículos 24 de la Ley 100 
de 1993 y 2 y 5 de su Decreto Reglamentario 2633 de 1994, fue remitido a la ciudad de 
Armenia, como se deduce de los documentos obrantes a folios (58 a 59 cuaderno del 
Juzgado Décimo Laboral de Pequeñas Causas de Bogotá) del expediente digital, y 
conforme la norma transcrita, cuando se pretenda el pago de cotizaciones en mora 
al sistema, la competencia radica en el juez del lugar del domicilio de la entidad 
de seguridad social o el de aquel donde se adelantaron las gestiones de cobro.”  

 

En ese orden, de acuerdo con el nuevo criterio adoptado por el Órgano de Cierre de la 

jurisdicción ordinaria laboral, en casos como el presente, la competencia territorial se rige 

por lo dispuesto en el artículo 110 del C.P.T., en el entendido de que, el conocimiento lo 

asumirá el juez del domicilio principal de la entidad de seguridad social o el de la seccional 

donde se adelantaron las gestiones de cobro y donde se constituyó el título ejecutivo.  

 

Aplicando tales parámetros jurisprudenciales al caso en estudio, el Juzgado considera que 

es competente para conocer la demanda ejecutiva por la naturaleza de la obligación, la 

cuantía de las pretensiones y el domicilio principal de la demandante, razón por la cual, 

procede al estudio de los documentos presentados como título base del recaudo. 

 

Sobre la procedencia de la ejecución en materia laboral, el artículo 100 del C.P.T. señala: 

“Será exigible ejecutivamente el cumplimiento de toda obligación originada en una relación 

de trabajo, que conste en acto o documento que provenga del deudor o de su causante o que 

emane de una decisión judicial o arbitral firme”. En concordancia con la norma anterior, el 
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artículo 422 del C.G.P. señala: “Pueden demandarse ejecutivamente las obligaciones expresas, 

claras y exigibles que consten en documentos que provengan del deudor o de su causante, y 

constituyan plena prueba contra él”. 

 

Ahora bien, el concepto cuya ejecución se pretende en el presente caso, corresponde a los 

aportes obligatorios al Sistema de Salud que un empleador dejó de pagar respecto de uno 

o más trabajadores. Esta acreencia tiene una connotación especial en cuanto al título 

ejecutivo que se requiere para la viabilidad del mandamiento de pago, pues se trata de un 

título ejecutivo complejo que está conformado por distintos documentos que surgen del 

procedimiento de cobro que debe adelantar la E.P.S. previo a la acción ejecutiva, y el cual 

está regulado en las normas que a continuación se detallan: 

 

En primer lugar, es preciso acudir al Decreto 2353 de 2015 “Por el cual se unifican y 

actualizan las reglas de afiliación al Sistema General de Seguridad Social en Salud…”, y 

puntualmente al artículo 76 que establece lo siguiente: 

 

ARTÍCULO 76. OBLIGACIONES DE LAS EPS FRENTE A LOS APORTANTES EN MORA. 
<Artículo compilado en el artículo 2.1.9.6 del Decreto Único Reglamentario 780 de 2016> 
Cuando el empleador o el trabajador independiente incurra en mora en el pago de las 
cotizaciones al Sistema General de Seguridad Social en Salud, la EPS deberá proceder a: 
 
76.1. Adelantar las acciones de cobro de los aportes en mora. La EPS deberá notificar al 
aportante que se encuentra en mora mediante una comunicación que será enviada dentro 
de los diez (10) días siguientes al mes de mora e informar que si no ha reportado la novedad 
de terminación de la inscripción de la EPS por haber perdido las condiciones para 
pertenecer al régimen contributivo, deberá hacerlo a más tardar dentro de los cinco (5) días 
siguientes al recibo de la misma, así como de las consecuencias de la suspensión de la 
afiliación; si el aportante así requerido no pagare las cotizaciones cobradas deberá remitir 
la cuenta de cobro cada mes.  
(…) 
PARÁGRAFO 1o. Las acciones de cobro por las cotizaciones e intereses de mora adeudados 
serán adelantadas por las EPS conforme a los estándares de procesos que fije la Unidad 
Administrativa Especial de Gestión Pensional y Contribuciones Parafiscales de la Protección 
Social (UGPP), sin perjuicio de que la Unidad ejerza las acciones de determinación y cobro 
de la mora en que incurran los aportantes en el pago de las cotizaciones en forma 
preferente, en especial, respecto de los trabajadores independientes que reportaron la 
novedad de pérdida de las condiciones para continuar cotizando al Sistema. 

 

De acuerdo con el parágrafo, las acciones de cobro serán adelantadas por las E.P.S. 

conforme a los estándares de procesos que fije la UGPP. Dichos estándares están definidos 

en la Resolución 2082 de 2016 “Por medio de la cual se subroga la Resolución 444 del 28 

de junio de 2013”, cuyo objeto y ámbito de aplicación son los siguientes: 

 

ARTÍCULO 1. OBJETO. El objeto de la presente resolución es definir y determinar el objeto y 
alcance de los estándares de procesos de cobro que deben adoptar las Administradoras de 
la Protección Social en el cumplimiento de las acciones de seguimiento y cobro a los 
aportantes morosos obligados en el pago de las Contribuciones Parafiscales de la Protección 
Social (…). 
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ARTÍCULO 2. ÁMBITO DE APLICACIÓN. Las Administradoras Públicas y Privadas de la 
Protección Social conformado por el Sistema General de Seguridad Social Integral (Salud, 
Pensiones y Riesgos Laborales)… están obligadas al cumplimiento de los estándares de 
cobro que se establecen en la presente resolución, sin perjuicio del procedimiento y los 
términos establecidos en las disposiciones legales que le aplican para el ejercicio de sus 
respectivas funciones. 

 

Para el presente caso interesa especialmente el Capítulo III de la Resolución 2082 de 2016 

que contempla el estándar de “Acciones de Cobro” en los siguientes términos:  

 

ARTÍCULO 11. CONSTITUCIÓN TÍTULO EJECUTIVO. La Unidad verificará que las 
administradoras privadas hayan expedido en un plazo máximo de cuatro (4) meses contado 
a partir de la fecha límite de pago, la liquidación que preste mérito ejecutivo sin perjuicio 
de lo dispuesto en las normas legales aplicables al respectivo subsistema. Y para las 
administradoras públicas, el plazo máximo para expedir el acto administrativo que preste 
mérito ejecutivo, es de seis (6) meses. 
 
ARTÍCULO 12. ACCIONES PERSUASIVAS. Una vez las Administradoras constituyan el título 
que presta mérito ejecutivo, deben contactar al deudor como mínimo dos veces. El primer 
contacto lo deben realizar dentro de los quince (15) días calendario siguientes a la 
constitución y firmeza del título ejecutivo, según el caso, y el segundo, dentro de los treinta 
(30) días calendario siguientes a la fecha en que se realizó el primer contacto, sin superar 
cuarenta y cinco (45) días calendario, de conformidad con los criterios que se definen en el 
Anexo Técnico Capítulo 3. 
 
ARTÍCULO 13. ACCIONES JURÍDICAS. Vencido el plazo anterior las administradoras 
contarán con un plazo máximo de cinco (5) meses para dar inicio a las acciones de cobro 
coactivo o judicial, según el caso. 

 

Ahora, respecto de los requisitos que deben tener las comunicaciones de cobro persuasivo, 

la Resolución 2082 de 2016 contiene un Anexo Técnico, en cuyo Capítulo 3° se establece 

lo siguiente: 

 

5. CONTENIDO MÍNIMO DE LAS COMUNICACIONES DE COBRO PERSUASIVO 
 
Las comunicaciones enviadas a los aportantes en mora en el marco de las acciones 
persuasivas deben suministrar información cierta, suficiente, concreta, actualizada y de 
fácil comprensión sobre la importancia de realizar el pago voluntario de las contribuciones 
de la Protección Social y evitar las acciones de cobro jurídico o coactivo que pudieran 
generarse. En el caso de las obligaciones adeudadas a los subsistemas de salud, pensión, 
riesgos laborales, debe incluirse en la comunicación la información de los cotizantes 
respecto de los cuales se registra mora. Para el Sena, ICBF y Subsidio Familiar la 
información será por aportante. 
 
De acuerdo con lo anterior, la información mínima que deben contener las comunicaciones 
de cobro persuasivo es la siguiente: 
 
1. Nombre de la Administradora que realiza la comunicación. 
2. Nombre o razón social e identificación del aportante. 
3. Resumen del periodo o periodos adeudados, indicando claramente mes y año. 
4. Indicar que los intereses moratorios serán liquidados por la Planilla PILA. 
5. Describir el título ejecutivo en el cual consta la obligación, esto es: i) Tipo de título, por 
ejemplo, liquidación de aportes, resolución, o el que corresponda, ii) fecha de expedición, iii) 
fecha de firmeza del título o exigibilidad de la obligación, según corresponda. 
6. Mencionar de forma general la importancia de realizar el pago voluntario de las 
contribuciones parafiscales de la protección social y evitar las acciones de cobro jurídico o 
coactivo que pudieran generarse. 
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7. Medios de pago de la obligación. 
8. Advertir el inicio de acciones de cobro jurídico y decreto de medidas cautelares, en caso 
de renuencia en el pago. 
9. Advertir el deber y la importancia de reportar las novedades de la afiliación al Sistema 
de la Protección Social. 
10. Informar el medio de contacto de la Administradora para absolver dudas o inquietudes. 
 
6. CANALES DE COMUNICACIÓN PARA LA GESTIÓN DE COBRO PERSUASIVO 
 
La primera comunicación para el cobro persuasivo de las Contribuciones de la Protección 
Social debe realizarse por medio escrito. 
La segunda comunicación obligatoria y las demás que decidan realizar las Administradoras, 
deben comunicarse por uno (1) de los siguientes canales: 
1. Llamada telefónica 
2. Correo electrónico 
3. Correo físico 
4. Fax 
5. Mensaje de texto. 

 

Conforme a los anteriores preceptos normativos, previo a iniciar una demanda ejecutiva en 

la que se pretenda el pago de los aportes obligatorios adeudados al Sistema de Salud, y con 

el fin de constituir el título ejecutivo complejo, las E.P.S. deben cumplir los siguientes 

requisitos: 

 

(i) La expedición de la liquidación que preste mérito ejecutivo, en un plazo máximo de 4 

meses contados a partir de la fecha límite del pago del aporte. 

(ii) Una vez expedida la liquidación, debe adelantar las acciones persuasivas que implican 

contactar al deudor como mínimo 2 veces: 

- El primer requerimiento/contacto/comunicación debe ser escrito, contener -entre 

otros- la información de los cotizantes respecto de los cuales se registra la mora y un 

resumen de los periodos y valores adeudados, enviarse al empleador dentro de los 15 

días calendario siguientes a la constitución y firmeza de la liquidación, y obtener la 

constancia de entrega y el cotejo de los documentos. 

- El segundo requerimiento/contacto/comunicación puede comunicarse por cualquier 

canal, pero debe realizarse dentro de los 30 días calendario siguientes a la fecha en que 

se realizó el primer contacto, sin superar 45 días calendario. 

 

Como se puede notar, la norma establece una estricta ritualidad para adelantar las acciones 

persuasivas, toda vez que constituyen un requisito sine qua non para iniciar la acción 

ejecutiva, de manera que sin su satisfacción no es viable la ejecución de la liquidación. 

 

Además, importa destacar que, el primer requerimiento debe enviarse al empleador por 

medio de correo certificado a la dirección de notificación registrada en el certificado de 

existencia y representación legal o en el certificado de matrícula mercantil de persona 

natural, y además, obtener de la empresa de correo la constancia de entrega y el cotejo de 

los documentos. Ello no puede ser de otra manera, pues, la finalidad de la etapa de cobro 
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persuasivo es poner en conocimiento del deudor la suma que adeuda para lograr el pago 

voluntario, y evitar las acciones judiciales o de jurisdicción coactiva, según el caso. 

 

Así las cosas, del cumplimiento de la totalidad de los requisitos previstos en la norma citada, 

dependerá la existencia del título ejecutivo complejo, con las características de claridad, 

expresividad y exigibilidad, que se requiere para el cobro de los aportes obligatorios al 

Sistema de Salud, y que resulta indispensable para librar mandamiento de pago.  

 

Descendiendo al caso concreto, se tiene que SALUD TOTAL E.P.S.-S. S.A. aporta como 

título base del recaudo, la liquidación de los aportes adeudados por el empleador HERNÁN 

DE JESÚS MONTOYA LUJÁN, elaborado el día 15 de octubre de 2020 (folio 15). 

 

Asimismo, aporta el primer contacto para cobro persuasivo realizado por escrito al 

empleador el día 04 de agosto de 2020, enviado y entregado por correo certificado en la 

dirección: BR EL BOSQUE TRASVERSAL 52 A 20-45 en la ciudad de Cartagena (folios 17 y 

18).  

  

Sin embargo, ese primer requerimiento presenta múltiples falencias, a saber: 

 

(i) No se hizo dentro del término señalado en el artículo 12 de la Resolución 2082 de 

2016: “El primer contacto lo deben realizar dentro de los quince (15) días calendario 

siguientes a la constitución y firmeza del título ejecutivo”, toda vez que el requerimiento 

se efectuó antes de la expedición de la liquidación que presta mérito ejecutivo.  

 

(ii) Se entregó en una dirección que no corresponde a la registrada en el Certificado de 

la Cámara de Comercio aportado con la demanda, esto es: BR MANZANILLO ESCUELA 

NAVAL en la ciudad de Cartagena (folio 22 a 24). 

 

(iii) No contiene el detalle de la deuda con la relación de los trabajadores, valores y 

periodos en mora. Si bien en el documento la demandante señaló que “contamos con 

un título ejecutivo en firme soportado en el Estado de Cuenta anexo, donde consta que el 

aportante… adeuda al SGSSS”, lo cierto es que dicho estado de cuenta no fue aportado, 

lo que impide establecer si cumplía con el lleno de los requisitos previstos en el 

numeral 5° del Capítulo 3º del Anexo Técnico de la Resolución 2082 de 2016; y  

 

(iv) Se prescindió de cotejar el requerimiento, de manera que no es posible comprobar que 

el documento que obra en el expediente fue en realidad el que se entregó al empleador.  

 

Por otro lado, se observa que, no fue aportado el segundo contacto para cobro persuasivo, 

ni se allegó prueba alguna que demuestre que éste se haya hecho a través de uno de los 
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siguientes canales: llamada telefónica, correo electrónico, correo físico, fax o mensaje de 

texto.  

 

Bajo el anterior panorama, resulta claro que SALUD TOTAL E.P.S.-S. S.A. no dio 

cumplimiento a los requisitos previstos en la Resolución 2082 de 2016 de la UGPP con su 

Anexo Técnico, específicamente el relativo a las acciones persuasivas que implican requerir 

al deudor como mínimo dos veces después de elaborada la liquidación que presta mérito 

ejecutivo; y, por consiguiente, no acreditó la conformación del título ejecutivo complejo 

necesario para librar mandamiento. 

 

Recuérdese, que la constitución del título ejecutivo complejo emerge de la integralidad de 

los documentos que evidencian en su conjunto la existencia de una obligación clara, expresa 

y exigible; bajo esa óptica, para que el título prestara mérito ejecutivo, debían allegarse la 

totalidad de los documentos que lo componen, y éstos, además, debían cumplir los 

requisitos formales señalados por la Ley para tal efecto. Una omisión en ese sentido 

conduce indefectiblemente a negar el mandamiento de pago. 

 

En conclusión, el título presentado por SALUD TOTAL E.P.S.-S. S.A. no presta mérito 

ejecutivo y, en consecuencia, se negará el mandamiento de pago solicitado. 

 

En mérito de lo expuesto, el Juzgado Octavo de Pequeñas Causas Laborales de Bogotá,  

 

RESUELVE: 

 

PRIMERO: NEGAR EL MANDAMIENTO DE PAGO solicitado por SALUD TOTAL E.P.S.-S. 

S.A. en contra de HERNÁN DE JESÚS MONTOYA LUJÁN, conforme las razones expuestas 

en esta providencia. 

 

SEGUNDO: DEVOLVER las diligencias a la parte actora, previa la desanotación en el libro 

radicador. 

 

TERCERO: RECONOCER PERSONERÍA al Dr. ANDRÉS HERIBERTO TORRES ARAGÓN, 

identificado con la C.C. 73.205.246 y portador de la T.P. 155.713, para actuar como 

apoderado judicial de la parte ejecutante, en los términos y parar los efectos del poder 

anexo.  

 

El presente auto se notifica en los Estados Electrónicos publicados en el micrositio web: 

https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-08-de-pequenas-causas-laborales-de-bogota/2020n1 

El expediente digital se puede solicitar en el email: j08lpcbta@cendoj.ramajudicial.gov.co 

 

https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-08-de-pequenas-causas-laborales-de-bogota/2020n1
mailto:j08lpcbta@cendoj.ramajudicial.gov.co
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NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 

 

 

 

 
JUZGADO OCTAVO LABORAL DE PEQUEÑAS CAUSAS DE 

BOGOTÁ D.C. 
 Hoy:  

30 de septiembre de 2021 

_____________________________________________ 
   Se notifica el auto anterior por anotación en el estado No. 110 
 

GLADYS DANIELA PÉREZ SILVA 
Secretaria 
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INFORME SECRETARIAL. - Bogotá D.C., 29 de septiembre de 2021, al Despacho de la Juez, 

la presente DEMANDA EJECUTIVA LABORAL DE ÚNICA INSTANCIA, designada por 

reparto, radicada bajo el número 11001-41-05-008-2021-00400-00, de SALUD TOTAL 

E.P.S.-S. S.A. en contra de IKER.Z CONSTRUCCIONES S.A.S., la cual consta de 63 folios, 

incluida la hoja de reparto, todos ellos electrónicos. Pendiente por resolver, sírvase 

proveer. 

GLADYS DANIELA PÉREZ SILVA 
Secretaria 

 

 

REPÚBLICA DE COLOMBIA 

 

RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

JUZGADO OCTAVO DE PEQUEÑAS CAUSAS LABORALES DE BOGOTÁ 

 

AUTO INTERLOCUTORIO 554 

Bogotá D.C., 29 de septiembre de 2021 

 

La presente demanda ejecutiva es presentada por SALUD TOTAL E.P.S.-S. S.A. en contra 

de IKER.Z CONSTRUCCIONES S.A.S., con el fin de que se libre mandamiento de pago por 

concepto de los aportes obligatorios adeudados al Sistema de Salud, más los intereses 

moratorios. 

 

Anteriormente, a efectos de determinar la competencia por el factor territorial para 

conocer de asuntos donde se pretende la ejecución de aportes insolutos al Sistema de Salud, 

el Juzgado daba aplicación al criterio adoptado por la Sala Laboral de la Corte Suprema de 

Justicia en los Autos AL2490-2019 del 10 de julio de 2019 y AL4167-2019 del 14 de 

agosto de 2019, donde se establecía que debía acudirse a lo dispuesto en el artículo 110 del 

C.P.T., por ser la norma que resultaba más cercana. 

 

Conforme a los argumentos esbozados en tales providencias, el Juzgado precisaba en sus 

decisiones que, la competencia territorial en estos casos recaía en los jueces del trabajo del 

domicilio de la entidad de seguridad social demandante, entendiendo como tal la sucursal 

en donde se adelantó el procedimiento de cobro previo a la presentación de la acción 

ejecutiva, y donde se constituyó el título ejecutivo. 

 

Sin embargo, sobre el tema de la competencia territorial en estos asuntos, la Sala Laboral 

se pronunció recientemente, a través del Auto AL3473-2021 del 11 de agosto de 2021, en 

el que precisó la regla de competencia en los siguientes términos:  
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“Como quiera que lo que se persigue en el presente asunto es el pago de aportes al 
Sistema de Seguridad Social, - cotizaciones a salud-, conviene precisar que el artículo 24 
de la Ley 100 de 1993, obliga a las entidades administradoras de los diferentes 
regímenes adelantar las acciones de cobro con motivo del incumplimiento de las 
obligaciones del empleador. 
 
Ahora bien, aun cuando nuestro estatuto procesal, no previó la regla de competencia 
para conocer del trámite de la acción ejecutiva a que alude la normativa antes 
referenciada, lo cierto es que el artículo 110 del Código Procesal del Trabajo y de la 
Seguridad Social, determina la competencia del juez laboral para conocer en asuntos 
de igual naturaleza, pero en relación al Instituto de Seguros Sociales, dentro del 
régimen de prima media con prestación definida. 
 
En tal virtud, acudiendo a la aplicación del principio de integración normativa de las 
normas procedimentales, es dable remitirnos a lo dispuesto en el artículo 110 ibidem, 
en tanto refiere que el funcionario competente para conocer de la ejecuciones 
promovidas por el ISS, con el objeto de lograr el pago de las cuotas o cotizaciones que 
se le adeuden, es el juez del lugar del domicilio de dicho ente de seguridad social o 
de la seccional en donde se hubiere proferido la resolución, título ejecutivo, por 
medio de la cual declara la obligación de pago de las cotizaciones adeudadas. 
 
Así las cosas, como la citada preceptiva determina la competencia del juez del trabajo 
en asuntos de igual naturaleza, es decir, en los que se busca garantizar los derechos a 
la seguridad social de los afiliados a través del cobro ejecutivo a los empleadores de 
aquellas cotizaciones que no fueron satisfechas oportunamente, es dable acudir a esa 
misma norma para efectos de dirimir la presente colisión negativa. 
(…) 
En consecuencia, pese a que el procedimiento de cobro de las cotizaciones en mora 
previo a la acción ejecutiva, se efectuó en los términos de los artículos 24 de la Ley 100 
de 1993 y 2 y 5 de su Decreto Reglamentario 2633 de 1994, fue remitido a la ciudad de 
Armenia, como se deduce de los documentos obrantes a folios (58 a 59 cuaderno del 
Juzgado Décimo Laboral de Pequeñas Causas de Bogotá) del expediente digital, y 
conforme la norma transcrita, cuando se pretenda el pago de cotizaciones en mora 
al sistema, la competencia radica en el juez del lugar del domicilio de la entidad 
de seguridad social o el de aquel donde se adelantaron las gestiones de cobro.”  

 

En ese orden, de acuerdo con el nuevo criterio adoptado por el Órgano de Cierre de la 

jurisdicción ordinaria laboral, en casos como el presente, la competencia territorial se rige 

por lo dispuesto en el artículo 110 del C.P.T., en el entendido de que, el conocimiento lo 

asumirá el juez del domicilio principal de la entidad de seguridad social o el de la seccional 

donde se adelantaron las gestiones de cobro y donde se constituyó el título ejecutivo.  

 

Aplicando tales parámetros jurisprudenciales al caso en estudio, el Juzgado considera que 

es competente para conocer la demanda ejecutiva por la naturaleza de la obligación, la 

cuantía de las pretensiones y el domicilio principal de la demandante, razón por la cual, 

procede al estudio de los documentos presentados como título base del recaudo. 

 

Sobre la procedencia de la ejecución en materia laboral, el artículo 100 del C.P.T. señala: 

“Será exigible ejecutivamente el cumplimiento de toda obligación originada en una relación 

de trabajo, que conste en acto o documento que provenga del deudor o de su causante o que 

emane de una decisión judicial o arbitral firme”. En concordancia con la norma anterior, el 
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artículo 422 del C.G.P. señala: “Pueden demandarse ejecutivamente las obligaciones expresas, 

claras y exigibles que consten en documentos que provengan del deudor o de su causante, y 

constituyan plena prueba contra él”. 

 

Ahora bien, el concepto cuya ejecución se pretende en el presente caso, corresponde a los 

aportes obligatorios al Sistema de Salud que un empleador dejó de pagar respecto de uno 

o más trabajadores. Esta acreencia tiene una connotación especial en cuanto al título 

ejecutivo que se requiere para la viabilidad del mandamiento de pago, pues se trata de un 

título ejecutivo complejo que está conformado por distintos documentos que surgen del 

procedimiento de cobro que debe adelantar la E.P.S. previo a la acción ejecutiva, y el cual 

está regulado en las normas que a continuación se detallan: 

 

En primer lugar, es preciso acudir al Decreto 2353 de 2015 “Por el cual se unifican y 

actualizan las reglas de afiliación al Sistema General de Seguridad Social en Salud…”, y 

puntualmente al artículo 76 que establece lo siguiente: 

 

ARTÍCULO 76. OBLIGACIONES DE LAS EPS FRENTE A LOS APORTANTES EN MORA. 
<Artículo compilado en el artículo 2.1.9.6 del Decreto Único Reglamentario 780 de 2016> 
Cuando el empleador o el trabajador independiente incurra en mora en el pago de las 
cotizaciones al Sistema General de Seguridad Social en Salud, la EPS deberá proceder a: 
 
76.1. Adelantar las acciones de cobro de los aportes en mora. La EPS deberá notificar al 
aportante que se encuentra en mora mediante una comunicación que será enviada dentro 
de los diez (10) días siguientes al mes de mora e informar que si no ha reportado la novedad 
de terminación de la inscripción de la EPS por haber perdido las condiciones para 
pertenecer al régimen contributivo, deberá hacerlo a más tardar dentro de los cinco (5) días 
siguientes al recibo de la misma, así como de las consecuencias de la suspensión de la 
afiliación; si el aportante así requerido no pagare las cotizaciones cobradas deberá remitir 
la cuenta de cobro cada mes.  
(…) 
PARÁGRAFO 1o. Las acciones de cobro por las cotizaciones e intereses de mora adeudados 
serán adelantadas por las EPS conforme a los estándares de procesos que fije la Unidad 
Administrativa Especial de Gestión Pensional y Contribuciones Parafiscales de la Protección 
Social (UGPP), sin perjuicio de que la Unidad ejerza las acciones de determinación y cobro 
de la mora en que incurran los aportantes en el pago de las cotizaciones en forma 
preferente, en especial, respecto de los trabajadores independientes que reportaron la 
novedad de pérdida de las condiciones para continuar cotizando al Sistema. 

 

De acuerdo con el parágrafo, las acciones de cobro serán adelantadas por las E.P.S. 

conforme a los estándares de procesos que fije la UGPP. Dichos estándares están definidos 

en la Resolución 2082 de 2016 “Por medio de la cual se subroga la Resolución 444 del 28 

de junio de 2013”, cuyo objeto y ámbito de aplicación son los siguientes: 

 

ARTÍCULO 1. OBJETO. El objeto de la presente resolución es definir y determinar el objeto y 
alcance de los estándares de procesos de cobro que deben adoptar las Administradoras de 
la Protección Social en el cumplimiento de las acciones de seguimiento y cobro a los 
aportantes morosos obligados en el pago de las Contribuciones Parafiscales de la Protección 
Social (…). 
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ARTÍCULO 2. ÁMBITO DE APLICACIÓN. Las Administradoras Públicas y Privadas de la 
Protección Social conformado por el Sistema General de Seguridad Social Integral (Salud, 
Pensiones y Riesgos Laborales)… están obligadas al cumplimiento de los estándares de 
cobro que se establecen en la presente resolución, sin perjuicio del procedimiento y los 
términos establecidos en las disposiciones legales que le aplican para el ejercicio de sus 
respectivas funciones. 

 

Para el presente caso interesa especialmente el Capítulo III de la Resolución 2082 de 2016 

que contempla el estándar de “Acciones de Cobro” en los siguientes términos:  

 

ARTÍCULO 11. CONSTITUCIÓN TÍTULO EJECUTIVO. La Unidad verificará que las 
administradoras privadas hayan expedido en un plazo máximo de cuatro (4) meses contado 
a partir de la fecha límite de pago, la liquidación que preste mérito ejecutivo sin perjuicio 
de lo dispuesto en las normas legales aplicables al respectivo subsistema. Y para las 
administradoras públicas, el plazo máximo para expedir el acto administrativo que preste 
mérito ejecutivo, es de seis (6) meses. 
 
ARTÍCULO 12. ACCIONES PERSUASIVAS. Una vez las Administradoras constituyan el título 
que presta mérito ejecutivo, deben contactar al deudor como mínimo dos veces. El primer 
contacto lo deben realizar dentro de los quince (15) días calendario siguientes a la 
constitución y firmeza del título ejecutivo, según el caso, y el segundo, dentro de los treinta 
(30) días calendario siguientes a la fecha en que se realizó el primer contacto, sin superar 
cuarenta y cinco (45) días calendario, de conformidad con los criterios que se definen en el 
Anexo Técnico Capítulo 3. 
 
ARTÍCULO 13. ACCIONES JURÍDICAS. Vencido el plazo anterior las administradoras 
contarán con un plazo máximo de cinco (5) meses para dar inicio a las acciones de cobro 
coactivo o judicial, según el caso. 

 

Ahora, respecto de los requisitos que deben tener las comunicaciones de cobro persuasivo, 

la Resolución 2082 de 2016 contiene un Anexo Técnico, en cuyo Capítulo 3° se establece 

lo siguiente: 

 

5. CONTENIDO MÍNIMO DE LAS COMUNICACIONES DE COBRO PERSUASIVO 
 
Las comunicaciones enviadas a los aportantes en mora en el marco de las acciones 
persuasivas deben suministrar información cierta, suficiente, concreta, actualizada y de 
fácil comprensión sobre la importancia de realizar el pago voluntario de las contribuciones 
de la Protección Social y evitar las acciones de cobro jurídico o coactivo que pudieran 
generarse. En el caso de las obligaciones adeudadas a los subsistemas de salud, pensión, 
riesgos laborales, debe incluirse en la comunicación la información de los cotizantes 
respecto de los cuales se registra mora. Para el Sena, ICBF y Subsidio Familiar la 
información será por aportante. 
 
De acuerdo con lo anterior, la información mínima que deben contener las comunicaciones 
de cobro persuasivo es la siguiente: 
 
1. Nombre de la Administradora que realiza la comunicación. 
2. Nombre o razón social e identificación del aportante. 
3. Resumen del periodo o periodos adeudados, indicando claramente mes y año. 
4. Indicar que los intereses moratorios serán liquidados por la Planilla PILA. 
5. Describir el título ejecutivo en el cual consta la obligación, esto es: i) Tipo de título, por 
ejemplo, liquidación de aportes, resolución, o el que corresponda, ii) fecha de expedición, iii) 
fecha de firmeza del título o exigibilidad de la obligación, según corresponda. 
6. Mencionar de forma general la importancia de realizar el pago voluntario de las 
contribuciones parafiscales de la protección social y evitar las acciones de cobro jurídico o 
coactivo que pudieran generarse. 
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7. Medios de pago de la obligación. 
8. Advertir el inicio de acciones de cobro jurídico y decreto de medidas cautelares, en caso 
de renuencia en el pago. 
9. Advertir el deber y la importancia de reportar las novedades de la afiliación al Sistema 
de la Protección Social. 
10. Informar el medio de contacto de la Administradora para absolver dudas o inquietudes. 
 
6. CANALES DE COMUNICACIÓN PARA LA GESTIÓN DE COBRO PERSUASIVO 
 
La primera comunicación para el cobro persuasivo de las Contribuciones de la Protección 
Social debe realizarse por medio escrito. 
La segunda comunicación obligatoria y las demás que decidan realizar las Administradoras, 
deben comunicarse por uno (1) de los siguientes canales: 
1. Llamada telefónica 
2. Correo electrónico 
3. Correo físico 
4. Fax 
5. Mensaje de texto. 

 

Conforme a los anteriores preceptos normativos, previo a iniciar una demanda ejecutiva en 

la que se pretenda el pago de los aportes obligatorios adeudados al Sistema de Salud, y con 

el fin de constituir el título ejecutivo complejo, las E.P.S. deben cumplir los siguientes 

requisitos: 

 

(i) La expedición de la liquidación que preste mérito ejecutivo, en un plazo máximo de 4 

meses contados a partir de la fecha límite del pago del aporte. 

(ii) Una vez expedida la liquidación, debe adelantar las acciones persuasivas que implican 

contactar al deudor como mínimo 2 veces: 

- El primer requerimiento/contacto/comunicación debe ser escrito, contener -entre 

otros- la información de los cotizantes respecto de los cuales se registra la mora y un 

resumen de los periodos y valores adeudados, enviarse al empleador dentro de los 15 

días calendario siguientes a la constitución y firmeza de la liquidación, y obtener la 

constancia de entrega y el cotejo de los documentos. 

- El segundo requerimiento/contacto/comunicación puede comunicarse por cualquier 

canal, pero debe realizarse dentro de los 30 días calendario siguientes a la fecha en que 

se realizó el primer contacto, sin superar 45 días calendario. 

 

Como se puede notar, la norma establece una estricta ritualidad para adelantar las acciones 

persuasivas, toda vez que constituyen un requisito sine qua non para iniciar la acción 

ejecutiva, de manera que sin su satisfacción no es viable la ejecución de la liquidación. 

 

Además, importa destacar que, el primer requerimiento debe enviarse al empleador por 

medio de correo certificado a la dirección de notificación registrada en el certificado de 

existencia y representación legal o en el certificado de matrícula mercantil de persona 

natural, y además, obtener de la empresa de correo la constancia de entrega y el cotejo de 

los documentos. Ello no puede ser de otra manera, pues, la finalidad de la etapa de cobro 
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persuasivo es poner en conocimiento del deudor la suma que adeuda para lograr el pago 

voluntario, y evitar las acciones judiciales o de jurisdicción coactiva, según el caso. 

 

Así las cosas, del cumplimiento de la totalidad de los requisitos previstos en la norma citada, 

dependerá la existencia del título ejecutivo complejo, con las características de claridad, 

expresividad y exigibilidad, que se requiere para el cobro de los aportes obligatorios al 

Sistema de Salud, y que resulta indispensable para librar mandamiento de pago.  

 

Descendiendo al caso concreto, se tiene que SALUD TOTAL E.P.S.-S. S.A. aporta como 

título base del recaudo, la liquidación de los aportes adeudados por el empleador IKER.Z 

CONSTRUCCIONES S.A.S., elaborada el día 12 de noviembre de 2020 (folio 15). 

 

Asimismo, aporta el primer contacto para cobro persuasivo realizado por escrito al 

empleador el día 16 de septiembre de 2020, enviado y entregado por correo certificado en 

la dirección: Barrio Salvador Allende Alto 191 en la ciudad de Armenia (folios 17 y 18), la 

cual consta en el Certificado de la Cámara de Comercio aportado con la demanda (folios 25 

a 27).  

 

Sin embargo, ese primer requerimiento presenta múltiples falencias, a saber: 

 

(i) No se hizo dentro del término señalado en el artículo 12 de la Resolución 2082 de 

2016: “El primer contacto lo deben realizar dentro de los quince (15) días calendario 

siguientes a la constitución y firmeza del título ejecutivo”, toda vez que el requerimiento 

se efectuó antes de la expedición de la liquidación que presta mérito ejecutivo.  

 

(ii) No contiene el detalle de la deuda con la relación de los trabajadores, valores y 

periodos en mora. Si bien en el documento la demandante señaló que “contamos con 

un título ejecutivo en firme soportado en el Estado de Cuenta anexo, donde consta que el 

aportante… adeuda al SGSSS”, lo cierto es que dicho estado de cuenta no fue aportado, 

lo que impide establecer si cumplía con el lleno de los requisitos previstos en el 

numeral 5° del Capítulo 3º del Anexo Técnico de la Resolución 2082 de 2016; y  

 

(iii) Se prescindió de cotejar el requerimiento, de manera que no es posible comprobar que 

el documento que obra en el expediente fue en realidad el que se entregó al empleador.  

 

De otro lado, aporta el segundo contacto realizado al empleador el día 02 de octubre de 

2020, esto es, dentro de los 30 días siguientes a la fecha en que se realizó el primero. No 

obstante, si bien esta comunicación fue enviada y entregada por correo certificado en la 

dirección de notificaciones judiciales de la demandada, no cuenta con el cotejo que permita 

determinar que fue efectivamente entregada (folios 19 a 21).    
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Aunado a lo anterior, es de resaltar que los requerimientos son imperfectos, dado que el 

valor indicado al momento de conminar al empleador a pagar voluntariamente, no 

corresponde al valor que se alega como adeudado en la demanda ejecutiva. En efecto, la 

suma por concepto de capital señalada en el requerimiento del 16 de septiembre de 2020 

es de $2.029.400, y la indicada en el requerimiento del 02 de octubre de 2020 es de 

$3.660.389; mientras que la suma que figura en la liquidación y que se pretende en la 

demanda ejecutiva es de $3.548.292 por concepto de capital. Es decir, en la demanda se 

incluyeron valores superiores a los que fueron objeto de los requerimientos previos, y tal 

discordancia hace que no exista un título claro y exigible. 

 

Bajo el anterior panorama, resulta claro que SALUD TOTAL E.P.S.-S. S.A. no dio 

cumplimiento a los requisitos previstos en la Resolución 2082 de 2016 de la UGPP con su 

Anexo Técnico, específicamente el relativo a las acciones persuasivas que implican requerir 

al deudor como mínimo dos veces después de elaborada la liquidación que presta mérito 

ejecutivo; y, por consiguiente, no acreditó la conformación del título ejecutivo complejo 

necesario para librar mandamiento. 

 

Recuérdese, que la constitución del título ejecutivo complejo emerge de la integralidad de 

los documentos que evidencian en su conjunto la existencia de una obligación clara, expresa 

y exigible; bajo esa óptica, para que el título prestara mérito ejecutivo, debían allegarse la 

totalidad de los documentos que lo componen, y éstos, además, debían cumplir los 

requisitos formales señalados por la Ley para tal efecto. Una omisión en ese sentido 

conduce indefectiblemente a negar el mandamiento de pago. 

 

En conclusión, el título presentado por SALUD TOTAL E.P.S.-S. S.A. no presta mérito 

ejecutivo y, en consecuencia, se negará el mandamiento de pago solicitado. 

 

En mérito de lo expuesto, el Juzgado Octavo de Pequeñas Causas Laborales de Bogotá,  

 

RESUELVE: 

 

PRIMERO: NEGAR EL MANDAMIENTO DE PAGO solicitado por SALUD TOTAL E.P.S.-S. 

S.A. en contra de IKER.Z CONSTRUCCIONES S.A.S., conforme las razones expuestas en esta 

providencia. 

 

SEGUNDO: DEVOLVER las diligencias a la parte actora, previa la desanotación en el libro 

radicador. 

 

TERCERO: RECONOCER PERSONERÍA al Dr. ANDRÉS HERIBERTO TORRES ARAGÓN, 

identificado con la C.C. 73.205.246 y portador de la T.P. 155.713, para actuar como 
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apoderado judicial de la parte ejecutante, en los términos y parar los efectos del poder 

anexo.  

 

El presente auto se notifica en los Estados Electrónicos publicados en el micrositio web: 

https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-08-de-pequenas-causas-laborales-de-bogota/2020n1 

El expediente digital se puede solicitar en el email: j08lpcbta@cendoj.ramajudicial.gov.co 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 

 

 

 

 
JUZGADO OCTAVO LABORAL DE PEQUEÑAS CAUSAS DE 

BOGOTÁ D.C. 
 Hoy:  

30 de septiembre de 2021 
_____________________________________________ 

   Se notifica el auto anterior por anotación en el estado No. 110 
 

GLADYS DANIELA PÉREZ SILVA 

Secretaria 

https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-08-de-pequenas-causas-laborales-de-bogota/2020n1
mailto:j08lpcbta@cendoj.ramajudicial.gov.co
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INFORME SECRETARIAL. - Bogotá D.C., 29 de septiembre de 2021, al Despacho de la Juez, 

la presente DEMANDA EJECUTIVA LABORAL DE ÚNICA INSTANCIA, designada por 

reparto, radicada bajo el número 11001-41-05-008-2021-00406-00, de SALUD TOTAL 

E.P.S.-S. S.A. en contra de TEMSER BUSINESS PROCESS OUTSOURCING S.A.S., la cual 

consta de 65 folios, incluida la hoja de reparto, todos ellos electrónicos. Pendiente por 

resolver, sírvase proveer. 

GLADYS DANIELA PÉREZ SILVA 
Secretaria 

 

 

REPÚBLICA DE COLOMBIA 

 

RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

JUZGADO OCTAVO DE PEQUEÑAS CAUSAS LABORALES DE BOGOTÁ 

 

AUTO INTERLOCUTORIO 555 

Bogotá D.C., 29 de septiembre de 2021 

 

La presente demanda ejecutiva es presentada por SALUD TOTAL E.P.S.-S. S.A. en contra 

de TEMSER BUSINESS PROCESS OUTSOURCING S.A.S., con el fin de que se libre 

mandamiento de pago por concepto de los aportes obligatorios adeudados al Sistema de 

Salud, más los intereses moratorios. 

 

Anteriormente, a efectos de determinar la competencia por el factor territorial para 

conocer de asuntos donde se pretende la ejecución de aportes insolutos al Sistema de Salud, 

el Juzgado daba aplicación al criterio adoptado por la Sala Laboral de la Corte Suprema de 

Justicia en los Autos AL2490-2019 del 10 de julio de 2019 y AL4167-2019 del 14 de 

agosto de 2019, donde se establecía que debía acudirse a lo dispuesto en el artículo 110 del 

C.P.T., por ser la norma que resultaba más cercana. 

 

Conforme a los argumentos esbozados en tales providencias, el Juzgado precisaba en sus 

decisiones que, la competencia territorial en estos casos recaía en los jueces del trabajo del 

domicilio de la entidad de seguridad social demandante, entendiendo como tal la sucursal 

en donde se adelantó el procedimiento de cobro previo a la presentación de la acción 

ejecutiva, y donde se constituyó el título ejecutivo. 

 

Sin embargo, sobre el tema de la competencia territorial en estos asuntos, la Sala Laboral 

se pronunció recientemente, a través del Auto AL3473-2021 del 11 de agosto de 2021, en 

el que precisó la regla de competencia en los siguientes términos:  
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“Como quiera que lo que se persigue en el presente asunto es el pago de aportes al 
Sistema de Seguridad Social, - cotizaciones a salud-, conviene precisar que el artículo 24 
de la Ley 100 de 1993, obliga a las entidades administradoras de los diferentes 
regímenes adelantar las acciones de cobro con motivo del incumplimiento de las 
obligaciones del empleador. 
 
Ahora bien, aun cuando nuestro estatuto procesal, no previó la regla de competencia 
para conocer del trámite de la acción ejecutiva a que alude la normativa antes 
referenciada, lo cierto es que el artículo 110 del Código Procesal del Trabajo y de la 
Seguridad Social, determina la competencia del juez laboral para conocer en asuntos 
de igual naturaleza, pero en relación al Instituto de Seguros Sociales, dentro del 
régimen de prima media con prestación definida. 
 
En tal virtud, acudiendo a la aplicación del principio de integración normativa de las 
normas procedimentales, es dable remitirnos a lo dispuesto en el artículo 110 ibidem, 
en tanto refiere que el funcionario competente para conocer de la ejecuciones 
promovidas por el ISS, con el objeto de lograr el pago de las cuotas o cotizaciones que 
se le adeuden, es el juez del lugar del domicilio de dicho ente de seguridad social o 
de la seccional en donde se hubiere proferido la resolución, título ejecutivo, por 
medio de la cual declara la obligación de pago de las cotizaciones adeudadas. 
 
Así las cosas, como la citada preceptiva determina la competencia del juez del trabajo 
en asuntos de igual naturaleza, es decir, en los que se busca garantizar los derechos a 
la seguridad social de los afiliados a través del cobro ejecutivo a los empleadores de 
aquellas cotizaciones que no fueron satisfechas oportunamente, es dable acudir a esa 
misma norma para efectos de dirimir la presente colisión negativa. 
(…) 
En consecuencia, pese a que el procedimiento de cobro de las cotizaciones en mora 
previo a la acción ejecutiva, se efectuó en los términos de los artículos 24 de la Ley 100 
de 1993 y 2 y 5 de su Decreto Reglamentario 2633 de 1994, fue remitido a la ciudad de 
Armenia, como se deduce de los documentos obrantes a folios (58 a 59 cuaderno del 
Juzgado Décimo Laboral de Pequeñas Causas de Bogotá) del expediente digital, y 
conforme la norma transcrita, cuando se pretenda el pago de cotizaciones en mora 
al sistema, la competencia radica en el juez del lugar del domicilio de la entidad 
de seguridad social o el de aquel donde se adelantaron las gestiones de cobro.”  

 

En ese orden, de acuerdo con el nuevo criterio adoptado por el Órgano de Cierre de la 

jurisdicción ordinaria laboral, en casos como el presente, la competencia territorial se rige 

por lo dispuesto en el artículo 110 del C.P.T., en el entendido de que, el conocimiento lo 

asumirá el juez del domicilio principal de la entidad de seguridad social o el de la seccional 

donde se adelantaron las gestiones de cobro y donde se constituyó el título ejecutivo.  

 

Aplicando tales parámetros jurisprudenciales al caso en estudio, el Juzgado considera que 

es competente para conocer la demanda ejecutiva por la naturaleza de la obligación, la 

cuantía de las pretensiones y el domicilio principal de la demandante, razón por la cual, 

procede al estudio de los documentos presentados como título base del recaudo. 

 

Sobre la procedencia de la ejecución en materia laboral, el artículo 100 del C.P.T. señala: 

“Será exigible ejecutivamente el cumplimiento de toda obligación originada en una relación 

de trabajo, que conste en acto o documento que provenga del deudor o de su causante o que 

emane de una decisión judicial o arbitral firme”. En concordancia con la norma anterior, el 
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artículo 422 del C.G.P. señala: “Pueden demandarse ejecutivamente las obligaciones expresas, 

claras y exigibles que consten en documentos que provengan del deudor o de su causante, y 

constituyan plena prueba contra él”. 

 

Ahora bien, el concepto cuya ejecución se pretende en el presente caso, corresponde a los 

aportes obligatorios al Sistema de Salud que un empleador dejó de pagar respecto de uno 

o más trabajadores. Esta acreencia tiene una connotación especial en cuanto al título 

ejecutivo que se requiere para la viabilidad del mandamiento de pago, pues se trata de un 

título ejecutivo complejo que está conformado por distintos documentos que surgen del 

procedimiento de cobro que debe adelantar la E.P.S. previo a la acción ejecutiva, y el cual 

está regulado en las normas que a continuación se detallan: 

 

En primer lugar, es preciso acudir al Decreto 2353 de 2015 “Por el cual se unifican y 

actualizan las reglas de afiliación al Sistema General de Seguridad Social en Salud…”, y 

puntualmente al artículo 76 que establece lo siguiente: 

 

ARTÍCULO 76. OBLIGACIONES DE LAS EPS FRENTE A LOS APORTANTES EN MORA. 
<Artículo compilado en el artículo 2.1.9.6 del Decreto Único Reglamentario 780 de 2016> 
Cuando el empleador o el trabajador independiente incurra en mora en el pago de las 
cotizaciones al Sistema General de Seguridad Social en Salud, la EPS deberá proceder a: 
 
76.1. Adelantar las acciones de cobro de los aportes en mora. La EPS deberá notificar al 
aportante que se encuentra en mora mediante una comunicación que será enviada dentro 
de los diez (10) días siguientes al mes de mora e informar que si no ha reportado la novedad 
de terminación de la inscripción de la EPS por haber perdido las condiciones para 
pertenecer al régimen contributivo, deberá hacerlo a más tardar dentro de los cinco (5) días 
siguientes al recibo de la misma, así como de las consecuencias de la suspensión de la 
afiliación; si el aportante así requerido no pagare las cotizaciones cobradas deberá remitir 
la cuenta de cobro cada mes.  
(…) 
PARÁGRAFO 1o. Las acciones de cobro por las cotizaciones e intereses de mora adeudados 
serán adelantadas por las EPS conforme a los estándares de procesos que fije la Unidad 
Administrativa Especial de Gestión Pensional y Contribuciones Parafiscales de la Protección 
Social (UGPP), sin perjuicio de que la Unidad ejerza las acciones de determinación y cobro 
de la mora en que incurran los aportantes en el pago de las cotizaciones en forma 
preferente, en especial, respecto de los trabajadores independientes que reportaron la 
novedad de pérdida de las condiciones para continuar cotizando al Sistema. 

 

De acuerdo con el parágrafo, las acciones de cobro serán adelantadas por las E.P.S. 

conforme a los estándares de procesos que fije la UGPP. Dichos estándares están definidos 

en la Resolución 2082 de 2016 “Por medio de la cual se subroga la Resolución 444 del 28 

de junio de 2013”, cuyo objeto y ámbito de aplicación son los siguientes: 

 

ARTÍCULO 1. OBJETO. El objeto de la presente resolución es definir y determinar el objeto y 
alcance de los estándares de procesos de cobro que deben adoptar las Administradoras de 
la Protección Social en el cumplimiento de las acciones de seguimiento y cobro a los 
aportantes morosos obligados en el pago de las Contribuciones Parafiscales de la Protección 
Social (…). 
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ARTÍCULO 2. ÁMBITO DE APLICACIÓN. Las Administradoras Públicas y Privadas de la 
Protección Social conformado por el Sistema General de Seguridad Social Integral (Salud, 
Pensiones y Riesgos Laborales)… están obligadas al cumplimiento de los estándares de 
cobro que se establecen en la presente resolución, sin perjuicio del procedimiento y los 
términos establecidos en las disposiciones legales que le aplican para el ejercicio de sus 
respectivas funciones. 

 

Para el presente caso interesa especialmente el Capítulo III de la Resolución 2082 de 2016 

que contempla el estándar de “Acciones de Cobro” en los siguientes términos:  

 

ARTÍCULO 11. CONSTITUCIÓN TÍTULO EJECUTIVO. La Unidad verificará que las 
administradoras privadas hayan expedido en un plazo máximo de cuatro (4) meses contado 
a partir de la fecha límite de pago, la liquidación que preste mérito ejecutivo sin perjuicio 
de lo dispuesto en las normas legales aplicables al respectivo subsistema. Y para las 
administradoras públicas, el plazo máximo para expedir el acto administrativo que preste 
mérito ejecutivo, es de seis (6) meses. 
 
ARTÍCULO 12. ACCIONES PERSUASIVAS. Una vez las Administradoras constituyan el título 
que presta mérito ejecutivo, deben contactar al deudor como mínimo dos veces. El primer 
contacto lo deben realizar dentro de los quince (15) días calendario siguientes a la 
constitución y firmeza del título ejecutivo, según el caso, y el segundo, dentro de los treinta 
(30) días calendario siguientes a la fecha en que se realizó el primer contacto, sin superar 
cuarenta y cinco (45) días calendario, de conformidad con los criterios que se definen en el 
Anexo Técnico Capítulo 3. 
 
ARTÍCULO 13. ACCIONES JURÍDICAS. Vencido el plazo anterior las administradoras 
contarán con un plazo máximo de cinco (5) meses para dar inicio a las acciones de cobro 
coactivo o judicial, según el caso. 

 

Ahora, respecto de los requisitos que deben tener las comunicaciones de cobro persuasivo, 

la Resolución 2082 de 2016 contiene un Anexo Técnico, en cuyo Capítulo 3° se establece 

lo siguiente: 

 

5. CONTENIDO MÍNIMO DE LAS COMUNICACIONES DE COBRO PERSUASIVO 
 
Las comunicaciones enviadas a los aportantes en mora en el marco de las acciones 
persuasivas deben suministrar información cierta, suficiente, concreta, actualizada y de 
fácil comprensión sobre la importancia de realizar el pago voluntario de las contribuciones 
de la Protección Social y evitar las acciones de cobro jurídico o coactivo que pudieran 
generarse. En el caso de las obligaciones adeudadas a los subsistemas de salud, pensión, 
riesgos laborales, debe incluirse en la comunicación la información de los cotizantes 
respecto de los cuales se registra mora. Para el Sena, ICBF y Subsidio Familiar la 
información será por aportante. 
 
De acuerdo con lo anterior, la información mínima que deben contener las comunicaciones 
de cobro persuasivo es la siguiente: 
 
1. Nombre de la Administradora que realiza la comunicación. 
2. Nombre o razón social e identificación del aportante. 
3. Resumen del periodo o periodos adeudados, indicando claramente mes y año. 
4. Indicar que los intereses moratorios serán liquidados por la Planilla PILA. 
5. Describir el título ejecutivo en el cual consta la obligación, esto es: i) Tipo de título, por 
ejemplo, liquidación de aportes, resolución, o el que corresponda, ii) fecha de expedición, iii) 
fecha de firmeza del título o exigibilidad de la obligación, según corresponda. 
6. Mencionar de forma general la importancia de realizar el pago voluntario de las 
contribuciones parafiscales de la protección social y evitar las acciones de cobro jurídico o 
coactivo que pudieran generarse. 
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7. Medios de pago de la obligación. 
8. Advertir el inicio de acciones de cobro jurídico y decreto de medidas cautelares, en caso 
de renuencia en el pago. 
9. Advertir el deber y la importancia de reportar las novedades de la afiliación al Sistema 
de la Protección Social. 
10. Informar el medio de contacto de la Administradora para absolver dudas o inquietudes. 
 
6. CANALES DE COMUNICACIÓN PARA LA GESTIÓN DE COBRO PERSUASIVO 
 
La primera comunicación para el cobro persuasivo de las Contribuciones de la Protección 
Social debe realizarse por medio escrito. 
La segunda comunicación obligatoria y las demás que decidan realizar las Administradoras, 
deben comunicarse por uno (1) de los siguientes canales: 
1. Llamada telefónica 
2. Correo electrónico 
3. Correo físico 
4. Fax 
5. Mensaje de texto. 

 

Conforme a los anteriores preceptos normativos, previo a iniciar una demanda ejecutiva en 

la que se pretenda el pago de los aportes obligatorios adeudados al Sistema de Salud, y con 

el fin de constituir el título ejecutivo complejo, las E.P.S. deben cumplir los siguientes 

requisitos: 

 

(i) La expedición de la liquidación que preste mérito ejecutivo, en un plazo máximo de 4 

meses contados a partir de la fecha límite del pago del aporte. 

(ii) Una vez expedida la liquidación, debe adelantar las acciones persuasivas que implican 

contactar al deudor como mínimo 2 veces: 

- El primer requerimiento/contacto/comunicación debe ser escrito, contener -entre 

otros- la información de los cotizantes respecto de los cuales se registra la mora y un 

resumen de los periodos y valores adeudados, enviarse al empleador dentro de los 15 

días calendario siguientes a la constitución y firmeza de la liquidación, y obtener la 

constancia de entrega y el cotejo de los documentos. 

- El segundo requerimiento/contacto/comunicación puede comunicarse por cualquier 

canal, pero debe realizarse dentro de los 30 días calendario siguientes a la fecha en que 

se realizó el primer contacto, sin superar 45 días calendario. 

 

Como se puede notar, la norma establece una estricta ritualidad para adelantar las acciones 

persuasivas, toda vez que constituyen un requisito sine qua non para iniciar la acción 

ejecutiva, de manera que sin su satisfacción no es viable la ejecución de la liquidación. 

 

Además, importa destacar que, el primer requerimiento debe enviarse al empleador por 

medio de correo certificado a la dirección de notificación registrada en el certificado de 

existencia y representación legal o en el certificado de matrícula mercantil de persona 

natural, y además, obtener de la empresa de correo la constancia de entrega y el cotejo de 

los documentos. Ello no puede ser de otra manera, pues, la finalidad de la etapa de cobro 
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persuasivo es poner en conocimiento del deudor la suma que adeuda para lograr el pago 

voluntario, y evitar las acciones judiciales o de jurisdicción coactiva, según el caso. 

 

Así las cosas, del cumplimiento de la totalidad de los requisitos previstos en la norma citada, 

dependerá la existencia del título ejecutivo complejo, con las características de claridad, 

expresividad y exigibilidad, que se requiere para el cobro de los aportes obligatorios al 

Sistema de Salud, y que resulta indispensable para librar mandamiento de pago.  

 

Descendiendo al caso concreto, se tiene que SALUD TOTAL E.P.S.-S. S.A. aporta como 

título base del recaudo, la liquidación de los aportes adeudados por el empleador TEMSER 

BUSINESS PROCESS OUTSOURCING S.A.S., elaborada el día 12 de noviembre de 2020 

(folio 15). 

 

Asimismo, aporta el primer contacto para cobro persuasivo realizado por escrito al 

empleador el día 30 de septiembre de 2020, enviado y entregado por correo certificado en 

la dirección: CR 38 # 3 Bis 72 en la ciudad de Cali (folios 17 y 18).  

 

Sin embargo, ese primer requerimiento presenta múltiples falencias, a saber: 

 

(i) No se hizo dentro del término señalado en el artículo 12 de la Resolución 2082 de 

2016: “El primer contacto lo deben realizar dentro de los quince (15) días calendario 

siguientes a la constitución y firmeza del título ejecutivo”, toda vez que el requerimiento 

se efectuó antes de la expedición de la liquidación que presta mérito ejecutivo.  

 

(ii) Se entregó en una dirección que no corresponde a la registrada en el Certificado de 

la Cámara de Comercio aportado con la demanda, esto es: AVENIDA 4 NORTE # 23 N -

01 OFICINA 302 en la ciudad de Cali (folios 22 a 29). 

 

(iii) No contiene el detalle de la deuda con la relación de los trabajadores, valores y 

periodos en mora. Si bien en el documento la demandante señaló que “contamos con 

un título ejecutivo en firme soportado en el Estado de Cuenta anexo, donde consta que el 

aportante… adeuda al SGSSS”, lo cierto es que dicho estado de cuenta no fue aportado, 

lo que impide establecer si cumplía con el lleno de los requisitos previstos en el 

numeral 5° del Capítulo 3º del Anexo Técnico de la Resolución 2082 de 2016; y  

 

(iv) Se prescindió de cotejar el requerimiento, de manera que no es posible comprobar que 

el documento que obra en el expediente fue en realidad el que se entregó al empleador.  

 

Por otro lado, se observa que, no fue aportado el segundo contacto para cobro persuasivo, 

ni se allegó prueba alguna que demuestre que éste se haya hecho a través de uno de los 
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siguientes canales: llamada telefónica, correo electrónico, correo físico, fax o mensaje de 

texto.  

 

Aunado a lo anterior, es de resaltar que el requerimiento es imperfecto, dado que el valor 

indicado al momento de conminar al empleador a pagar voluntariamente, no corresponde 

al valor que se alega como adeudado en la demanda ejecutiva. En efecto, la suma por 

concepto de capital señalada en el requerimiento del 30 de septiembre de 2020 es de 

$7.434.900, mientras que la suma que figura en la liquidación y que se pretende en la 

demanda ejecutiva es de $9.978.444 por concepto de capital. Es decir, en la demanda se 

incluyeron valores superiores a los que fueron objeto del requerimiento previo, y tal 

discordancia hace que no exista un título claro y exigible. 

 

Bajo el anterior panorama, resulta claro que SALUD TOTAL E.P.S.-S. S.A. no dio 

cumplimiento a los requisitos previstos en la Resolución 2082 de 2016 de la UGPP con su 

Anexo Técnico, específicamente el relativo a las acciones persuasivas que implican requerir 

al deudor como mínimo dos veces después de elaborada la liquidación que presta mérito 

ejecutivo; y, por consiguiente, no acreditó la conformación del título ejecutivo complejo 

necesario para librar mandamiento. 

 

Recuérdese, que la constitución del título ejecutivo complejo emerge de la integralidad de 

los documentos que evidencian en su conjunto la existencia de una obligación clara, expresa 

y exigible; bajo esa óptica, para que el título prestara mérito ejecutivo, debían allegarse la 

totalidad de los documentos que lo componen, y éstos, además, debían cumplir los 

requisitos formales señalados por la Ley para tal efecto. Una omisión en ese sentido 

conduce indefectiblemente a negar el mandamiento de pago. 

 

En conclusión, el título presentado por SALUD TOTAL E.P.S.-S. S.A. no presta mérito 

ejecutivo y, en consecuencia, se negará el mandamiento de pago solicitado. 

 

En mérito de lo expuesto, el Juzgado Octavo de Pequeñas Causas Laborales de Bogotá,  

 

RESUELVE: 

 

PRIMERO: NEGAR EL MANDAMIENTO DE PAGO solicitado por SALUD TOTAL E.P.S.-S. 

S.A. en contra de TEMSER BUSINESS PROCESS OUTSOURCING S.A.S., conforme las 

razones expuestas en esta providencia. 

 

SEGUNDO: DEVOLVER las diligencias a la parte actora, previa la desanotación en el libro 

radicador. 
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TERCERO: RECONOCER PERSONERÍA al Dr. ANDRÉS HERIBERTO TORRES ARAGÓN, 

identificado con la C.C. 73.205.246 y portador de la T.P. 155.713, para actuar como 

apoderado judicial de la parte ejecutante, en los términos y parar los efectos del poder 

anexo.  

 

El presente auto se notifica en los Estados Electrónicos publicados en el micrositio web: 

https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-08-de-pequenas-causas-laborales-de-bogota/2020n1 

El expediente digital se puede solicitar en el email: j08lpcbta@cendoj.ramajudicial.gov.co 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 

 

 

 

 
JUZGADO OCTAVO LABORAL DE PEQUEÑAS CAUSAS DE 

BOGOTÁ D.C. 
 Hoy:  

30 de septiembre de 2021 

_____________________________________________ 
   Se notifica el auto anterior por anotación en el estado No. 110 
 

GLADYS DANIELA PÉREZ SILVA 
Secretaria 

https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-08-de-pequenas-causas-laborales-de-bogota/2020n1
mailto:j08lpcbta@cendoj.ramajudicial.gov.co
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INFORME SECRETARIAL. - Bogotá D.C., 29 de septiembre de 2021, al Despacho de la Juez, 

la presente DEMANDA EJECUTIVA LABORAL DE ÚNICA INSTANCIA, designada por 

reparto, radicada bajo el número 11001-41-05-008-2021-00408-00, de SALUD TOTAL 

E.P.S.-S. S.A. en contra de SERVICIO Y PROYECTOS DEL CARIBE S.A.S., la cual consta de 

61 folios, incluida la hoja de reparto, todos ellos electrónicos. Pendiente por resolver, 

sírvase proveer. 

GLADYS DANIELA PÉREZ SILVA 
Secretaria 

 

 

REPÚBLICA DE COLOMBIA 

 

RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

JUZGADO OCTAVO DE PEQUEÑAS CAUSAS LABORALES DE BOGOTÁ 

 

AUTO INTERLOCUTORIO 556 

Bogotá D.C., 29 de septiembre de 2021 

 

La presente demanda ejecutiva es presentada por SALUD TOTAL E.P.S.-S. S.A. en contra 

de SERVICIO Y PROYECTOS DEL CARIBE S.A.S., con el fin de que se libre mandamiento de 

pago por concepto de los aportes obligatorios adeudados al Sistema de Salud, más los 

intereses moratorios. 

 

Anteriormente, a efectos de determinar la competencia por el factor territorial para 

conocer de asuntos donde se pretende la ejecución de aportes insolutos al Sistema de Salud, 

el Juzgado daba aplicación al criterio adoptado por la Sala Laboral de la Corte Suprema de 

Justicia en los Autos AL2490-2019 del 10 de julio de 2019 y AL4167-2019 del 14 de 

agosto de 2019, donde se establecía que debía acudirse a lo dispuesto en el artículo 110 del 

C.P.T., por ser la norma que resultaba más cercana. 

 

Conforme a los argumentos esbozados en tales providencias, el Juzgado precisaba en sus 

decisiones que, la competencia territorial en estos casos recaía en los jueces del trabajo del 

domicilio de la entidad de seguridad social demandante, entendiendo como tal la sucursal 

en donde se adelantó el procedimiento de cobro previo a la presentación de la acción 

ejecutiva, y donde se constituyó el título ejecutivo. 

 

Sin embargo, sobre el tema de la competencia territorial en estos asuntos, la Sala Laboral 

se pronunció recientemente, a través del Auto AL3473-2021 del 11 de agosto de 2021, en 

el que precisó la regla de competencia en los siguientes términos:  
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“Como quiera que lo que se persigue en el presente asunto es el pago de aportes al 
Sistema de Seguridad Social, - cotizaciones a salud-, conviene precisar que el artículo 24 
de la Ley 100 de 1993, obliga a las entidades administradoras de los diferentes 
regímenes adelantar las acciones de cobro con motivo del incumplimiento de las 
obligaciones del empleador. 
 
Ahora bien, aun cuando nuestro estatuto procesal, no previó la regla de competencia 
para conocer del trámite de la acción ejecutiva a que alude la normativa antes 
referenciada, lo cierto es que el artículo 110 del Código Procesal del Trabajo y de la 
Seguridad Social, determina la competencia del juez laboral para conocer en asuntos 
de igual naturaleza, pero en relación al Instituto de Seguros Sociales, dentro del 
régimen de prima media con prestación definida. 
 
En tal virtud, acudiendo a la aplicación del principio de integración normativa de las 
normas procedimentales, es dable remitirnos a lo dispuesto en el artículo 110 ibidem, 
en tanto refiere que el funcionario competente para conocer de la ejecuciones 
promovidas por el ISS, con el objeto de lograr el pago de las cuotas o cotizaciones que 
se le adeuden, es el juez del lugar del domicilio de dicho ente de seguridad social o 
de la seccional en donde se hubiere proferido la resolución, título ejecutivo, por 
medio de la cual declara la obligación de pago de las cotizaciones adeudadas. 
 
Así las cosas, como la citada preceptiva determina la competencia del juez del trabajo 
en asuntos de igual naturaleza, es decir, en los que se busca garantizar los derechos a 
la seguridad social de los afiliados a través del cobro ejecutivo a los empleadores de 
aquellas cotizaciones que no fueron satisfechas oportunamente, es dable acudir a esa 
misma norma para efectos de dirimir la presente colisión negativa. 
(…) 
En consecuencia, pese a que el procedimiento de cobro de las cotizaciones en mora 
previo a la acción ejecutiva, se efectuó en los términos de los artículos 24 de la Ley 100 
de 1993 y 2 y 5 de su Decreto Reglamentario 2633 de 1994, fue remitido a la ciudad de 
Armenia, como se deduce de los documentos obrantes a folios (58 a 59 cuaderno del 
Juzgado Décimo Laboral de Pequeñas Causas de Bogotá) del expediente digital, y 
conforme la norma transcrita, cuando se pretenda el pago de cotizaciones en mora 
al sistema, la competencia radica en el juez del lugar del domicilio de la entidad 
de seguridad social o el de aquel donde se adelantaron las gestiones de cobro.”  

 

En ese orden, de acuerdo con el nuevo criterio adoptado por el Órgano de Cierre de la 

jurisdicción ordinaria laboral, en casos como el presente, la competencia territorial se rige 

por lo dispuesto en el artículo 110 del C.P.T., en el entendido de que, el conocimiento lo 

asumirá el juez del domicilio principal de la entidad de seguridad social o el de la seccional 

donde se adelantaron las gestiones de cobro y donde se constituyó el título ejecutivo.  

 

Aplicando tales parámetros jurisprudenciales al caso en estudio, el Juzgado considera que 

es competente para conocer la demanda ejecutiva por la naturaleza de la obligación, la 

cuantía de las pretensiones y el domicilio principal de la demandante, razón por la cual, 

procede al estudio de los documentos presentados como título base del recaudo. 

 

Sobre la procedencia de la ejecución en materia laboral, el artículo 100 del C.P.T. señala: 

“Será exigible ejecutivamente el cumplimiento de toda obligación originada en una relación 

de trabajo, que conste en acto o documento que provenga del deudor o de su causante o que 

emane de una decisión judicial o arbitral firme”. En concordancia con la norma anterior, el 
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artículo 422 del C.G.P. señala: “Pueden demandarse ejecutivamente las obligaciones expresas, 

claras y exigibles que consten en documentos que provengan del deudor o de su causante, y 

constituyan plena prueba contra él”. 

 

Ahora bien, el concepto cuya ejecución se pretende en el presente caso, corresponde a los 

aportes obligatorios al Sistema de Salud que un empleador dejó de pagar respecto de uno 

o más trabajadores. Esta acreencia tiene una connotación especial en cuanto al título 

ejecutivo que se requiere para la viabilidad del mandamiento de pago, pues se trata de un 

título ejecutivo complejo que está conformado por distintos documentos que surgen del 

procedimiento de cobro que debe adelantar la E.P.S. previo a la acción ejecutiva, y el cual 

está regulado en las normas que a continuación se detallan: 

 

En primer lugar, es preciso acudir al Decreto 2353 de 2015 “Por el cual se unifican y 

actualizan las reglas de afiliación al Sistema General de Seguridad Social en Salud…”, y 

puntualmente al artículo 76 que establece lo siguiente: 

 

ARTÍCULO 76. OBLIGACIONES DE LAS EPS FRENTE A LOS APORTANTES EN MORA. 
<Artículo compilado en el artículo 2.1.9.6 del Decreto Único Reglamentario 780 de 2016> 
Cuando el empleador o el trabajador independiente incurra en mora en el pago de las 
cotizaciones al Sistema General de Seguridad Social en Salud, la EPS deberá proceder a: 
 
76.1. Adelantar las acciones de cobro de los aportes en mora. La EPS deberá notificar al 
aportante que se encuentra en mora mediante una comunicación que será enviada dentro 
de los diez (10) días siguientes al mes de mora e informar que si no ha reportado la novedad 
de terminación de la inscripción de la EPS por haber perdido las condiciones para 
pertenecer al régimen contributivo, deberá hacerlo a más tardar dentro de los cinco (5) días 
siguientes al recibo de la misma, así como de las consecuencias de la suspensión de la 
afiliación; si el aportante así requerido no pagare las cotizaciones cobradas deberá remitir 
la cuenta de cobro cada mes.  
(…) 
PARÁGRAFO 1o. Las acciones de cobro por las cotizaciones e intereses de mora adeudados 
serán adelantadas por las EPS conforme a los estándares de procesos que fije la Unidad 
Administrativa Especial de Gestión Pensional y Contribuciones Parafiscales de la Protección 
Social (UGPP), sin perjuicio de que la Unidad ejerza las acciones de determinación y cobro 
de la mora en que incurran los aportantes en el pago de las cotizaciones en forma 
preferente, en especial, respecto de los trabajadores independientes que reportaron la 
novedad de pérdida de las condiciones para continuar cotizando al Sistema. 

 

De acuerdo con el parágrafo, las acciones de cobro serán adelantadas por las E.P.S. 

conforme a los estándares de procesos que fije la UGPP. Dichos estándares están definidos 

en la Resolución 2082 de 2016 “Por medio de la cual se subroga la Resolución 444 del 28 

de junio de 2013”, cuyo objeto y ámbito de aplicación son los siguientes: 

 

ARTÍCULO 1. OBJETO. El objeto de la presente resolución es definir y determinar el objeto y 
alcance de los estándares de procesos de cobro que deben adoptar las Administradoras de 
la Protección Social en el cumplimiento de las acciones de seguimiento y cobro a los 
aportantes morosos obligados en el pago de las Contribuciones Parafiscales de la Protección 
Social (…). 
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ARTÍCULO 2. ÁMBITO DE APLICACIÓN. Las Administradoras Públicas y Privadas de la 
Protección Social conformado por el Sistema General de Seguridad Social Integral (Salud, 
Pensiones y Riesgos Laborales)… están obligadas al cumplimiento de los estándares de 
cobro que se establecen en la presente resolución, sin perjuicio del procedimiento y los 
términos establecidos en las disposiciones legales que le aplican para el ejercicio de sus 
respectivas funciones. 

 

Para el presente caso interesa especialmente el Capítulo III de la Resolución 2082 de 2016 

que contempla el estándar de “Acciones de Cobro” en los siguientes términos:  

 

ARTÍCULO 11. CONSTITUCIÓN TÍTULO EJECUTIVO. La Unidad verificará que las 
administradoras privadas hayan expedido en un plazo máximo de cuatro (4) meses contado 
a partir de la fecha límite de pago, la liquidación que preste mérito ejecutivo sin perjuicio 
de lo dispuesto en las normas legales aplicables al respectivo subsistema. Y para las 
administradoras públicas, el plazo máximo para expedir el acto administrativo que preste 
mérito ejecutivo, es de seis (6) meses. 
 
ARTÍCULO 12. ACCIONES PERSUASIVAS. Una vez las Administradoras constituyan el título 
que presta mérito ejecutivo, deben contactar al deudor como mínimo dos veces. El primer 
contacto lo deben realizar dentro de los quince (15) días calendario siguientes a la 
constitución y firmeza del título ejecutivo, según el caso, y el segundo, dentro de los treinta 
(30) días calendario siguientes a la fecha en que se realizó el primer contacto, sin superar 
cuarenta y cinco (45) días calendario, de conformidad con los criterios que se definen en el 
Anexo Técnico Capítulo 3. 
 
ARTÍCULO 13. ACCIONES JURÍDICAS. Vencido el plazo anterior las administradoras 
contarán con un plazo máximo de cinco (5) meses para dar inicio a las acciones de cobro 
coactivo o judicial, según el caso. 

 

Ahora, respecto de los requisitos que deben tener las comunicaciones de cobro persuasivo, 

la Resolución 2082 de 2016 contiene un Anexo Técnico, en cuyo Capítulo 3° se establece 

lo siguiente: 

 

5. CONTENIDO MÍNIMO DE LAS COMUNICACIONES DE COBRO PERSUASIVO 
 
Las comunicaciones enviadas a los aportantes en mora en el marco de las acciones 
persuasivas deben suministrar información cierta, suficiente, concreta, actualizada y de 
fácil comprensión sobre la importancia de realizar el pago voluntario de las contribuciones 
de la Protección Social y evitar las acciones de cobro jurídico o coactivo que pudieran 
generarse. En el caso de las obligaciones adeudadas a los subsistemas de salud, pensión, 
riesgos laborales, debe incluirse en la comunicación la información de los cotizantes 
respecto de los cuales se registra mora. Para el Sena, ICBF y Subsidio Familiar la 
información será por aportante. 
 
De acuerdo con lo anterior, la información mínima que deben contener las comunicaciones 
de cobro persuasivo es la siguiente: 
 
1. Nombre de la Administradora que realiza la comunicación. 
2. Nombre o razón social e identificación del aportante. 
3. Resumen del periodo o periodos adeudados, indicando claramente mes y año. 
4. Indicar que los intereses moratorios serán liquidados por la Planilla PILA. 
5. Describir el título ejecutivo en el cual consta la obligación, esto es: i) Tipo de título, por 
ejemplo, liquidación de aportes, resolución, o el que corresponda, ii) fecha de expedición, iii) 
fecha de firmeza del título o exigibilidad de la obligación, según corresponda. 
6. Mencionar de forma general la importancia de realizar el pago voluntario de las 
contribuciones parafiscales de la protección social y evitar las acciones de cobro jurídico o 
coactivo que pudieran generarse. 
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7. Medios de pago de la obligación. 
8. Advertir el inicio de acciones de cobro jurídico y decreto de medidas cautelares, en caso 
de renuencia en el pago. 
9. Advertir el deber y la importancia de reportar las novedades de la afiliación al Sistema 
de la Protección Social. 
10. Informar el medio de contacto de la Administradora para absolver dudas o inquietudes. 
 
6. CANALES DE COMUNICACIÓN PARA LA GESTIÓN DE COBRO PERSUASIVO 
 
La primera comunicación para el cobro persuasivo de las Contribuciones de la Protección 
Social debe realizarse por medio escrito. 
La segunda comunicación obligatoria y las demás que decidan realizar las Administradoras, 
deben comunicarse por uno (1) de los siguientes canales: 
1. Llamada telefónica 
2. Correo electrónico 
3. Correo físico 
4. Fax 
5. Mensaje de texto. 

 

Conforme a los anteriores preceptos normativos, previo a iniciar una demanda ejecutiva en 

la que se pretenda el pago de los aportes obligatorios adeudados al Sistema de Salud, y con 

el fin de constituir el título ejecutivo complejo, las E.P.S. deben cumplir los siguientes 

requisitos: 

 

(i) La expedición de la liquidación que preste mérito ejecutivo, en un plazo máximo de 4 

meses contados a partir de la fecha límite del pago del aporte. 

(ii) Una vez expedida la liquidación, debe adelantar las acciones persuasivas que implican 

contactar al deudor como mínimo 2 veces: 

- El primer requerimiento/contacto/comunicación debe ser escrito, contener -entre 

otros- la información de los cotizantes respecto de los cuales se registra la mora y un 

resumen de los periodos y valores adeudados, enviarse al empleador dentro de los 15 

días calendario siguientes a la constitución y firmeza de la liquidación, y obtener la 

constancia de entrega y el cotejo de los documentos. 

- El segundo requerimiento/contacto/comunicación puede comunicarse por cualquier 

canal, pero debe realizarse dentro de los 30 días calendario siguientes a la fecha en que 

se realizó el primer contacto, sin superar 45 días calendario. 

 

Como se puede notar, la norma establece una estricta ritualidad para adelantar las acciones 

persuasivas, toda vez que constituyen un requisito sine qua non para iniciar la acción 

ejecutiva, de manera que sin su satisfacción no es viable la ejecución de la liquidación. 

 

Además, importa destacar que, el primer requerimiento debe enviarse al empleador por 

medio de correo certificado a la dirección de notificación registrada en el certificado de 

existencia y representación legal o en el certificado de matrícula mercantil de persona 

natural, y además, obtener de la empresa de correo la constancia de entrega y el cotejo de 

los documentos. Ello no puede ser de otra manera, pues, la finalidad de la etapa de cobro 



2021-00408 

6 
 

persuasivo es poner en conocimiento del deudor la suma que adeuda para lograr el pago 

voluntario, y evitar las acciones judiciales o de jurisdicción coactiva, según el caso. 

 

Así las cosas, del cumplimiento de la totalidad de los requisitos previstos en la norma citada, 

dependerá la existencia del título ejecutivo complejo, con las características de claridad, 

expresividad y exigibilidad, que se requiere para el cobro de los aportes obligatorios al 

Sistema de Salud, y que resulta indispensable para librar mandamiento de pago.  

 

Descendiendo al caso concreto, se tiene que SALUD TOTAL E.P.S.-S. S.A. aporta como 

título base del recaudo, la liquidación de los aportes adeudados por el empleador SERVICIO 

Y PROYECTOS DEL CARIBE S.A.S., elaborado el día 15 de octubre de 2020 (folio 15 y 16). 

 

Asimismo, aporta el primer contacto para cobro persuasivo realizado por escrito al 

empleador el día 23 de septiembre de 2020, enviado y entregado por correo certificado en 

la dirección: Edificio de los Bancos Oficina 703 en la ciudad de Santa Marta (folios 18 y 19).  

 

Sin embargo, ese primer requerimiento presenta múltiples falencias, a saber: 

 

(i) No se hizo dentro del término señalado en el artículo 12 de la Resolución 2082 de 

2016: “El primer contacto lo deben realizar dentro de los quince (15) días calendario 

siguientes a la constitución y firmeza del título ejecutivo”, toda vez que el requerimiento 

se efectuó antes de la expedición de la liquidación que presta mérito ejecutivo.  

 

(ii) Se entregó en una dirección que no corresponde a la registrada en el Certificado de 

la Cámara de Comercio aportado con la demanda, esto es: CR 6 No. 15-23 Ed. Martínez 

Salas OF 202 en la ciudad de Santa Marta (folio 23 a 25). 

 

(iii) No contiene el detalle de la deuda con la relación de los trabajadores, valores y 

periodos en mora. Si bien en el documento la demandante señaló que “contamos con 

un título ejecutivo en firme soportado en el Estado de Cuenta anexo, donde consta que el 

aportante… adeuda al SGSSS”, lo cierto es que dicho estado de cuenta no fue aportado, 

lo que impide establecer si cumplía con el lleno de los requisitos previstos en el 

numeral 5° del Capítulo 3º del Anexo Técnico de la Resolución 2082 de 2016; y  

 

(iv) Se prescindió de cotejar el requerimiento, de manera que no es posible comprobar que 

el documento que obra en el expediente fue en realidad el que se entregó al empleador.  

 

Por otro lado, se observa que, no fue aportado el segundo contacto para cobro persuasivo, 

ni se allegó prueba alguna que demuestre que éste se haya hecho a través de uno de los 



2021-00408 

7 
 

siguientes canales: llamada telefónica, correo electrónico, correo físico, fax o mensaje de 

texto.  

 

Bajo el anterior panorama, resulta claro que SALUD TOTAL E.P.S.-S. S.A. no dio 

cumplimiento a los requisitos previstos en la Resolución 2082 de 2016 de la UGPP con su 

Anexo Técnico, específicamente el relativo a las acciones persuasivas que implican requerir 

al deudor como mínimo dos veces después de elaborada la liquidación que presta mérito 

ejecutivo; y, por consiguiente, no acreditó la conformación del título ejecutivo complejo 

necesario para librar mandamiento. 

 

Recuérdese, que la constitución del título ejecutivo complejo emerge de la integralidad de 

los documentos que evidencian en su conjunto la existencia de una obligación clara, expresa 

y exigible; bajo esa óptica, para que el título prestara mérito ejecutivo, debían allegarse la 

totalidad de los documentos que lo componen, y éstos, además, debían cumplir los 

requisitos formales señalados por la Ley para tal efecto. Una omisión en ese sentido 

conduce indefectiblemente a negar el mandamiento de pago. 

 

En conclusión, el título presentado por SALUD TOTAL E.P.S.-S. S.A. no presta mérito 

ejecutivo y, en consecuencia, se negará el mandamiento de pago solicitado. 

 

En mérito de lo expuesto, el Juzgado Octavo de Pequeñas Causas Laborales de Bogotá,  

 

RESUELVE: 

 

PRIMERO: NEGAR EL MANDAMIENTO DE PAGO solicitado por SALUD TOTAL E.P.S.-S. 

S.A. en contra de SERVICIO Y PROYECTOS DEL CARIBE S.A.S., conforme las razones 

expuestas en esta providencia. 

 

SEGUNDO: DEVOLVER las diligencias a la parte actora, previa la desanotación en el libro 

radicador. 

 

TERCERO: RECONOCER PERSONERÍA al Dr. ANDRÉS HERIBERTO TORRES ARAGÓN, 

identificado con la C.C. 73.205.246 y portador de la T.P. 155.713, para actuar como 

apoderado judicial de la parte ejecutante, en los términos y parar los efectos del poder 

anexo.  

 

El presente auto se notifica en los Estados Electrónicos publicados en el micrositio web: 

https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-08-de-pequenas-causas-laborales-de-bogota/2020n1 

El expediente digital se puede solicitar en el email: j08lpcbta@cendoj.ramajudicial.gov.co 

 

https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-08-de-pequenas-causas-laborales-de-bogota/2020n1
mailto:j08lpcbta@cendoj.ramajudicial.gov.co
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NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 

 

 

 

 
JUZGADO OCTAVO LABORAL DE PEQUEÑAS CAUSAS DE 

BOGOTÁ D.C. 
 Hoy:  

30 de septiembre de 2021 

_____________________________________________ 
   Se notifica el auto anterior por anotación en el estado No. 110 
 

GLADYS DANIELA PÉREZ SILVA 
Secretaria 
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INFORME SECRETARIAL. - Bogotá D.C., 29 de septiembre de 2021, al Despacho de la Juez, 

la presente DEMANDA EJECUTIVA LABORAL DE ÚNICA INSTANCIA, designada por 

reparto, radicada bajo el número 11001-41-05-008-2021-00410-00, de SALUD TOTAL 

E.P.S.-S. S.A. en contra de MANTENIMIENTO Y EQUIPOS LTDA., la cual consta de 64 folios, 

incluida la hoja de reparto, todos ellos electrónicos. Pendiente por resolver, sírvase 

proveer. 

GLADYS DANIELA PÉREZ SILVA 
Secretaria 

 

 

REPÚBLICA DE COLOMBIA 

 

RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

JUZGADO OCTAVO DE PEQUEÑAS CAUSAS LABORALES DE BOGOTÁ 

 

AUTO INTERLOCUTORIO 557 

Bogotá D.C., 29 de septiembre de 2021 

 

La presente demanda ejecutiva es presentada por SALUD TOTAL E.P.S.-S. S.A. en contra 

de MANTENIMIENTO Y EQUIPOS LTDA., con el fin de que se libre mandamiento de pago 

por concepto de los aportes obligatorios adeudados al Sistema de Salud, más los intereses 

moratorios. 

 

Anteriormente, a efectos de determinar la competencia por el factor territorial para 

conocer de asuntos donde se pretende la ejecución de aportes insolutos al Sistema de Salud, 

el Juzgado daba aplicación al criterio adoptado por la Sala Laboral de la Corte Suprema de 

Justicia en los Autos AL2490-2019 del 10 de julio de 2019 y AL4167-2019 del 14 de 

agosto de 2019, donde se establecía que debía acudirse a lo dispuesto en el artículo 110 del 

C.P.T., por ser la norma que resultaba más cercana. 

 

Conforme a los argumentos esbozados en tales providencias, el Juzgado precisaba en sus 

decisiones que, la competencia territorial en estos casos recaía en los jueces del trabajo del 

domicilio de la entidad de seguridad social demandante, entendiendo como tal la sucursal 

en donde se adelantó el procedimiento de cobro previo a la presentación de la acción 

ejecutiva, y donde se constituyó el título ejecutivo. 

 

Sin embargo, sobre el tema de la competencia territorial en estos asuntos, la Sala Laboral 

se pronunció recientemente, a través del Auto AL3473-2021 del 11 de agosto de 2021, en 

el que precisó la regla de competencia en los siguientes términos:  
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“Como quiera que lo que se persigue en el presente asunto es el pago de aportes al 
Sistema de Seguridad Social, - cotizaciones a salud-, conviene precisar que el artículo 24 
de la Ley 100 de 1993, obliga a las entidades administradoras de los diferentes 
regímenes adelantar las acciones de cobro con motivo del incumplimiento de las 
obligaciones del empleador. 
 
Ahora bien, aun cuando nuestro estatuto procesal, no previó la regla de competencia 
para conocer del trámite de la acción ejecutiva a que alude la normativa antes 
referenciada, lo cierto es que el artículo 110 del Código Procesal del Trabajo y de la 
Seguridad Social, determina la competencia del juez laboral para conocer en asuntos 
de igual naturaleza, pero en relación al Instituto de Seguros Sociales, dentro del 
régimen de prima media con prestación definida. 
 
En tal virtud, acudiendo a la aplicación del principio de integración normativa de las 
normas procedimentales, es dable remitirnos a lo dispuesto en el artículo 110 ibidem, 
en tanto refiere que el funcionario competente para conocer de la ejecuciones 
promovidas por el ISS, con el objeto de lograr el pago de las cuotas o cotizaciones que 
se le adeuden, es el juez del lugar del domicilio de dicho ente de seguridad social o 
de la seccional en donde se hubiere proferido la resolución, título ejecutivo, por 
medio de la cual declara la obligación de pago de las cotizaciones adeudadas. 
 
Así las cosas, como la citada preceptiva determina la competencia del juez del trabajo 
en asuntos de igual naturaleza, es decir, en los que se busca garantizar los derechos a 
la seguridad social de los afiliados a través del cobro ejecutivo a los empleadores de 
aquellas cotizaciones que no fueron satisfechas oportunamente, es dable acudir a esa 
misma norma para efectos de dirimir la presente colisión negativa. 
(…) 
En consecuencia, pese a que el procedimiento de cobro de las cotizaciones en mora 
previo a la acción ejecutiva, se efectuó en los términos de los artículos 24 de la Ley 100 
de 1993 y 2 y 5 de su Decreto Reglamentario 2633 de 1994, fue remitido a la ciudad de 
Armenia, como se deduce de los documentos obrantes a folios (58 a 59 cuaderno del 
Juzgado Décimo Laboral de Pequeñas Causas de Bogotá) del expediente digital, y 
conforme la norma transcrita, cuando se pretenda el pago de cotizaciones en mora 
al sistema, la competencia radica en el juez del lugar del domicilio de la entidad 
de seguridad social o el de aquel donde se adelantaron las gestiones de cobro.”  

 

En ese orden, de acuerdo con el nuevo criterio adoptado por el Órgano de Cierre de la 

jurisdicción ordinaria laboral, en casos como el presente, la competencia territorial se rige 

por lo dispuesto en el artículo 110 del C.P.T., en el entendido de que, el conocimiento lo 

asumirá el juez del domicilio principal de la entidad de seguridad social o el de la seccional 

donde se adelantaron las gestiones de cobro y donde se constituyó el título ejecutivo.  

 

Aplicando tales parámetros jurisprudenciales al caso en estudio, el Juzgado considera que 

es competente para conocer la demanda ejecutiva por la naturaleza de la obligación, la 

cuantía de las pretensiones y el domicilio principal de la demandante, razón por la cual, 

procede al estudio de los documentos presentados como título base del recaudo. 

 

Sobre la procedencia de la ejecución en materia laboral, el artículo 100 del C.P.T. señala: 

“Será exigible ejecutivamente el cumplimiento de toda obligación originada en una relación 

de trabajo, que conste en acto o documento que provenga del deudor o de su causante o que 

emane de una decisión judicial o arbitral firme”. En concordancia con la norma anterior, el 
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artículo 422 del C.G.P. señala: “Pueden demandarse ejecutivamente las obligaciones expresas, 

claras y exigibles que consten en documentos que provengan del deudor o de su causante, y 

constituyan plena prueba contra él”. 

 

Ahora bien, el concepto cuya ejecución se pretende en el presente caso, corresponde a los 

aportes obligatorios al Sistema de Salud que un empleador dejó de pagar respecto de uno 

o más trabajadores. Esta acreencia tiene una connotación especial en cuanto al título 

ejecutivo que se requiere para la viabilidad del mandamiento de pago, pues se trata de un 

título ejecutivo complejo que está conformado por distintos documentos que surgen del 

procedimiento de cobro que debe adelantar la E.P.S. previo a la acción ejecutiva, y el cual 

está regulado en las normas que a continuación se detallan: 

 

En primer lugar, es preciso acudir al Decreto 2353 de 2015 “Por el cual se unifican y 

actualizan las reglas de afiliación al Sistema General de Seguridad Social en Salud…”, y 

puntualmente al artículo 76 que establece lo siguiente: 

 

ARTÍCULO 76. OBLIGACIONES DE LAS EPS FRENTE A LOS APORTANTES EN MORA. 
<Artículo compilado en el artículo 2.1.9.6 del Decreto Único Reglamentario 780 de 2016> 
Cuando el empleador o el trabajador independiente incurra en mora en el pago de las 
cotizaciones al Sistema General de Seguridad Social en Salud, la EPS deberá proceder a: 
 
76.1. Adelantar las acciones de cobro de los aportes en mora. La EPS deberá notificar al 
aportante que se encuentra en mora mediante una comunicación que será enviada dentro 
de los diez (10) días siguientes al mes de mora e informar que si no ha reportado la novedad 
de terminación de la inscripción de la EPS por haber perdido las condiciones para 
pertenecer al régimen contributivo, deberá hacerlo a más tardar dentro de los cinco (5) días 
siguientes al recibo de la misma, así como de las consecuencias de la suspensión de la 
afiliación; si el aportante así requerido no pagare las cotizaciones cobradas deberá remitir 
la cuenta de cobro cada mes.  
(…) 
PARÁGRAFO 1o. Las acciones de cobro por las cotizaciones e intereses de mora adeudados 
serán adelantadas por las EPS conforme a los estándares de procesos que fije la Unidad 
Administrativa Especial de Gestión Pensional y Contribuciones Parafiscales de la Protección 
Social (UGPP), sin perjuicio de que la Unidad ejerza las acciones de determinación y cobro 
de la mora en que incurran los aportantes en el pago de las cotizaciones en forma 
preferente, en especial, respecto de los trabajadores independientes que reportaron la 
novedad de pérdida de las condiciones para continuar cotizando al Sistema. 

 

De acuerdo con el parágrafo, las acciones de cobro serán adelantadas por las E.P.S. 

conforme a los estándares de procesos que fije la UGPP. Dichos estándares están definidos 

en la Resolución 2082 de 2016 “Por medio de la cual se subroga la Resolución 444 del 28 

de junio de 2013”, cuyo objeto y ámbito de aplicación son los siguientes: 

 

ARTÍCULO 1. OBJETO. El objeto de la presente resolución es definir y determinar el objeto y 
alcance de los estándares de procesos de cobro que deben adoptar las Administradoras de 
la Protección Social en el cumplimiento de las acciones de seguimiento y cobro a los 
aportantes morosos obligados en el pago de las Contribuciones Parafiscales de la Protección 
Social (…). 
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ARTÍCULO 2. ÁMBITO DE APLICACIÓN. Las Administradoras Públicas y Privadas de la 
Protección Social conformado por el Sistema General de Seguridad Social Integral (Salud, 
Pensiones y Riesgos Laborales)… están obligadas al cumplimiento de los estándares de 
cobro que se establecen en la presente resolución, sin perjuicio del procedimiento y los 
términos establecidos en las disposiciones legales que le aplican para el ejercicio de sus 
respectivas funciones. 

 

Para el presente caso interesa especialmente el Capítulo III de la Resolución 2082 de 2016 

que contempla el estándar de “Acciones de Cobro” en los siguientes términos:  

 

ARTÍCULO 11. CONSTITUCIÓN TÍTULO EJECUTIVO. La Unidad verificará que las 
administradoras privadas hayan expedido en un plazo máximo de cuatro (4) meses contado 
a partir de la fecha límite de pago, la liquidación que preste mérito ejecutivo sin perjuicio 
de lo dispuesto en las normas legales aplicables al respectivo subsistema. Y para las 
administradoras públicas, el plazo máximo para expedir el acto administrativo que preste 
mérito ejecutivo, es de seis (6) meses. 
 
ARTÍCULO 12. ACCIONES PERSUASIVAS. Una vez las Administradoras constituyan el título 
que presta mérito ejecutivo, deben contactar al deudor como mínimo dos veces. El primer 
contacto lo deben realizar dentro de los quince (15) días calendario siguientes a la 
constitución y firmeza del título ejecutivo, según el caso, y el segundo, dentro de los treinta 
(30) días calendario siguientes a la fecha en que se realizó el primer contacto, sin superar 
cuarenta y cinco (45) días calendario, de conformidad con los criterios que se definen en el 
Anexo Técnico Capítulo 3. 
 
ARTÍCULO 13. ACCIONES JURÍDICAS. Vencido el plazo anterior las administradoras 
contarán con un plazo máximo de cinco (5) meses para dar inicio a las acciones de cobro 
coactivo o judicial, según el caso. 

 

Ahora, respecto de los requisitos que deben tener las comunicaciones de cobro persuasivo, 

la Resolución 2082 de 2016 contiene un Anexo Técnico, en cuyo Capítulo 3° se establece 

lo siguiente: 

 

5. CONTENIDO MÍNIMO DE LAS COMUNICACIONES DE COBRO PERSUASIVO 
 
Las comunicaciones enviadas a los aportantes en mora en el marco de las acciones 
persuasivas deben suministrar información cierta, suficiente, concreta, actualizada y de 
fácil comprensión sobre la importancia de realizar el pago voluntario de las contribuciones 
de la Protección Social y evitar las acciones de cobro jurídico o coactivo que pudieran 
generarse. En el caso de las obligaciones adeudadas a los subsistemas de salud, pensión, 
riesgos laborales, debe incluirse en la comunicación la información de los cotizantes 
respecto de los cuales se registra mora. Para el Sena, ICBF y Subsidio Familiar la 
información será por aportante. 
 
De acuerdo con lo anterior, la información mínima que deben contener las comunicaciones 
de cobro persuasivo es la siguiente: 
 
1. Nombre de la Administradora que realiza la comunicación. 
2. Nombre o razón social e identificación del aportante. 
3. Resumen del periodo o periodos adeudados, indicando claramente mes y año. 
4. Indicar que los intereses moratorios serán liquidados por la Planilla PILA. 
5. Describir el título ejecutivo en el cual consta la obligación, esto es: i) Tipo de título, por 
ejemplo, liquidación de aportes, resolución, o el que corresponda, ii) fecha de expedición, iii) 
fecha de firmeza del título o exigibilidad de la obligación, según corresponda. 
6. Mencionar de forma general la importancia de realizar el pago voluntario de las 
contribuciones parafiscales de la protección social y evitar las acciones de cobro jurídico o 
coactivo que pudieran generarse. 
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7. Medios de pago de la obligación. 
8. Advertir el inicio de acciones de cobro jurídico y decreto de medidas cautelares, en caso 
de renuencia en el pago. 
9. Advertir el deber y la importancia de reportar las novedades de la afiliación al Sistema 
de la Protección Social. 
10. Informar el medio de contacto de la Administradora para absolver dudas o inquietudes. 
 
6. CANALES DE COMUNICACIÓN PARA LA GESTIÓN DE COBRO PERSUASIVO 
 
La primera comunicación para el cobro persuasivo de las Contribuciones de la Protección 
Social debe realizarse por medio escrito. 
La segunda comunicación obligatoria y las demás que decidan realizar las Administradoras, 
deben comunicarse por uno (1) de los siguientes canales: 
1. Llamada telefónica 
2. Correo electrónico 
3. Correo físico 
4. Fax 
5. Mensaje de texto. 

 

Conforme a los anteriores preceptos normativos, previo a iniciar una demanda ejecutiva en 

la que se pretenda el pago de los aportes obligatorios adeudados al Sistema de Salud, y con 

el fin de constituir el título ejecutivo complejo, las E.P.S. deben cumplir los siguientes 

requisitos: 

 

(i) La expedición de la liquidación que preste mérito ejecutivo, en un plazo máximo de 4 

meses contados a partir de la fecha límite del pago del aporte. 

(ii) Una vez expedida la liquidación, debe adelantar las acciones persuasivas que implican 

contactar al deudor como mínimo 2 veces: 

- El primer requerimiento/contacto/comunicación debe ser escrito, contener -entre 

otros- la información de los cotizantes respecto de los cuales se registra la mora y un 

resumen de los periodos y valores adeudados, enviarse al empleador dentro de los 15 

días calendario siguientes a la constitución y firmeza de la liquidación, y obtener la 

constancia de entrega y el cotejo de los documentos. 

- El segundo requerimiento/contacto/comunicación puede comunicarse por cualquier 

canal, pero debe realizarse dentro de los 30 días calendario siguientes a la fecha en que 

se realizó el primer contacto, sin superar 45 días calendario. 

 

Como se puede notar, la norma establece una estricta ritualidad para adelantar las acciones 

persuasivas, toda vez que constituyen un requisito sine qua non para iniciar la acción 

ejecutiva, de manera que sin su satisfacción no es viable la ejecución de la liquidación. 

 

Además, importa destacar que, el primer requerimiento debe enviarse al empleador por 

medio de correo certificado a la dirección de notificación registrada en el certificado de 

existencia y representación legal o en el certificado de matrícula mercantil de persona 

natural, y además, obtener de la empresa de correo la constancia de entrega y el cotejo de 

los documentos. Ello no puede ser de otra manera, pues, la finalidad de la etapa de cobro 
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persuasivo es poner en conocimiento del deudor la suma que adeuda para lograr el pago 

voluntario, y evitar las acciones judiciales o de jurisdicción coactiva, según el caso. 

 

Así las cosas, del cumplimiento de la totalidad de los requisitos previstos en la norma citada, 

dependerá la existencia del título ejecutivo complejo, con las características de claridad, 

expresividad y exigibilidad, que se requiere para el cobro de los aportes obligatorios al 

Sistema de Salud, y que resulta indispensable para librar mandamiento de pago.  

 

Descendiendo al caso concreto, se tiene que SALUD TOTAL E.P.S.-S. S.A. aporta como 

título base del recaudo, la liquidación de los aportes adeudados por el empleador 

MANTENIMIENTO Y EQUIPOS LTDA., elaborada el día 17 de septiembre de 2020 (folio 

15). 

 

Asimismo, aporta el primer contacto para cobro persuasivo realizado por escrito al 

empleador el día 04 de agosto de 2020, enviado y entregado por correo certificado en la 

dirección: Carrera 16 No. 68-67 Brr La Victoria en la ciudad de Bucaramanga (folios 17 y 

18), la cual consta en el Certificado de la Cámara de Comercio aportado con la demanda 

(folios 24 a 28).  

 

Sin embargo, ese primer requerimiento presenta múltiples falencias, a saber: 

 

(i) No se hizo dentro del término señalado en el artículo 12 de la Resolución 2082 de 

2016: “El primer contacto lo deben realizar dentro de los quince (15) días calendario 

siguientes a la constitución y firmeza del título ejecutivo”, toda vez que el requerimiento 

se efectuó antes de la expedición de la liquidación que presta mérito ejecutivo.  

 

(ii) No contiene el detalle de la deuda con la relación de los trabajadores, valores y 

periodos en mora. Si bien en el documento la demandante señaló que “contamos con 

un título ejecutivo en firme soportado en el Estado de Cuenta anexo, donde consta que el 

aportante… adeuda al SGSSS”, lo cierto es que dicho estado de cuenta no fue aportado, 

lo que impide establecer si cumplía con el lleno de los requisitos previstos en el 

numeral 5° del Capítulo 3º del Anexo Técnico de la Resolución 2082 de 2016; y  

 

(iii) Se prescindió de cotejar el requerimiento, de manera que no es posible comprobar que 

el documento que obra en el expediente fue en realidad el que se entregó al empleador.  

 

De otro lado, aporta el segundo contacto realizado al empleador el día 21 de agosto de 2020, 

esto es, dentro de los 30 días siguientes a la fecha en que se realizó el primero. No obstante, 

si bien esta comunicación fue enviada y entregada por correo certificado en la dirección de 
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notificaciones judiciales de la demandada, no cuenta con el cotejo que permita determinar 

que fue efectivamente entregada (folios 19 y 20).    

 

Aunado a lo anterior, es de resaltar que los requerimientos son imperfectos, dado que el 

valor indicado al momento de conminar al empleador a pagar voluntariamente, no 

corresponde al valor que se alega como adeudado en la demanda ejecutiva. En efecto, la 

suma por concepto de capital señalada en el requerimiento del 04 de agosto de 2020 es de 

$3.194.200, y la indicada en el requerimiento del 21 de agosto de 2020 es de $5.407.577; 

mientras que la suma que figura en la liquidación y que se pretende en la demanda ejecutiva 

es de $5.491.843 por concepto de capital. Es decir, en la demanda se incluyeron valores 

superiores a los que fueron objeto de los requerimientos previos, y tal discordancia hace 

que no exista un título claro y exigible. 

 

Bajo el anterior panorama, resulta claro que SALUD TOTAL E.P.S.-S. S.A. no dio 

cumplimiento a los requisitos previstos en la Resolución 2082 de 2016 de la UGPP con su 

Anexo Técnico, específicamente el relativo a las acciones persuasivas que implican requerir 

al deudor como mínimo dos veces después de elaborada la liquidación que presta mérito 

ejecutivo; y, por consiguiente, no acreditó la conformación del título ejecutivo complejo 

necesario para librar mandamiento. 

 

Recuérdese, que la constitución del título ejecutivo complejo emerge de la integralidad de 

los documentos que evidencian en su conjunto la existencia de una obligación clara, expresa 

y exigible; bajo esa óptica, para que el título prestara mérito ejecutivo, debían allegarse la 

totalidad de los documentos que lo componen, y éstos, además, debían cumplir los 

requisitos formales señalados por la Ley para tal efecto. Una omisión en ese sentido 

conduce indefectiblemente a negar el mandamiento de pago. 

 

En conclusión, el título presentado por SALUD TOTAL E.P.S.-S. S.A. no presta mérito 

ejecutivo y, en consecuencia, se negará el mandamiento de pago solicitado. 

 

En mérito de lo expuesto, el Juzgado Octavo de Pequeñas Causas Laborales de Bogotá,  

 

RESUELVE: 

 

PRIMERO: NEGAR EL MANDAMIENTO DE PAGO solicitado por SALUD TOTAL E.P.S.-S. 

S.A. en contra de MANTENIMIENTO Y EQUIPOS LTDA., conforme las razones expuestas 

en esta providencia. 

 

SEGUNDO: DEVOLVER las diligencias a la parte actora, previa la desanotación en el libro 

radicador. 
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TERCERO: RECONOCER PERSONERÍA al Dr. ANDRÉS HERIBERTO TORRES ARAGÓN, 

identificado con la C.C. 73.205.246 y portador de la T.P. 155.713, para actuar como 

apoderado judicial de la parte ejecutante, en los términos y parar los efectos del poder 

anexo.  

 

El presente auto se notifica en los Estados Electrónicos publicados en el micrositio web: 

https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-08-de-pequenas-causas-laborales-de-bogota/2020n1 

El expediente digital se puede solicitar en el email: j08lpcbta@cendoj.ramajudicial.gov.co 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 

 

 

 

 
JUZGADO OCTAVO LABORAL DE PEQUEÑAS CAUSAS DE 

BOGOTÁ D.C. 
 Hoy:  

30 de septiembre de 2021 
_____________________________________________ 

   Se notifica el auto anterior por anotación en el estado No. 110 
 

GLADYS DANIELA PÉREZ SILVA 
Secretaria 

https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-08-de-pequenas-causas-laborales-de-bogota/2020n1
mailto:j08lpcbta@cendoj.ramajudicial.gov.co
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INFORME SECRETARIAL. - Bogotá D.C., 29 de septiembre de 2021, al Despacho de la Juez, 

la presente DEMANDA EJECUTIVA LABORAL DE ÚNICA INSTANCIA, designada por 

reparto, radicada bajo el número 11001-41-05-008-2021-00411-00, de SALUD TOTAL 

E.P.S.-S. S.A. en contra de M & M LOS MEJORES S.A.S., la cual consta de 63 folios, incluida 

la hoja de reparto, todos ellos electrónicos. Pendiente por resolver, sírvase proveer. 

 
GLADYS DANIELA PÉREZ SILVA 

Secretaria 

 

 

REPÚBLICA DE COLOMBIA 

 

RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

JUZGADO OCTAVO DE PEQUEÑAS CAUSAS LABORALES DE BOGOTÁ 

 

AUTO INTERLOCUTORIO 558 

Bogotá D.C., 29 de septiembre de 2021 

 

La presente demanda ejecutiva es presentada por SALUD TOTAL E.P.S.-S. S.A. en contra 

de M & M LOS MEJORES S.A.S., con el fin de que se libre mandamiento de pago por concepto 

de los aportes obligatorios adeudados al Sistema de Salud, más los intereses moratorios. 

 

Anteriormente, a efectos de determinar la competencia por el factor territorial para 

conocer de asuntos donde se pretende la ejecución de aportes insolutos al Sistema de Salud, 

el Juzgado daba aplicación al criterio adoptado por la Sala Laboral de la Corte Suprema de 

Justicia en los Autos AL2490-2019 del 10 de julio de 2019 y AL4167-2019 del 14 de 

agosto de 2019, donde se establecía que debía acudirse a lo dispuesto en el artículo 110 del 

C.P.T., por ser la norma que resultaba más cercana. 

 

Conforme a los argumentos esbozados en tales providencias, el Juzgado precisaba en sus 

decisiones que, la competencia territorial en estos casos recaía en los jueces del trabajo del 

domicilio de la entidad de seguridad social demandante, entendiendo como tal la sucursal 

en donde se adelantó el procedimiento de cobro previo a la presentación de la acción 

ejecutiva, y donde se constituyó el título ejecutivo. 

 

Sin embargo, sobre el tema de la competencia territorial en estos asuntos, la Sala Laboral 

se pronunció recientemente, a través del Auto AL3473-2021 del 11 de agosto de 2021, en 

el que precisó la regla de competencia en los siguientes términos: 
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“Como quiera que lo que se persigue en el presente asunto es el pago de aportes al 
Sistema de Seguridad Social, - cotizaciones a salud-, conviene precisar que el artículo 24 
de la Ley 100 de 1993, obliga a las entidades administradoras de los diferentes 
regímenes adelantar las acciones de cobro con motivo del incumplimiento de las 
obligaciones del empleador. 
 
Ahora bien, aun cuando nuestro estatuto procesal, no previó la regla de competencia 
para conocer del trámite de la acción ejecutiva a que alude la normativa antes 
referenciada, lo cierto es que el artículo 110 del Código Procesal del Trabajo y de la 
Seguridad Social, determina la competencia del juez laboral para conocer en asuntos 
de igual naturaleza, pero en relación al Instituto de Seguros Sociales, dentro del 
régimen de prima media con prestación definida. 
 
En tal virtud, acudiendo a la aplicación del principio de integración normativa de las 
normas procedimentales, es dable remitirnos a lo dispuesto en el artículo 110 ibidem, 
en tanto refiere que el funcionario competente para conocer de la ejecuciones 
promovidas por el ISS, con el objeto de lograr el pago de las cuotas o cotizaciones que 
se le adeuden, es el juez del lugar del domicilio de dicho ente de seguridad social o 
de la seccional en donde se hubiere proferido la resolución, título ejecutivo, por 
medio de la cual declara la obligación de pago de las cotizaciones adeudadas. 
 
Así las cosas, como la citada preceptiva determina la competencia del juez del trabajo 
en asuntos de igual naturaleza, es decir, en los que se busca garantizar los derechos a 
la seguridad social de los afiliados a través del cobro ejecutivo a los empleadores de 
aquellas cotizaciones que no fueron satisfechas oportunamente, es dable acudir a esa 
misma norma para efectos de dirimir la presente colisión negativa. 
(…) 
En consecuencia, pese a que el procedimiento de cobro de las cotizaciones en mora 
previo a la acción ejecutiva, se efectuó en los términos de los artículos 24 de la Ley 100 
de 1993 y 2 y 5 de su Decreto Reglamentario 2633 de 1994, fue remitido a la ciudad de 
Armenia, como se deduce de los documentos obrantes a folios (58 a 59 cuaderno del 
Juzgado Décimo Laboral de Pequeñas Causas de Bogotá) del expediente digital, y 
conforme la norma transcrita, cuando se pretenda el pago de cotizaciones en mora 
al sistema, la competencia radica en el juez del lugar del domicilio de la entidad 
de seguridad social o el de aquel donde se adelantaron las gestiones de cobro.”  

 

En ese orden, de acuerdo con el nuevo criterio adoptado por el Órgano de Cierre de la 

jurisdicción ordinaria laboral, en casos como el presente, la competencia territorial se rige 

por lo dispuesto en el artículo 110 del C.P.T., en el entendido de que, el conocimiento lo 

asumirá el juez del domicilio principal de la entidad de seguridad social o el de la seccional 

donde se adelantaron las gestiones de cobro y donde se constituyó el título ejecutivo.  

 

Aplicando tales parámetros jurisprudenciales al caso en estudio, el Juzgado considera que 

es competente para conocer la demanda ejecutiva por la naturaleza de la obligación, la 

cuantía de las pretensiones y el domicilio principal de la demandante, razón por la cual, 

procede al estudio de los documentos presentados como título base del recaudo. 

 

Sobre la procedencia de la ejecución en materia laboral, el artículo 100 del C.P.T. señala: 

“Será exigible ejecutivamente el cumplimiento de toda obligación originada en una relación 

de trabajo, que conste en acto o documento que provenga del deudor o de su causante o que 

emane de una decisión judicial o arbitral firme”. En concordancia con la norma anterior, el 
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artículo 422 del C.G.P. señala: “Pueden demandarse ejecutivamente las obligaciones expresas, 

claras y exigibles que consten en documentos que provengan del deudor o de su causante, y 

constituyan plena prueba contra él”. 

 

Ahora bien, el concepto cuya ejecución se pretende en el presente caso, corresponde a los 

aportes obligatorios al Sistema de Salud que un empleador dejó de pagar respecto de uno 

o más trabajadores. Esta acreencia tiene una connotación especial en cuanto al título 

ejecutivo que se requiere para la viabilidad del mandamiento de pago, pues se trata de un 

título ejecutivo complejo que está conformado por distintos documentos que surgen del 

procedimiento de cobro que debe adelantar la E.P.S. previo a la acción ejecutiva, y el cual 

está regulado en las normas que a continuación se detallan: 

 

En primer lugar, es preciso acudir al Decreto 2353 de 2015 “Por el cual se unifican y 

actualizan las reglas de afiliación al Sistema General de Seguridad Social en Salud…”, y 

puntualmente al artículo 76 que establece lo siguiente: 

 

ARTÍCULO 76. OBLIGACIONES DE LAS EPS FRENTE A LOS APORTANTES EN MORA. 
<Artículo compilado en el artículo 2.1.9.6 del Decreto Único Reglamentario 780 de 2016> 
Cuando el empleador o el trabajador independiente incurra en mora en el pago de las 
cotizaciones al Sistema General de Seguridad Social en Salud, la EPS deberá proceder a: 
 
76.1. Adelantar las acciones de cobro de los aportes en mora. La EPS deberá notificar al 
aportante que se encuentra en mora mediante una comunicación que será enviada dentro 
de los diez (10) días siguientes al mes de mora e informar que si no ha reportado la novedad 
de terminación de la inscripción de la EPS por haber perdido las condiciones para 
pertenecer al régimen contributivo, deberá hacerlo a más tardar dentro de los cinco (5) días 
siguientes al recibo de la misma, así como de las consecuencias de la suspensión de la 
afiliación; si el aportante así requerido no pagare las cotizaciones cobradas deberá remitir 
la cuenta de cobro cada mes.  
(…) 
PARÁGRAFO 1o. Las acciones de cobro por las cotizaciones e intereses de mora adeudados 
serán adelantadas por las EPS conforme a los estándares de procesos que fije la Unidad 
Administrativa Especial de Gestión Pensional y Contribuciones Parafiscales de la Protección 
Social (UGPP), sin perjuicio de que la Unidad ejerza las acciones de determinación y cobro 
de la mora en que incurran los aportantes en el pago de las cotizaciones en forma 
preferente, en especial, respecto de los trabajadores independientes que reportaron la 
novedad de pérdida de las condiciones para continuar cotizando al Sistema. 

 

De acuerdo con el parágrafo, las acciones de cobro serán adelantadas por las E.P.S. 

conforme a los estándares de procesos que fije la UGPP. Dichos estándares están definidos 

en la Resolución 2082 de 2016 “Por medio de la cual se subroga la Resolución 444 del 28 

de junio de 2013”, cuyo objeto y ámbito de aplicación son los siguientes: 

 

ARTÍCULO 1. OBJETO. El objeto de la presente resolución es definir y determinar el objeto y 
alcance de los estándares de procesos de cobro que deben adoptar las Administradoras de 
la Protección Social en el cumplimiento de las acciones de seguimiento y cobro a los 
aportantes morosos obligados en el pago de las Contribuciones Parafiscales de la Protección 
Social (…). 
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ARTÍCULO 2. ÁMBITO DE APLICACIÓN. Las Administradoras Públicas y Privadas de la 
Protección Social conformado por el Sistema General de Seguridad Social Integral (Salud, 
Pensiones y Riesgos Laborales)… están obligadas al cumplimiento de los estándares de 
cobro que se establecen en la presente resolución, sin perjuicio del procedimiento y los 
términos establecidos en las disposiciones legales que le aplican para el ejercicio de sus 
respectivas funciones. 

 

Para el presente caso interesa especialmente el Capítulo III de la Resolución 2082 de 2016 

que contempla el estándar de “Acciones de Cobro” en los siguientes términos:  

 

ARTÍCULO 11. CONSTITUCIÓN TÍTULO EJECUTIVO. La Unidad verificará que las 
administradoras privadas hayan expedido en un plazo máximo de cuatro (4) meses contado 
a partir de la fecha límite de pago, la liquidación que preste mérito ejecutivo sin perjuicio 
de lo dispuesto en las normas legales aplicables al respectivo subsistema. Y para las 
administradoras públicas, el plazo máximo para expedir el acto administrativo que preste 
mérito ejecutivo, es de seis (6) meses. 
 
ARTÍCULO 12. ACCIONES PERSUASIVAS. Una vez las Administradoras constituyan el título 
que presta mérito ejecutivo, deben contactar al deudor como mínimo dos veces. El primer 
contacto lo deben realizar dentro de los quince (15) días calendario siguientes a la 
constitución y firmeza del título ejecutivo, según el caso, y el segundo, dentro de los treinta 
(30) días calendario siguientes a la fecha en que se realizó el primer contacto, sin superar 
cuarenta y cinco (45) días calendario, de conformidad con los criterios que se definen en el 
Anexo Técnico Capítulo 3. 
 
ARTÍCULO 13. ACCIONES JURÍDICAS. Vencido el plazo anterior las administradoras 
contarán con un plazo máximo de cinco (5) meses para dar inicio a las acciones de cobro 
coactivo o judicial, según el caso. 

 

Ahora, respecto de los requisitos que deben tener las comunicaciones de cobro persuasivo, 

la Resolución 2082 de 2016 contiene un Anexo Técnico, en cuyo Capítulo 3° se establece 

lo siguiente: 

 

5. CONTENIDO MÍNIMO DE LAS COMUNICACIONES DE COBRO PERSUASIVO 
 
Las comunicaciones enviadas a los aportantes en mora en el marco de las acciones 
persuasivas deben suministrar información cierta, suficiente, concreta, actualizada y de 
fácil comprensión sobre la importancia de realizar el pago voluntario de las contribuciones 
de la Protección Social y evitar las acciones de cobro jurídico o coactivo que pudieran 
generarse. En el caso de las obligaciones adeudadas a los subsistemas de salud, pensión, 
riesgos laborales, debe incluirse en la comunicación la información de los cotizantes 
respecto de los cuales se registra mora. Para el Sena, ICBF y Subsidio Familiar la 
información será por aportante. 
 
De acuerdo con lo anterior, la información mínima que deben contener las comunicaciones 
de cobro persuasivo es la siguiente: 
 
1. Nombre de la Administradora que realiza la comunicación. 
2. Nombre o razón social e identificación del aportante. 
3. Resumen del periodo o periodos adeudados, indicando claramente mes y año. 
4. Indicar que los intereses moratorios serán liquidados por la Planilla PILA. 
5. Describir el título ejecutivo en el cual consta la obligación, esto es: i) Tipo de título, por 
ejemplo, liquidación de aportes, resolución, o el que corresponda, ii) fecha de expedición, iii) 
fecha de firmeza del título o exigibilidad de la obligación, según corresponda. 
6. Mencionar de forma general la importancia de realizar el pago voluntario de las 
contribuciones parafiscales de la protección social y evitar las acciones de cobro jurídico o 
coactivo que pudieran generarse. 
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7. Medios de pago de la obligación. 
8. Advertir el inicio de acciones de cobro jurídico y decreto de medidas cautelares, en caso 
de renuencia en el pago. 
9. Advertir el deber y la importancia de reportar las novedades de la afiliación al Sistema 
de la Protección Social. 
10. Informar el medio de contacto de la Administradora para absolver dudas o inquietudes. 
 
6. CANALES DE COMUNICACIÓN PARA LA GESTIÓN DE COBRO PERSUASIVO 
 
La primera comunicación para el cobro persuasivo de las Contribuciones de la Protección 
Social debe realizarse por medio escrito. 
La segunda comunicación obligatoria y las demás que decidan realizar las Administradoras, 
deben comunicarse por uno (1) de los siguientes canales: 
1. Llamada telefónica 
2. Correo electrónico 
3. Correo físico 
4. Fax 
5. Mensaje de texto. 

 

Conforme a los anteriores preceptos normativos, previo a iniciar una demanda ejecutiva en 

la que se pretenda el pago de los aportes obligatorios adeudados al Sistema de Salud, y con 

el fin de constituir el título ejecutivo complejo, las E.P.S. deben cumplir los siguientes 

requisitos: 

 

(i) La expedición de la liquidación que preste mérito ejecutivo, en un plazo máximo de 4 

meses contados a partir de la fecha límite del pago del aporte. 

(ii) Una vez expedida la liquidación, debe adelantar las acciones persuasivas que implican 

contactar al deudor como mínimo 2 veces: 

- El primer requerimiento/contacto/comunicación debe ser escrito, contener -entre 

otros- la información de los cotizantes respecto de los cuales se registra la mora y un 

resumen de los periodos y valores adeudados, enviarse al empleador dentro de los 15 

días calendario siguientes a la constitución y firmeza de la liquidación, y obtener la 

constancia de entrega y el cotejo de los documentos. 

- El segundo requerimiento/contacto/comunicación puede comunicarse por cualquier 

canal, pero debe realizarse dentro de los 30 días calendario siguientes a la fecha en que 

se realizó el primer contacto, sin superar 45 días calendario. 

 

Como se puede notar, la norma establece una estricta ritualidad para adelantar las acciones 

persuasivas, toda vez que constituyen un requisito sine qua non para iniciar la acción 

ejecutiva, de manera que sin su satisfacción no es viable la ejecución de la liquidación. 

 

Además, importa destacar que, el primer requerimiento debe enviarse al empleador por 

medio de correo certificado a la dirección de notificación registrada en el certificado de 

existencia y representación legal o en el certificado de matrícula mercantil de persona 

natural, y además, obtener de la empresa de correo la constancia de entrega y el cotejo de 

los documentos. Ello no puede ser de otra manera, pues, la finalidad de la etapa de cobro 
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persuasivo es poner en conocimiento del deudor la suma que adeuda para lograr el pago 

voluntario, y evitar las acciones judiciales o de jurisdicción coactiva, según el caso. 

 

Así las cosas, del cumplimiento de la totalidad de los requisitos previstos en la norma citada, 

dependerá la existencia del título ejecutivo complejo, con las características de claridad, 

expresividad y exigibilidad, que se requiere para el cobro de los aportes obligatorios al 

Sistema de Salud, y que resulta indispensable para librar mandamiento de pago.  

 

Descendiendo al caso concreto, se tiene que SALUD TOTAL E.P.S.-S. S.A. aporta como 

título base del recaudo, la liquidación de los aportes adeudados por el empleador M & M 

LOS MEJORES S.A.S., elaborada el día 12 de noviembre de 2020 (folios 15 y 16). 

 

Asimismo, aporta el primer contacto para cobro persuasivo realizado por escrito al 

empleador el día 20 de octubre de 2020, enviado y entregado por correo certificado en la 

dirección: CL 2 E 4 – 21 Barrio La Esperanza en la ciudad de Cali (folios 14 y 15).  

 

Sin embargo, ese primer requerimiento presenta múltiples falencias, a saber: 

 

(i) No se hizo dentro del término señalado en el artículo 12 de la Resolución 2082 de 

2016: “El primer contacto lo deben realizar dentro de los quince (15) días calendario 

siguientes a la constitución y firmeza del título ejecutivo”, toda vez que el requerimiento 

se efectuó antes de la expedición de la liquidación que presta mérito ejecutivo.  

 

(ii) Se entregó en una dirección que no corresponde a la registrada en el Certificado de 

la Cámara de Comercio aportado con la demanda, esto es: CL 2E # 4-21 en Cartago, 

Valle (folio 23 a 25). 

 

(iii) No contiene el detalle de la deuda con la relación de los trabajadores, valores y 

periodos en mora. Si bien en el documento la demandante señaló que “contamos con 

un título ejecutivo en firme soportado en el Estado de Cuenta anexo, donde consta que el 

aportante… adeuda al SGSSS”, lo cierto es que dicho estado de cuenta no fue aportado, 

lo que impide establecer si cumplía con el lleno de los requisitos previstos en el 

numeral 5° del Capítulo 3º del Anexo Técnico de la Resolución 2082 de 2016; y  

 

(iv) Se prescindió de cotejar el requerimiento, de manera que no es posible comprobar que 

el documento que obra en el expediente fue en realidad el que se entregó al empleador.  

 

Por otro lado, se observa que, no fue aportado el segundo contacto para cobro persuasivo, 

ni se allegó prueba alguna que demuestre que éste se haya hecho a través de uno de los 
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siguientes canales: llamada telefónica, correo electrónico, correo físico, fax o mensaje de 

texto. 

 

Aunado a lo anterior, es de resaltar que el requerimiento es imperfecto, dado que el valor 

indicado al momento de conminar al empleador a pagar voluntariamente, no corresponde 

al valor que se alega como adeudado en la demanda ejecutiva. En efecto, la suma por 

concepto de capital señalada en el requerimiento del 20 de octubre de 2020 es de 

$9.039.500, mientras que la suma que figura en la liquidación y que se pretende en la 

demanda ejecutiva es de $12.001.407 por concepto de capital. Es decir, en la demanda se 

incluyeron valores superiores a los que fueron objeto del requerimiento previo, y tal 

discordancia hace que no exista un título claro y exigible. 

 

Bajo el anterior panorama, resulta claro que SALUD TOTAL E.P.S.-S. S.A. no dio 

cumplimiento a los requisitos previstos en la Resolución 2082 de 2016 de la UGPP con su 

Anexo Técnico, específicamente el relativo a las acciones persuasivas que implican requerir 

al deudor como mínimo dos veces después de elaborada la liquidación que presta mérito 

ejecutivo; y, por consiguiente, no acreditó la conformación del título ejecutivo complejo 

necesario para librar mandamiento. 

 

Recuérdese, que la constitución del título ejecutivo complejo emerge de la integralidad de 

los documentos que evidencian en su conjunto la existencia de una obligación clara, expresa 

y exigible; bajo esa óptica, para que el título prestara mérito ejecutivo, debían allegarse la 

totalidad de los documentos que lo componen, y éstos, además, debían cumplir los 

requisitos formales señalados por la Ley para tal efecto. Una omisión en ese sentido 

conduce indefectiblemente a negar el mandamiento de pago. 

 

En conclusión, el título presentado por SALUD TOTAL E.P.S.-S. S.A. no presta mérito 

ejecutivo y, en consecuencia, se negará el mandamiento de pago solicitado. 

 

En mérito de lo expuesto, el Juzgado Octavo de Pequeñas Causas Laborales de Bogotá,  

 

RESUELVE: 

 

PRIMERO: NEGAR EL MANDAMIENTO DE PAGO solicitado por SALUD TOTAL E.P.S.-S. 

S.A. en contra de M & M LOS MEJORES S.A.S., conforme las razones expuestas en esta 

providencia. 

 

SEGUNDO: DEVOLVER las diligencias a la parte actora, previa la desanotación en el libro 

radicador. 
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TERCERO: RECONOCER PERSONERÍA al Dr. ANDRÉS HERIBERTO TORRES ARAGÓN, 

identificado con la C.C. 73.205.246 y portador de la T.P. 155.713, para actuar como 

apoderado judicial de la parte ejecutante, en los términos y parar los efectos del poder 

anexo.  

 

El presente auto se notifica en los Estados Electrónicos publicados en el micrositio web: 

https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-08-de-pequenas-causas-laborales-de-bogota/2020n1 

El expediente digital se puede solicitar en el email: j08lpcbta@cendoj.ramajudicial.gov.co 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 

 

 

 

 
JUZGADO OCTAVO LABORAL DE PEQUEÑAS CAUSAS DE 

BOGOTÁ D.C. 
 Hoy:  

30 de septiembre de 2021 

_____________________________________________ 
   Se notifica el auto anterior por anotación en el estado No. 110 
 

GLADYS DANIELA PÉREZ SILVA 
Secretaria 

https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-08-de-pequenas-causas-laborales-de-bogota/2020n1
mailto:j08lpcbta@cendoj.ramajudicial.gov.co
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INFORME SECRETARIAL. - Bogotá D.C., 29 de septiembre de 2021, al Despacho de la Juez, 

la presente DEMANDA EJECUTIVA LABORAL DE ÚNICA INSTANCIA, designada por 

reparto, radicada bajo el número 11001-41-05-008-2021-00419-00, de SALUD TOTAL 

E.P.S.-S. S.A. en contra de TRANSPORTES LOGÍSTICO MG S.A.S., la cual consta de 64 folios, 

incluida la hoja de reparto, todos ellos electrónicos. Pendiente por resolver, sírvase 

proveer. 

GLADYS DANIELA PÉREZ SILVA 
Secretaria 

 

 

REPÚBLICA DE COLOMBIA 

 

RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

JUZGADO OCTAVO DE PEQUEÑAS CAUSAS LABORALES DE BOGOTÁ 

 

AUTO INTERLOCUTORIO 559 

Bogotá D.C., 29 de septiembre de 2021 

 

La presente demanda ejecutiva es presentada por SALUD TOTAL E.P.S.-S. S.A. en contra 

de TRANSPORTES LOGÍSTICO MG S.A.S., con el fin de que se libre mandamiento de pago 

por concepto de los aportes obligatorios adeudados al Sistema de Salud, más los intereses 

moratorios. 

 

Anteriormente, a efectos de determinar la competencia por el factor territorial para 

conocer de asuntos donde se pretende la ejecución de aportes insolutos al Sistema de Salud, 

el Juzgado daba aplicación al criterio adoptado por la Sala Laboral de la Corte Suprema de 

Justicia en los Autos AL2490-2019 del 10 de julio de 2019 y AL4167-2019 del 14 de 

agosto de 2019, donde se establecía que debía acudirse a lo dispuesto en el artículo 110 del 

C.P.T., por ser la norma que resultaba más cercana. 

 

Conforme a los argumentos esbozados en tales providencias, el Juzgado precisaba en sus 

decisiones que, la competencia territorial en estos casos recaía en los jueces del trabajo del 

domicilio de la entidad de seguridad social demandante, entendiendo como tal la sucursal 

en donde se adelantó el procedimiento de cobro previo a la presentación de la acción 

ejecutiva, y donde se constituyó el título ejecutivo. 

 

Sin embargo, sobre el tema de la competencia territorial en estos asuntos, la Sala Laboral 

se pronunció recientemente, a través del Auto AL3473-2021 del 11 de agosto de 2021, en 

el que precisó la regla de competencia en los siguientes términos:  



2021-00419 

2 
 

“Como quiera que lo que se persigue en el presente asunto es el pago de aportes al 
Sistema de Seguridad Social, - cotizaciones a salud-, conviene precisar que el artículo 24 
de la Ley 100 de 1993, obliga a las entidades administradoras de los diferentes 
regímenes adelantar las acciones de cobro con motivo del incumplimiento de las 
obligaciones del empleador. 
 
Ahora bien, aun cuando nuestro estatuto procesal, no previó la regla de competencia 
para conocer del trámite de la acción ejecutiva a que alude la normativa antes 
referenciada, lo cierto es que el artículo 110 del Código Procesal del Trabajo y de la 
Seguridad Social, determina la competencia del juez laboral para conocer en asuntos 
de igual naturaleza, pero en relación al Instituto de Seguros Sociales, dentro del 
régimen de prima media con prestación definida. 
 
En tal virtud, acudiendo a la aplicación del principio de integración normativa de las 
normas procedimentales, es dable remitirnos a lo dispuesto en el artículo 110 ibidem, 
en tanto refiere que el funcionario competente para conocer de la ejecuciones 
promovidas por el ISS, con el objeto de lograr el pago de las cuotas o cotizaciones que 
se le adeuden, es el juez del lugar del domicilio de dicho ente de seguridad social o 
de la seccional en donde se hubiere proferido la resolución, título ejecutivo, por 
medio de la cual declara la obligación de pago de las cotizaciones adeudadas. 
 
Así las cosas, como la citada preceptiva determina la competencia del juez del trabajo 
en asuntos de igual naturaleza, es decir, en los que se busca garantizar los derechos a 
la seguridad social de los afiliados a través del cobro ejecutivo a los empleadores de 
aquellas cotizaciones que no fueron satisfechas oportunamente, es dable acudir a esa 
misma norma para efectos de dirimir la presente colisión negativa. 
(…) 
En consecuencia, pese a que el procedimiento de cobro de las cotizaciones en mora 
previo a la acción ejecutiva, se efectuó en los términos de los artículos 24 de la Ley 100 
de 1993 y 2 y 5 de su Decreto Reglamentario 2633 de 1994, fue remitido a la ciudad de 
Armenia, como se deduce de los documentos obrantes a folios (58 a 59 cuaderno del 
Juzgado Décimo Laboral de Pequeñas Causas de Bogotá) del expediente digital, y 
conforme la norma transcrita, cuando se pretenda el pago de cotizaciones en mora 
al sistema, la competencia radica en el juez del lugar del domicilio de la entidad 
de seguridad social o el de aquel donde se adelantaron las gestiones de cobro.”  

 

En ese orden, de acuerdo con el nuevo criterio adoptado por el Órgano de Cierre de la 

jurisdicción ordinaria laboral, en casos como el presente, la competencia territorial se rige 

por lo dispuesto en el artículo 110 del C.P.T., en el entendido de que, el conocimiento lo 

asumirá el juez del domicilio principal de la entidad de seguridad social o el de la seccional 

donde se adelantaron las gestiones de cobro y donde se constituyó el título ejecutivo.  

 

Aplicando tales parámetros jurisprudenciales al caso en estudio, el Juzgado considera que 

es competente para conocer la demanda ejecutiva por la naturaleza de la obligación, la 

cuantía de las pretensiones y el domicilio principal de la demandante, razón por la cual, 

procede al estudio de los documentos presentados como título base del recaudo. 

 

Sobre la procedencia de la ejecución en materia laboral, el artículo 100 del C.P.T. señala: 

“Será exigible ejecutivamente el cumplimiento de toda obligación originada en una relación 

de trabajo, que conste en acto o documento que provenga del deudor o de su causante o que 

emane de una decisión judicial o arbitral firme”. En concordancia con la norma anterior, el 
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artículo 422 del C.G.P. señala: “Pueden demandarse ejecutivamente las obligaciones expresas, 

claras y exigibles que consten en documentos que provengan del deudor o de su causante, y 

constituyan plena prueba contra él”. 

 

Ahora bien, el concepto cuya ejecución se pretende en el presente caso, corresponde a los 

aportes obligatorios al Sistema de Salud que un empleador dejó de pagar respecto de uno 

o más trabajadores. Esta acreencia tiene una connotación especial en cuanto al título 

ejecutivo que se requiere para la viabilidad del mandamiento de pago, pues se trata de un 

título ejecutivo complejo que está conformado por distintos documentos que surgen del 

procedimiento de cobro que debe adelantar la E.P.S. previo a la acción ejecutiva, y el cual 

está regulado en las normas que a continuación se detallan: 

 

En primer lugar, es preciso acudir al Decreto 2353 de 2015 “Por el cual se unifican y 

actualizan las reglas de afiliación al Sistema General de Seguridad Social en Salud…”, y 

puntualmente al artículo 76 que establece lo siguiente: 

 

ARTÍCULO 76. OBLIGACIONES DE LAS EPS FRENTE A LOS APORTANTES EN MORA. 
<Artículo compilado en el artículo 2.1.9.6 del Decreto Único Reglamentario 780 de 2016> 
Cuando el empleador o el trabajador independiente incurra en mora en el pago de las 
cotizaciones al Sistema General de Seguridad Social en Salud, la EPS deberá proceder a: 
 
76.1. Adelantar las acciones de cobro de los aportes en mora. La EPS deberá notificar al 
aportante que se encuentra en mora mediante una comunicación que será enviada dentro 
de los diez (10) días siguientes al mes de mora e informar que si no ha reportado la novedad 
de terminación de la inscripción de la EPS por haber perdido las condiciones para 
pertenecer al régimen contributivo, deberá hacerlo a más tardar dentro de los cinco (5) días 
siguientes al recibo de la misma, así como de las consecuencias de la suspensión de la 
afiliación; si el aportante así requerido no pagare las cotizaciones cobradas deberá remitir 
la cuenta de cobro cada mes.  
(…) 
PARÁGRAFO 1o. Las acciones de cobro por las cotizaciones e intereses de mora adeudados 
serán adelantadas por las EPS conforme a los estándares de procesos que fije la Unidad 
Administrativa Especial de Gestión Pensional y Contribuciones Parafiscales de la Protección 
Social (UGPP), sin perjuicio de que la Unidad ejerza las acciones de determinación y cobro 
de la mora en que incurran los aportantes en el pago de las cotizaciones en forma 
preferente, en especial, respecto de los trabajadores independientes que reportaron la 
novedad de pérdida de las condiciones para continuar cotizando al Sistema. 

 

De acuerdo con el parágrafo, las acciones de cobro serán adelantadas por las E.P.S. 

conforme a los estándares de procesos que fije la UGPP. Dichos estándares están definidos 

en la Resolución 2082 de 2016 “Por medio de la cual se subroga la Resolución 444 del 28 

de junio de 2013”, cuyo objeto y ámbito de aplicación son los siguientes: 

 

ARTÍCULO 1. OBJETO. El objeto de la presente resolución es definir y determinar el objeto y 
alcance de los estándares de procesos de cobro que deben adoptar las Administradoras de 
la Protección Social en el cumplimiento de las acciones de seguimiento y cobro a los 
aportantes morosos obligados en el pago de las Contribuciones Parafiscales de la Protección 
Social (…). 
 



2021-00419 

4 
 

ARTÍCULO 2. ÁMBITO DE APLICACIÓN. Las Administradoras Públicas y Privadas de la 
Protección Social conformado por el Sistema General de Seguridad Social Integral (Salud, 
Pensiones y Riesgos Laborales)… están obligadas al cumplimiento de los estándares de 
cobro que se establecen en la presente resolución, sin perjuicio del procedimiento y los 
términos establecidos en las disposiciones legales que le aplican para el ejercicio de sus 
respectivas funciones. 

 

Para el presente caso interesa especialmente el Capítulo III de la Resolución 2082 de 2016 

que contempla el estándar de “Acciones de Cobro” en los siguientes términos:  

 

ARTÍCULO 11. CONSTITUCIÓN TÍTULO EJECUTIVO. La Unidad verificará que las 
administradoras privadas hayan expedido en un plazo máximo de cuatro (4) meses contado 
a partir de la fecha límite de pago, la liquidación que preste mérito ejecutivo sin perjuicio 
de lo dispuesto en las normas legales aplicables al respectivo subsistema. Y para las 
administradoras públicas, el plazo máximo para expedir el acto administrativo que preste 
mérito ejecutivo, es de seis (6) meses. 
 
ARTÍCULO 12. ACCIONES PERSUASIVAS. Una vez las Administradoras constituyan el título 
que presta mérito ejecutivo, deben contactar al deudor como mínimo dos veces. El primer 
contacto lo deben realizar dentro de los quince (15) días calendario siguientes a la 
constitución y firmeza del título ejecutivo, según el caso, y el segundo, dentro de los treinta 
(30) días calendario siguientes a la fecha en que se realizó el primer contacto, sin superar 
cuarenta y cinco (45) días calendario, de conformidad con los criterios que se definen en el 
Anexo Técnico Capítulo 3. 
 
ARTÍCULO 13. ACCIONES JURÍDICAS. Vencido el plazo anterior las administradoras 
contarán con un plazo máximo de cinco (5) meses para dar inicio a las acciones de cobro 
coactivo o judicial, según el caso. 

 

Ahora, respecto de los requisitos que deben tener las comunicaciones de cobro persuasivo, 

la Resolución 2082 de 2016 contiene un Anexo Técnico, en cuyo Capítulo 3° se establece 

lo siguiente: 

 

5. CONTENIDO MÍNIMO DE LAS COMUNICACIONES DE COBRO PERSUASIVO 
 
Las comunicaciones enviadas a los aportantes en mora en el marco de las acciones 
persuasivas deben suministrar información cierta, suficiente, concreta, actualizada y de 
fácil comprensión sobre la importancia de realizar el pago voluntario de las contribuciones 
de la Protección Social y evitar las acciones de cobro jurídico o coactivo que pudieran 
generarse. En el caso de las obligaciones adeudadas a los subsistemas de salud, pensión, 
riesgos laborales, debe incluirse en la comunicación la información de los cotizantes 
respecto de los cuales se registra mora. Para el Sena, ICBF y Subsidio Familiar la 
información será por aportante. 
 
De acuerdo con lo anterior, la información mínima que deben contener las comunicaciones 
de cobro persuasivo es la siguiente: 
 
1. Nombre de la Administradora que realiza la comunicación. 
2. Nombre o razón social e identificación del aportante. 
3. Resumen del periodo o periodos adeudados, indicando claramente mes y año. 
4. Indicar que los intereses moratorios serán liquidados por la Planilla PILA. 
5. Describir el título ejecutivo en el cual consta la obligación, esto es: i) Tipo de título, por 
ejemplo, liquidación de aportes, resolución, o el que corresponda, ii) fecha de expedición, iii) 
fecha de firmeza del título o exigibilidad de la obligación, según corresponda. 
6. Mencionar de forma general la importancia de realizar el pago voluntario de las 
contribuciones parafiscales de la protección social y evitar las acciones de cobro jurídico o 
coactivo que pudieran generarse. 
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7. Medios de pago de la obligación. 
8. Advertir el inicio de acciones de cobro jurídico y decreto de medidas cautelares, en caso 
de renuencia en el pago. 
9. Advertir el deber y la importancia de reportar las novedades de la afiliación al Sistema 
de la Protección Social. 
10. Informar el medio de contacto de la Administradora para absolver dudas o inquietudes. 
 
6. CANALES DE COMUNICACIÓN PARA LA GESTIÓN DE COBRO PERSUASIVO 
 
La primera comunicación para el cobro persuasivo de las Contribuciones de la Protección 
Social debe realizarse por medio escrito. 
La segunda comunicación obligatoria y las demás que decidan realizar las Administradoras, 
deben comunicarse por uno (1) de los siguientes canales: 
1. Llamada telefónica 
2. Correo electrónico 
3. Correo físico 
4. Fax 
5. Mensaje de texto. 

 

Conforme a los anteriores preceptos normativos, previo a iniciar una demanda ejecutiva en 

la que se pretenda el pago de los aportes obligatorios adeudados al Sistema de Salud, y con 

el fin de constituir el título ejecutivo complejo, las E.P.S. deben cumplir los siguientes 

requisitos: 

 

(i) La expedición de la liquidación que preste mérito ejecutivo, en un plazo máximo de 4 

meses contados a partir de la fecha límite del pago del aporte. 

(ii) Una vez expedida la liquidación, debe adelantar las acciones persuasivas que implican 

contactar al deudor como mínimo 2 veces: 

- El primer requerimiento/contacto/comunicación debe ser escrito, contener -entre 

otros- la información de los cotizantes respecto de los cuales se registra la mora y un 

resumen de los periodos y valores adeudados, enviarse al empleador dentro de los 15 

días calendario siguientes a la constitución y firmeza de la liquidación, y obtener la 

constancia de entrega y el cotejo de los documentos. 

- El segundo requerimiento/contacto/comunicación puede comunicarse por cualquier 

canal, pero debe realizarse dentro de los 30 días calendario siguientes a la fecha en que 

se realizó el primer contacto, sin superar 45 días calendario. 

 

Como se puede notar, la norma establece una estricta ritualidad para adelantar las acciones 

persuasivas, toda vez que constituyen un requisito sine qua non para iniciar la acción 

ejecutiva, de manera que sin su satisfacción no es viable la ejecución de la liquidación. 

 

Además, importa destacar que, el primer requerimiento debe enviarse al empleador por 

medio de correo certificado a la dirección de notificación registrada en el certificado de 

existencia y representación legal o en el certificado de matrícula mercantil de persona 

natural, y además, obtener de la empresa de correo la constancia de entrega y el cotejo de 

los documentos. Ello no puede ser de otra manera, pues, la finalidad de la etapa de cobro 
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persuasivo es poner en conocimiento del deudor la suma que adeuda para lograr el pago 

voluntario, y evitar las acciones judiciales o de jurisdicción coactiva, según el caso. 

 

Así las cosas, del cumplimiento de la totalidad de los requisitos previstos en la norma citada, 

dependerá la existencia del título ejecutivo complejo, con las características de claridad, 

expresividad y exigibilidad, que se requiere para el cobro de los aportes obligatorios al 

Sistema de Salud, y que resulta indispensable para librar mandamiento de pago.  

 

Descendiendo al caso concreto, se tiene que SALUD TOTAL E.P.S.-S. S.A. aporta como 

título base del recaudo, la liquidación de los aportes adeudados por el empleador 

TRANSPORTES LOGÍSTICO MG S.A.S., elaborada el día 03 de abril de 2021 (folio 15). 

 

Asimismo, aporta el primer contacto para cobro persuasivo realizado por escrito al 

empleador el día 01 de febrero de 2021, enviado y entregado por correo certificado en la 

dirección: TER 2 CL 0 2T – 26 La Dolores en la ciudad de Palmira (folios 17 y 18).  

 

Sin embargo, ese primer requerimiento presenta múltiples falencias, a saber: 

 

(i) No se hizo dentro del término señalado en el artículo 12 de la Resolución 2082 de 

2016: “El primer contacto lo deben realizar dentro de los quince (15) días calendario 

siguientes a la constitución y firmeza del título ejecutivo”, toda vez que el requerimiento 

se efectuó antes de la expedición de la liquidación que presta mérito ejecutivo.  

 

(ii) Se entregó en una dirección que no corresponde a la registrada en el Certificado de 

la Cámara de Comercio aportado con la demanda, esto es: TV 2 CON CL 0 en la ciudad 

de Palmira (folios 22 a 28). 

 

(iii) No contiene el detalle de la deuda con la relación de los trabajadores, valores y 

periodos en mora. Si bien en el documento la demandante señaló que “contamos con 

un título ejecutivo en firme soportado en el Estado de Cuenta anexo, donde consta que el 

aportante… adeuda al SGSSS”, lo cierto es que dicho estado de cuenta no fue aportado, 

lo que impide establecer si cumplía con el lleno de los requisitos previstos en el 

numeral 5° del Capítulo 3º del Anexo Técnico de la Resolución 2082 de 2016; y  

 

(iv) Se prescindió de cotejar el requerimiento, de manera que no es posible comprobar que 

el documento que obra en el expediente fue en realidad el que se entregó al empleador.  

 

Por otro lado, se observa que, no fue aportado el segundo contacto para cobro persuasivo, 

ni se allegó prueba alguna que demuestre que éste se haya hecho a través de uno de los 
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siguientes canales: llamada telefónica, correo electrónico, correo físico, fax o mensaje de 

texto. 

 

Aunado a lo anterior, es de resaltar que el requerimiento es imperfecto, dado que el valor 

indicado al momento de conminar al empleador a pagar voluntariamente, no corresponde 

al valor que se alega como adeudado en la demanda ejecutiva. En efecto, la suma por 

concepto de capital señalada en el requerimiento del 01 de febrero de 2021 es de 

$2.182.300, mientras que la suma que figura en la liquidación y que se pretende en la 

demanda ejecutiva es de $1.995.649 por concepto de capital. Es decir, en la demanda se 

incluyeron valores superiores a los que fueron objeto del requerimiento previo, y tal 

discordancia hace que no exista un título claro y exigible. 

 

Bajo el anterior panorama, resulta claro que SALUD TOTAL E.P.S.-S. S.A. no dio 

cumplimiento a los requisitos previstos en la Resolución 2082 de 2016 de la UGPP con su 

Anexo Técnico, específicamente el relativo a las acciones persuasivas que implican requerir 

al deudor como mínimo dos veces después de elaborada la liquidación que presta mérito 

ejecutivo; y, por consiguiente, no acreditó la conformación del título ejecutivo complejo 

necesario para librar mandamiento. 

 

Recuérdese, que la constitución del título ejecutivo complejo emerge de la integralidad de 

los documentos que evidencian en su conjunto la existencia de una obligación clara, expresa 

y exigible; bajo esa óptica, para que el título prestara mérito ejecutivo, debían allegarse la 

totalidad de los documentos que lo componen, y éstos, además, debían cumplir los 

requisitos formales señalados por la Ley para tal efecto. Una omisión en ese sentido 

conduce indefectiblemente a negar el mandamiento de pago. 

 

En conclusión, el título presentado por SALUD TOTAL E.P.S.-S. S.A. no presta mérito 

ejecutivo y, en consecuencia, se negará el mandamiento de pago solicitado. 

 

En mérito de lo expuesto, el Juzgado Octavo de Pequeñas Causas Laborales de Bogotá,  

 

RESUELVE: 

 

PRIMERO: NEGAR EL MANDAMIENTO DE PAGO solicitado por SALUD TOTAL E.P.S.-S. 

S.A. en contra de TRANSPORTES LOGÍSTICO MG S.A.S., conforme las razones expuestas 

en esta providencia. 

 

SEGUNDO: DEVOLVER las diligencias a la parte actora, previa la desanotación en el libro 

radicador. 
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TERCERO: RECONOCER PERSONERÍA al Dr. ANDRÉS HERIBERTO TORRES ARAGÓN, 

identificado con la C.C. 73.205.246 y portador de la T.P. 155.713, para actuar como 

apoderado judicial de la parte ejecutante, en los términos y parar los efectos del poder 

anexo.  

 

El presente auto se notifica en los Estados Electrónicos publicados en el micrositio web: 

https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-08-de-pequenas-causas-laborales-de-bogota/2020n1 

El expediente digital se puede solicitar en el email: j08lpcbta@cendoj.ramajudicial.gov.co 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 

 

 

 

 

 
JUZGADO OCTAVO LABORAL DE PEQUEÑAS CAUSAS DE 

BOGOTÁ D.C. 
 Hoy:  

30 de septiembre de 2021 
_____________________________________________ 

   Se notifica el auto anterior por anotación en el estado No. 110 
 

GLADYS DANIELA PÉREZ SILVA 
Secretaria 

https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-08-de-pequenas-causas-laborales-de-bogota/2020n1
mailto:j08lpcbta@cendoj.ramajudicial.gov.co
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INFORME SECRETARIAL. - Bogotá D.C., 29 de septiembre de 2021, al Despacho de la Juez, 

la presente DEMANDA EJECUTIVA LABORAL DE ÚNICA INSTANCIA, designada por 

reparto, radicada bajo el número 11001-41-05-008-2021-00513-00, de SALUD TOTAL 

E.P.S.-S. S.A. en contra de LEGNO SPAZIO S.A.S., la cual consta de 64 folios, incluida la hoja 

de reparto, todos ellos electrónicos. Pendiente por resolver, sírvase proveer. 

 

GLADYS DANIELA PÉREZ SILVA 
Secretaria 

 

 

REPÚBLICA DE COLOMBIA 

 

RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

JUZGADO OCTAVO DE PEQUEÑAS CAUSAS LABORALES DE BOGOTÁ 

 

AUTO INTERLOCUTORIO 560 

Bogotá D.C., 29 de septiembre de 2021 

 

La presente demanda ejecutiva es presentada por SALUD TOTAL E.P.S.-S. S.A. en contra 

de LEGNO SPAZIO S.A.S., con el fin de que se libre mandamiento de pago por concepto de 

los aportes obligatorios adeudados al Sistema de Salud, más los intereses moratorios. 

 

Anteriormente, a efectos de determinar la competencia por el factor territorial para 

conocer de asuntos donde se pretende la ejecución de aportes insolutos al Sistema de Salud, 

el Juzgado daba aplicación al criterio adoptado por la Sala Laboral de la Corte Suprema de 

Justicia en los Autos AL2490-2019 del 10 de julio de 2019 y AL4167-2019 del 14 de 

agosto de 2019, donde se establecía que debía acudirse a lo dispuesto en el artículo 110 del 

C.P.T., por ser la norma que resultaba más cercana. 

 

Conforme a los argumentos esbozados en tales providencias, el Juzgado precisaba en sus 

decisiones que, la competencia territorial en estos casos recaía en los jueces del trabajo del 

domicilio de la entidad de seguridad social demandante, entendiendo como tal la sucursal 

en donde se adelantó el procedimiento de cobro previo a la presentación de la acción 

ejecutiva, y donde se constituyó el título ejecutivo. 

 

Sin embargo, sobre el tema de la competencia territorial en estos asuntos, la Sala Laboral 

se pronunció recientemente, a través del Auto AL3473-2021 del 11 de agosto de 2021, en 

el que precisó la regla de competencia en los siguientes términos:  
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“Como quiera que lo que se persigue en el presente asunto es el pago de aportes al 
Sistema de Seguridad Social, - cotizaciones a salud-, conviene precisar que el artículo 24 
de la Ley 100 de 1993, obliga a las entidades administradoras de los diferentes 
regímenes adelantar las acciones de cobro con motivo del incumplimiento de las 
obligaciones del empleador. 
 
Ahora bien, aun cuando nuestro estatuto procesal, no previó la regla de competencia 
para conocer del trámite de la acción ejecutiva a que alude la normativa antes 
referenciada, lo cierto es que el artículo 110 del Código Procesal del Trabajo y de la 
Seguridad Social, determina la competencia del juez laboral para conocer en asuntos 
de igual naturaleza, pero en relación al Instituto de Seguros Sociales, dentro del 
régimen de prima media con prestación definida. 
 
En tal virtud, acudiendo a la aplicación del principio de integración normativa de las 
normas procedimentales, es dable remitirnos a lo dispuesto en el artículo 110 ibidem, 
en tanto refiere que el funcionario competente para conocer de la ejecuciones 
promovidas por el ISS, con el objeto de lograr el pago de las cuotas o cotizaciones que 
se le adeuden, es el juez del lugar del domicilio de dicho ente de seguridad social o 
de la seccional en donde se hubiere proferido la resolución, título ejecutivo, por 
medio de la cual declara la obligación de pago de las cotizaciones adeudadas. 
 
Así las cosas, como la citada preceptiva determina la competencia del juez del trabajo 
en asuntos de igual naturaleza, es decir, en los que se busca garantizar los derechos a 
la seguridad social de los afiliados a través del cobro ejecutivo a los empleadores de 
aquellas cotizaciones que no fueron satisfechas oportunamente, es dable acudir a esa 
misma norma para efectos de dirimir la presente colisión negativa. 
(…) 
En consecuencia, pese a que el procedimiento de cobro de las cotizaciones en mora 
previo a la acción ejecutiva, se efectuó en los términos de los artículos 24 de la Ley 100 
de 1993 y 2 y 5 de su Decreto Reglamentario 2633 de 1994, fue remitido a la ciudad de 
Armenia, como se deduce de los documentos obrantes a folios (58 a 59 cuaderno del 
Juzgado Décimo Laboral de Pequeñas Causas de Bogotá) del expediente digital, y 
conforme la norma transcrita, cuando se pretenda el pago de cotizaciones en mora 
al sistema, la competencia radica en el juez del lugar del domicilio de la entidad 
de seguridad social o el de aquel donde se adelantaron las gestiones de cobro.”  

 

En ese orden, de acuerdo con el nuevo criterio adoptado por el Órgano de Cierre de la 

jurisdicción ordinaria laboral, en casos como el presente, la competencia territorial se rige 

por lo dispuesto en el artículo 110 del C.P.T., en el entendido de que, el conocimiento lo 

asumirá el juez del domicilio principal de la entidad de seguridad social o el de la seccional 

donde se adelantaron las gestiones de cobro y donde se constituyó el título ejecutivo.  

 

Aplicando tales parámetros jurisprudenciales al caso en estudio, el Juzgado considera que 

es competente para conocer la demanda ejecutiva por la naturaleza de la obligación, la 

cuantía de las pretensiones y el domicilio principal de la demandante, razón por la cual, 

procede al estudio de los documentos presentados como título base del recaudo. 

 

Sobre la procedencia de la ejecución en materia laboral, el artículo 100 del C.P.T. señala: 

“Será exigible ejecutivamente el cumplimiento de toda obligación originada en una relación 

de trabajo, que conste en acto o documento que provenga del deudor o de su causante o que 

emane de una decisión judicial o arbitral firme”. En concordancia con la norma anterior, el 
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artículo 422 del C.G.P. señala: “Pueden demandarse ejecutivamente las obligaciones expresas, 

claras y exigibles que consten en documentos que provengan del deudor o de su causante, y 

constituyan plena prueba contra él”. 

 

Ahora bien, el concepto cuya ejecución se pretende en el presente caso, corresponde a los 

aportes obligatorios al Sistema de Salud que un empleador dejó de pagar respecto de uno 

o más trabajadores. Esta acreencia tiene una connotación especial en cuanto al título 

ejecutivo que se requiere para la viabilidad del mandamiento de pago, pues se trata de un 

título ejecutivo complejo que está conformado por distintos documentos que surgen del 

procedimiento de cobro que debe adelantar la E.P.S. previo a la acción ejecutiva, y el cual 

está regulado en las normas que a continuación se detallan: 

 

En primer lugar, es preciso acudir al Decreto 2353 de 2015 “Por el cual se unifican y 

actualizan las reglas de afiliación al Sistema General de Seguridad Social en Salud…”, y 

puntualmente al artículo 76 que establece lo siguiente: 

 

ARTÍCULO 76. OBLIGACIONES DE LAS EPS FRENTE A LOS APORTANTES EN MORA. 
<Artículo compilado en el artículo 2.1.9.6 del Decreto Único Reglamentario 780 de 2016> 
Cuando el empleador o el trabajador independiente incurra en mora en el pago de las 
cotizaciones al Sistema General de Seguridad Social en Salud, la EPS deberá proceder a: 
 
76.1. Adelantar las acciones de cobro de los aportes en mora. La EPS deberá notificar al 
aportante que se encuentra en mora mediante una comunicación que será enviada dentro 
de los diez (10) días siguientes al mes de mora e informar que si no ha reportado la novedad 
de terminación de la inscripción de la EPS por haber perdido las condiciones para 
pertenecer al régimen contributivo, deberá hacerlo a más tardar dentro de los cinco (5) días 
siguientes al recibo de la misma, así como de las consecuencias de la suspensión de la 
afiliación; si el aportante así requerido no pagare las cotizaciones cobradas deberá remitir 
la cuenta de cobro cada mes.  
(…) 
PARÁGRAFO 1o. Las acciones de cobro por las cotizaciones e intereses de mora adeudados 
serán adelantadas por las EPS conforme a los estándares de procesos que fije la Unidad 
Administrativa Especial de Gestión Pensional y Contribuciones Parafiscales de la Protección 
Social (UGPP), sin perjuicio de que la Unidad ejerza las acciones de determinación y cobro 
de la mora en que incurran los aportantes en el pago de las cotizaciones en forma 
preferente, en especial, respecto de los trabajadores independientes que reportaron la 
novedad de pérdida de las condiciones para continuar cotizando al Sistema. 

 

De acuerdo con el parágrafo, las acciones de cobro serán adelantadas por las E.P.S. 

conforme a los estándares de procesos que fije la UGPP. Dichos estándares están definidos 

en la Resolución 2082 de 2016 “Por medio de la cual se subroga la Resolución 444 del 28 

de junio de 2013”, cuyo objeto y ámbito de aplicación son los siguientes: 

 

ARTÍCULO 1. OBJETO. El objeto de la presente resolución es definir y determinar el objeto y 
alcance de los estándares de procesos de cobro que deben adoptar las Administradoras de 
la Protección Social en el cumplimiento de las acciones de seguimiento y cobro a los 
aportantes morosos obligados en el pago de las Contribuciones Parafiscales de la Protección 
Social (…). 
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ARTÍCULO 2. ÁMBITO DE APLICACIÓN. Las Administradoras Públicas y Privadas de la 
Protección Social conformado por el Sistema General de Seguridad Social Integral (Salud, 
Pensiones y Riesgos Laborales)… están obligadas al cumplimiento de los estándares de 
cobro que se establecen en la presente resolución, sin perjuicio del procedimiento y los 
términos establecidos en las disposiciones legales que le aplican para el ejercicio de sus 
respectivas funciones. 

 

Para el presente caso interesa especialmente el Capítulo III de la Resolución 2082 de 2016 

que contempla el estándar de “Acciones de Cobro” en los siguientes términos:  

 

ARTÍCULO 11. CONSTITUCIÓN TÍTULO EJECUTIVO. La Unidad verificará que las 
administradoras privadas hayan expedido en un plazo máximo de cuatro (4) meses contado 
a partir de la fecha límite de pago, la liquidación que preste mérito ejecutivo sin perjuicio 
de lo dispuesto en las normas legales aplicables al respectivo subsistema. Y para las 
administradoras públicas, el plazo máximo para expedir el acto administrativo que preste 
mérito ejecutivo, es de seis (6) meses. 
 
ARTÍCULO 12. ACCIONES PERSUASIVAS. Una vez las Administradoras constituyan el título 
que presta mérito ejecutivo, deben contactar al deudor como mínimo dos veces. El primer 
contacto lo deben realizar dentro de los quince (15) días calendario siguientes a la 
constitución y firmeza del título ejecutivo, según el caso, y el segundo, dentro de los treinta 
(30) días calendario siguientes a la fecha en que se realizó el primer contacto, sin superar 
cuarenta y cinco (45) días calendario, de conformidad con los criterios que se definen en el 
Anexo Técnico Capítulo 3. 
 
ARTÍCULO 13. ACCIONES JURÍDICAS. Vencido el plazo anterior las administradoras 
contarán con un plazo máximo de cinco (5) meses para dar inicio a las acciones de cobro 
coactivo o judicial, según el caso. 

 

Ahora, respecto de los requisitos que deben tener las comunicaciones de cobro persuasivo, 

la Resolución 2082 de 2016 contiene un Anexo Técnico, en cuyo Capítulo 3° se establece 

lo siguiente: 

 

5. CONTENIDO MÍNIMO DE LAS COMUNICACIONES DE COBRO PERSUASIVO 
 
Las comunicaciones enviadas a los aportantes en mora en el marco de las acciones 
persuasivas deben suministrar información cierta, suficiente, concreta, actualizada y de 
fácil comprensión sobre la importancia de realizar el pago voluntario de las contribuciones 
de la Protección Social y evitar las acciones de cobro jurídico o coactivo que pudieran 
generarse. En el caso de las obligaciones adeudadas a los subsistemas de salud, pensión, 
riesgos laborales, debe incluirse en la comunicación la información de los cotizantes 
respecto de los cuales se registra mora. Para el Sena, ICBF y Subsidio Familiar la 
información será por aportante. 
 
De acuerdo con lo anterior, la información mínima que deben contener las comunicaciones 
de cobro persuasivo es la siguiente: 
 
1. Nombre de la Administradora que realiza la comunicación. 
2. Nombre o razón social e identificación del aportante. 
3. Resumen del periodo o periodos adeudados, indicando claramente mes y año. 
4. Indicar que los intereses moratorios serán liquidados por la Planilla PILA. 
5. Describir el título ejecutivo en el cual consta la obligación, esto es: i) Tipo de título, por 
ejemplo, liquidación de aportes, resolución, o el que corresponda, ii) fecha de expedición, iii) 
fecha de firmeza del título o exigibilidad de la obligación, según corresponda. 
6. Mencionar de forma general la importancia de realizar el pago voluntario de las 
contribuciones parafiscales de la protección social y evitar las acciones de cobro jurídico o 
coactivo que pudieran generarse. 
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7. Medios de pago de la obligación. 
8. Advertir el inicio de acciones de cobro jurídico y decreto de medidas cautelares, en caso 
de renuencia en el pago. 
9. Advertir el deber y la importancia de reportar las novedades de la afiliación al Sistema 
de la Protección Social. 
10. Informar el medio de contacto de la Administradora para absolver dudas o inquietudes. 
 
6. CANALES DE COMUNICACIÓN PARA LA GESTIÓN DE COBRO PERSUASIVO 
 
La primera comunicación para el cobro persuasivo de las Contribuciones de la Protección 
Social debe realizarse por medio escrito. 
La segunda comunicación obligatoria y las demás que decidan realizar las Administradoras, 
deben comunicarse por uno (1) de los siguientes canales: 
1. Llamada telefónica 
2. Correo electrónico 
3. Correo físico 
4. Fax 
5. Mensaje de texto. 

 

Conforme a los anteriores preceptos normativos, previo a iniciar una demanda ejecutiva en 

la que se pretenda el pago de los aportes obligatorios adeudados al Sistema de Salud, y con 

el fin de constituir el título ejecutivo complejo, las E.P.S. deben cumplir los siguientes 

requisitos: 

 

(i) La expedición de la liquidación que preste mérito ejecutivo, en un plazo máximo de 4 

meses contados a partir de la fecha límite del pago del aporte. 

(ii) Una vez expedida la liquidación, debe adelantar las acciones persuasivas que implican 

contactar al deudor como mínimo 2 veces: 

- El primer requerimiento/contacto/comunicación debe ser escrito, contener -entre 

otros- la información de los cotizantes respecto de los cuales se registra la mora y un 

resumen de los periodos y valores adeudados, enviarse al empleador dentro de los 15 

días calendario siguientes a la constitución y firmeza de la liquidación, y obtener la 

constancia de entrega y el cotejo de los documentos. 

- El segundo requerimiento/contacto/comunicación puede comunicarse por cualquier 

canal, pero debe realizarse dentro de los 30 días calendario siguientes a la fecha en que 

se realizó el primer contacto, sin superar 45 días calendario. 

 

Como se puede notar, la norma establece una estricta ritualidad para adelantar las acciones 

persuasivas, toda vez que constituyen un requisito sine qua non para iniciar la acción 

ejecutiva, de manera que sin su satisfacción no es viable la ejecución de la liquidación. 

 

Además, importa destacar que, el primer requerimiento debe enviarse al empleador por 

medio de correo certificado a la dirección de notificación registrada en el certificado de 

existencia y representación legal o en el certificado de matrícula mercantil de persona 

natural, y además, obtener de la empresa de correo la constancia de entrega y el cotejo de 

los documentos. Ello no puede ser de otra manera, pues, la finalidad de la etapa de cobro 



2021-00513 

6 
 

persuasivo es poner en conocimiento del deudor la suma que adeuda para lograr el pago 

voluntario, y evitar las acciones judiciales o de jurisdicción coactiva, según el caso. 

 

Así las cosas, del cumplimiento de la totalidad de los requisitos previstos en la norma citada, 

dependerá la existencia del título ejecutivo complejo, con las características de claridad, 

expresividad y exigibilidad, que se requiere para el cobro de los aportes obligatorios al 

Sistema de Salud, y que resulta indispensable para librar mandamiento de pago.  

 

Descendiendo al caso concreto, se tiene que SALUD TOTAL E.P.S.-S. S.A. aporta como 

título base del recaudo, la liquidación de los aportes adeudados por el empleador LEGNO 

SPAZIO S.A.S., elaborada el día 21 de mayo de 2021 (folios 15 y 16). 

 

Asimismo, aporta el primer contacto para cobro persuasivo realizado por escrito al 

empleador el día 09 de marzo de 2021, enviado y entregado por correo certificado en la 

dirección: AV CR 9 No. 187 A 43 en la ciudad de Bogotá (folios 18 y 19), la cual consta en el 

Certificado de la Cámara de Comercio aportado con la demanda (folios 23 a 28).  

 

Sin embargo, ese primer requerimiento presenta múltiples falencias, a saber: 

 

(i) No se hizo dentro del término señalado en el artículo 12 de la Resolución 2082 de 

2016: “El primer contacto lo deben realizar dentro de los quince (15) días calendario 

siguientes a la constitución y firmeza del título ejecutivo”, toda vez que el requerimiento 

se efectuó antes de la expedición de la liquidación que presta mérito ejecutivo.  

 

(ii) No contiene el detalle de la deuda con la relación de los trabajadores, valores y 

periodos en mora. Si bien en el documento la demandante señaló que “contamos con 

un título ejecutivo en firme soportado en el Estado de Cuenta anexo, donde consta que el 

aportante… adeuda al SGSSS”, lo cierto es que dicho estado de cuenta no fue aportado, 

lo que impide establecer si cumplía con el lleno de los requisitos previstos en el 

numeral 5° del Capítulo 3º del Anexo Técnico de la Resolución 2082 de 2016; y  

 

(iii) Se prescindió de cotejar el requerimiento, de manera que no es posible comprobar que 

el documento que obra en el expediente fue en realidad el que se entregó al empleador.  

 

Por otro lado, se observa que, no fue aportado el segundo contacto para cobro persuasivo, 

ni se allegó prueba alguna que demuestre que éste se haya hecho a través de uno de los 

siguientes canales: llamada telefónica, correo electrónico, correo físico, fax o mensaje de 

texto. 
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Aunado a lo anterior, es de resaltar que el requerimiento es imperfecto, dado que el valor 

indicado al momento de conminar al empleador a pagar voluntariamente, no corresponde 

al valor que se alega como adeudado en la demanda ejecutiva. En efecto, la suma por 

concepto de capital señalada en el requerimiento del 09 de marzo de 2021 es de 

$3.028.400, mientras que la suma que figura en la liquidación y que se pretende en la 

demanda ejecutiva es de $6.645.999 por concepto de capital. Es decir, en la demanda se 

incluyeron valores superiores a los que fueron objeto de los requerimientos previos, y tal 

discordancia hace que no exista un título claro y exigible. 

 

Bajo el anterior panorama, resulta claro que SALUD TOTAL E.P.S.-S. S.A. no dio 

cumplimiento a los requisitos previstos en la Resolución 2082 de 2016 de la UGPP con su 

Anexo Técnico, específicamente el relativo a las acciones persuasivas que implican requerir 

al deudor como mínimo dos veces después de elaborada la liquidación que presta mérito 

ejecutivo; y, por consiguiente, no acreditó la conformación del título ejecutivo complejo 

necesario para librar mandamiento. 

 

Recuérdese, que la constitución del título ejecutivo complejo emerge de la integralidad de 

los documentos que evidencian en su conjunto la existencia de una obligación clara, expresa 

y exigible; bajo esa óptica, para que el título prestara mérito ejecutivo, debían allegarse la 

totalidad de los documentos que lo componen, y éstos, además, debían cumplir los 

requisitos formales señalados por la Ley para tal efecto. Una omisión en ese sentido 

conduce indefectiblemente a negar el mandamiento de pago. 

 

En conclusión, el título presentado por SALUD TOTAL E.P.S.-S. S.A. no presta mérito 

ejecutivo y, en consecuencia, se negará el mandamiento de pago solicitado. 

 

En mérito de lo expuesto, el Juzgado Octavo de Pequeñas Causas Laborales de Bogotá,  

 

RESUELVE: 

 

PRIMERO: NEGAR EL MANDAMIENTO DE PAGO solicitado por SALUD TOTAL E.P.S.-S. 

S.A. en contra de LEGNO SPAZIO S.A.S., conforme las razones expuestas en esta 

providencia. 

 

SEGUNDO: DEVOLVER las diligencias a la parte actora, previa la desanotación en el libro 

radicador. 

 

TERCERO: RECONOCER PERSONERÍA al Dr. ANDRÉS HERIBERTO TORRES ARAGÓN, 

identificado con la C.C. 73.205.246 y portador de la T.P. 155.713, para actuar como 
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apoderado judicial de la parte ejecutante, en los términos y parar los efectos del poder 

anexo.  

 

El presente auto se notifica en los Estados Electrónicos publicados en el micrositio web: 

https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-08-de-pequenas-causas-laborales-de-bogota/2020n1 

El expediente digital se puede solicitar en el email: j08lpcbta@cendoj.ramajudicial.gov.co 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 

 

 

 

  
JUZGADO OCTAVO LABORAL DE PEQUEÑAS CAUSAS DE 

BOGOTÁ D.C. 
 Hoy:  

30 de septiembre de 2021 
_____________________________________________ 

   Se notifica el auto anterior por anotación en el estado No. 110 
 

GLADYS DANIELA PÉREZ SILVA 

Secretaria 

https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-08-de-pequenas-causas-laborales-de-bogota/2020n1
mailto:j08lpcbta@cendoj.ramajudicial.gov.co
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INFORME SECRETARIAL. - Bogotá D.C., 29 de septiembre de 2021, al Despacho de la Juez, 

la presente DEMANDA EJECUTIVA LABORAL DE ÚNICA INSTANCIA, designada por 

reparto, radicada bajo el número 11001-41-05-008-2021-00514-00, de SALUD TOTAL 

E.P.S.-S. S.A. en contra de CONSTRUCCIONES DEYMAR S.A.S., la cual consta de 62 folios, 

incluida la hoja de reparto, todos ellos electrónicos. Pendiente por resolver, sírvase 

proveer. 

GLADYS DANIELA PÉREZ SILVA 
Secretaria 

 

 

REPÚBLICA DE COLOMBIA 

 

RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

JUZGADO OCTAVO DE PEQUEÑAS CAUSAS LABORALES DE BOGOTÁ 

 

AUTO INTERLOCUTORIO 561 

Bogotá D.C., 29 de septiembre de 2021 

 

La presente demanda ejecutiva es presentada por SALUD TOTAL E.P.S.-S. S.A. en contra 

de CONSTRUCCIONES DEYMAR S.A.S., con el fin de que se libre mandamiento de pago por 

concepto de los aportes obligatorios adeudados al Sistema de Salud, más los intereses 

moratorios. 

 

Anteriormente, a efectos de determinar la competencia por el factor territorial para 

conocer de asuntos donde se pretende la ejecución de aportes insolutos al Sistema de Salud, 

el Juzgado daba aplicación al criterio adoptado por la Sala Laboral de la Corte Suprema de 

Justicia en los Autos AL2490-2019 del 10 de julio de 2019 y AL4167-2019 del 14 de 

agosto de 2019, donde se establecía que debía acudirse a lo dispuesto en el artículo 110 del 

C.P.T., por ser la norma que resultaba más cercana. 

 

Conforme a los argumentos esbozados en tales providencias, el Juzgado precisaba en sus 

decisiones que, la competencia territorial en estos casos recaía en los jueces del trabajo del 

domicilio de la entidad de seguridad social demandante, entendiendo como tal la sucursal 

en donde se adelantó el procedimiento de cobro previo a la presentación de la acción 

ejecutiva, y donde se constituyó el título ejecutivo. 

 

Sin embargo, sobre el tema de la competencia territorial en estos asuntos, la Sala Laboral 

se pronunció recientemente, a través del Auto AL3473-2021 del 11 de agosto de 2021, en 

el que precisó la regla de competencia en los siguientes términos:  
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“Como quiera que lo que se persigue en el presente asunto es el pago de aportes al 
Sistema de Seguridad Social, - cotizaciones a salud-, conviene precisar que el artículo 24 
de la Ley 100 de 1993, obliga a las entidades administradoras de los diferentes 
regímenes adelantar las acciones de cobro con motivo del incumplimiento de las 
obligaciones del empleador. 
 
Ahora bien, aun cuando nuestro estatuto procesal, no previó la regla de competencia 
para conocer del trámite de la acción ejecutiva a que alude la normativa antes 
referenciada, lo cierto es que el artículo 110 del Código Procesal del Trabajo y de la 
Seguridad Social, determina la competencia del juez laboral para conocer en asuntos 
de igual naturaleza, pero en relación al Instituto de Seguros Sociales, dentro del 
régimen de prima media con prestación definida. 
 
En tal virtud, acudiendo a la aplicación del principio de integración normativa de las 
normas procedimentales, es dable remitirnos a lo dispuesto en el artículo 110 ibidem, 
en tanto refiere que el funcionario competente para conocer de la ejecuciones 
promovidas por el ISS, con el objeto de lograr el pago de las cuotas o cotizaciones que 
se le adeuden, es el juez del lugar del domicilio de dicho ente de seguridad social o 
de la seccional en donde se hubiere proferido la resolución, título ejecutivo, por 
medio de la cual declara la obligación de pago de las cotizaciones adeudadas. 
 
Así las cosas, como la citada preceptiva determina la competencia del juez del trabajo 
en asuntos de igual naturaleza, es decir, en los que se busca garantizar los derechos a 
la seguridad social de los afiliados a través del cobro ejecutivo a los empleadores de 
aquellas cotizaciones que no fueron satisfechas oportunamente, es dable acudir a esa 
misma norma para efectos de dirimir la presente colisión negativa. 
(…) 
En consecuencia, pese a que el procedimiento de cobro de las cotizaciones en mora 
previo a la acción ejecutiva, se efectuó en los términos de los artículos 24 de la Ley 100 
de 1993 y 2 y 5 de su Decreto Reglamentario 2633 de 1994, fue remitido a la ciudad de 
Armenia, como se deduce de los documentos obrantes a folios (58 a 59 cuaderno del 
Juzgado Décimo Laboral de Pequeñas Causas de Bogotá) del expediente digital, y 
conforme la norma transcrita, cuando se pretenda el pago de cotizaciones en mora 
al sistema, la competencia radica en el juez del lugar del domicilio de la entidad 
de seguridad social o el de aquel donde se adelantaron las gestiones de cobro.”  

 

En ese orden, de acuerdo con el nuevo criterio adoptado por el Órgano de Cierre de la 

jurisdicción ordinaria laboral, en casos como el presente, la competencia territorial se rige 

por lo dispuesto en el artículo 110 del C.P.T., en el entendido de que, el conocimiento lo 

asumirá el juez del domicilio principal de la entidad de seguridad social o el de la seccional 

donde se adelantaron las gestiones de cobro y donde se constituyó el título ejecutivo.  

 

Aplicando tales parámetros jurisprudenciales al caso en estudio, el Juzgado considera que 

es competente para conocer la demanda ejecutiva por la naturaleza de la obligación, la 

cuantía de las pretensiones y el domicilio principal de la demandante, razón por la cual, 

procede al estudio de los documentos presentados como título base del recaudo. 

 

Sobre la procedencia de la ejecución en materia laboral, el artículo 100 del C.P.T. señala: 

“Será exigible ejecutivamente el cumplimiento de toda obligación originada en una relación 

de trabajo, que conste en acto o documento que provenga del deudor o de su causante o que 

emane de una decisión judicial o arbitral firme”. En concordancia con la norma anterior, el 
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artículo 422 del C.G.P. señala: “Pueden demandarse ejecutivamente las obligaciones expresas, 

claras y exigibles que consten en documentos que provengan del deudor o de su causante, y 

constituyan plena prueba contra él”. 

 

Ahora bien, el concepto cuya ejecución se pretende en el presente caso, corresponde a los 

aportes obligatorios al Sistema de Salud que un empleador dejó de pagar respecto de uno 

o más trabajadores. Esta acreencia tiene una connotación especial en cuanto al título 

ejecutivo que se requiere para la viabilidad del mandamiento de pago, pues se trata de un 

título ejecutivo complejo que está conformado por distintos documentos que surgen del 

procedimiento de cobro que debe adelantar la E.P.S. previo a la acción ejecutiva, y el cual 

está regulado en las normas que a continuación se detallan: 

 

En primer lugar, es preciso acudir al Decreto 2353 de 2015 “Por el cual se unifican y 

actualizan las reglas de afiliación al Sistema General de Seguridad Social en Salud…”, y 

puntualmente al artículo 76 que establece lo siguiente: 

 

ARTÍCULO 76. OBLIGACIONES DE LAS EPS FRENTE A LOS APORTANTES EN MORA. 
<Artículo compilado en el artículo 2.1.9.6 del Decreto Único Reglamentario 780 de 2016> 
Cuando el empleador o el trabajador independiente incurra en mora en el pago de las 
cotizaciones al Sistema General de Seguridad Social en Salud, la EPS deberá proceder a: 
 
76.1. Adelantar las acciones de cobro de los aportes en mora. La EPS deberá notificar al 
aportante que se encuentra en mora mediante una comunicación que será enviada dentro 
de los diez (10) días siguientes al mes de mora e informar que si no ha reportado la novedad 
de terminación de la inscripción de la EPS por haber perdido las condiciones para 
pertenecer al régimen contributivo, deberá hacerlo a más tardar dentro de los cinco (5) días 
siguientes al recibo de la misma, así como de las consecuencias de la suspensión de la 
afiliación; si el aportante así requerido no pagare las cotizaciones cobradas deberá remitir 
la cuenta de cobro cada mes.  
(…) 
PARÁGRAFO 1o. Las acciones de cobro por las cotizaciones e intereses de mora adeudados 
serán adelantadas por las EPS conforme a los estándares de procesos que fije la Unidad 
Administrativa Especial de Gestión Pensional y Contribuciones Parafiscales de la Protección 
Social (UGPP), sin perjuicio de que la Unidad ejerza las acciones de determinación y cobro 
de la mora en que incurran los aportantes en el pago de las cotizaciones en forma 
preferente, en especial, respecto de los trabajadores independientes que reportaron la 
novedad de pérdida de las condiciones para continuar cotizando al Sistema. 

 

De acuerdo con el parágrafo, las acciones de cobro serán adelantadas por las E.P.S. 

conforme a los estándares de procesos que fije la UGPP. Dichos estándares están definidos 

en la Resolución 2082 de 2016 “Por medio de la cual se subroga la Resolución 444 del 28 

de junio de 2013”, cuyo objeto y ámbito de aplicación son los siguientes: 

 

ARTÍCULO 1. OBJETO. El objeto de la presente resolución es definir y determinar el objeto y 
alcance de los estándares de procesos de cobro que deben adoptar las Administradoras de 
la Protección Social en el cumplimiento de las acciones de seguimiento y cobro a los 
aportantes morosos obligados en el pago de las Contribuciones Parafiscales de la Protección 
Social (…). 
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ARTÍCULO 2. ÁMBITO DE APLICACIÓN. Las Administradoras Públicas y Privadas de la 
Protección Social conformado por el Sistema General de Seguridad Social Integral (Salud, 
Pensiones y Riesgos Laborales)… están obligadas al cumplimiento de los estándares de 
cobro que se establecen en la presente resolución, sin perjuicio del procedimiento y los 
términos establecidos en las disposiciones legales que le aplican para el ejercicio de sus 
respectivas funciones. 

 

Para el presente caso interesa especialmente el Capítulo III de la Resolución 2082 de 2016 

que contempla el estándar de “Acciones de Cobro” en los siguientes términos:  

 

ARTÍCULO 11. CONSTITUCIÓN TÍTULO EJECUTIVO. La Unidad verificará que las 
administradoras privadas hayan expedido en un plazo máximo de cuatro (4) meses contado 
a partir de la fecha límite de pago, la liquidación que preste mérito ejecutivo sin perjuicio 
de lo dispuesto en las normas legales aplicables al respectivo subsistema. Y para las 
administradoras públicas, el plazo máximo para expedir el acto administrativo que preste 
mérito ejecutivo, es de seis (6) meses. 
 
ARTÍCULO 12. ACCIONES PERSUASIVAS. Una vez las Administradoras constituyan el título 
que presta mérito ejecutivo, deben contactar al deudor como mínimo dos veces. El primer 
contacto lo deben realizar dentro de los quince (15) días calendario siguientes a la 
constitución y firmeza del título ejecutivo, según el caso, y el segundo, dentro de los treinta 
(30) días calendario siguientes a la fecha en que se realizó el primer contacto, sin superar 
cuarenta y cinco (45) días calendario, de conformidad con los criterios que se definen en el 
Anexo Técnico Capítulo 3. 
 
ARTÍCULO 13. ACCIONES JURÍDICAS. Vencido el plazo anterior las administradoras 
contarán con un plazo máximo de cinco (5) meses para dar inicio a las acciones de cobro 
coactivo o judicial, según el caso. 

 

Ahora, respecto de los requisitos que deben tener las comunicaciones de cobro persuasivo, 

la Resolución 2082 de 2016 contiene un Anexo Técnico, en cuyo Capítulo 3° se establece 

lo siguiente: 

 

5. CONTENIDO MÍNIMO DE LAS COMUNICACIONES DE COBRO PERSUASIVO 
 
Las comunicaciones enviadas a los aportantes en mora en el marco de las acciones 
persuasivas deben suministrar información cierta, suficiente, concreta, actualizada y de 
fácil comprensión sobre la importancia de realizar el pago voluntario de las contribuciones 
de la Protección Social y evitar las acciones de cobro jurídico o coactivo que pudieran 
generarse. En el caso de las obligaciones adeudadas a los subsistemas de salud, pensión, 
riesgos laborales, debe incluirse en la comunicación la información de los cotizantes 
respecto de los cuales se registra mora. Para el Sena, ICBF y Subsidio Familiar la 
información será por aportante. 
 
De acuerdo con lo anterior, la información mínima que deben contener las comunicaciones 
de cobro persuasivo es la siguiente: 
 
1. Nombre de la Administradora que realiza la comunicación. 
2. Nombre o razón social e identificación del aportante. 
3. Resumen del periodo o periodos adeudados, indicando claramente mes y año. 
4. Indicar que los intereses moratorios serán liquidados por la Planilla PILA. 
5. Describir el título ejecutivo en el cual consta la obligación, esto es: i) Tipo de título, por 
ejemplo, liquidación de aportes, resolución, o el que corresponda, ii) fecha de expedición, iii) 
fecha de firmeza del título o exigibilidad de la obligación, según corresponda. 
6. Mencionar de forma general la importancia de realizar el pago voluntario de las 
contribuciones parafiscales de la protección social y evitar las acciones de cobro jurídico o 
coactivo que pudieran generarse. 
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7. Medios de pago de la obligación. 
8. Advertir el inicio de acciones de cobro jurídico y decreto de medidas cautelares, en caso 
de renuencia en el pago. 
9. Advertir el deber y la importancia de reportar las novedades de la afiliación al Sistema 
de la Protección Social. 
10. Informar el medio de contacto de la Administradora para absolver dudas o inquietudes. 
 
6. CANALES DE COMUNICACIÓN PARA LA GESTIÓN DE COBRO PERSUASIVO 
 
La primera comunicación para el cobro persuasivo de las Contribuciones de la Protección 
Social debe realizarse por medio escrito. 
La segunda comunicación obligatoria y las demás que decidan realizar las Administradoras, 
deben comunicarse por uno (1) de los siguientes canales: 
1. Llamada telefónica 
2. Correo electrónico 
3. Correo físico 
4. Fax 
5. Mensaje de texto. 

 

Conforme a los anteriores preceptos normativos, previo a iniciar una demanda ejecutiva en 

la que se pretenda el pago de los aportes obligatorios adeudados al Sistema de Salud, y con 

el fin de constituir el título ejecutivo complejo, las E.P.S. deben cumplir los siguientes 

requisitos: 

 

(i) La expedición de la liquidación que preste mérito ejecutivo, en un plazo máximo de 4 

meses contados a partir de la fecha límite del pago del aporte. 

(ii) Una vez expedida la liquidación, debe adelantar las acciones persuasivas que implican 

contactar al deudor como mínimo 2 veces: 

- El primer requerimiento/contacto/comunicación debe ser escrito, contener -entre 

otros- la información de los cotizantes respecto de los cuales se registra la mora y un 

resumen de los periodos y valores adeudados, enviarse al empleador dentro de los 15 

días calendario siguientes a la constitución y firmeza de la liquidación, y obtener la 

constancia de entrega y el cotejo de los documentos. 

- El segundo requerimiento/contacto/comunicación puede comunicarse por cualquier 

canal, pero debe realizarse dentro de los 30 días calendario siguientes a la fecha en que 

se realizó el primer contacto, sin superar 45 días calendario. 

 

Como se puede notar, la norma establece una estricta ritualidad para adelantar las acciones 

persuasivas, toda vez que constituyen un requisito sine qua non para iniciar la acción 

ejecutiva, de manera que sin su satisfacción no es viable la ejecución de la liquidación. 

 

Además, importa destacar que, el primer requerimiento debe enviarse al empleador por 

medio de correo certificado a la dirección de notificación registrada en el certificado de 

existencia y representación legal o en el certificado de matrícula mercantil de persona 

natural, y además, obtener de la empresa de correo la constancia de entrega y el cotejo de 

los documentos. Ello no puede ser de otra manera, pues, la finalidad de la etapa de cobro 
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persuasivo es poner en conocimiento del deudor la suma que adeuda para lograr el pago 

voluntario, y evitar las acciones judiciales o de jurisdicción coactiva, según el caso. 

 

Así las cosas, del cumplimiento de la totalidad de los requisitos previstos en la norma citada, 

dependerá la existencia del título ejecutivo complejo, con las características de claridad, 

expresividad y exigibilidad, que se requiere para el cobro de los aportes obligatorios al 

Sistema de Salud, y que resulta indispensable para librar mandamiento de pago.  

 

Descendiendo al caso concreto, se tiene que SALUD TOTAL E.P.S.-S. S.A. aporta como 

título base del recaudo, la liquidación de los aportes adeudados por el empleador 

CONSTRUCCIONES DEYMAR S.A.S., elaborado el día 21 de mayo de 2021 (folio 15). 

 

Asimismo, aporta el primer contacto para cobro persuasivo realizado por escrito al 

empleador el día 09 de marzo de 2021, enviado y entregado por correo certificado en la 

dirección: CR 18 # 186-03  en la ciudad de Bogotá (folios 17 y 18), la cual consta en el 

Certificado de la Cámara de Comercio aportado con la demanda (folios 20 a 24).  

 

Sin embargo, ese primer requerimiento presenta múltiples falencias, a saber: 

 

(i) No se hizo dentro del término señalado en el artículo 12 de la Resolución 2082 de 

2016: “El primer contacto lo deben realizar dentro de los quince (15) días calendario 

siguientes a la constitución y firmeza del título ejecutivo”, toda vez que el requerimiento 

se efectuó antes de la expedición de la liquidación que presta mérito ejecutivo.  

 

(ii) No contiene el detalle de la deuda con la relación de los trabajadores, valores y 

periodos en mora. Si bien en el documento la demandante señaló que “contamos con 

un título ejecutivo en firme soportado en el Estado de Cuenta anexo, donde consta que el 

aportante… adeuda al SGSSS”, lo cierto es que dicho estado de cuenta no fue aportado, 

lo que impide establecer si cumplía con el lleno de los requisitos previstos en el 

numeral 5° del Capítulo 3º del Anexo Técnico de la Resolución 2082 de 2016; y  

 

(iii) Se prescindió de cotejar el requerimiento, de manera que no es posible comprobar que 

el documento que obra en el expediente fue en realidad el que se entregó al empleador.  

 

Por otro lado, se observa que, no fue aportado el segundo contacto para cobro persuasivo, 

ni se allegó prueba alguna que demuestre que éste se haya hecho a través de uno de los 

siguientes canales: llamada telefónica, correo electrónico, correo físico, fax o mensaje de 

texto. 
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Aunado a lo anterior, es de resaltar que el requerimiento es imperfecto, dado que el valor 

indicado al momento de conminar al empleador a pagar voluntariamente, no corresponde 

al valor que se alega como adeudado en la demanda ejecutiva. En efecto, la suma por 

concepto de capital señalada en el requerimiento del 09 de marzo de 2021 es de 

$1.369.100, mientras que la suma que figura en la liquidación y que se pretende en la 

demanda ejecutiva es de $4.042.248 por concepto de capital. Es decir, en la demanda se 

incluyeron valores superiores a los que fueron objeto de los requerimientos previos, y tal 

discordancia hace que no exista un título claro y exigible. 

 

Bajo el anterior panorama, resulta claro que SALUD TOTAL E.P.S.-S. S.A. no dio 

cumplimiento a los requisitos previstos en la Resolución 2082 de 2016 de la UGPP con su 

Anexo Técnico, específicamente el relativo a las acciones persuasivas que implican requerir 

al deudor como mínimo dos veces después de elaborada la liquidación que presta mérito 

ejecutivo; y, por consiguiente, no acreditó la conformación del título ejecutivo complejo 

necesario para librar mandamiento. 

 

Recuérdese, que la constitución del título ejecutivo complejo emerge de la integralidad de 

los documentos que evidencian en su conjunto la existencia de una obligación clara, expresa 

y exigible; bajo esa óptica, para que el título prestara mérito ejecutivo, debían allegarse la 

totalidad de los documentos que lo componen, y éstos, además, debían cumplir los 

requisitos formales señalados por la Ley para tal efecto. Una omisión en ese sentido 

conduce indefectiblemente a negar el mandamiento de pago. 

 

En conclusión, el título presentado por SALUD TOTAL E.P.S.-S. S.A. no presta mérito 

ejecutivo y, en consecuencia, se negará el mandamiento de pago solicitado. 

 

En mérito de lo expuesto, el Juzgado Octavo de Pequeñas Causas Laborales de Bogotá,  

 

RESUELVE: 

 

PRIMERO: NEGAR EL MANDAMIENTO DE PAGO solicitado por SALUD TOTAL E.P.S.-S. 

S.A. en contra de CONSTRUCCIONES DEYMAR S.A.S., conforme las razones expuestas en 

esta providencia. 

 

SEGUNDO: DEVOLVER las diligencias a la parte actora, previa la desanotación en el libro 

radicador. 

 

TERCERO: RECONOCER PERSONERÍA al Dr. ANDRÉS HERIBERTO TORRES ARAGÓN, 

identificado con la C.C. 73.205.246 y portador de la T.P. 155.713, para actuar como 
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apoderado judicial de la parte ejecutante, en los términos y parar los efectos del poder 

anexo.  

 

El presente auto se notifica en los Estados Electrónicos publicados en el micrositio web: 

https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-08-de-pequenas-causas-laborales-de-bogota/2020n1 

El expediente digital se puede solicitar en el email: j08lpcbta@cendoj.ramajudicial.gov.co 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 

 

 

 

 
JUZGADO OCTAVO LABORAL DE PEQUEÑAS CAUSAS DE 

BOGOTÁ D.C. 
 Hoy:  

30 de septiembre de 2021 
_____________________________________________ 

   Se notifica el auto anterior por anotación en el estado No. 110 
 

GLADYS DANIELA PÉREZ SILVA 

Secretaria 

https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-08-de-pequenas-causas-laborales-de-bogota/2020n1
mailto:j08lpcbta@cendoj.ramajudicial.gov.co


2021-00567 

1 

 

INFORME SECRETARIAL. - Bogotá D.C., 29 de septiembre de 2021, al Despacho de la Juez, 

la presente DEMANDA ORDINARIA LABORAL DE ÚNICA INSTANCIA, asignada por 

reparto, radicada bajo el número 11001-41-05-008-2021-00567-00, de NIYI JULIETH 

SALAMANCA LÓPEZ en contra de COMPAÑÍA PROFESIONAL EN ADMINISTRACIÓN, 

GESTIÓN Y CALIDAD S.A.S. – C3P S.A.S. y de DIANA OSPINA SALAZAR, la cual consta de 

14 páginas, incluida la hoja de reparto, todas ellas electrónicas. Pendiente por resolver, 

sírvase proveer. 

GLADYS DANIELA PÉREZ SILVA 

Secretaria 

 

 

REPÚBLICA DE COLOMBIA 

 
RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

JUZGADO OCTAVO DE PEQUEÑAS CAUSAS LABORAL DE BOGOTÁ 

 

AUTO INTERLOCUTORIO 563 

Bogotá D.C., 29 de septiembre de 2021 

 

Encontrándose el Despacho en el estudio de la admisibilidad de la demanda, advierte que 

es menester rechazarla por falta de competencia, por las siguientes razones: 

 

El artículo 5º del C.P.T., modificado por el artículo 3º de la Ley 712 de 2001, norma que 

gobierna de la competencia de los jueces del trabajo por razón del territorio, prevé que “La 

competencia se determina por el último lugar donde se haya prestado el servicio, o por el 

domicilio del demandado, a elección del demandante”. 

 

La regla sobre determinación de la competencia por el factor territorial en los procesos 

laborales, tiene como fundamento el principio de igualdad entre las partes, posibilita el 

derecho de defensa que hace parte integrante del derecho al debido proceso, y por lo 

mismo, salvaguarda el derecho a acceder a la justicia y aspirar a la pronta e imparcial 

resolución del conflicto. 

 

Valga recordar, que el artículo 45 de la Ley 1395 de 2010 que establecía la posibilidad de 

demandar en el domicilio del demandante, fue declarado inexequible por la Corte 

Constitucional en la Sentencia C-470 de 2011. 

 

Las normas anteriores son de carácter procesal y, conforme el artículo 13 del C.G.P. “Son de 

orden público y, por consiguiente, de obligatorio cumplimiento, y en ningún caso podrán ser 
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derogadas, modificadas o sustituidas por los funcionarios o particulares, salvo autorización 

expresa de la ley”. 

 

Al realizar el estudio de la demanda, encuentra el Despacho que en ella se demanda a la 

COMPAÑÍA PROFESIONAL EN ADMINISTRACIÓN, GESTIÓN Y CALIDAD S.A.S. – C3P 

S.A.S., persona jurídica que tiene su domicilio principal en el Municipio de Madrid – 

Cundinamarca, conforme se advierte en el Certificado de Existencia y Representación Legal 

consultado de oficio en el Registro Único Empresarial y Social – RUES, en el cual consta que 

la dirección del domicilio principal es la Calle 6 #4-50 en Madrid – Cundinamarca, y la cual 

concuerda con la descrita en el acápite de “Notificaciones” de la demanda.  

 

En este punto es menester aclarar que, aunque también se demanda a la señora DIANA 

OSPINA SALAZAR, lo cierto es que según lo expresado en el acápite de “Presupuestos 

Fácticos” la demandante suscribió contrato de trabajo verbal a término indefinido con la 

señora DIANA OSPINA SALAZAR en calidad de Representante Legal de la COMPAÑÍA 

PROFESIONAL EN ADMINISTRACIÓN, GESTIÓN Y CALIDAD S.A.S. – C3P S.A.S., más no 

como persona natural, razón por la cual se debe tener en cuenta el domicilio principal de 

C3P S.A.S.  

 

Ahora bien, en cuanto al último lugar de prestación del servicio, en el hecho primero de la 

demanda la actora señala que las funciones de “Limpieza, Aseo y Cuidado” las ejecutaba en 

“el conjunto residencial la Finca Mz 7 en el Municipio de Madrid Cundinamarca”; hecho que 

es corroborado con el Certificado de Afiliación RUAF en el cual se dice “Municipio Labora: 

Cundinamarca – Madrid” (páginas 12 y 13). 

 

Por las razones anteriores, no es posible asumir la competencia de la presente demanda, 

dado que la prestación del servicio no fue en Bogotá, y el domicilio de la demandada 

tampoco se encuentra en esta ciudad.  

 

En consecuencia, con fundamento en el inciso 2º del artículo 90 del C.G.P., se rechazará la 

presente demanda y se ordenará su remisión a los Jueces Laborales del Circuito de Funza 

en quienes recae la competencia según el inciso 2º del artículo 12 del C.P.T., modificado por 

el artículo 46 de la Ley 1395 de 2010, dado que en el municipio de Madrid – Cundinamarca 

no existe Juez Laboral ni Juez Civil del Circuito, y pertenece al Circuito Judicial de Funza. 

 

En caso de que el Juzgado Homólogo discrepe de lo señalado en esta providencia, lo 

procedente será que proponga el conflicto negativo de competencia en los términos del 

artículo 139 del C.G.P., y del numeral 5º literal B del artículo 15 del C.P.T. modificado por el 

artículo 10 de la Ley 712 de 2001. 
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En mérito de lo expuesto, el Despacho dispone: 

 

PRIMERO: RECHAZAR por falta de competencia territorial, la demanda presentada por 

NIYI JULIETH SALAMANCA LÓPEZ en contra de COMPAÑÍA PROFESIONAL EN 

ADMINISTRACIÓN, GESTIÓN Y CALIDAD S.A.S. – C3P S.A.S. y de DIANA OSPINA 

SALAZAR. 

 

SEGUNDO: REMITIR la demanda a los JUZGADOS LABORALES DEL CIRCUITO DE FUNZA, 

previa la desanotación en el libro radicador. 

 

El presente auto se notifica en los Estados Electrónicos publicados en el micrositio web: 

https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-08-de-pequenas-causas-laborales-de-bogota/2020n1  

El expediente digital se puede solicitar en el email: j08lpcbta@cendoj.ramajudicial.gov.co 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 

 

 

 

 
JUZGADO OCTAVO DE PEQUEÑAS CAUSAS LABORALES 

DE BOGOTÁ D.C. 
 Hoy:  

 30 de septiembre de 2021 
_____________________________________________ 

    Se notifica el auto anterior por anotación en el estado No. 110 
 

GLADYS DANIELA PÉREZ SILVA 
Secretaria 

 

https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-08-de-pequenas-causas-laborales-de-bogota/2020n1
mailto:j08lpcbta@cendoj.ramajudicial.gov.co

